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CLASE 01 
 

1. JUICIO ORDINARIO 
 

En la legislación chilena existen dos tipos de procedimientos: uno de aplicación 
general y otro especial. Dentro de los procedimientos generales, se encuentra: el juicio de 
mayor cuantía, el de menor cuantía y el juicio sumario. El juicio ordinario de menor cuantía, 
por su casi nula utilización, no será objeto de estudio de esta asignatura, y sólo se señalará 
que se encuentra regulado en el libro III, Título XIV del Código de Procedimiento Civil. 
Respecto al juicio sumario, éste es aplicado en aquellos casos en que la acción requiera, por 
su naturaleza, tramitación rápida, siempre que no exista un procedimiento especial aplicable 
al caso; como ejemplo de procedimiento especial se puede citar el juicio ejecutivo. 

 
En la presente unidad será analizado en detalle el juicio ordinario de mayor cuantía. La 

importancia de su estudio radica en el hecho de que es de aplicación general y de carácter 
supletorio, esto significa que se aplicará en presencia de cualquier vacío que se origine en 
los juicios especiales que reglamenta el Libro III del Código en cuestión, pues la regulación 
de estos juicios no se manifiesta en el citado texto. 

 
 

1.1. Juicio Ordinario de Mayor Cuantía 
 

Como se mencionó anteriormente, el juicio ordinario de mayor cuantía es de aplicación 
general. Se encuentra regulado por el Código de Procedimiento Civil en el Libro II, esto es, 
en los artículos 253 al 433 del texto mencionado. 

  
 El juicio ordinario de mayor cuantía presenta diversas características que lo identifican, 
a saber: 
  
• Se trata de un procedimiento declarativo; es decir, tiene por finalidad la declaración de un 

derecho que se encuentra en litigio. 
 
• Es un procedimiento común; es decir, es un procedimiento de carácter ordinario, porque 

se aplica siempre que la ley no señale un procedimiento especial para un determinado 
asunto. 

 
• Se le asigna el carácter de supletorio; porque no sólo se aplica en los juicios que 

carezcan de un procedimiento especial, sino también lo es porque su tramitación va a 
aplicarse a un procedimiento cualquiera que no reglamente específicamente esa materia. 
Por ejemplo, disposiciones que se contienen en el título del juicio ordinario sobre medidas 
precautorias, van a tener aplicación en otro procedimiento si en ellos no existe una regla 
especial que las rija. 

 
• Se aplica considerando la cuantía del negocio; es decir, que se tendrá en consideración 

para su aplicación una apreciación pecuniaria, para que se lleve a efecto, la cual deberá 
ser superior a la que señala la normativa vigente, de acuerdo a esto se aplica a pleitos 
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cuya cuantía sea superior a $ 377.241. Y a aquellos asuntos que no tengan una 
reglamentación especial determinada. 

 
• Se aplica a aquellos asuntos que el legislador considera de cuantía indeterminada. Por 

ejemplo: estado civil de la persona, sucesiones hereditarias, quiebra. 
 
• Es un procedimiento escrito; ya que las actuaciones que se realizan en este proceso, sin 

excepción alguna, deben constar por escrito en el expediente, cumpliendo en cada caso 
con las formalidades correspondientes. En este procedimiento se practican actuaciones 
orales.  

 
 
 
 
 

 

 
 

1.2    Esquematización General del Juicio Ordinario de Mayor Cuantía 
 
El juicio ordinario contempla una serie de instituciones que permiten darle inicio y 

término al proceso. A continuación se explicarán a grandes rasgos cada uno de ellos, de 
modo tal que el alumno pueda tener un esquema general del proceso a estudiar. 

 
De acuerdo al artículo 253 del Código de procedimiento Civil, el juicio ordinario puede 

iniciarse de dos maneras: 
 

1. Por la demanda que deduce el actor, esto se refiere a la demanda que presenta el 
demandante1. 

 
2. A través de una medida prejudicial, que es aquél acto procesal que tiene por objeto 

realizar ciertas diligencias preparatorias del juicio mismo. 
 
Luego de iniciado el juicio ordinario existe un período de discusión, conocido como 

fase de alegaciones, en el cual el demandado podrá contestar la demanda interpuesta por el 
demandante. Posterior a esta contestación, tanto el demandante como demandado 
dispondrá de un período de tiempo determinado en el que podrán decidir si hacen uso de lo 
que se conoce como réplica y duplica2. 

 
Existe un período de prueba (término probatorio) que se inicia con la dictación de la 

resolución que recibe la causa a prueba, que una vez notificada legalmente da inicio al 
término probatorio. En el juicio ordinario de mayor cuantía el término probatorio tiene una 
duración de 20 días. 

                                                 
1 Procesalmente, demandante y actor son sinónimos. Es la persona que ejerce o entabla una acción judicial. 
2 Réplica: en este escrito el demandante puede ampliar, adicionar o modificar las acciones que haya deducido con la demanda pero, sin que 
en esta oportunidad pueda alterar las que sean objeto principal del proceso. Duplica: en esta etapa la parte demandada puede ampliar, 
adicionar o modificar las excepciones perentorias que haya opuesto, pero sin que pueda alterar las que han sido objeto principal del 
proceso. 

Por Ejemplo 
 La recepción de prueba testimonial, pero de ella debe dejarse constancia escrita 
en el proceso, dándose por lo tanto aplicación al principio de protocolización. 
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 Admitidas las pruebas, se lleva a cabo un período de observaciones a la prueba; 
durante el transcurso de éste, la ley faculta a las partes para que formulen por escrito, 
comentarios sobre la prueba rendida, llamados alegatos de bien probado.  

  
Finalmente, está la etapa decisoria, que corresponde al período de sentencia, que 

ocurre una vez producido el término del anterior, y se inicia con una resolución del juez por la 
cual cita a las partes para oír sentencia (ella debe ser notificada), debiendo emitir su fallo en 
el plazo respectivo. 

 
 En la figura que se presenta a continuación, se puede visualizar claramente las etapas 

secuenciales que componen al proceso del juicio ordinario de mayor cuantía. Posteriormente, 
se analizarán en detalle cada una de dichas etapas. 
 
 

Figura Nº 1: Juicio Ordinario de Mayor Cuantía 
   

 
 
 

 
     
 
    

 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

Realice ejercicio nº 1 y 2 

 Juicio Ordinario de Mayor Cuantía 

Demanda Medidas Prejudiciales 

Contestación de 
la demanda

Réplica Duplica Conciliación 

Prueba 

Observaciones 
a la Prueba 

Citación a oír 
Sentencia  

Sentencia 

se inicia mediante
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2.  LA DEMANDA 
 
 La jurisprudencia la define como el medio legal que tiene el demandante para deducir 
una acción, siendo ésta la forma de hacer valer el derecho que se reclama. 
 

Doctrinariamente Alsina3 señala que la demanda es: "El acto procesal por el cual el 
actor ejercita una acción solicitando al tribunal la protección, declaración o constitución de 
una situación jurídica". 

 
La importancia de la demanda está establecida en razón de que constituye la base del 

proceso, toda vez que en la misma se concreta la pretensión del actor, enmarcando de este 
modo los poderes del juez, quién no podrá otorgar en su sentencia más de lo solicitado en la 
demanda, ni fuera de lo pedido en ella, ya que de hacerlo incurriría en el vicio de nulidad, 
denominado ultrapetita que es una causal del recurso de casación en la forma. 

 
Así, se destaca su importancia porque: 

 
- La demanda es la base del juicio. Dependerá del planteamiento que el actor formule en 

ella, si se tendrá éxito o fracaso en el litigio. 
 
- La demanda concreta las pretensiones del actor y limita los poderes del juez a su 

respecto, ya que la sentencia debe limitarse a las peticiones que el actor ha formulado, lo 
que se llama mérito del proceso, según el Art. 160 del Código de Procedimiento Civil. 

 
- Sólo puede rendirse prueba sobre los hechos estipulados en la demanda y en la 

contestación. El juez va a tener que examinar personalmente estos pedimentos. 
 
 
 

 
 
 
 

 
 
 

2.1. Requisitos de la Demanda 
 

Para que la demanda pueda ser cursada ante un tribunal se deben dar dos tipos de 
requisitos; los especiales a la demanda y los comunes a todo escrito. A continuación, se 
estudiarán cada uno de ellos 

 
• Requisitos Especiales de la Demanda 
 

                                                 
3 Hugo Alsina, Editorial Jurídica Universitaria, México 2002. 

 

Si la demanda contiene defectos de forma, el legislador autoriza al demandado 
para que mediante excepciones impida la prosecución del juicio, mientras no se 
regularicen ciertos defectos que se observan en la demanda, o para impedir que ella 
siga adelante; dichas excepciones son llamadas “Excepciones Dilatorias”. 
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Son leyes ordenatorias que sólo versan sobre la tramitación del juicio, persiguiendo su 
ordenada y completa discusión en el aspecto externo. Su omisión autoriza un recurso de 
casación en la forma.  
 

Son regulados por el artículo Nº 254 del Código de Procedimiento Civil, el cual señala 
lo siguiente: 

 
1)  Se debe designar el tribunal ante quien se entabla la demanda; es decir, se debe indicar 
la categoría del Tribunal. Este requisito se cumple indicando el tribunal con el grado o 
jerarquía pertinente, es decir, si se presenta ante: 
 

− Juez de letras: Señor juez de letras o señor juez letrado. 
- Corte de Apelaciones: Ilustrísima Corte. 
- Corte Suprema: Excelentísima Corte. 
- Arbitro: Señor juez árbitro. 
- Policía Local: Señor juez de Policía Local. 

 
2)  Se debe señalar el nombre, domicilio, profesión u oficio del demandante y de las 
personas que lo representen, y la naturaleza de la representación. Este requisito tiene 
importancia, toda vez que permite al demandado saber en forma concreta quién lo está 
demandando y las excepciones o defensas que podrá oponerle; permite también determinar 
la persona a quien afectará la sentencia; el domicilio es importante para saber el lugar en que 
ha de notificarse al demandante. 
 
3) Se debe señalar el nombre, domicilio y profesión u oficio del demandado. El nombre 
completo del demandado es necesario para saber en forma concreta en contra de quien se 
dirige la demanda y la capacidad del demandado. El domicilio es indispensable para saber 
donde debe notificarse al demandado y también para los efectos de determinar la 
competencia relativa, cuando se aplica la regla del domicilio del demandado.   
 
 El domicilio que se alude en ellas es el domicilio civil del art. 61 del Código Civil, y se 
cumple con señalar la ciudad o lugar geográfico determinado y que corresponde, ya sea al 
demandante o al demandado. Se debe señalar que no se refiere a la casa habitación o a la 
morada, pues ella es una obligación distinta, requerida por el legislador para otros efectos 
legales. 
 
4)  Se debe realizar una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho en que se 
apoya, precisa los motivos del juicio. La demanda debe ser apta, es decir, debe consignar la 
causa de pedir y la cosa pedida, pues estos dos aspectos son la única forma de caracterizar 
la acción y definir concretamente el derecho invocado. 
 
5)  Se debe efectuar una enunciación precisa y clara, consignada en la conclusión de las 
peticiones que se sometan al fallo del tribunal. Corresponde a la parte petitoria del escrito, 
consignada al final del mismo, en la cual el demandante debe señalar en forma precisa lo 
que solicita al tribunal que declare en la sentencia definitiva. El petitorio de la demanda limita 
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la competencia del juez, el que no podrá otorgar más de lo que ahí se pide, so pena de 
incurrir en ultrapetita, a menos que la ley lo autorice expresamente para proceder de oficio. 
   

El cumplimiento de estos requisitos hace que la demanda cumpla con las condiciones 
de ser cierta, clara y determinada. Si se omiten estos requisitos, el legislador contempla 
ciertas sanciones por esa omisión. 

 
Si se trata de la omisión o del cumplimiento imperfecto de cualquiera de estos 

requisitos; es decir, si falta alguno de ellos en el modo de proponer la demanda, se autoriza 
al demandado para oponer la excepción dilatoria de ineptitud del libelo, Lo que significa que 
en el mismo escrito en que solicita dicha excepción debe contestar la demanda, y quién 
resolverá el incidente será el juez competente.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Sin embargo, la falta de designación del domicilio del actor o demandante no autoriza 

al demandado para oponer la excepción “ineptitud del libelo”, porque en ese caso la sanción 
sería la del art. 49 del Código de Procedimiento Civil4.  

 
Además, si se omiten los requisitos de los números 1, 2 y 3 del art. 254 del Código de 

Procedimiento Civil, el legislador señala una sanción específica, la cual es que el juez puede, 
de oficio no dar curso a esa demanda si no se cumple esa disposición, expresando ese 
defecto que contiene. Art. 256 del Código de Procedimiento Civil. 
 

Esta facultad del art. 256 del Código de Procedimiento Civil está limitada a las 
omisiones que él comprende y no a otras. Si el tribunal no hace uso de esta facultad del art. 
256 del Código de Procedimiento Civil, queda entregado al demandado hacer valer alguna 
excepción dilatoria, que normalmente será de ineptitud del libelo. 

 
• Requisitos Comunes a Todo Escrito 
 
 Éstos son los siguientes: 
 

                                                 
4 Podrá el tribunal ordenar que se haga la notificación en otros lugares que los expresados en el artículo 41 del Código de 
Procedimiento Civil, cuando la persona a quien se trate de notificar no tenga habitación conocida en el lugar en que ha de 
ser notificada. Esta circunstancia se acreditará por certificado de un ministro de fe que afirme haber hecho las indagaciones 
posibles, de las cuales dejará testimonio detallado en la misma diligencia. 

Por Ejemplo 
Si en la demanda, el demandante ha señalado el tribunal; el nombre, domicilio y 

oficio del demandante; pero omitió el nombre, domicilio y oficio del demandado; en este 
caso el demandado puede oponer la excepción dilatoria de “ineptitud del libelo”, 
señalándole al tribunal que no se ha indicado un requisito esencial para darle curso a la 
demanda. 



 

 8
 

Instituto Profesional Iplacex 

a) Debe tener una suma procesal, es decir, todo escrito deberá presentarse al tribunal de la 
causa por conducto del secretario respectivo y se encabezará con una suma que indique su 
contenido o el trámite de que se trata, según el Art. 30 del Código de Procedimiento Civil. 
 
b)  Esta demanda deberá redactarse en papel común. 
 
c)    Debe redactarse en castellano. 
 
d)  Por costumbre judicial, en cada hoja no se escribe más de 30 líneas a doble espacio por 
carilla. 
 
e) Debe contener el cumplimiento de la obligación del artículo primero de la ley 18.120, 
referente al patrocinio, que señala que la primera presentación de cada parte en asuntos 
contenciosos o no contenciosos deberá ser patrocinada por un abogado habilitado para el 
ejercicio de la profesión.  Si la demanda no cumple este requisito, ella no será proveída por el 
tribunal y se tendrá por no presentada para todos los efectos legales. 
 
f) Debe cumplirse la obligación del artículo segundo de la ley 18.120, la que señala que se 
debe acompañar un poder o mandato judicial, para que se autorice su representación por 
abogado habilitado, estudiante de tercero, cuarto o quinto año de la carrera de derecho, o 
egresado de la misma, hasta por tres años desde que rindió los exámenes correspondientes. 
Si no se cumple este requisito el tribunal se limitará a ordenar la debida constitución de aquél 
dentro de un plazo máximo de 3 días. Extinguido este plazo y sin otro trámite se tendrá la 
solicitud por no presentada para todos los efectos legales. 
 
g) Será necesario acompañar tantas copias simples como sean las partes a quienes debe 
notificarse, según el Art. 31 del Código de Procedimiento Civil. 
 

La demanda puede acompañarse de ciertos documentos. Se debe señalar que 
algunos de estos documentos son de carácter obligatorio, es por ello que se hace la 
distinción entre documentos que “deben” acompañar la demanda y documentos que 
“pueden” acompañar la demanda. 
 

Los documentos que deben acompañar la demanda son aquéllos a los que alude el 
art. 6 del Código de Procedimiento Civil, y que se llaman documentos habilitantes. El que 
comparezca en juicio a nombre de otro, en desempeño de un mandato o en ejercicio de un 
cargo que requiera especial nombramiento, deberá exhibir el título que acredite su 
representación; necesariamente deben acompañarse a la demanda so pena que el 
demandado quede facultado para reclamar por una excepción dilatoria de la falta de 
personería o representación. 

 
 Los documentos que pueden acompañar la demanda reciben el nombre de 

documentos fundantes, que son aquellos que se pueden acompañar o no con la demanda. 
Éstos pueden ser de dos clases: 
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a) Fundantes propiamente tales: son aquellos de los que emana el derecho que se invoca, y 
por lo general la presentación de ellos no debe presentar ninguna dificultad al actor; ellos 
dan fe de los hechos en que se apoya la pretensión del actor, o bien, dan fe de la 
contraprestación del demandado. 

 
b) Justificantes, justificativos o demostrativos: son aquellos que dicen relación con los 

hechos que sirven de demostración al derecho reclamado y su presentación podría 
presentar dificultades en algún instante. 

 
Estos documentos justificantes, justificativos o demostrativos pueden presentarse en 

cualquier estado del pleito, según el art. 348 Código de Procedimiento Civil, con los límites 
que el mismo indica, hasta el vencimiento del término probatorio en primera instancia, y 
hasta la vista de la causa en segunda instancia. 

 
 
 
 
 

2.2. Traslado de la Demanda 
 
 Es el acto por el cual se pone en conocimiento de una de las partes la petición 
formulada por la contraria. En el caso de la demanda, ella pretende hacer saber al 
demandado las pretensiones del demandante y a partir de esta notificación comienza el 
procedo. 
 

Esta demanda se presenta ante el tribunal que sea competente para conocer del 
asunto litigioso que se presenta en ella. Operan las reglas del Código Orgánico de 
Tribunales. 
 

La demanda se provee; la providencia que debe dictar el tribunal frente a la demanda 
es el traslado. Art.257 Código de Procedimiento Civil (se da la posibilidad a la parte contraria 
para que rebata lo que se plantea en la demanda). En consecuencia, si el juez no encuentra 
objeción que formular, dictará una resolución que es un simple decreto o providencia, por el 
cual dará traslado de la demanda e indicará la cuantía y rol que se le asigna al expediente. 

 
 

2.3.  Resolución que Recae sobre la Demanda 
 

La resolución que recae sobre la demanda es aquella resolución que dicta el tribunal, 
posterior a la realización del examen que realiza de la demanda. 
 
 
 
 
 
 

Realice ejercicio nº 3 
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Los requisitos de la resolución recaída en la demanda son:  
 
 

− La resolución de lo que se pide en los otrosíes5. 
 
− Asignar a la causa el número de ingreso con el cual va a figurar en el rol del tribunal 

que está conociendo de ella y que permite la práctica de la notificación por el estado 
diario. 

 
− Puede indicar la cuantía del asunto. 

 
 
 De acuerdo al artículo 40 del Código de Procedimiento Civil y según el artículo 41 del 

mismo código, la notificación al demandado se realizará personalmente. Esto si el 
demandado está en alguno de los lugares hábiles, es decir, está en el lugar donde se sigue 
el juicio. Al demandado se le puede notificar de acuerdo al Art.44 del Código de 
Procedimiento Civil, e incluso mediante avisos si se dan las condiciones en cada caso 
artículo 54 Código de Procedimiento Civil. 
 

Presentada así la demanda es posible que el actor quiera hacerle modificaciones o 
rectificaciones, y acerca de ellas se presentan tres situaciones: 
 
a) Que la demanda haya sido presentada ante el tribunal competente y se encuentre sin 

notificar al demandado. Antes de notificarse la demanda al demandado, el actor puede 
retirarla sin trámite alguno y se tendrá por no presentada para todos los efectos legales. 
Se puede modificar, reformar, alterar o reconstituir. 

 
b) La demanda se encuentra notificada al demandado pero éste no la ha contestado. Una 

vez que está notificada la demanda, el actor puede desistirse de ella ante el tribunal que 
está conociendo el asunto. Pero también puede hacer las ampliaciones y rectificaciones 
que estime conveniente, pero ellas se van a considerar como una demanda nueva, para 
los efectos de su notificación y sólo una vez que ella ha procedido, correrá el término para 
contestar la demanda primitiva.  
 

c) Que la demanda haya sido contestada por el demandado. Contestada la demanda el 
actor puede desistirse de ella. Pero fuera de ello ese actor puede efectuar en el escrito de 
réplica las ampliaciones, modificaciones o rectificaciones a las acciones que haya hecho 
valer en la demanda, pero sin que pueda alterar las que son objeto principal del pleito. 
Art. 312 del Código de Procedimiento Civil. 

 
 
 
 

                                                 
5 Son cada una de las peticiones o pretensiones que se señalan después de la principal, es decir, son las peticiones 

accesorias que se contienen en el escrito y sobre las cuales, el tribunal también debe emitir resolución. 

 



 

 11
 

Instituto Profesional Iplacex 

CLASE 02 
 

2.4. Efectos de la Demanda 
 

La demanda, una vez que ha sido interpuesta, genera los siguientes efectos: 
 
a) Queda abierta la instancia y el juez está en la obligación de conocer las peticiones que 

formula el actor y a tramitar la causa. 
 
b) Art. 187 Nº 1 del Código Orgánico de Tribunales, en virtud del cual se entiende que el 

actor prorroga tácitamente la competencia. Se entiende que prorrogan tácitamente la 
competencia: 

 
− El demandante, por el hecho de ocurrir ante el juez interponiendo su demanda; 
− El demandado, por hacer, después de personado en el juicio, cualquiera gestión que 

no sea la de reclamar la incompetencia del juez. 
 
c) En algunos casos se entiende que el derecho que se reclama en ella existe desde la 

presentación de la demanda y no desde su notificación. Por ejemplo: el derecho de 
alimentos. 

 
 

3. EL EMPLAZAMIENTO 
 

Íntimamente relacionado a la demanda y a su notificación legal, se encuentra lo que se 
conoce como emplazamiento. 

 
El emplazamiento es una diligencia judicial que tiene por objeto llamar a una persona 

con el fin de que comparezca en juicio a defenderse o a hacer uso de su derecho, según la 
doctrina. 

 
 
 
 
 
 
 
 
No debe confundirse el emplazamiento con la citación, que en algunas legislaciones 

son expresiones sinónimas. Citación es el acto por el cual se dispone la comparecencia de 
una persona ante el juez en un momento determinado, con el fin de practicar o presenciar 
una diligencia. Así se cita a una de las partes litigantes para que confiese a petición de la 
contraria; también se cita a los testigos para que declaren ante el tribunal, porque se le fija el 
día, hora y lugar en que deben comparecer. De acuerdo a lo señalado, el emplazamiento 
consta de una notificación y de un plazo. 
 

La jurisprudencia conceptúa al emplazamiento como: el llamado de la autoridad  
judicial a una persona, a fin de constituirse en parte en un juicio y someterlo a su 
mandato. 
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• Diferencias entre Citación y Emplazamiento 
 

La citación tiene lugar para un determinado momento; en tanto que el emplazamiento 
se puede cumplir dentro del plazo que el Código de Procedimiento Civil señala para la 
comparecencia. 

 
La citación se puede dirigir respecto de cualquier persona, sea o no parte del juicio; en 

cambio el emplazamiento sólo tiene lugar respecto a las partes litigantes.  
 
 
 
 
 
                                                 

 
• Elementos del Emplazamiento 
 

Este emplazamiento está constituido por dos elementos: 
 
a) La notificación, realizada en forma legal al demandado de la demanda y de la resolución 

recaída en ella. 
 
b) Transcurso del plazo, que concede la ley al demandado para contestar la demanda, para 

defenderse. 
 
 
 
 
 
• Efectos del Emplazamiento 
 

Desde que se notifica al demandado en forma legal la demanda y de la resolución que 
ha recaído en ella se produce el emplazamiento, y el efecto principal que se sigue de él es la 
relación procesal de las partes entre sí y con el tribunal. 
 
 

Aparte de este efecto principal hay otros que pueden ser: civiles y procesales. 
 

a) Efectos civiles. 
 
   Son cada uno de los efectos de carácter civil, es decir, aquellos que regulan las 
relaciones patrimoniales de las personas; y son los siguientes: 
 
- Constituye en mora al deudor. Es decir que a partir de ese momento el deudor cae en el 

retardo injustificado del cumplimiento de una obligación. 
 

Realice ejercicios nº 4 y 5 

Por Ejemplo 
Se emplaza al demandado a defenderse de la demanda a través de la 

contestación de la demanda. 
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- Interrumpe la prescripción. Es decir, que interrumpe el periodo de tiempo que supone la 
prescripción. 

 
b) Efectos procesales. 
 
 Son cada uno de los efectos procedimentales que trae aparejado el emplazamiento. 
Estos son los siguientes: 
 
- Crea la carga para el demandado de comparecer ante el juez y de tomar intervención en 

el juicio promovido. 
 

No es una obligación, porque la ley no contempla ningún medio para hacerla efectiva, 
pero si desea estar incomparecente estará en una situación jurídica desfavorable, pero 
que no obsta al actor dar curso regular del juicio que ha incoado y se seguirá el juicio en 
rebeldía del demandado. Pero no por el hecho de no haber comparecido oportunamente 
a contestar la demanda, el demandado no puede comparecer al juicio en cualquier estado 
de éste. (Principio de la preclusión). 

 
- El demandante no puede retirar la demanda y solamente puede desistirse de ella. Es 

decir, que antes de notificada la demanda, el actor o demandante podrá retirarla sin más 
trámite, y se considerará como no presentada. Después de notificada solo podrá 
desistirse de ella, lo que extinguirá las acciones con relación a las partes litigantes. 

 
- Queda radicado el juicio ante este tribunal en que se presentó la demanda y por ende no 

puede el demandante iniciar de nuevo un juicio en que ejercite la misma acción ante otro 
tribunal diferente, contra el mismo demandado, porque si lo hiciera el demandado puede 
oponer la excepción de litis pendencia, es decir, que supone la existencia en otro tribunal 
o en el mismo, un pleito pendiente y sin resolver, entre las mismas partes y con igual 
objeto. 

 
- Los efectos de la sentencia que se dicta en ese pleito se retrotraen a la época de la 

notificación de la demanda, los derechos que se declaren en ese fallo se reputan que 
existen desde que la demanda fue notificada legalmente al demandado. 

 
• Plazo del Emplazamiento 
 

El plazo del emplazamiento, es el segundo elemento que dispone la ley a continuación 
de la notificación para que el demandado se defienda, plazo que la ley le asigna al 
demandado para comparecer a defenderse; éste tiene el carácter de uniforme, sino que es 
variable y ello depende del lugar en que funcione el tribunal que conoce de la causa y del 
lugar en que ha sido notificado el demandado. 
 

Para precisar cuál es este término de emplazamiento, se pueden distinguir las 
siguientes situaciones: 
 



 

 14
 

Instituto Profesional Iplacex 

a) Notificación dentro del territorio jurisdiccional que conoce de la causa. Aquí rige el art. 
258 Código de Procedimiento Civil, y es posible distinguir:  
 
- Si el demandado fue notificado en la comuna donde funciona el tribunal, el plazo es de 15 

días hábiles. Se debe considerar que si se utiliza la expresión término de emplazamiento 
sin más agregado se entenderá que se refiere a este término. 

 
- Si el demandado ha sido notificado en el mismo territorio jurisdiccional, pero fuera de los 

límites de la comuna que sirve el tribunal, este plazo será de 18 días hábiles. 
 

b) Notificación en otro territorio jurisdiccional, o fuera del territorio de la república. Aquí rige 
el art. 259 del Código de Procedimiento Civil, el cual señala que: 
 

En este caso el plazo para contestar la demanda es de 18 días hábiles más el 
aumento que corresponda al lugar en que el demandado fue notificado. Ese aumento se 
determina de acuerdo a una tabla que cada cinco años forma la Corte Suprema, 
considerando la distancia, facilidades y dificultades que existen para las comunicaciones. 
Esa tabla se forma en el mes de Noviembre del año anterior al vencimiento de los 5 años, y 
se pone en vigencia a partir del 1º de Marzo del año siguiente; se publicará en el Diario 
Oficial, y se fijará a lo menos dos meses antes de su vigencia en los oficios de todos los 
secretarios de Cortes y Juzgados de Letras. El aumento máximo es de 60 días. 

 
Puede suceder que sean varios los demandados, en ese caso opera el art. 260 del 

Código de Procedimiento Civil, es decir, si los demandados son varios, sea que obren 
separada o conjuntamente, el término para contestar la demanda correrá para todos a la vez 
y se contará hasta que expire el último término parcial que corresponda a los notificados.  

 
En este caso, el término de emplazamiento participa de los caracteres de los plazos 

individuales en cuanto a su inicio, porque se cuenta para cada uno de los notificados desde 
la respectiva notificación; pero en cuanto a su terminación se prolonga hasta la expiración del 
último término parcial, lo que es propio de los términos comunes. 

 
 

• Características del Término de Emplazamiento 
  
 El emplazamiento posee una serie de características que la definen, a saber: 
 
- Se trata de un término legal, puesto que lo señala el legislador.  
 
- Es un plazo fatal, toda vez que el simple transcurso del tiempo extingue el derecho del 

demandado. 
 
- Es improrrogable, porque ni el tribunal ni las partes tienen facultades para prorrogarlo. 
 
- Se trata de un término de días hábiles. 
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3.1.  Actitudes del Demandado luego de Notificada la Demanda 
 

Existen ciertas actitudes que puede asumir el demandado frente a la notificación de la 
demanda, a saber: 
 

 
 
 
 
 
 
 

A continuación, se explicarán cada una de dichas actitudes, para su mayor 
comprensión. 

 
 

3.1.1. Aceptar la Demanda o Allanarse 
 

 Guasp6 define el allanamiento como "una declaración de voluntad del demandado por 
la que éste abandona su oposición a la pretensión del demandante”. 

 
Por su parte, Alsina indica que el allanamiento es "el acto por el cual el demandado 

admite más que la exactitud de los hechos, la legitimidad de las pretensiones del actor”. 
 
 
De acuerdo a lo anterior, se puede decir que el allanamiento: 

              
 
 
 
 
 

 
El allanamiento en sí es un acto jurídico procesal puro y simple, de ahí que carece de 

eficacia el que se haga con reservas o bajo ciertas condiciones. 
 
Asimila el art. 313 del Código de Procedimiento Civil el allanamiento a la demanda a 

aquélla situación en que el demandado no contradice en materia substancial y pertinente los 
hechos sobre los que versa el juicio. Por lo tanto, la no contradicción en materia substancial y 
pertinente solo alude a los hechos, e importa una verdadera confesión del demandado; sin 

                                                 
6 Jaime Guasp, Derecho Procesal Civil, Civitas Ediciones, 2003. 

Realice ejercicio nº 6 

- Aceptar la demanda o allanarse 
- Permanecer inactivo 
- Defenderse 
- Reconvenir 

“Es aquélla figura procesal que se produce cuando notificada la demanda al 
demandado, éste acepta en todas o algunas de sus partes la pretensión procesal del 

actor ". 
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embargo, ésta también puede ser total o parcial, y produce los mismos efectos que el 
allanamiento. 

 
Para encontrarse en presencia de la aceptación de la demanda, deben darse ciertas 

condiciones, a saber 
 

- Expresa: cuando el demandado reconoce categóricamente los hechos y el derecho 
expuestos en la demanda. 

 
- Tácita: cuando se da cumplimiento voluntariamente a los pedidos de la demanda. Debe 

considerarse que para poder aceptar la demanda no se precisa de una capacidad 
especial, pero sí el mandatario requiere mención especial. 

 
Si el demandado acepta la demanda o no contraviene en forma sustancial y pertinente 

los hechos sobre los cuales versa el juicio, el tribunal mandará citar a las partes para oír 
sentencia (artículo 313 del Código de Procedimiento Civil); lo anterior, en atención a que al 
no existir hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, no es necesario recibir la causa 
a prueba. 

 
Igual cosa sucede, cuando las partes pidan que se falle el pleito sin más trámite. En 

este caso las partes solicitan de común acuerdo, que el órgano jurisdiccional, resuelva el 
conflicto pendiente entre ellas, sin otro trámite posterior a esta solicitud. 

 
 

3.1.2. Permanecer Inactivo 
 

El hecho de que el demandado legalmente notificado no conteste la demanda o no 
haga gestión alguna en el pleito, no significa que acepte sin más las pretensiones del actor. 
Este deberá probar sus pretensiones, alegaciones. Sin embargo, la pasividad del demandado 
da lugar a la llamada rebeldía. 

Rebeldía "es el derecho que la ley concede a una parte, para pedir que se dé curso 
progresivo a los autos7, cuando un trámite que debió ser cumplido por la contraria dentro de 
un término legal que establece el Código de Procedimiento Civil no se cumplió”. 

 
Asimismo también es el derecho que le asiste a una parte para pedir que se dé por 

evacuado un trámite del juicio en rebeldía de la contraria, cuando esta última no lo ha 
cumplido dentro del plazo legal no contemplado en el Código de Procedimiento Civil o dentro 
del término judicial; plazo judicial que el tribunal fija al efecto. 

 
En esos dos casos el litigante estará rebelde. En la primera por el sólo ministerio de la 

ley; y en el segundo, por la correspondiente declaración de rebeldía. 
 
Se debe tener presente que esta rebeldía solamente se refiere al trámite que el 

litigante no ha cumplido en el plazo judicial o legal que se le concede, pero no tiene el 

                                                 
7 Son aquellas resoluciones que resuelven un incidente sin establecer derechos permanentes a favor de las 
partes. Artículo 158 del Código de Procedimiento Civil. 
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carácter de general para todo el juicio. De allí que será necesario siempre pedir al tribunal 
que se dé por cumplido el trámite de que se trata y se provea lo necesario para darle curso 
progresivo a los autos. 

 
La rebeldía genera ciertos efectos, para lo cual es necesario saber si ella se produce 

en primera o segunda instancia. 
 
- En primera instancia: ella tiene por finalidad dar por evacuado o por cumplido el trámite 

preciso que no se cumplió dentro del plazo fatal señalado por la ley o por el juez si se 
trata de un plazo judicial.  

 
El litigante rebelde puede comparecer en cualquier momento durante la prosecución 

del litigio. 
 
- En segunda instancia: si no comparece el apelado no se le va a considerar para ningún 

efecto y se va a estimar el recurso de apelación en su rebeldía, como si no existiera. 
Cabe tener presente que este litigante rebelde en segunda instancia puede comparecer 
en cualquier momento y debe hacerlo a través de un procurador o por abogado habilitado 
para el ejercicio libre. 
 

En segunda instancia la rebeldía se produce por el sólo ministerio de la ley y no es 
preciso notificarle al apelado rebelde las resoluciones que se dicten, las que van a producir 
efectos a su respecto desde que se dictan. Art. 202 inc. 1  del Código de Procedimiento Civil. 

 
 
 
 

CLASE 03 
 

3.1.3. Defenderse 
 

Cuando el demandado asume esta actitud, ella es activa; y lo es porque este 
demandado se defiende, contraataca, reacciona. Lo hace a través de las excepciones, a 
través de las defensas. 

 
Según Alsina, la palabra excepción tiene un doble contenido: que es sustancial, es 

decir, que comprende toda defensa que el demandado opone a la pretensión jurídica del 
actor. Otro de orden procesal, que se refiere a la forma de la demanda y a los requisitos que 
es necesario que se den para que halla una relación jurídica válida. 
 

Las excepciones en el sentido sustancial están regladas en los Códigos de fondo. 
Según esta concepción no pueden ser clasificadas porque están sometidas a las condiciones 
de existencia y ejercicio de los derechos. 

 
Este tipo de excepciones, que al decir de Alsina, son defensas, deben oponerse en el 

escrito de contestación de la demanda y resolverse por el juez en la sentencia definitiva. 

Realice ejercicio nº 7 
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La jurisprudencia señala que toda excepción debe fundarse en un precepto legal que 
la establezca como tal, sea en el carácter de dilatoria o perentoria. 

 
La excepción de orden procesal, Alsina, las considera excepciones propiamente tales, 

ellas tienen un contenido procesal y no afecta el derecho del actor. Están contenidas en los 
Códigos de procedimientos y tienen diferentes objetivos, como son:  
 
a) Evitar que se pronuncien sentencias contradictorias: excepción de litis pendencia. 
b) Que se tramite un juicio nulo por falta de capacidad procesal: excepción de falta de 

personería. 
c) Que se respeten las disposiciones que regulan la competencia de los jueces: excepción 

de incompetencia. 
d) Exigir el cumplimiento de las formalidades necesarias para la presentación de la 

demanda: excepción de la ineptitud del libelo. 
 
Estas excepciones que puede hacer valer el demandado, pueden clasificarse 

doctrinariamente en tres: 
 

- Aquellas que paralizan la acción sin extinguirla; es decir reguladas en el artículo 303 del 
Código de Procedimiento Civil,  bajo la denominación de excepciones dilatorias.  

 
- Aquellas que extinguen la acción legislada en el Código de fondo pero que el Código de 

Procedimiento Civil permite oponerlas en ciertas situaciones como dilatorias; este tipo de 
excepciones reciben el nombre de perentorias. 

- Aquellas que están fundadas en un hecho extintivo, impeditivo o modificativo que el 
demandado hace valer en su escrito de contestación de la demanda de acuerdo a la 
normativa del Código Civil, y que si son admitidas por el juez van a llevar al rechazo de la 
demanda. Se conocen como defensas generales. 

 
En Doctrina, se distingue entre excepciones y defensas. Se dice que la defensa 

desconoce la existencia del derecho objeto de la acción deducida, niega el derecho 
reclamado. Por ejemplo: el deudor que se limita a negar la deuda. Estas defensas son 
generales y constituyen simples alegaciones. 

 
En tanto que la excepción supone que el derecho ha existido y sólo tiende a 

establecer que por un hecho independiente de la constitución y existencia del derecho 
alegado éste ha caducado; o bien, puede referirse a la corrección del procedimiento. 

 
 
 
 
 
 
 
 

 

Por Ejemplo 
- Reconocer que se es deudor pero agregándole que esta obligación fue cumplida y 

que ahora nada se debe. 
- Reclamar en contra de la falta de capacidad del actor para accionar. 
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         Pese a lo señalado anteriormente, el Código de Procedimiento Civil no reconoce 
esta distinción, para él excepción o defensas son términos sinónimos. 
  
 Por lo tanto, puede afirmarse que el concepto de defensa es más amplio que el de 
excepción, en el entendido que toda excepción es una defensa y que entre ambas 
nociones existe una relación de género a especie. 

 
De acuerdo con las normas procesales, las excepciones se clasifican en: 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 A continuación se estudiarán, cada una de las excepciones mencionadas 
anteriormente. 

 
• Excepciones Dilatorias 

 
Son aquellas que se refieren a la corrección del procedimiento, sin afectar el fondo de 

la acción deducida.  
 

Estas excepciones, según sus efectos, pueden clasificarse en excepciones dilatorias 
de efectos permanentes y efectos transitorios. Esta clasificación está supeditada a la 
posibilidad de que el juicio pueda o no seguir desarrollándose; así serán de efectos 
permanentes, las excepciones que no permitan la continuación del juicio, y transitorias, las 
que sí lo permiten.   

 
 De acuerdo al Art. 303 sólo son admisibles como excepciones dilatorias: 
 
1. La incompetencia del tribunal ante quien se haya presentado la demanda. Es de efectos 
permanentes, porque desde que se acoge, el tribunal no puede seguir conociendo del mismo 
asunto. Comprende esta excepción de incompetencia, tanto a la incompetencia absoluta 
como a la relativa. La incompetencia absoluta puede ser alegada en cualquier estado del 
juicio dado que ella es irrenunciable por ser de orden público; mientras que la excepción de 
incompetencia relativa debe alegarse dentro del término de emplazamiento y antes de 
contestar la demanda, so pena de prorrogar tácitamente la competencia. 
 

Esta excepción de incompetencia relativa debe oponerse por vía de declinatoria, es 
decir, debe presentarse ante el mismo tribunal que está conociendo del asunto.  

 

Realice ejercicio nº 8 

- Excepciones dilatorias 
- Excepciones perentorias 
- Excepciones mixtas 
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La excepción de incompetencia es distinta de la llamada “falta de jurisdicción que 
afecta al fondo de la acción deducida, a la naturaleza del derecho que se ejercita, a la 
materia del asunto que se ventila”; la cual tiene como finalidad el rechazo absoluto y 
definitivo de la demanda por falta de acción en el actor para presentarla ante los tribunales 
ordinarios de justicia. Luego, la falta de jurisdicción se constituye en una excepción 
perentoria y como tal debe contenerse en el escrito de contestación de la demanda. 

 
Esta falta de jurisdicción no tiene por objeto corregir ningún vicio de procedimiento, 

sino que va al fondo del asunto y de ser aceptada significa que ese asunto no podrá ser 
conocido ni fallado en Chile. 

 
Asimismo, queda comprendida en la excepción de incompetencia del tribunal la 

llamada “excepción de compromiso”, por medio de ésta se invoca el procedimiento arbitral 
que las partes someten voluntariamente la resolución de un asunto litigioso de carácter civil a 
la competencia de un juez arbitral, con exclusión de los tribunales ordinarios a quienes les 
hubiera correspondido conocer del asunto si no hubiera existido ese compromiso. 
 
2. La falta de capacidad del demandante, o de personería o representación legal del que 
comparece en su nombre. Esta excepción es de efectos transitorios porque una vez 
saneados estos vicios, el juicio podrá continuar ante el tribunal que entró a conocer de la 
demanda que formuló el actor. Comprende dos situaciones: 
 
a) La falta de personería o representación legal de la persona que obra en nombre del actor.  
 

El Código de Procedimiento Civil no contiene norma alguna que se refiera a la 
capacidad de las partes para obrar en juicio, por ello es que ella debe ser examinada a la 
luz de los códigos de fondo.  

 
b) La falta de capacidad del demandante, es decir, la aptitud legal para comparecer en juicio 

por sí mismo. Por ejemplo: el menor adulto, o en caso de demencia. 
 

Cabe tener en cuenta que no está comprendida la falta de capacidad del demandado, 
toda vez que las excepciones dilatorias están destinadas a ser ejercidas por el 
demandado. 

 
Esta capacidad del actor así como la suficiente representación convencional y legal 

son requisitos fundamentales para que se produzca una relación procesal válida. 
 
3. La litis – pendencia. Esta excepción es de efectos permanentes, obsta la continuación del 
juicio. Ella supone la existencia previa ante otro tribunal o ante el mismo, de un pleito 
pendiente y sin resolver entre las mismas partes y con el mismo objeto del juicio. 

 
 Acogida la excepción, paraliza el nuevo juicio hasta que se falle el primero y quede 

firme ese fallo. 
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 La litis pendencia no está definida por la ley, pero puede decirse que es: "el estado y 
condición jurídica de una causa frente al hecho de su actual tramitación a la expectativa de la 
decisión judicial”. 

 
Se funda en la subsistencia ante el tribunal competente del correspondiente litigio que 

se intenta promover de nuevo, sea ante el mismo tribunal o ante otro diferente. 
  
 El objetivo de esta excepción es evitar la dualidad de fallos sobre un mismo negocio 

judicial, a parte de evitar gastos innecesarios e inútiles.  
 

4. La ineptitud del libelo por razón de falta de algún requisito legal en el modo de proponer la 
demanda. Ella es de efectos transitorios. La omisión de cualquiera de los requisitos del art. 
254 del Código de Procedimiento Civil autoriza al demandado para oponer esta excepción, a 
menos que la omisión tenga asignada una sanción especial.  
 

Naturalmente para que ella proceda, el demandado debe fundarla en deficiencias tales 
que hagan ininteligible esta demanda, que la hagan vaga o ambigua, que puede ser aplicada 
a diferentes casos o situaciones. 

 
5. El beneficio de excusión. Es de efectos permanente. Este beneficio de excusión es el que 
concede la ley al fiador para pedir al acreedor que se dirija primeramente contra el deudor 
principal.  
 
6. En general, las que se refieran a la corrección del procedimiento sin afectar al fondo de la 
acción deducida. Es la regla general. Contemplando la amplitud de ella, será procedente una 
excepción dilatoria siempre que se produzcan vicios en el procedimiento antes de contestar 
la demanda. 
 

Aquellas ineptitudes provenientes de simples equívocos, impropiedades de leguaje o 
errores de escritura, no autorizan la interposición de una excepción dilatoria. Pero si autoriza 
la interposición de una excepción dilatoria aquellos defectos serios que se observan en la 
demanda y que colocan al demandado en una situación incierta o desventajosa frente a su 
obligación de contestar.  
 
 

 
 
 
 
 
 

A. Momento para interponer las excepciones dilatorias 
 

De acuerdo al art. 305 inc. 1º del Código de Procedimiento Civil, deben oponerse 
dentro del término de emplazamiento y antes de contestar la demanda. Sin embargo en el 
inc. 3 señala que pueden oponerse en segunda instancia las excepciones de incompetencia 

Por Ejemplo 
Demandar con arreglo a un procedimiento distinto del que corresponde 

legalmente; también notificar la demanda a un mandatario que carece de facultades 
para contestar. 
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del tribunal y la de litis pendencia. En lo que respecta a su tramitación está sujeta al 
procedimiento incidental.  

 
Deben oponerse todas en un mismo escrito y dentro del término de emplazamiento y 

antes de contestar la demanda. El término de emplazamiento tiene el carácter de fatal. 
 
Obviamente deben hacerse valer antes de contestar la demanda, precisamente 

porque tienen por objeto corregir vicios del procedimiento. 
 
Agrega también el legislador que si éstas, no se hacen valer en esta oportunidad se va 

a poder oponerlas en el progreso del juicio sólo por vía de alegación o defensa y se estará a 
lo dispuesto en los arts. 85 y 86 del código de procedimiento Civil. 

 
Las alegaciones a que alude esta disposición consisten en razonamientos que puede 

hacer la parte para justificar sus pretensiones. Pero estos argumentos que puede formular la 
parte en el progreso del juicio no podrán ser considerados ni fallados en la sentencia 
definitiva y sólo podrán servir como elemento ilustrativo para el tribunal. Art. 170 Nº 6 Código 
de Procedimiento Civil. 

 
B. Tramitación de las excepciones dilatorias 
 

En cuanto a la tramitación de estas excepciones dilatorias, la ley establece que se 
sujeten a una tramitación incidental. Esto significa que la petición o escrito donde se formula 
la excepción se le dará traslado por el término de 3 días. 

 
Notificado el actor de esta resolución y del traslado por el estado diario, tienen también 

un plazo fatal de 3 días para responder a ese incidente. Si no hay necesidad de prueba el 
tribunal falla inmediatamente este incidente de excepción dilatoria dentro del tercer día. 

 
Si por el contrario, hay hechos substanciales, pertinentes y controvertidos acerca de 

esta excepción, se va a recibir el incidente a prueba por el término legal de 8 días, y si se 
quiere presentar prueba de testigos, deberá presentarse la lista dentro de los 2 primeros días 
de los 8 que ya se señalaron. Esa resolución que recibe la causa a prueba se notifica por el 
estado diario a las partes. Transcurrido el término probatorio, el tribunal falla dentro de 
tercero día. 

 
Según el art. 306 del Código de Procedimiento Civil, todas estas excepciones se 

deben proponer conjuntamente, en un mismo escrito y se fallan a la vez; sin embargo, si 
entre ellas figura la de incompetencia y el tribunal la acepta, debe abstenerse de 
pronunciarse sobre las demás. 

 
Este fallo que se pronuncia sobre las excepciones dilatorias opuestas puede ser de 

dos tipos: 
 

- Que las acoja. Si se acogen, el actor deberá corregir los defectos o vicios que sirvieron de 
fundamento a la excepción, siempre que ésta no sea de efectos permanentes. 
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Cumplida esta corrección por parte del actor, el demandado tiene el plazo de 10 días para 
contestar la demanda, cualquiera que sea el lugar donde haya sido notificado (la razón es 
que ya ha sido emplazado y también se ha apersonado y opuesto excepciones). 

 
- Que las deseche. Si se rechazan, en esta situación el demandado tiene el plazo de 10 

días para contestar la demanda, cualquiera que sea el lugar donde se le notificó. 
 
La resolución que deseche la excepción dilatoria es apelable en el sólo efecto 

devolutivo8; y la resolución que la resuelve en su naturaleza jurídica procesal es una 
sentencia interlocutoria, de aquéllas que establecen derechos permanentes en favor de las 
partes. 

 
La resolución que acoge una excepción dilatoria también es apelable en el sólo efecto 

devolutivo, aplicando la regla general del art. 194 Nº 2 del Código de Procedimiento Civil. 
 
 
• Excepciones Perentorias 
 
 A la luz del sistema procesal, las excepciones también pueden ser perentorias. Tienen 
por objeto enervar la acción deducida; es decir, se dirige al fondo del asunto debatido por las 
partes. 
 

Según la doctrina ellas son múltiples, porque dependen de los derechos que se 
deduzcan, toda vez que por cada acción se contempla como regla general una excepción y 
de ahí que se estime que serían innumerables los medios que el demandado puede oponer 
para obtener el rechazo de la demanda. 

 
Están reguladas en los códigos de fondo (es decir, se trata del Código Civil), y que 

normalmente la constituyen los medios de extinguir obligaciones. 
 
A. Oportunidad en que pueden oponerse las excepciones perentorias 

 
Como regla general deben oponerse en el escrito de contestación de la demanda, si 

no son opuestas en esta ocasión, ellas deben ser rechazadas por ser extemporáneas; lo cual 
significa que no son opuestas correctamente en tiempo y forma. 

 
Sin embargo, hay algunas excepciones a esta regla. Se pueden oponer en cualquier 

estado del juicio las siguientes excepciones perentorias:  
 
- Excepción de prescripción; es decir, que se está alegando que las acciones a seguir 

están prescritas por el transcurso del tiempo. 
 
- Excepción de cosa juzgada; es decir, que ya existe sentencia ejecutoriada y firme sobre 

el asunto.  
                                                 
8 Cuando la apelación procede solo en el efecto devolutivo, significa que el tribunal de primera instancia seguirá 
conociendo de la causa hasta su terminación, es decir, hasta la ejecución de la sentencia definitiva. 
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- La transacción; es un contrato en que las partes ponen término extrajudicialmente al litigio 
pendiente, o precaven un litigio eventual, haciéndose concesiones recíprocas. 

- El pago efectivo de la deuda cuando ésta se funde en un antecedente escrito; es decir, 
que es el cumplimiento efectivo de la obligación el que se está alegando, para impedir la 
prosecución del juicio. 

 
 

CLASE 04 
 

B. Tramitación de la excepción perentoria 
 

Si esta excepción se formula en primera instancia, después de recibida la causa a 
prueba, se va a tramitar como incidente que puede recibirse a prueba si el tribunal lo estima 
necesario y se va a reservar su resolución para la sentencia definitiva. 

 
En cambio, si se formula antes de recibida la causa a prueba, también se va a tramitar 

incidentalmente y la prueba que es menester recibir, se va a rendir junto con la prueba del 
asunto principal, dejando su resolución para la sentencia definitiva. Implícitamente se está 
diciendo que son susceptibles de apelación. 

 
Si estas excepciones se hacen valer en segunda instancia, igual va a tener tramitación 

incidental, pero el tribunal de alzada se va a pronunciar sobre ellas en única instancia en su 
sentencia definitiva. 

 
Otra excepción a la regla del art. 309 Nº 3 Código de Procedimiento Civil está 

señalada en el art. 304 Código de Procedimiento Civil, en que se faculta al demandado para 
oponer antes de la contestación de la demanda (como dilatorias) las excepciones perentorias 
de la de cosa juzgada y la transacción. 

 
De allí que este tipo de excepciones perentorias se denominen también excepciones 

mixtas o anómalas, porque teniendo el carácter de perentorias se les puede hacer valer 
como dilatorias. 

 
 

• Tramitación de las Excepciones Mixtas 
 

 En lo que respecta a la tramitación de estas excepciones perentorias se someten al 
procedimiento incidental, pero si ellas son de lato conocimiento, es decir, si precisan de un 
examen más detenido de las cuestiones de hecho en que ellas se fundan, se van a tramitar 
estas excepciones y se van a recibir a prueba, pero su fallo se va a reservar para la 
sentencia definitiva y se ordenará que entre tanto, se conteste la demanda. No hay 
pronunciamiento inmediato. 
 
  Estas excepciones perentorias las hace valer por lo general en el escrito de 
contestación de la demanda, que reviste para el demandado igual trascendencia que la 
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demanda para el actor. En la contestación de la demanda se fija precisamente el alcance de 
su pretensión. 
 
 
 
 
 

3.2. Contestación de la Demanda 
 

Es el trámite, gestión o diligencia que corresponde cumplir al demandado y que se 
realiza expresa o tácitamente para enfrentarse a la demanda deducida en su contra por el 
actor, a fin de que el juicio prosiga su curso normal. Con esta misma denominación se suele 
designar el escrito mismo en que se traduce este trámite. 

 
Con la contestación queda integrada la relación procesal y quedan fijados los hechos 

sobre los cuales van a recaer la prueba y la sentencia definitiva. 
 
Como acontece en la demanda, el escrito de contestación a ella debe reunir las 

exigencias que contempla el art. 309 Código de Procedimiento Civil que señala los requisitos 
específicos que debe contener el escrito de contestación. Tiene ciertas formalidades como la 
demanda y también debe cumplir con los requisitos comunes a todo escrito. 

 
Al dar la noción se señaló que ella podía ser: 

 
Expresa. Se llama contestación de demanda expresa a aquéllas que el demandado realiza 
presentando el escrito respectivo. 
 
Simbólica o tácita. Se llama contestación de la demanda tácita a aquéllas en que la 
contestación a la demanda se da por cumplida en rebeldía del demandado, al no contestar 
dentro del plazo legal. 
 
 Esta contestación a la demanda produce ciertos efectos, a saber: 
 
a) Queda integrada la relación procesal. 
 
b) Queda precisamente delimitada la cuestión controvertida y esta cuestión controvertida 

está constituida por las acciones hechas valer por el demandante en su demanda y por 
las excepciones opuestas por el demandado en la contestación de la demanda.  

 
El tribunal sólo debe pronunciarse en su sentencia definitiva respecto de las acciones y 
excepciones deducidas oportunamente, sin poderse extender a otros puntos que los 
litigantes no hayan sometido a su conocimiento; si lo hace, incurre en un vicio de 
casación por los vicios de extra o ultra petita, se refiere este vicio al evento de que el 
tribunal extiende sus atribuciones más allá de lo solicitado por las partes en las solicitudes 
planteadas, a través de los escritos presentados. 

 

Realice ejercicio nº 9 y 10 
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c) Se produce la prórroga tácita de la competencia si el demandado no reclama de ella.  
 
d) Contestada la demanda, el demandado no puede oponer excepciones dilatorias salvo que 

lo sean en el carácter de alegaciones o defensas en el curso del juicio y con la excepción 
que en segunda instancia es posible interponer las excepciones dilatorias de 
incompetencia absoluta y de litis pendencia, en la medida que no se hayan hecho valer 
en primera instancia.  

 
e) En el juicio reivindicatorio, el poseedor de buena fe vencido debe restituir los frutos 

percibidos con posterioridad a la contestación de la demanda.  
 
 

3.2.1 Reconvenir  
 
La reconvención es la demanda que el demandado deduce contra el actor en el escrito 

de contestación de la demanda ejercitando cualquier acción que tenga en su contra, en su 
poder, es decir, es una contra demanda que el demandado formula contra el actor en el 
escrito de contestación. 

 
Esta reconvención es una de las posibilidades que puede optar el demandado para 

contestar la demanda. Cuando se formula ésta, en realidad se trata de acciones diferentes, 
donde el sujeto pasivo de una se convierte en sujeto activo de la otra. 

 
Normalmente estas acciones deberían tramitarse en procesos diferentes, 

independientes, pero por las mismas razones que la ley permite que el actor pueda intentar 
acumular varias acciones en su escrito de demanda en contra del demandado, se permite a 
éste acumular en su escrito de contestación de la demanda aquellas acciones que pueda 
tener en contra de su demandante. 

 
Rige en este caso el principio formativo del proceso de la economía procesal, que 

tiende a evitar la multiplicidad de juicios, con lo cual se facilita la acción de la justicia. 
 
Puede asimismo decirse que es una demanda del demandado en contra del actor que 

no tiene por objeto destruir la acción deducida por aquél, sino que persigue también, la 
declaración, el reconocimiento o la constitución de un derecho de igual o de distinta 
naturaleza de aquél que sirve de fundamento a la demanda principal. 

 
 
Para que este demandado pueda hacer uso de esta facultad que le confiere el 

legislador debe ajustarse a ciertas exigencias establecidas por la ley. Dentro de estas 
exigencias se considera cumplir con los siguientes requisitos: 
 
• Que el juez ante el cual se sigue el juicio sea competente para conocer de la 

reconvención estimada como demanda; o bien, cuando sea admisible la prórroga de 
competencia. Así lo indica el art. 315 Código de Procedimiento Civil. 
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De allí entonces que el demandado sólo va a poder deducir reconvención: 
 

a) Cuando el tribunal ante quien entabla la demanda tenga competencia para conocer 
de la reconvención estimada como demanda. 

 
b) Cuando sea admisible la prórroga de competencia. Para que proceda la prórroga 

de competencia, se deben dar las siguientes condiciones: 
 

- Competencia horizontal: que el tribunal sea de igual jerarquía. 
- Debe tratarse de un asunto civil contencioso; es decir, que exista controversia 

entre las partes.  
- Tribunales de única o primera instancia.  

 
c) Cuando por su cuantía debiera conocer de la reconvención un juez inferior. 

 
• Esta reconvención debe formularse en el escrito de contestación de la demanda, según 

el Art. 314 Código de Procedimiento Civil. De acuerdo a éste, si el demandado 
reconviene al actor, debe hacerlo en el escrito de contestación de la demanda, este 
escrito debe sujetarse a las disposiciones de los arts. 254 y 261 Código de 
Procedimiento Civil, es decir, a los requisitos especiales de toda demanda y a la 
ampliación o rectificación de la demanda, respectivamente. Se va considerar para este 
efecto como demandado la parte contra quien se dedujo la reconvención. 

 
• Debe estar sujeta al mismo procedimiento que la demanda. Es necesario que la acción 

principal y la reconvención estén sujetas en cuanto a su procedimiento al ordinario. Lo 
que se explica porque esta reconvención es una institución propia de ese juicio 
ordinario. 

 
El Art. 315 inc. 2º del Código de procedimiento Civil señala que: 
 
 

    "Para estimar la competencia, se considerará el monto de los valores reclamados 
por vía de reconvención  separadamente  de  los  que   son  materia  de  la  demanda". 

 
 

De acuerdo al art. 316 del Código de procedimiento Civil, la reconvención se sustancia 
y falla conjuntamente con la demanda principal; de ahí entonces que presentada la 
contestación de la demanda (se presenta la reconvención) y deducida la reconvención, el 
tribunal debe proveer; por ejemplo, concepción, 5 de abril de 2007: Confiérase traslado para 
replicar la demanda y dese traslado en la contestación para que el demandante conteste. 

 
Este traslado que se confiere es por 6 días fatales, se notifica esta resolución por el 

estado diario; y en contra de esa demanda reconvencional también hay posibilidad de 
formular la excepción dilatoria correspondiente. 
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El actor reconvenido deberá replicar respecto de su demanda y contestar la demanda 
reconvencional. Frente a este escrito del actor, el tribunal va a proveer confiriendo en la 
demanda traslado para duplicar y en la reconvención conferirá traslado para replicar. Estos 
plazos son de 6 días fatales. 
 

El demandado que ha reconvenido debe duplicar en la demanda y va a replicar en la 
reconvención. De la réplica de la reconvención se dará traslado al actor para duplicar y el 
plazo para hacerlo es de 6 días fatales. 

 
En lo demás, esta reconvención se va a seguir tramitando en el juicio principal y se va 

a fallar la demanda primitiva y reconvencional en la sentencia definitiva. 
 
Contra la reconvención, de acuerdo al art. 317 del Código de procedimiento Civil, hay 

lugar a oponer excepciones dilatorias enumeradas en el art. 303 del Código de procedimiento 
Civil. Éstas deben oponerse todas en un mismo escrito y dentro del término de 6 días. 

 
Si se acoge una excepción dilatoria formulada en contra de la reconvención, el actor 

reconvencional debe subsanar los defectos que adolece su demanda reconvencional, y debe 
hacerlo dentro de los 10 días siguientes a la fecha de la notificación que acogió la excepción. 
Si no subsana los defectos en este plazo, se tiene por no presentada la demanda 
reconvencional para todos los efectos legales por el sólo ministerio de la ley. 

 
En esta etapa de la discusión en el procedimiento ordinario de mayor cuantía puede 

darse la existencia de los escritos de réplica y duplica. Los cuales serán analizados en el 
siguiente punto de la presente unidad. 

 
Respecto del probatorio en la demanda reconvencional, no habrá lugar a aumento 

extraordinario para rendir prueba fuera del territorio de la república, si no existe este aumento 
en la demanda principal.  

 
3.3.  Escritos de Réplica y Dúplica 

 
Estos escritos son trámites obligatorios; sin embargo, las partes de común acuerdo 

pueden renunciar a ellos. 
 
En efecto, contestada que sea la demanda, según el art. 311 del Código de 

Procedimiento Civil, debe otorgarse traslado al actor por el término de 6 días fatales para que 
replique. Si el actor no replica en ese plazo se va a tener por cumplido ese trámite en su 
rebeldía. 

 
El escrito de réplica tiene por objeto que el actor pueda ampliar, adicionar o modificar 

las acciones que ha formulado en la demanda; pero con un límite, es que el actor no puede  
alterar aquellas acciones que han sido objeto principal del pleito. 

 
Puede sostenerse que se altera una acción cuando se cambia por otra y es preciso 

por ende abandonar la primera por haberla sustituido por la nueva, pero no se altera si esa 



 

 29
 

Instituto Profesional Iplacex 

modificación se hace valer como subsidiaria de la principal y tanto una como la otra tienen el 
mismo objeto por derivar de actos o hechos iguales o congruentes. En cambio, no existe esa 
alteración cuando se mantienen ambas acciones, pero contemplándose la segunda como 
subsidiaria y teniendo una y otra el mismo objeto, por derivarse de actos o hechos iguales o 
congruentes. 

 
En cuanto al escrito de dúplica; presentado el escrito de réplica el tribunal confiere 

traslado para la dúplica. Esa resolución se notifica por el estado diario y el demandado tiene 
el plazo fatal de 6 días para duplicar. Su objeto es el mismo que el de la réplica, de ahí que el 
demandado podrá ampliar, adicionar o modificar sus excepciones con la misma limitación 
anterior. 

 
Con este escrito de dúplica queda terminado el período de discusión del juicio y 

normalmente se entra a una etapa probatoria de no haber conciliación. 
 
Cerrada la etapa de debate con la presentación de la dúplica, el tribunal examina 

personalmente los autos y de este estudio del juez debe llamar a conciliación. 
 
 

4. CONCILIACIÓN 
 

La conciliación es la gestión que hace el juez para provocar el arreglo del pleito. El art. 
262 del Código de Procedimiento Civil, indica que esta gestión procede en todo juicio civil. 
Sin embargo, la misma norma señala algunos casos en que no es posible, es decir, es 
improcedente el llamado a conciliación, ellos son: 
 
- Juicio ejecutivo de las obligaciones de dar. 
- Juicio ejecutivo de las obligaciones de hacer y no hacer. 
- En las gestiones relativas a la declaración del derecho legal de retención, pues estas 

gestiones no importan un juicio. 
- En la citación de la evicción, pues no hay juicio. 
- Juicios de hacienda, porque en ellos se encuentra comprometido el interés fiscal y tiene 

reglamentación propia. 
 

 Además de los casos mencionados en el art. 262 del Código de Procedimiento Civil, 
existen otros juicios en que el llamado a conciliación no es admisible, como son: 

 
- Juicios sobre estado civil de las personas. 
- Juicio de nulidad de matrimonios. 
- Juicio de separación de bienes. 
 

No sólo interesan a las partes, sino que también está comprometido el interés de la 
sociedad, ello es debido a que se refieren a procesos que involucran un interés social, pues 
no se puede desconocer que si se dejara a la arbitrariedad de las partes la institución de la 
nulidad matrimonial, podrían verse afectados intereses sociales suprapersonales, como lo es 
la familia por ejemplo. 
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Los requisitos que la ley precisa para que el juez pueda llamar a conciliación son: 
 

a) Existencia de un juicio civil. 
 
b) Que se trate de procedimientos no exceptuados por la ley. 
 
c) Que en el juicio en el cual se llama a conciliación recaiga sobre derechos susceptibles 

de transarse, que son aquéllos que las partes pueden disponer libremente y cuya 
transacción no esté prohibida por la ley. 

 
d) El demandado acepta llanamente las pretensiones del demandante. 
 
e) El demandado no contradice en manera substancial y pertinente los hechos sobre los 

cuales versa el juicio. 
 
f)       Las partes solicitan que se falle el pleito sin más trámite. 

 
Este llamamiento a conciliación, de acuerdo al art. 262 del Código de Procedimiento 

Civil, es obligatorio para el juez luego que lo dictaminó la ley 19.334. Incluso antes de esta 
ley ya era obligatorio este llamamiento en ciertos procedimientos, teniendo entonces un 
carácter excepcional, como es el caso de: 

 
- Juicios de mínima cuantía.  
- Juicios que versen sobre el contrato de arrendamiento de bienes raíces urbanos.  
- En la legislación laboral, específicamente en Art. 412 y 413 del Código del Trabajo. 
 

En cuanto a la oportunidad en que el juez puede hacer este llamado a conciliación; el 
momento establecido por el legislador es una vez agotados los trámites de discusión. Sin 
perjuicio de esta norma específica del inc.1º del art.262 del Código de Procedimiento Civil, el 
inciso final del mismo artículo amplia esta oportunidad a cualquier estado de la causa, una 
vez evacuado el trámite de contestación de la demanda, es decir, es posible este llamado 
desde que se evacue el trámite de contestación hasta la dictación del fallo en un recurso de 
casación. 

  
De ahí que no sólo es factible en los tribunales de primera instancia, sino también ante 

las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema. La razón para hacer tan amplio el campo de 
operar de la conciliación radica en que el art. 262 del Código de Procedimiento Civil utiliza el 
vocablo "el juez" y al hacerlo se está refiriendo al tribunal que debe resolver la cuestión 
sometida a su conocimiento, cualquiera que sea su grado jerárquico. 
 

En cuanto a su tramitación, el juez debe llamar a conciliación a las partes una vez 
agotados los trámites de discusión, pero bien puede hacerlo antes, desde que se evacue el 
trámite de contestación. Para ese fin debe citar a una audiencia a las partes, no antes de 5 
días ni más allá de quince, contados desde la fecha en que se notifica tal resolución. En todo 
caso, si en el procedimiento correspondiente se contempla una audiencia para la 



 

 31
 

Instituto Profesional Iplacex 

contestación de la demanda, se efectuará también en ella la diligencia de conciliación, una 
vez evacuada la contestación. 

 
Esta resolución se notifica por cédula, porque ordena la comparecencia personal de 

las partes al tribunal. 
 
Notificada a las partes, ellas deben concurrir por sí o por apoderados a esta audiencia. 

Con todo el juez puede exigir la comparecencia personal de las partes; sin perjuicio de que 
concurran los respectivos abogados o los mandatarios.  

 
Si en el proceso hay pluralidad de partes, se lleva a efecto la audiencia aunque no 

concurran todas ellas. En este caso la conciliación sólo produce efectos respecto de las 
partes que concurrieron, continuando el juicio respecto de aquéllas que no hubieren 
concurrido o no hubieren aceptado la conciliación.  

 
Esta audiencia puede suspenderse por solicitud de las partes hasta por media hora 

para deliberar. Incluso, si el tribunal lo estima necesario puede postergar la audiencia hasta 
dentro de tercero día, a menos que las partes acuerden un plazo mayor; de lo cual se deja 
constancia y a ese comparendo las partes concurren sin nueva citación.  

 
El juez para llevar adelante la conciliación puede ordenar llevar los antecedentes y 

medios probatorios que estime conveniente para poder sentar base de una adecuada 
conciliación. 

El art. 263 del Código de Procedimiento Civil dice que el juez va a obrar como 
amigable componedor y va a tratar de obtener un advenimiento total o parcial en el litigio; y la 
opinión que pueda emitir en éste no lo va a inhabilitar para seguir conociendo de la causa si 
la conciliación no prospera. 

 
Si las partes en este comparendo rechazan la conciliación o no se realiza el 

comparendo, el secretario del tribunal certificará el hecho de inmediato, entregando los autos 
(es un tipo de resolución) al juez para su examen. El juez procederá entonces a recibir la 
causa a prueba según las reglas generales.  

 
Esta conciliación a que pueden llegar las partes puede ser total o parcial, según que 

las partes convengan arreglar la totalidad del litigio o sólo una parte de él. De esta 
conciliación se va a levantar acta, en la cual se van a consignar únicamente las 
especificaciones del arreglo y será firmada por el juez, las partes que lo deseen, y el 
secretario.  
 

Para todos los efectos legales esta acta se va a estimar como sentencia ejecutoriada; 
la cual produce todos sus normales efectos, entre ellos: 
 
- Acción y excepción de cosa juzgada, se puede pedir el cumplimiento de lo que se acordó. 

Ante el incumplimiento se puede oponer la excepción de cosa juzgada. 
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- Desasimiento9 del tribunal, que si es total va a poner término al juicio en que ella recaiga, 
sin necesidad de sentencia definitiva que resuelva el asunto controvertido. 

 
Es preciso señalar que existen algunas reglas especiales; en el juicio de menor 

cuantía, la audiencia se efectuará no antes del tercer día ni después del décimo, contado 
desde la fecha de la resolución que cita a la audiencia, según el Art.698 Nº 3 del Código de 
Procedimiento Civil. 
 

Asimismo, para efectos del recurso de casación contra sentencias dictadas en juicios 
de mínima cuantía, el llamado a conciliación será considerado como trámite esencial. Igual 
situación ocurre respecto del recurso de casación de las sentencias de primera o única 
instancia en juicios de menor y mayor cuantía, como asimismo respecto de juicios 
especiales.  

 
En consecuencia, si la conciliación se produce se levantará acta del acuerdo al cual se 

ha llegado; si ella no se produce el secretario certificará el hecho y pasará el expediente al 
juez, a fin de que proceda a recibir la causa a prueba. 
 
 

CLASE 05 
 

5.  RECEPCIÓN DE LA CAUSA A PRUEBA 
 

Según el art. 318 del Código de Procedimiento Civil, concluidos los trámites que deben 
preceder a la prueba y sea que se proceda con la contestación expresa del demandado o en 
su rebeldía, el tribunal va a examinar por sí mismo los autos y si estima que hay o pudo 
haber controversia por algún hecho sustancial y pertinente en el juicio, recibirá la causa a 
prueba y en la misma resolución va a fijar los hechos substanciales y controvertidos sobre los 
cuales debe recaer la prueba.  

 
Para que sea procedente la recepción de la causa a prueba, es preciso reunir ciertos 

requisitos, a saber: 
 
a) Que exista controversia. 
 
b) Que esta controversia se refiera a los hechos, dado que el derecho no se prueba (el 

tribunal solo conoce el derecho) "curia movit jure". 
 
c) Que los hechos sobre los cuales recae la controversia sean substanciales, esto es, que 

tengan una decidida importancia en la litis; por el contrario, el hecho insustancial es el 
ineficaz, inútil. 

 

                                                 
9 Desasimiento del Tribunal: Notificada una sentencia definitiva o interlocutoria a alguna de las partes, no podrá el tribunal que la dictó 
alterarla o modificarla de manara alguna. La excepción la constituye el recurso de aclaración, rectificación y enmienda. 

Realice ejercicio nº 11 
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d) Que los hechos sean pertinentes, es decir, que tengan relación con la materia debatida; 
de ahí que el hecho impertinente es el extraño a la cuestión debatida sin 
correspondencia ni analogía alguna con ella. 

 
Esta resolución por la que se recibe la causa a prueba en cuanto a su naturaleza 

jurídica procesal es una sentencia interlocutoria, es decir, aquella que resuelve un trámite 
que va a servir de base para el pronunciamiento de otra sentencia. 

 
Es preciso señalar que esta resolución que recibe la causa a prueba se notifica por 

cédula, según el Art. 48 del Código de Procedimiento Civil. 
 
En esta resolución en que se recibe la causa a prueba se pueden distinguir los 

siguientes aspectos de ella: 
 
− Contiene la orden de que se reciba la causa a prueba por el término legal. 
 
− La fijación de los puntos de la prueba; es decir, que se determinen o establezcan los 

puntos sobre los cuales se debe rendir la prueba. Esta actuación le corresponde al juez. 
 
− Puede contener la fijación de las audiencias para que las partes rindan su prueba de 

testigos, si es que la van a rendir. 
Dicha resolución puede ser objeto de ciertos recursos o medios de impugnación que 

las partes entablen en su contra, como son: el recurso de apelación y reposición. 
 
 
 
 
 
• Recurso de Reposición 
 
  Es un medio de impugnación de carácter ordinario, en cuya virtud se pide al tribunal 
que dictó un auto o un decreto que lo modifique o lo deje sin efecto.  
 

Este recurso puede interponerse en cualquier tiempo, si se hacen valer nuevos 
antecedentes; aún sin ellos, puede intentarse dentro de los 5 días fatales que se cuentan 
desde la notificación a la parte respectiva, según el Art. 181 del Código de Procedimiento 
Civil. 

Tratándose de esta resolución que recibe la causa a prueba, que es una sentencia 
interlocutoria, las partes pueden pedir reposición de ella dentro de tres días.  

 
En virtud de este recurso de reposición, la parte que lo interpone puede pedir que se 

modifiquen los hechos controvertidos fijados por el tribunal, puede pedir que se eliminen 
algunos de esos hechos, o puede pedir que se agreguen otros hechos controvertidos. 

 

Realice ejercicio nº 12 
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El tribunal frente a este recuso se pronuncia de plano sobre él; o bien, se le da la 
tramitación incidental. Esta resolución que acoge la reposición es apelable en el sólo efecto 
devolutivo. 

 
• Recurso de Apelación 
 
 Este recurso sólo puede interponerse en el carácter de subsidiario de la reposición 
pedida, para el caso que ella no fuera acogida por el juez. También la apelación que pueda 
intentarse en contra de esta resolución se va a conceder en el sólo efecto devolutivo, según 
el Art. 319 del Código de Procedimiento Civil. En esta unidad solo debe tenerse claridad 
respecto a que se está frente a un recurso de carácter subsidiario del de reposición, es decir, 
que debe interponerse en caso de que se rechace el primero, o conjuntamente con éste, 
pues un análisis completo de este importante recurso se realizará en la siguiente unidad. 
 

Puede suceder que el tribunal explícita o implícitamente niegue el trámite de la 
recepción de la causa a prueba y que esa negativa no se refiera a los casos del art. 313 inc. 
2 del Código de Procedimiento Civil. 

 
Esta resolución que recepciona a prueba la causa es una sentencia interlocutoria, toda 

vez que ella resuelve sobre un trámite que va servir de base para el pronunciamiento de una 
sentencia definitiva. 

 
No obstante, lo afirmado en el art. 318 del Código de Procedimiento Civil, es posible la 

ampliación de la prueba en los casos que contempla el art. 321 del Código de Procedimiento 
Civil: 
 
a) Cuando dentro del término probatorio ocurre algún hecho substancialmente relacionado 

con el hecho que se ventila. Esta resolución que acepta la ampliación es inapelable. 
 
b) Cuando la ampliación se refiere a hechos verificados y no alegados antes de recibirse a 

prueba la causa, con tal que jure el que los aduce que sólo entonces han llegado a su 
conocimiento. 

 
La solicitud de ampliación se tramita como incidente, de acuerdo a las reglas 

generales: 
 
 Se va a tramitar este incidente en ramo separado, no va a suspender la tramitación de 
la causa principal, por lo que está corriendo el término probatorio. A su vez, al responder la 
otra parte el traslado de la solicitud de ampliación, pueden alegar nuevos hechos que reúnan 
las condiciones del Art. 321 del Código de Procedimiento Civil; o bien, otros hechos que 
tengan alguna relación con los que se mencionan en la solicitud de ampliación.  
 

Cuando las partes deseen rendir una prueba testifical para acreditar el hecho(s) 
sustancial y pertinente, y controvertido deberán presentar una nómina de los testigos de que 
se valdrán; y esta lista en que los testigos deben estar perfectamente individualizados 
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(nombres, apellidos, domicilio, profesión u oficio), debe ser presentada dentro de los 5 días 
siguientes a la última notificación de la resolución que recibe la causa a prueba. 

 
Junto con esta nómina de testigos, puede acompañar en el mismo escrito una minuta 

de puntos de prueba, se entiende por tal a una enumeración de preguntas concretas y 
precisas que se dirigen a los testigos por la parte que los presenta. Su objetivo es explayar, 
detallar los hechos controvertidos fijados por el tribunal de tal manera que estas preguntas no 
pueden desatenderse enteramente de esos hechos determinados por el juez, sino que deben 
amoldarse a ellos; de este modo, entre ambos se da una conveniente uniformidad. Lo dicho 
no significa que las partes no puedan referirse a algunas otras cuestiones secundarias o 
accesorias y puntualizadas, pero éstas deben aclarar, especificar aquellos hechos que son 
substanciales y por lo mismo no han podido ni debido comprender esos detalles. (Cosas 
accesorias). 

 
Si la parte no presenta minuta de puntos de prueba, se entenderá que los testigos sólo 

declararán por los hechos controvertidos que fijó el juez. 
 
 En cuanto a la oportunidad para presentarla, se distinguen dos situaciones: 
 
a) Si se ha deducido reposición en contra de la resolución que recibió la causa a prueba. En 
este caso si se dedujo un recurso de reposición, las partes deben presentar la lista de 
testigos y la minuta de puntos de prueba dentro de los 5 días siguientes a la notificación por 
el estado de la resolución que se pronuncia sobre la última solicitud de reposición.  
 
b) No se ha deducido reposición. En este caso las partes deben presentar la lista de testigos 
y minutas de puntos de prueba dentro de 5 días siguientes a la última notificación de la 
resolución que recibió la causa a prueba.  
 

Es preciso señalar que dicha minuta no tiene el carácter de obligatoria. 
 

Si la lista de testigos no se presenta en las oportunidades que indica el Art. 320 del 
Código de Procedimiento Civil10, no se puede presentar esa prueba testifical. En cambio, si 
no se presenta la minuta de puntos de prueba en esa fecha, estos testigos podrán declarar 
de acuerdo a lo que indique el tribunal como hechos controvertidos en aquellos puntos que 
fijó el tribunal como substanciales, pertinentes y controvertidos en la resolución que ordenó 
recibir la causa a prueba. 

 
No importa el número de testigos que se incorporen en esta lista. Ese número de 

testigos que pueden declarar en juicio es limitado, lo que no está restringido es la lista de 
testigos. Ello importa porque los testigos pueden ser inhabilitados. 

 
De acuerdo con el art. 323 del Código de Procedimiento Civil, la resolución que recibe 

a prueba un incidente debe determinar los puntos sobre los que debe recaer, y la recepción 
de ella se hace en conformidad a las reglas establecidas para la prueba principal. La 

                                                 
10 Es decir dentro de los cinco primeros días desde la notificación del término probatorio, que en este caso es de 20 días. 
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resolución que se pronuncia en un procedimiento incidental se notifica a las partes por el 
estado diario y no por cédula. 

 
En todo caso, toda diligencia probatoria que deba practicarse debe llevarse a cabo 

previo decreto del tribunal que conoce de la causa y se notifica a las partes. Así el art. 321 
del Código de Procedimiento Civil en concordancia con el art. 795 Nº 5 del Código de 
Procedimiento Civil, indica cuáles son los trámites o diligencias esenciales en la primera o en 
la única instancia en los juicios de mayor o menor cuantía y en los juicios especiales. 

 
Tratándose de los tribunales colegiados, la práctica de la diligencia probatoria puede 

llevarse a cabo ante uno sólo de los miembros comisionado al efecto por el tribunal. 
 
Notificada en forma legal la resolución que recibe la causa a prueba nace el llamado 

término probatorio. 
 
 

5.1  Término Probatorio 
 

 Es el plazo fatal concedido por la ley en el juicio ordinario, para que las partes pidan 
toda diligencia probatoria que no han solicitado con anterioridad a su inicio, y rindiendo las 
pruebas que estimen conveniente, debiendo practicarse forzosamente dentro de él la prueba 
de testigos. 
 

Este término no existe en todos los procedimientos, así por ejemplo: en las querellas 
posesorias y en ciertos juicios especiales derivados del contrato de arrendamiento no existe, 
porque en estas situaciones la ley ha previsto que las probanzas se harán en un comparendo 
que se cita para estos efectos. 
 

Las características del término probatorio son: 
 
1. Es un plazo fatal según el art. 340 del Código de Procedimiento Civil. 
2. Es un plazo legal, porque está establecido por la ley, sin perjuicio de lo cual puede en 

ciertos casos ser precisado por el juez.  
3. Es un plazo común, empieza a correr desde la última notificación de la resolución que 

recibe la causa a prueba a las partes. 
4. Es improrrogable, aunque es posible el aumento de este término para rendir prueba fuera 

del territorio jurisdiccional en que se sigue el juicio o fuera del territorio de la República.  
5. Es susceptible de reducirse por acuerdo unánime de las partes.  
6. No se suspende en caso alguno, salvo que todas las partes lo pidan.  
7. Dentro del término probatorio debe solicitarse toda diligencia probatoria que no se ha 

solicitado con anterioridad a su iniciación.  
 

Cualquier incidente que se formule dentro de este término debe sustanciarse en 
cuaderno separado si se relaciona con la prueba; esto para evitar la posible suspensión del 
término probatorio por la vía incidental. 
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El término probatorio se puede clasificar en: ordinario, extraordinario y especial. 
 
• Término Probatorio Ordinario 
 
 Es el plazo de 20 días que tienen las partes para rendir las pruebas del juicio, 
particularmente la testifical. Este plazo puede reducirse por acuerdo unánime de las partes.  

 
Durante este término se puede rendir prueba en cualquier punto de la República o 

fuera de ella, según el Art. 334 del Código de Procedimiento Civil. 
 
• Termino Probatorio Extraordinario  
 
 Es aquél que la ley concede para el caso que haya que rendirse prueba en otro 
territorio jurisdiccional o fuera de la República. Consiste en el aumento del término ordinario 
por un número de días igual al aumento del emplazamiento para contestar la demanda, 
según el Art. 329 del Código de Procedimiento Civil. 
 

Este término probatorio extraordinario sólo procede en los juicios ordinarios de mayor 
cuantía, de menor cuantía (se limita a 20 días); sumario (30 días); juicio de hacienda; nulidad 
de matrimonio; divorcio; juicios de cuentas; de alimentos; de honorarios; ejecutivo (10 días 
sólo a pedido del ejecutante). 

  
De acuerdo a lo que indica el art. 335 del Código de Procedimiento Civil, vencido el 

término ordinario sólo puede rendirse prueba en aquellos lugares para los cuales se haya 
otorgado el aumento extraordinario del término. 
 

Este aumento extraordinario empieza a correr una vez que se extingue el término 
ordinario, y dura para cada localidad solamente el número de días que señala la respectiva 
tabla de emplazamiento.  

 
Este término extraordinario debe pedirse antes del vencimiento del término ordinario y 

determinando el lugar en que esa prueba debe rendirse.  
 
Para determinar esta tramitación del término probatorio hay que distinguir dos 

situaciones: 
 

1. Si se trata de rendir pruebas dentro del territorio de la República, pero fuera del 
territorio jurisdiccional donde se sigue el juicio, el término probatorio extraordinario se va a 
conceder siempre que se solicite, a menos que haya un justo motivo para creer que se pide 
maliciosamente con el sólo propósito de demorar el curso del juicio.  
 

Este aumento se va a otorgar con citación; así, de acuerdo al art. 336 del Código de 
Procedimiento Civil, "como se pide, con citación”. 
 
2. Si se trata de rendir pruebas fuera del territorio de la República. Para que se decrete 
este aumento extraordinario se requiere que concurran las siguientes circunstancias:  



 

 38
 

Instituto Profesional Iplacex 

a) Que del tenor de la demanda, de la contestación o de otras piezas del expediente, 
aparezca que los hechos a que se refieren las diligencias probatorias solicitadas han 
acaecido en el país en que deben practicarse dichas diligencias, o que allí existen los 
medios probatorios que se pretenda obtener. 

 
b) Que se determine la clase y condición de los instrumentos de que el solicitante piensa 

valerse y el lugar en que se encuentran. 
 
c) Que tratándose de prueba de testigos, se exprese el nombre y residencia. o se justifique 

algún antecedente que haga presumir la conveniencia de obtener sus declaraciones. 
 

Aún cuando se reúnan estas circunstancias es menester que siempre que se solicite 
este aumento extraordinario el tribunal debe exigir, para dar curso a la solicitud que se 
consigne en la cuenta corriente del tribunal, una cantidad cuyo monto no puede ser inferior a 
medio sueldo vital ni superior a dos sueldos vitales.  

 
Esta consignación se va a ceder en beneficio del fisco, si resulta establecida en la 

causa alguna de las siguientes situaciones: 
 

 
- Que no se ha hecho diligencia alguna para rendir la prueba pedida. 
 
- Que los testigos señalados no tengan conocimiento de los hechos ni se hallen en 

situación de conocerlos. 
 
- Que los testigos o documentos no han existido en el país en que se ha pedido que se 

practiquen las diligencias probatorias. 
 
 

Esta solicitud de aumento extraordinario para rendir prueba fuera de la República se 
concede con audiencia de la parte contraria.  
 

El tribunal para proveerlo debe ordenar traslado, por lo que se va a producir un 
incidente, una vez fallado el incidente se resolverá. Para tramitar un incidente se ordena 
traslado a la parte contraria, ésta tiene un plazo de 3 días para exponer lo que al respecto 
estime conveniente. 

 
Los incidente a que dé lugar la concesión de este aumento extraordinario se tramitan 

en piezas separadas y por ende no suspenden el término probatorio, pero no se van a contar 
en este aumento los días que transcurran mientras dura este incidente sobre concesión de 
aumento extraordinario.  

 
Aquella parte que habiendo obtenido el aumento extraordinario y no la rinde o rinde 

una impertinente, se le obliga como sanción a pagar a la parte contraria los gastos en que 
ésta haya podido incurrir para concurrir a la diligencia respectiva, sea personalmente o a 
través de mandatario.  
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Esta sanción se le impone en la sentencia definitiva y el tribunal puede absolver de 
este pago a la parte que aparece infractora si ella acredita no haberla rendido por motivos 
justificados.  
 
 
• Término Probatorio Especial  
 
 Es el nuevo término que ha solicitud de la parte, otorga el tribunal cuando concurren 
los requisitos necesarios para ello. 
 

Tiene su origen en una resolución del tribunal que lo concede, por ello es un término 
judicial, no tiene el carácter de fatal, luego para extinguirlo es necesario acusar rebeldía y 
que el tribunal lo declare extinguido. 

 
En general, se concede cada vez que durante el término probatorio sucede algún 

hecho o sobrevenga cualquier situación en el proceso que impida real y legítimamente la 
recepción de la prueba. 
 

La ley señala ciertos casos, donde procede el término probatorio especial; a saber: 
 
1. En caso de existir entorpecimientos dentro del término probatorio que impidan recibir la 
prueba. Entorpecimiento es todo obstáculo subjetivo u objetivo, o legal, que se opone de un 
modo imprevisto al transcurso del normal término probatorio.  

 
 
 
 
 
 
 
De acuerdo con el art. 339 del Código de Procedimiento Civil, si en el término de 

prueba ocurren entorpecimientos que imposibilitan la recepción de la prueba, ya sea 
absolutamente o de un lugar determinado, el tribunal puede otorgar un nuevo término 
especial por el número de días que haya durado el entorpecimiento y para rendir prueba sólo 
en el lugar a que dicho entorpecimiento se refiere. 

 
Pero para poder hacer uso de esa facultad es menester que la parte afectada por él 

reclame en el momento en que éste se produce, o dentro de los 3 días siguientes desde que 
se produzca. 

 
2. En caso de acogerse la apelación subsidiaria interpuesta en contra de la resolución que 
recibió a prueba la causa. Se presenta esta posibilidad cuando el tribunal de alzada acoge la 
apelación, y por tal motivo hay necesidad de rendir nueva prueba. La resolución del tribunal 
superior que ordene agregar o modificar los puntos de prueba de primera instancia, no 
cuando se trata de eliminar algunos de ellos, debe fijarse un término especial por el número 
de días que fije el tribunal en forma prudencial y que no sobrepase los 8 días. 

Por Ejemplo 
Extravío del expediente, la sustracción del expediente, el incendio del juzgado, la 

existencia de un estado de guerra, un terremoto, etc. 
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Para hacer uso de este término especial de prueba no se necesita reclamar de 
entorpecimiento alguno, porque en realidad no ha existido esta situación. 

 
3. Para rendir la prueba testifical iniciada en tiempo hábil, pero no concluida dentro de él por 
sobrevenir entorpecimientos. La prueba testifical sólo puede producirse dentro de término 
probatorio; sin embargo, las diligencias relativas a este tipo de pruebas iniciadas en tiempo 
hábil pero no concluida en él por algún impedimento y cuya remoción no haya dependido de 
la parte interesada, podrán practicarse dentro de un breve término que el tribunal señalará 
por una sola vez para ese objeto. Este derecho a pedir este término especial de prueba debe 
reclamarse dentro del término probatorio o dentro de los 3 días siguientes a su vencimiento. 

 
Puede acontecer que lo que impide la recepción de la prueba es la inasistencia del 

juez que conoce del litigio, el secretario a petición de cualquiera de las partes va a certificar 
ese hecho y con el mérito de este resultado el tribunal señalará nuevo día para la recepción 
de la prueba. En este caso no se requiere que se pida por la parte, basta que el secretario lo 
acredite. Tampoco tiene limitaciones esta facultad. 
 
4. Otros casos especiales establecidos en la ley. Entre estos casos se pueden mencionar 
los siguientes: 

 
- Las medidas para mejor resolver, a que se refiere el Art. 159 del Código de Procedimiento 

Civil. 
 
- La prueba de las tachas que se formulan contra un testigo, a que se refiere el Art. 376 del 

Código de Procedimiento Civil.  
 
- La revocación de la prueba confesional, a que se refiere a Art. 402 inc. 2º del Código de 

Procedimiento Civil.  
 
- Los casos contemplados en art.327 del Código de Procedimiento Civil, en donde se 

señala lo siguiente: 
 

a) Incidentes de prescripción, cosa juzgada, transacción y pago efectivo. 
 
b) Cuando dentro del término probatorio ocurre algún hecho substancialmente 

relacionado con el asunto que se ventila, o se trata de hechos verificados y no 
alegados, con tal que el que los aduce jure que sólo entonces han llegado a su 
conocimiento. 

 
c) Cuando dándose traslado de la solicitud de ampliación, la contraparte alega hechos 

nuevos que reúnen los requisitos del art.321 del Código de Procedimiento Civil, o que 
se relacionan con ellos. 
 
Si en alguno de estos tres casos es menester rendir prueba fuera del lugar en que se 

sigue el juicio, el tribunal ampliará el término probatorio al número de días que sea necesario, 
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el que no excederá de 15 días, lo anterior sin perjuicio de lo señalado en el art.431 del 
Código de Procedimiento Civil 11. 

 
 
 
 

 
 

CLASE 06 
 

5.2. La Prueba y los Medios de Prueba en Particular 
 

Los asuntos que pueden someterse al conocimiento y decisión de un tribunal de 
justicia pueden versar sobre puntos de hecho o de derecho.  

 
Normalmente la prueba recae exclusivamente sobre los hechos, el derecho se prueba 

excepcionalmente cuando se trata del derecho extranjero o cuando se trata de probar la 
costumbre en los casos en que ella constituye derecho. 

 
El derecho se invoca y se muestra mediante razonamientos jurídicos, así como la 

interpretación legal de los hechos verificados en el proceso. 
     
 El vocablo prueba, tiene diversas acepciones: 
 
- Puede tomarse como los medios o elementos de convicción que señala la ley y así se 

habla entonces de la prueba de testigos y la prueba instrumental. En este sentido está 
tomado este concepto en el art. 1698 inc. 2º Código Civil.  

 
- Puede tomarse en un sentido de que es el hecho mismo de la producción de tales 

elementos probatorios. Por ejemplo, cuando se expresa que la prueba incumbe al actor y 
así lo señala el art. 1710 Código Civil. 

 
- Puede tomarse en un sentido de valoración de esos elementos probatorios en la 

convicción que ellos producen en el juez, y así se habla de plena prueba, de prueba 
incompleta; por ejemplo: los arts.1700 y 1713 Código Civil indican respectivamente que: 
el instrumento público hace plena fe en cuanto al hecho de haberse otorgado y su fecha, 
pero no en cuanto a la verdad de las declaraciones que en él hayan hecho los 
interesados. En esta parte no hace plena fe sino contra los declarantes. Las obligaciones 
y descargos contenidos en él hacen plena prueba respecto de los otorgantes y de las 
personas a quienes se transfieran dichas obligaciones y descargos por título universal o 
singular. Y la confesión que alguno hiciere en juicio por sí, o por medio de apoderado 
especial, o de su representante legal, y relativa a un hecho personal de la misma parte, 
producirá plena fe contra ella, aunque no haya un principio de prueba por escrito; salvo 

                                                 
11 No será motivo para suspender el curso del juicio ni será obstáculo para la dictación del fallo el hecho de no haberse 

devuelto la prueba rendida fuera del tribunal, o el de no haberse practicado alguna otra diligencia de prueba pendiente, a 
menos que el tribunal, por resolución fundada, la estime estrictamente necesaria para la acertada resolución de la causa. 

Realice ejercicios nº 13 al 15 
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los casos comprendidos en el artículo 1701, inciso 1, y los demás que las leyes 
exceptúen. No podrá el confesante revocarla, a no probarse que ha sido el resultado de 
un error de hecho. 

 
De acuerdo a lo anterior, la prueba se puede definir como “el establecimiento por los 

medios legales de la verdad de un hecho que sirve de fundamento a un derecho que se 
reclama”. El objeto de ella es procurar la convicción del juez sobre los hechos que se han 
afirmado, sobre la verdad de ellos, lo que se logra a través de ciertos actos que se traducen 
en la aportación de prueba. 

 
 
 
 
 
Según lo establecido en el artículo 341 del Código de Procedimiento Civil, los medios 

de prueba de que puede hacerse valer en juicio son los siguientes: 
 
 

- Instrumentos. 
- Testigos. 
- Confesión de parte. 
- Inspección personal del tribunal. 
- Informe de peritos. 
- Presunciones. 

 

 
Pero el Código de Procedimiento Civil no sólo enumera en forma taxativa los medios 

de prueba de que pueden hacer uso las partes, sino que también señala: la forma de 
hacerlos valer en juicio, el valor probatorio que se le asigna a cada uno, y el orden de 
precedencia en que deben preferirse unos a otros cuando concurren varios para acreditar un 
hecho; a lo que se denomina “leyes reguladoras de la prueba”. 

 
Se debe señalar que no en todas las legislaciones se sigue similar criterio, hay 

algunas que le dejan al juez una amplia libertad en la apreciación de los medios de prueba, 
así como también se deja a las partes en libertad para hacer valer estas probanzas en la 
forma que lo estimen conveniente. 

 
En todo caso, cualquiera sea la forma legislativa que se le revista, la apreciación de la 

prueba es la actividad intelectual que es llevada a cabo por el juez para medir su fuerza 
probatoria. 

 
En el criterio de la legislación chilena, el juez para dar por establecido un hecho en el 

juicio sólo puede valerse de los medios probatorios contemplados en el art. 341 del Código 
de Procedimiento Civil, por eso es que el conocimiento privado que tenga ese juez de los 
hechos o la acreditación de dichos hechos de una forma distinta a la legal, no pueden dar por 

Realice ejercicio nº 16 
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acreditado el hecho en la causa, ya que los medios de prueba deben estarse al mérito del 
proceso. 
  

Se ha visto que si bien la prueba no constituye una obligación porque nadie puede ser 
obligado a probar, no es menos que el litigante que quiere obtener en el juicio debe probar 
los hechos que alega. De allí que se diga que la prueba impone al litigante que deba rendirla 
una carga que es lo que se conoce como onus probandi. 

 
El Código de Procedimiento Civil  no contiene disposición alguna de carácter general 

sobre esta materia, es el art. 1698 inc. 1º Código Civil  el que establece que incumbe probar 
las obligaciones o su extinción al que alega aquéllas o ésta. 

 
De allí fluye que la necesidad de probar está impuesta por la ley, al que alega un 

hecho contrario al estado normal de las cosas o al que alega un hecho que modifica una 
situación adquirida; por lo tanto, será generalmente el actor a quien corresponda acreditar los 
hechos que alega, ya que es él quien pretende que el demandado esté obligado para con él, 
o bien, que existe una situación jurídica determinada en su favor. 

 
Por otra parte, si al probar la existencia de una obligación, el demandado expresa que 

ella se ha extinguido por alguno de los medios legales, le corresponde probar ese modo de 
extinción. 
 

Lo dicho admite ciertas excepciones: 
 

- El caso de las presunciones legales; la parte favorecida con una presunción queda 
liberada del peso de la prueba, lo que no impide que la contraria pueda destruir los 
fundamentos de la presunción. 

 
- Pacto de las partes, a través de éste las partes pueden convenir en alterar el onus 

probandi; así lo han resuelto nuestros tribunales. Esto significa que las partes, de común 
acuerdo, pueden modificar la carga de la prueba. 

 
La prueba, en términos generales, es susceptible de clasificarse según sea el punto de 

vista del cual se le considere, siendo la siguiente: 
 

a) Según la oportunidad en que se produce. Se distingue entre:   
 
− Prueba preconstituida: establecida por las partes con anterioridad a la litis. 
− Prueba simple: es la que se produce durante la secuela del juicio. 

 
b) Según la fuerza de la convicción. Se distingue entre: 

 
− Plena prueba: es la que por sí sola basta para establecer la existencia de un hecho. 
− Prueba semiplena: es la que por sí sola no basta para dar por establecido un hecho. 
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c) Según si es directa o indirecta. Se distingue entre: 
 

− Directa: es aquélla por la cual se prueban los mismos hechos del pleito. 
− Indirecta: cuando se prueban otros hechos de los cuales se deducen los que dieron 

origen al pleito. 
 
 

5.2.1 Prueba Instrumental 
 

Es el medio por el cual se tiende a la demostración fehaciente de un hecho que ya 
expiró en el tiempo, y al que la ley le otorga determinados efectos de credibilidad por estar 
representados en un documento idóneo. 
 

De acuerdo a lo anterior, instrumento es todo escrito por el cual se consigna un hecho; 
tienen este carácter todos los escritos, lo que se reconstituyen en documentos que sirven 
para acreditar los hechos en el juicio. 
 

Estos documentos son susceptibles de clasificaciones según: su autenticidad y su 
función. 

 
• Según su Autenticidad 
 

Mediante esta clasificación, los instrumentos se subdividen en públicos y privados. A 
continuación se explicarán cada uno de ellos. 

 
1. Instrumentos Públicos. Son aquellos autorizados con las formalidades legales por el 
competente funcionario. Para estar en presencia de este tipo de documentos es menester 
que: 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
Los instrumentos públicos son susceptibles de distinguirse entre: 

 
a) Instrumentos públicos propiamente tales.  
 
b) Escrituras públicas; es el instrumento público o auténtico otorgado con las solemnidades 

que fija esta ley, por el competente notario, e incorporado en su protocolo o registro 
público. 

- Sea autorizado por un funcionario público. 
- Este funcionario sea competente, es decir, que esté autorizado por la ley para 

intervenir en la dación de este instrumento. 
- Este funcionario debe actuar dentro de sus atribuciones. 
- Todo quehacer del funcionario lo realiza dentro de su territorio jurisdiccional. 
- Que ese instrumento sea otorgado con las solemnidades legales; éstas varían de 

un tipo de instrumento a otro y dependerá de la naturaleza de éste. 



 

 45
 

Instituto Profesional Iplacex 

Además de éstos hay ciertos documentos que se consideran como instrumentos 
públicos en juicio, estos están señalados en el art. 342 Código de Procedimiento Civil, 
siempre que en su otorgamiento se hayan cumplido las disposiciones legales que les dan 
este carácter. Como son: 
 
a) Los documentos originales: estos son aquéllos en que consta el acto mismo o aquéllos en 

que se ha suscrito el acto mismo, y estos documentos originales pueden tener o no 
matriz. Por ejemplo, una escritura pública, normalmente tiene matriz; en cambio un 
Decreto Supremo no tiene matriz. 

 
Los documentos que tienen matriz se les llama informativos y los que carecen de ella se 
llaman dispositivos. 

 
b) Las copias dadas con los requisitos que las leyes prescriban para que hagan fe respecto 

de toda persona, o a lo menos, respecto de aquella contra quien se hacen valer; se les 
llama testimonios o traslados.  

 
Este número se está refiriendo a las copias que se han obtenido de los originales y para 
que éstas tengan valor deben cumplir con los requisitos que la propia ley indica para este 
fin. 

 
c) Las copias que, obtenidas sin estos requisitos, no sean objetadas como inexactas por la 

parte contraria dentro de los tres días siguientes a aquél en que se le dio conocimiento de 
ellas. 

 
Se refiere a las llamadas copias simples que son aquéllas que se han otorgado sin 
haberse cumplido en su dación los requisitos señalados por la ley, pero para que estas 
copias puedan ser consideradas como instrumentos públicos en juicio, es menester que 
la parte contraria no las objete dentro del tercer día, contado desde que se le dio 
conocimiento de ello (Notificación por el estado diario). 

 
d) Las copias que, objetadas en el caso del número anterior, sean cotejadas y halladas 

conformes con sus originales o con otras copias que hagan fe respecto a la parte 
contraria. 

 
Este número se refiere al caso en que la parte haciendo uso de este derecho de objetar 
las copias dadas sin haber cumplido los requisitos legales, pero que cotejadas y que se 
encuentren conformes con sus originales o con otras copias que hacen fe respecto de la 
parte contraria tienen el carácter de instrumento público en juicio. 

 
Cobra importancia en esta materia la institución del “cotejo”, que es la diligencia que 
consiste en comparar un documento con otro, o bien, una letra, una firma con otra. Este 
cotejo puede ser tanto de instrumento o de letra. 

 
- De instrumento. Procederá siempre que se trate de documentos públicos o auténticos 

que tengan una matriz. 
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- De letras. Procederá siempre que se niegue la autenticidad de un instrumento privado 
o de uno público que carezca de matriz. 

 
El cotejo de instrumento se lleva a cabo por el funcionario que haya autorizado la copia 
presentada en juicio; o bien, por el secretario del tribunal o por otro ministro de fe que 
designe el tribunal. En tanto que el cotejo de letra se lleva a cabo por peritos. 

 
e) Los testimonios que el tribunal mande agregar durante el juicio, autorizados por su 

secretario u otro funcionario competente y sacados de los originales o de copias que 
reúnan las condiciones indicadas en el número anterior.  

 
Este testimonio que el tribunal puede mandar agregar durante el juicio se ordena con 
citación de las partes y puede constituir una medida para mejor resolver. La regla general 
es que esta prueba se produce a iniciativa de las partes, excepcionalmente las puede 
decretar de oficio el juez como medida para mejor resolver.  

 
En cuanto a la forma cómo se hace valer en juicio, se debe considerar que la parte 

que desea acompañar el instrumento respectivo lo puede hacer presentando ella misma al 
juez los documentos que están en su poder, pero también puede pedir la parte que la 
contraria o un tercero exhiba aquellos documentos que obran en su poder.  
 

Aquellos documentos que la parte tiene en su poder y que los desea presentar en el 
juicio, ya sea que estos documentos sean públicos o privados, debe acompañarlos con 
citación o bajo el apercibimiento legal que corresponda.  

 
Lo dicho supone que si se acompañan documentos públicos, la parte contra quien se 

hacen valer tiene plazo fatal de 3 días para objetar y si es instrumento privado el plazo de la 
citación será de 6 días.  

 
Si se trata de documentos que acompañan la demanda el plazo para objetarlos, sean 

públicos o privados, es el término de emplazamiento. 
 
Respecto de aquel instrumento extendido en lengua extranjera cuya traducción se 

acompaña al juicio, la parte contraria puede pedir dentro de 6 días que esa traducción sea 
revisada por un perito. 

 
Si se trata de documentos que están en manos de un tercero o en poder de la parte 

contraria puede pedirse la exhibición de tales documentos. La exhibición consiste en mostrar 
el documento para que se lo examine sin necesidad de dejarlo agregado a los autos. 

 
Para que opere esta exhibición se precisa que el documento cuya exhibición se 

solicita tenga una relación directa con la cuestión debatida. Se requiere además que estos 
documentos no revistan el carácter de secreto o confidencial.  

 
Los gastos en que pueda incurrir con ocasión de esta exhibición instrumental son de 

cargo de aquél que pide la diligencia. 
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Si se rehúsa la exhibición ordenada por el tribunal a fin de establecer la sanción que 
acarrea esa negativa hay que precisar quien la rehúsa: si la parte misma o un tercero. 

 
 Cuando se trata de la parte, tiene dos sanciones:  

 
- Apremio de multas que no excedan de dos sueldos vitales o arrestos hasta por dos 

meses. 
 
- Pierde el derecho de hacer valer esos mismos documentos en apoyo de su defensa, a 

menos que el solicitante los haga valer también en apoyo de su defensa.  
 
 Cuando se trata de un tercero, que se rehúsa se le podrá castigar con multas o 
apremios.  
 
 Acerca de la oportunidad en que se puede producir esta prueba instrumental, se debe 
señalar que: 

 
a) Puede producirse en cualquier estado del juicio, hasta el vencimiento del término 

probatorio en primera instancia y hasta la vista de la causa en segunda instancia.  
 

Cuando se acompañan en segunda instancia no se suspende la vista de la causa, pero 
el tribunal no puede fallar la causa, sino vencido el plazo de citación cuando haya lugar 
a ella o al apercibimiento legal. 

 
b) Puede suceder que estos instrumentos se hayan otorgado en el extranjero, si así fuere 

deben presentarse debidamente legalizados, es decir, deben someterse a ciertos 
procedimientos para demostrar su autenticidad. 

 
Es posible que estos instrumentos otorgados en país extranjero vengan en un idioma 
diferente al español, en consecuencia estos documentos pueden acompañarse al juicio 
en dos formas: 

 
- Que se presenten ya traducidos al español, en cuyo caso dicha traducción tendrá 

valor a menos que la parte contraria exija que ellos sean revisados por un perito y 
esa exigencia debe hacerla valer en un plazo de seis días. 

 
- Que se presenten a juicio en su idioma original, en cuyo caso el tribunal designa un 

perito para que proceda a su traducción, siendo los costos de cargo de quien 
demande la intervención del perito. 

 
Respecto al valor probatorio de un instrumento público, hay que distinguir si ese valor 

probatorio es respecto de: 
 
a) Los otorgantes. Hace plena prueba en cuanto a su fecha, al hecho de haberse otorgado, 

en cuanto al hecho de haber efectuado las partes las declaraciones que allí se contienen, 
y en cuanto a la verdad de las declaraciones que en él hayan hecho los interesados. 
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b) Respecto de terceros. El valor probatorio es que hace plena prueba en cuanto al hecho 
de haberse otorgado y a su fecha, pero no en cuanto a la verdad de las declaraciones 
que en él hayan hecho los interesados. 

 
Pese a este valor probatorio casi absoluto que la ley le confiere a estos instrumentos 

públicos, ellos pueden “impugnarse” por tres razones a saber:   
 

a) Por falta de autenticidad: la autenticidad es el efecto típico de la actividad realizada por el 
sujeto competente con arreglo a las formalidades establecidas por el derecho. 

 
Un instrumento público adolece de falta de autenticidad cuando no ha sido suscrito por 

las personas que aparecen haciéndolo, o cuando no ha sido otorgado por el funcionario 
que aparece otorgándolo. 

 
Para demostrar la falta de autenticidad se permite el empleo de cualquier medio 

probatorio, porque lo que se trata de probar es un hecho; incluso es factible utilizar la 
prueba testimonial, ya que en todo caso no opera la limitación del art.1709 Código Civil, el 
cual señala que: “deberán constar por escrito los actos o contratos que contienen la 
entrega o promesa de una cosa que valga más de dos unidades tributarias. No será 
admisible la prueba de testigos en cuanto adicione o altere de modo alguno lo que se 
exprese en el acto o contrato, ni sobre lo que se alegue haberse dicho antes, o al tiempo 
o después de su otorgamiento, aun cuando en algunas de estas adiciones o 
modificaciones se trate de una cosa cuyo valor no alcance a la referida suma. No se 
incluirán en esta suma los frutos, intereses u otros accesorios de la especie o cantidad 
debida”. 

 
Esta impugnación por falta de autenticidad puede ser utilizada tanto por las partes 

como por terceros. 
 
Para que pueda invalidarse con prueba de testigos una escritura pública es menester 

la concurrencia de 5 testigos que reúnan las condiciones del art. 384 Nº 2 del Código de 
Procedimiento Civil; que acrediten que la parte que se dice haber asistido personalmente 
al otorgamiento de la escritura o que él ha fallecido con anterioridad, o ha permanecido 
fuera del lugar en el día del otorgamiento y en los 70 días subsiguientes. Esta prueba 
testifical queda sujeta a la calificación del tribunal y éste la va a apreciar según las reglas 
de la sana crítica. 

 
Esta disposición del Art. 429 del Código de Procedimiento Civil, tiene vigencia cuando 

se trata de impugnar la autenticidad de la escritura misma y no de las declaraciones 
consignadas en ella. Sin embargo, esta opinión no es totalmente aceptada, hay quienes 
piensan que a pesar de la redacción de esta disposición sería factible impugnar las 
declaraciones hechas por las partes en ellas y esta impugnación se haría mediante otra 
plena prueba. 

  
b) Por nulidad: se impugna por nulidad cuando se acredita que el instrumento público no ha 

cumplido con las formalidades y requisitos exigidos por la ley para su validez según su 
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naturaleza, o bien, cuando se sostiene que el funcionario otorgante era incompetente 
para actuar en el territorio jurisdiccional en que autorizó el acto. 

 
Es preciso señalar que mientras no se declare la nulidad por decreto judicial, el 

instrumento público produce sus efectos. 
 

c) Por falsedad de las declaraciones hechas allí: se ha dicho que es posible impugnarse por 
falsedad de las declaraciones contenidas en el instrumento público sosteniéndose que el 
art. 429 inc. final, lo único que hace es restringir la prueba que pueda utilizar para tal fin, 
dejando fuera de ella la prueba testimonial. 

 
Esta impugnación puede ser formulada tanto por las partes otorgantes mediante otra 

plena prueba como también pueden impugnarla los terceros, toda vez que las 
declaraciones que se contienen en este instrumento público respecto de ellos hace plena 
fe y para demostrar estas falsedades estos terceros pueden utilizar cualquier medio de 
prueba. 

 
Acerca de la vía que se puede utilizar para hacer valer esta impugnación, se distingue: 

 
- Vía principal: se traduce en que la parte inicia un juicio ordinario, sea civil o criminal para 

atacar la validez del instrumento. 
 
- El incidente: se da cuando la parte impugna dentro del término de citación o dentro del 

apercibimiento legal que corresponda al respectivo instrumento. 
 
 

 
 
 
2. Instrumentos Privados. La legislación chilena no le reconoce valor probatorio al 
instrumento privado, mientras no haya sido reconocido por la parte contra quien se hace 
valer o mandado tener por reconocido. 

 
Cuando este instrumento privado es reconocido por la parte contra quien se opone o 

mandado a tener por reconocido, tiene el valor de escritura pública respecto de los que 
aparecen o se reputan haberlo suscrito y de las personas a quienes se han transferido las 
obligaciones y derechos de éstos.  

 
La ley reglamenta en qué casos estos instrumentos se reputan auténticos y en qué 

casos tienen fecha cierta; es decir, fecha indudable o auténtica. El art. 1702 del Código Civil 
señala que: va a ser auténtico cuando ha sido reconocido o mandado a tener por reconocido. 

 
Y va a tener fecha cierta en las situaciones señalada en los arts. 1703 del Código Civil 

y 419 del Código Orgánico de Tribunales. Según este último artículo, respecto de terceros 
adquiere fecha cierta desde su anotación en el repertorio. 

 

Realice ejercicios nº 17 al 19 
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La otra posibilidad en que adquiere valor probatorio este instrumento privado es que 
sea reconocido; para analizar los efectos del reconocimiento de este instrumento hay que 
distinguir si de trata de instrumentos emanados de las partes o por terceros. 
 
a)  Si se trata de instrumento privado que emana de las partes. Hay tres maneras de 

conseguir el valor probatorio mediante reconocimiento; ellas son:  
 

- Reconocimiento expreso. En primer lugar, cuando así lo ha declarado en el juicio la 
persona a cuyo nombre aparece otorgado el instrumento o la parte contra quien se 
hace valer. En segundo lugar, cuando igual declaración se ha hecho en un 
instrumento público o en otro juicio diverso. 

 
- Reconocimiento tácito. Para que proceda, es menester que el instrumento se ponga 

en conocimiento de la parte contraria y que no se alegue su falsedad o falta de 
integridad dentro de los seis 6 días siguientes a su presentación. Debiendo el tribunal, 
para este efecto, apercibir a aquella parte (contra quien se hace valer) con el 
reconocimiento tácito de ese instrumento si nada se expone dentro de dicho plazo.  

 
Para que proceda este reconocimiento se ha resuelto por los tribunales que es 
necesario que haya precedido el apercibimiento que aquí se indica respecto de la 
parte contraria quien se hace valer. Si no hay apercibimiento no procede el 
reconocimiento tácito sobre el instrumento privado.  
 

- Reconocimiento judicial. Cuando se declare la autenticidad del instrumento por 
resolución judicial. Se produce cuando la parte contra quien se hace valer el 
documento privado alega dentro del plazo (seis días) la falsedad de tal acto o falta de 
integridad. Frente a esta excepción se genera un incidente que se tramitará conforme 
a las reglas generales. 
 
Terminado este incidente y según los antecedentes que se hayan producido en esta 
situación, el tribunal puede dar por reconocido este instrumento o estimar que no se le 
reconoce para estos efectos. 

 
En este incidente que se genera a raíz de la objeción son admisibles como medios de 
prueba, según el art. 355 del Código de Procedimiento Civil, el cotejo de letras y 
aquellas que las leyes autoricen para la prueba de fraude. 

 
b)  Instrumentos privados emanados de terceros. La jurisprudencia chilena ha señalado que 

el reconocimiento de instrumentos privados, cualquiera que sea la forma del 
reconocimiento, solamente puede afectar a la parte del cual emana. 

 
Si ese instrumento emana de un tercero ajeno al juicio, por mucho que haya 

transcurrido el plazo de seis días y se le haya apercibido a la parte para que manifieste su 
parecer, no podrá sostenerse que ese instrumento adquiere valor probatorio. 
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• Según su Función 
 

Según su función, los instrumentos se clasifican en: 
 

a) Instrumentos por vía de prueba. Son aquéllos que acreditan un hecho. Por ejemplo, libro 
de comerciantes 

 
b) Instrumentos por vía de solemnidad. Son aquéllos que observan una solemnidad o 

formalidad legal que da eficiencia al acto y que sirve también para acreditarlo. Por 
ejemplo, un contrato autorizado ante notario público. 

 
 
        CLASE 07 
 

5.2.2 Prueba Testimonial 
 

La prueba testimonial es un medio de prueba que consiste en la declaración que bajo 
juramento y en las condiciones que señala la ley hacen o formulan en el juicio las personas 
que tienen conocimiento de los hechos controvertidos en el pleito. 

Estas personas, son los testigos, los cuales corresponden a las personas físicas con 
capacidad suficiente, ajena a la relación procesal, llamadas a prestar declaración ante el 
órgano jurisdiccional respecto de hechos que en forma circunstancial han caído en dominio 
de sus sentidos, o que en razón de su actividad, profesión u oficio deduce de su percepción. 

 
Son personas extrañas al pleito que exponen sobre hechos controvertidos. Su 

testimonio es un acto procesal por el cual se le informa a un juez sobre lo que sabe de 
ciertos hechos. 
 

El Código de Procedimiento Civil señala las condiciones que deben reunir las 
personas que van a concurrir a deponer, así como la forma o manera en que deben prestar 
su declaración.  
 

Los testigos se pueden clasificar según como conocen los hechos, y según las 
circunstancias de los hechos: 

 
a) Considerando la forma como conocen los hechos. Bajo esta clasificación, los testigos 
pueden comprender tres tipos, ellos son: 
    
- Testigos presenciales o de vista: son aquéllos que relatan los hechos percibidos por sus 

propios sentidos. 
 
- Testigos de oídas o de auditum: son aquéllos que son sabedores de los hechos por los 

dichos de otra u otras personas que se los han relatado. 
 
- Testigos instrumentales: son aquéllos que han concurrido al otorgamiento de un 

instrumento público o privado. 
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Como se puede observar, la importancia de esta clasificación es por el valor 
probatorio, ya que de ello dependerá si el testimonio da o no plena prueba del hecho. 
 
b)  Según las circunstancias del hecho. Los cuales pueden ser: 
 
- Testigos singulares: son los que coinciden en el hecho fundamental sobre el cual 

deponen, difiriendo en las circunstancias accesorias del hecho. Esta discordancia que se 
puede producir en un testigo singular puede ser: 

 
i. Adversativa u optativa: si lo que se afirma por un testigo es incompatible o está en 

contradicción con el dicho de otro.  
 

ii. Diversificativa: cuando cada testigo declara sobre hechos distintos, sin que éstos se 
complementen y sin que haya contradicción. 

 

iii. Acumulativa o adminiculativa: cuando los testigos deponen sobre hechos que 
aunque diversos, se complementan con relación al punto controvertido. 

 
- Testigos contestes: son aquéllos cuyas declaraciones coinciden plenamente en su objeto 

y en los antecedentes que los rodean o acceden a él. Están de acuerdo en el hecho y en 
las circunstancias accidentales. 
 

Estos testigos deben reunir ciertas condiciones, toda vez que el legislador no mira con 
buenos ojos este medio probatorio. De ahí que el Código Civil en su mensaje le dedique un 
párrafo señalando:  

 
 
"Conocida es en las poblaciones inferiores la existencia de una clase infame de 

hombres que se labran un medio de subsistencia en la prostitución del juramento". (De la 
prueba de las obligaciones). 

 
 

 
La prueba testimonial puede ser producida en primera instancia y únicamente dentro 

del término probatorio. Pero también puede producirse en forma excepcional en segunda 
instancia. El tribunal podrá pedir como medida para mejor resolver la recepción de prueba 
testimonial sobre hechos que no figuran en la prueba rendida en autos, siempre que la 
prueba testimonial no se haya podido rendir en primera instancia y que tales hechos sean 
considerados por el tribunal como estrictamente necesarios para la acertada resolución del 
juicio. 

 
En lo que respecta a la iniciativa de la producción de esta prueba, generalmente ella 

se produce a iniciativa de las partes. Las partes que quisieran valerse de la prueba de 
testigos deben hacerlo dentro de los 5 días siguientes, contados desde la última notificación 
que recibe la causa a prueba. 
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Se presenta la lista de testigos y puede presentar las minutas de puntos de prueba. 
También puede producirse esta prueba oficiosamente por el tribunal como una medida para 
mejor resolver.  
 

En cuanto a la capacidad para ser testigos, es preciso señalar que para testificar en 
juicio es capaz toda persona que la ley no declare inhabilitada.  

 
La regla general es la habilidad para declarar en juicio, y la excepción la inhabilidad, 

entendiendo por tal el impedimento que obsta total o parcialmente para que una persona 
declare como testigo. Estas inhabilidades pueden ser absolutas o relativas: 

 
a) Inhabilidades absolutas, pueden ser en razón de faltar la capacidad física o intelectual 

para captar el hecho controvertido y quedan comprendidas aquí las causales indicadas en 
los Nº 1 al 5 del art.357 del Código de Procedimiento Civil, y ellas son: 

 
- La edad, puesto que no pueden ser testigos los menores de catorce 14 años. 
- Interdicción por causa de demencia. 
- Los privados de razón o ebrios al tiempo de declarar. 
- Los que carezcan del sentido necesario para percibir los hechos declarados al tiempo 

de verificarse éstos. 
- Los sordomudos que no puedan darse a entender por escrito. 
- También estas inhabilidades absolutas pueden fundarse en razón de carencia de 

probidad. 
- Los que en el mismo juicio hayan sido cohechados, o hayan intentado cohechar a 

otros, aún cuando no se les haya procesado criminalmente. 
- Los vagos sin ocupación u oficio conocido. De acuerdo al art. 305 del Código de 

Procedimiento Civil, son vagos los que no tienen hogar fijo, ni medios de subsistencia, 
ni ejercen habitualmente alguna profesión, oficio ni ocupación lícita, teniendo aptitudes 
para el trabajo. 

- Los que en concepto del tribunal sean indignos de fe por haber sido condenados por 
delito. 

- Los que hagan profesión de testificar en juicio. 
 
b) Inhabilidades relativas, en cuanto a la inhabilidad relativa consignada en el art. 358 del 

Código de Procedimiento Civil, ellas obedecen a la razón de faltar la imparcialidad 
necesaria, esta falta de imparcialidad puede deberse a los siguientes motivos: 

 
- Al parentesco.  
- A la amistad.  
- A un vínculo de dependencia.  
- A la existencia de tutela o curatela.  
- A la existencia de un interés directo o indirecto en el juicio.  

 
Se debe considerar que esta persona llamada a ser testigo en un pleito tiene ciertas 

obligaciones que pueden reducirse básicamente a tres: 
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1. Obligación de comparecer. Toda persona, cualquiera que sea su estado o profesión, está 
obligada a concurrir a la audiencia que el tribunal señale para los fines de recibir su 
declaración. Sin embargo, cuando se exige la comparecencia de un testigo a sabiendas que 
su testimonio es inútil, el tribunal puede imponer a la parte que solicitó esto, una multa que 
varía de un décimo (1/10) a medio (1/2) sueldo vital.  

 
Esta obligación no opera respecto de aquellas personas que señala el art. 361 del 

Código de Procedimiento Civil, y que son: 
 

- El Presidente de la República, los ministros de estado, senadores, diputados, 
subsecretarios, intendentes, gobernadores, etc. 

- Las personas que gozan en el país de inmunidades diplomáticas. 
- Los religiosos, incluso los novicios. 
- Las mujeres, siempre que por su estado o posición no puedan concurrir sin grave 

molestia. 
- Los que por enfermedad u otro impedimento, calificado por el tribunal, se hallen en la 

imposibilidad de hacerlo. 
 

En cuanto a cómo declaran las personas referidas en el art. 361 del Código de 
Procedimiento Civil, se debe señalar que las personas señaladas en los Nº 1 y 2 van a 
declarar por medio de informes; y las demás personas de allí señaladas van a prestar su 
declaración en su domicilio.  

 
Además de las ya mencionadas, existen otras personas que se eximen de esta 

obligación, entre ellas: 
 

- Director general de aguas.  
- Abogado jefe del departamento de cobranzas judiciales. 
- Abogados provinciales. 
- Rectores de universidades. 

 
Nótese que estas personas solamente no están obligadas a concurrir a la audiencia; y 

por el contrario, tienen la obligación de declarar. 
 
2. Obligación de declarar. Toda persona, cualquiera sea su profesión, está obligada a 
declarar. Sin embargo, no están obligados a declarar aquellas personas que indica el art. 360 
del Código de Procedimiento Civil, y que son: 
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El art. 360 del Código de Procedimiento Civil no es taxativo sino simplemente 
ejemplificativo, las razones por las cuales las personas mencionadas anteriormente no están 
obligadas a declarar son: 

 
- Secreto profesional. 
- Relaciones de parentesco. 
- Honor de las personas y responsabilidad penal. 
 

Se reconoce el secreto profesional sólo en la medida que los hechos se hayan 
comunicado confidencialmente con ocasión de su estado, profesión u oficio. 

 
3. Obligación de prestar juramento. Antes de examinarse al testigo, éste debe prestar 
juramento al tenor de la fórmula que señala esa disposición. Si no presta juramento su 
declaración no tiene valor. 
 

Siempre que lo solicite alguna de las partes, el tribunal mandará que se cite a los 
testigos en la forma establecida en el art. 56 del Código de Procedimiento Civil, vale decir por 
cédula o personalmente, y en esta citación se indicará el juicio en que debe prestar 
declaración, además del día y la hora en que deberá comparecer. Esta citación se hace a 
través de un receptor. 
 

Si este testigo legalmente citado no comparece a la audiencia respectiva o 
compareciendo se niega a declarar, puede ser objeto de sanción. Estas sanciones pueden 
ser apercibimientos, toda vez que legalmente citado, no comparece; puede ser compelido a 
través de la fuerza pública a presentarse ante el tribunal, a menos que justifique la 
imposibilidad de venir. Pero si comparece y se niega a declarar sin justa causa se puede 
arrestar hasta que preste declaración.  

 
Al testigo rebelde, también puede afectarle una responsabilidad penal señalada en el 

art.494 Nº 12 del Código Penal, que es una pena de prisión en su grado medio a máximo o 
multa en UTM. 

 
Si el testigo para concurrir al tribunal incurre en gastos, tiene derecho a reclamar de 

aquella persona que lo ha presentado como tal el pago de los gastos que tuvo que hacer por 

- Los eclesiásticos, abogados, escribanos, procuradores, médicos y matronas, sobre 
hechos que se les hayan comunicado confidencialmente con ocasión de su estado, 
profesión u oficio. 

- El cónyuge y los parientes legítimos hasta el cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad de la parte que los presenta como testigos. 

- Los ascendientes, descendientes y hermanos ilegítimos, cuando haya 
reconocimiento del parentesco que produzca efectos civiles respecto de la parte 
que solicite su declaración. 

- Los pupilos por sus guardadores y viceversa. 
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esa diligencia. Debe cobrarlo dentro de los 20 días que presentó la declaración, si no hay 
acuerdo en su monto lo fijará el tribunal sin forma de juicio, es decir, de plano y sin ulterior 
recurso.  

 
 
 
 
 

• Número de testigos que pueden declarar sobre cada hecho controvertido. 
 

De acuerdo al art. 372 del Código de Procedimiento Civil, pueden declarar solamente 
en un juicio hasta 6 testigos por cada parte y sobre cada uno de los hechos que deban 
acreditarse. 

 
Se van a examinar únicamente aquellos testigos que figuren en la lista que ha 

presentado la parte. Sin embargo, puede admitirse la declaración de otros testigos en casos 
muy calificados y jurando que no tuvo conocimiento de ello al tiempo de formar la nómina de 
testigos. 

 
Es preciso señalar que no son 6 testigos en total, sino que sólo se admitirán 6 testigos 

por cada punto de prueba.  
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
La parte que presenta su testigo debe saber sobre qué punto lo va a hacer declarar y 

puede declarar por más de un punto. 
 
La parte que desee rendir prueba de testigos tiene que presentar una lista con todos 

los requisitos del Art. 320 del Código de Procedimiento Civil y si lo desea la minuta de puntos 
de prueba al tenor de la cual declaran los testigos y dentro de los plazos que establece el 
legislador. 

 
• Ante quién se rinde la prueba. 
 

Esta prueba de testigos se rinde ante un receptor, y no ante el secretario del tribunal 
que conoce de la causa (Ministro de fe). 

  

Realice ejercicios nº 20 al 23 

Por Ejemplo 
En un juicio de pensión de alimentos, se deben probar los siguientes puntos de 

prueba: a) capacidad económica del demandado, b) capacidad económica del 
demandante, c) gastos del alimentario (del menor). En consecuencia, si son tres 
puntos de prueba, por cada uno de los ya señalados, pueden declarar hasta 18 
testigos; pero uno puede presentar en la lista todos los que uno quiera. 
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Son interrogados personalmente por el juez; y si el tribunal es colegiado, serán 
interrogados por uno de los ministros en presencia de las partes y de sus abogados, si 
concurren al acto.  

 
Si el testigo que debe prestar su declaración, reside fuera del territorio jurisdiccional en 

que se sigue el juicio será examinado por el tribunal que corresponde a quien se le va a 
remitir copias de los puntos de prueba fijados a través del exhorto.    
 
• Forma cómo se rinde la prueba. 
 

En cuanto a la forma como proceder al interrogatorio, se debe considerar que las 
preguntas que se le formulen al testigo deben versar sobre los datos necesarios para 
establecer si existen causales que inhabiliten al testigo para declarar en juicio; y sobre los 
puntos de prueba que se han fijado. Podrá también el tribunal exigir que los testigos 
rectifiquen, esclarezcan o precisen las aseveraciones.  

 
Además, cada parte tiene derecho para dirigir por conducto del juez las 

interrogaciones que estime conducentes con el fin de establecer causales de inhabilidad y 
también con el fin de que los testigos rectifiquen, esclarezcan y precisen los hechos sobre los 
cuales declaran. 

 
Si entre las partes se produce un desacuerdo acerca de la pertinencia o procedencia 

de las preguntas que se le dirigen al testigo, es el tribunal el llamado a resolver.  
 
Los testigos frente a este interrogatorio deben responder de una manera clara y 

precisa y no se les permite llevar su declaración escrita. Esta declaración es un sólo acto que 
no puede interrumpirse sino por causas graves y urgentes.  

 
Las declaraciones del testigo se consignan por escrito y deben conservarse, en cuanto 

sea posible, las expresiones que él haya utilizado reducidas al menor número de palabras.  
 
Estas declaraciones, una vez terminada la sesión de prueba pertinente, son leídas por 

el receptor en voz alta y ratificada por el testigo; esta acta la firma el juez, el declarante si 
sabe hacerlo, la parte, y también los abogados presentes. Finalmente, se autoriza el acta por 
el receptor. 

 
En todo caso los testigos de cada parte se examinan en forma separada y sucesiva, 

comenzándose por los testigos de la parte demandante y estos testigos no pueden 
presenciar las declaraciones de los otros.  
 
• Las tachas. 
 

Son los medios que establece la ley para hacer efectiva la inhabilidad que indican los 
artículos 357 y 358 del Código de Procedimiento Civil. 
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Éstas deben oponerse antes de que preste declaración el testigo, no importa que 
estos ya hubieren jurado. 

 
Sólo se admiten las tachas que se funden en alguna de las inhabilidades que indican 

los arts.357 y 358 del Código de Procedimiento Civil, pero estas tachas deben expresarse 
con la claridad y especificación necesaria para que puedan ser fácilmente comprendidas. 

 
Tachado este testigo, él puede ser reemplazado por otro que la parte haya presentado 

y que figure en la nómina de testigos. 
 
Hay que tener en cuenta que las tachas que se oponen no impiden el examen del 

testigo, pero el tribunal puede repeler de oficio aquellos que notoriamente aparezcan 
comprendidos en algunas de las causales del art. 357 del Código de Procedimiento Civil. 

 
El tribunal si lo estima necesario, para resolver este litigio, puede recibir las tachas a 

prueba y éstas se rendirán dentro del término probatorio concedido para la cuestión principal 
(20 días), pero si este término está vencido o no es suficiente, lo que resta de él para recibir 
estas pruebas se le ampliará para el sólo efecto de recibir esta prueba, hasta por diez (10 
días). Incluso puede pedirse término extraordinario.  

 
A esta prueba de tachas, según el art. 377 del Código de Procedimiento Civil, se le 

aplican las disposiciones que reglamentan la prueba de la cuestión principal. 
 

Es posible que a estos testigos que van a deponer sobre la tacha también se le 
cuestione su habilidad, así se está en presencia de lo que se llama la tacha de tachas. Por 
ende, ésta se define como la inhabilidad que se hace valer contra el testigo que va a declarar 
sobre las tachas deducidas. 

 
Pero esta tacha de tachas tiene un límite, y es que en ella no se admite prueba de 

testigos para acreditar las inhabilidades que se hagan valer contra los que declaran sobre las 
tachas. En todo caso las resoluciones que ordenan recibir prueba sobre las tachas opuestas 
son inapelables. 

 
La legalidad de las tachas y su comprobación las aprecia y resuelve el juez en la 

sentencia definitiva. 
 
• Valor probatorio de la prueba testimonial. 
 

Para determinar el valor probatorio de la prueba testimonial, se debe distinguir entre: 
 

a) Testigos de oídas. Según el art.383, puede estimarse como base una presunción judicial, 
no obstante, es válido el testimonio cuando el testigo se refiere a lo que oyó decir a alguna 
de las partes y de ese modo se explica o esclarece el hecho de que se trata. 
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b) Testigos presenciales. Son aquellos que relatan los hechos por haberlos presenciado o, 
en general, por haberlos percibidos por los órganos de sus sentidos. El art.384 del Código de 
Procedimiento Civil señala las reglas acerca del valor probatorio de la testimonial:  
 
− Un testigo imparcial y véridico: Constituye una presunción o indicio judicial, cuyo mérito 

probatorio deberá apreciar el tribunal, conforme a las normas que establece para las 
presunciones. Por tanto, se puede concluir que es posible que la declaración de un solo 
testigo presencial, que reúna las características indicadas, podrá producir plena prueba o 
completa de un hecho. 

 
− Dos testigos contestes: Cuando dos o más testigos se encuentran contestes, es decir, 

cuando sus declaraciones sean coincidentes y esta coincidencia se refiera a los hechos y 
circunstancias esenciales, siempre que sean hábiles o no tachados, que hayan sido 
examinados legalmente y que den razón de sus dichos, podrán constituir plena prueba, 
cuando no haya sido desvirtuada por otra prueba en contrario. 

 
− Testimonios contradictorios: Rigen las siguientes reglas. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

Realice ejercicio nº 24 

a) Si las declaraciones de los testigos de una parte y las de los de la otra son 
contradictorias entre sí, el tribunal preferirá los dichos de aquellos que parezca 
que dicen la verdad, por estar mejor instruido de los hechos, por ser de mejor 
fama, más imparciales y verídicos, o por hallarse sus dichos más conforme con 
otras pruebas del proceso; lo anterior, aun cuando sean inferiores en número. 

 
b) Si los testigos de ambas partes reúnen las calidades señaladas 

precedentemente, el tribunal preferirá a aquellos que sean mayores en número. 
 
c) Si además de reunir las mismas calidades, los testigos son iguales en número, 

en forma de que la sana razón no permita inclinarse a dar créditos a unos por 
sobre los otros, deberá tenerse el hecho como no probado. 

 
d) Por último, si las declaraciones de los testigos de una misma parte son 

contradictorias entre sí, las de aquellos que favorezcan a la contraparte se 
considerarán presentados por ésta.  
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CLASE 08 
 

5.2.3 Confesión en Juicio 
 

La confesión es el reconocimiento que uno de los litigantes hace de la verdad de un 
hecho que puede producir en su contra consecuencias jurídicas. Por medio de ella una de las 
partes reconoce o declara sobre la efectividad de un hecho que sirve de fundamento a las 
peticiones de la contraria. Ella se encuentra reglamentada en los artículos 385 y siguientes 
del Código de Procedimiento Civil y en el artículo 1.713 del Código Civil, el que señala el 
valor probatorio de la confesión que se presta en juicio. 

 
Es una declaración expresa porque en principio el silencio de la parte no implica 

reconocimiento de los hechos alegados por la contraria. 
 
Fuera de esta confesión, como medio de prueba, también existe y se reglamenta por 

el legislador la confesión como medio preparatorio de la vía ejecutiva para aquellas 
situaciones en que el acreedor carece de un título ejecutivo, pero ésta no tiene nada que ver 
con la que se analizará en la presente unidad.  

 
Hay también otras formas de obtener una confesión, así sucede cuando ella se solicita 

en el carácter de una medida prejudicial. También puede investir la forma de una medida 
para mejor resolver, donde la confesión es provocada por el tribunal y no por la otra parte.  
 

Respecto a la admisibilidad de este medio probatorio, se debe señalar como regla 
general que procede en todo caso, salvo las excepciones que el legislador contempla.  

 
Dichas excepciones son: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Para que la confesión pueda tener eficacia se requiere la concurrencia de los 

siguientes requisitos de validez: 
 

- No es admisible la confesión en aquellos casos que se exige por vía de 
solemnidad un instrumento público.   

 
- No lo es tampoco cuando se trata de una confesión extrajudicial, puramente 

verbal, sino en aquellos casos en que lo sería la prueba testimonial.  
 
- No es tampoco admisible en el juicio de separación de bienes por el mal estado de 

los negocios del marido, puesto que la confesión de éste no hace prueba. 
 
- No es admisible tampoco la declaración de uno de los cónyuges ni la confesión 

del otro acerca del dominio de los bienes existentes a la época de la disolución de 
la sociedad conyugal, pues la ley presume que pertenecen a ella.  
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1. Debe existir capacidad en el confesante. Sólo  puede confesar válidamente quien tiene 
capacidad para actuar personalmente en el juicio sin el ministerio o autorización de otro. 

 
Si es incapaz para actuar en juicio deberá confesar su representante legal dentro de las 
facultades que señala la ley. De ahí que sólo puede confesar el que es capaz de contratar 
(de obligarse). 

 
Si se trata de un absolutamente incapaz su confesión no produce efecto alguno, será su 
representante el llamado a confesar. 

 
Si se trata de un menor adulto también debe confesar su representante, sin embargo, si 
ese menor adulto ejerce una actividad comercial o tiene peculio profesional, es capaz 
para confesar por sí mismo y obligar por ende sus propios bienes que quedan 
comprendidos en este peculio o actividad comercial. 

 
Si se trata de un disipador declarado en interdicción, presta la confesión su representante 
legal que es el curador. 

 
Por las personas jurídicas confesará su representante legal. 

 
2. Debe recaer sobre hechos del juicio. Todo litigante está obligado a declarar bajo 

juramento, contestada que sea la demanda sobre hechos pertenecientes al mismo juicio.  
 
3. Debe ser voluntaria. Significa que la voluntad del confesante debe estar exenta de todo 

vicio. Por ejemplo, cuando se obliga al testigo declarar falsamente sobre un punto de 
prueba, en ese caso se debe anular el testimonio y además sancionarlo. 

 
• Clasificación de la Confesión 
  
 La confesión de las partes puede clasificarse bajo distintos puntos de vistas: 
 
  
  
 
 
 
 
 A continuación, se analizarán cada una de ellas. 

 
1. Considerando ante quien se presta la confesión, la confesión de las partes puede ser: 
judicial y extrajudicial. 
 
a) Judicial: la confesión judicial es la que se presta ante el tribunal que esta conociendo de 

la causa en términos generales. Debe prestarse ante el tribunal que esta conociendo del 
juicio y no la que se presta ante cualquier juez, porque la que se presta ante un tribunal 
incompetente o diferente es una confesión extrajudicial.  

 

− Respecto de, ante quien se presta la confesión 
− Respecto a su naturaleza 
− Respecto a su divisibilidad. 
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Para que se esté ante la confesión judicial es necesario que se preste ante el tribunal que 
esté conociendo actualmente de la causa. Sin embargo, también tendrá este carácter 
aquélla que se dé ante otro tribunal por delegación de competencia, si el litigante que 
llega a confesar se encuentra fuera del territorio jurisdiccional del tribunal que conoce de 
la causa. Asimismo, es confesión judicial aquélla que se presta ante el respectivo agente 
consular chileno, si la parte cuya confesión se pretende, ha salido del territorio de la 
república.  

 
 

A su vez, la confesión judicial se clasifica en: 
 

- Espontánea: es la que se presta voluntariamente en el pleito, generalmente a través 
de los escritos que presentan los litigantes. 

 
- Provocada: es la que presta un litigante a requerimiento de la contraparte o del 

tribunal cuando éste la decrete como medida para mejor resolver, debiendo ceñirse al 
procedimiento indicado por la ley. A esta confesión provocada se le llama absolución 
de posiciones, entendiendo por tal, el procedimiento que contempla el Código de 
procedimiento para obtener la confesión provocada en juicio. Posiciones se llama a las 
preguntas que una parte formula a la contraparte, para que las conteste bajo 
juramento, y que se refieren a hechos controvertidos en el pleito. 

 
Estas preguntas deben cumplir ciertas exigencias, a saber: 
 

i. La confesión debe ser expresada en términos claros y precisos para ser entendidos 
sin dificultad; este interrogatorio puede revestir dos formas, las preguntas pueden 
hacerse en forma: 

a) Asertiva o afirmativa.  
b) Interrogativa.  

ii. Las posiciones deben referirse a hechos que sean objeto del debate de la cuestión 
controvertida. 

iii. Se precisa que estas preguntas sean puestas por uno de los litigantes a su 
contendor.  

 
En cuanto a la oportunidad en que puede solicitarse esta confesión provocada; puede 
impetrarse contestada que sea la demanda, en cualquier estado del juicio y sin que 
por la solicitud de ella se suspenda el procedimiento, hasta el vencimiento del término 
probatorio en primera instancia, y hasta antes de la vista de la causa en segunda. 

 
Esta absolución de posiciones se efectúa ante el tribunal que está conociendo de la 
causa. De acuerdo al art. 388 del Código de Procedimiento Civil, el tribunal puede 
cometer al secretario del tribunal o a otro ministro de fe esta diligencia. Todo lo 
anterior a menos que en la solicitud se señale que se rinda ante el tribunal. Actúa 
como ministro de fe en la recepción de esta prueba un Receptor. 
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Si el litigante se encuentra fuera del territorio del tribunal esa confesión va a ser 
tomada por el tribunal competente a través de un exhorto, art. 388 inciso final del 
Código de Procedimiento Civil; y si está fuera del territorio nacional, se tomará por el 
agente diplomático por medio de un exhorto internacional. Si estas personas están 
fuera del territorio asiento del tribunal donde se sigue la causa se va a cometer otra 
diligencia por el juez competente de la residencia actual del litigante, y este juez 
exhortado podrá practicar la diligencia por sí mismo o podrá entregarla al secretario 
del tribunal.  
En los tribunales colegiados el cumplimiento de esta diligencia se comisiona a alguno 
de los ministros o también se puede encargar al secretario del tribunal. 

 
En cuanto a cómo se pide la confesión, la parte que la pide debe presentar un escrito 
al tribunal pidiéndole que se cite a la contraria para absolver posiciones en el día y 
hora que el tribunal señale. Junto a esta solicitud debe acompañar el pliego de 
posiciones, éste se mantendrá en reserva mientras no se contesten por el absolvente. 
En la práctica, se recurre a guardarlo en un sobre sellado, bajo custodia del tribunal 

 
Presentado este escrito y el pliego de posiciones el tribunal lo provee citando a la 
parte para el día y hora que señala, esta resolución se notifica por cédula porque se 
cita a la comparecencia personal de una de las partes. 

 
Hay ciertas personas que no están obligadas a comparecer al tribunal a absolver 
estas posiciones. Sin embargo, estas personas no están liberadas de confesar, si no 
que para recibir la confesión de ellas, el juez debe trasladarse a su casa; o bien, 
comisionar al secretario para que él tome esa diligencia. 

 
Esta absolución de posición, según el art. 385 inc.2º parte final del Código de 
Procedimiento Civil, puede pedirse hasta por dos veces en primera instancia y una vez 
en segunda. Con todo si se alegan hechos nuevos durante el desarrollo de la litis 
puede exigirse una vez más. Una vez que el absolvente es notificado legalmente de 
resolución del tribunal en que se fija el día y la hora en que debe comparecer puede 
asumir dos actitudes: 

 
1.  Concurrir el día y hora señalada. Si concurre debe prestar su confesión, pero antes 

de interrogársele deberá prestar juramento de decir verdad. La declaración que 
presta el absolvente debe hacerse inmediatamente en palabras, y en términos 
claros y precisos. Si es sordo - mudo podrá escribir su confesión delante del 
tribunal o del ministro de fe encargado de recibirla.  

 
Si se trata de hechos personales debe prestarla afirmándolos o negándolos. Sin 

embargo el tribunal puede admitir la excusa de olvido de los hechos, en casos 
calificados en la medida que esta excusa se funde en circunstancias verosímiles o 
notoriamente aceptables. En todo caso el confesante podrá añadir las 
circunstancias necesarias para la recta y cabal inteligencia de lo declarado. 
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Todo litigante puede presenciar la declaración de su contendor y formular al 
tribunal las observaciones que él estime oportunas que aclare, explique o amplíe 
las preguntas que han dirigírsele, incluso puede solicitar que se repita la 
declaración si en las respuestas dadas hay algún punto oscuro o dudoso que 
aclarar. Estas declaraciones deben consignarse por escrito. Después de leerse en 
alta voz por el receptor, que es el ministro de fe encargado de intervenir en la 
recepción de esta prueba, ella debe ser firmada por el absolvente si es que sabe, 
sino pondrá su dedo; por el juez de la causa, u otro ministro de fe a quien el juez 
haya cometido esta diligencia; y también lo firmará el receptor autorizando lo 
obrado.  

 
2. No concurre: si este litigante legalmente citado no concurre se le volverá a citar. Si 

el litigante no comparece al segundo llamado o si compareciendo se niega a 
declarar o da respuestas evasivas se le va a dar por confeso, a petición de parte, 
en todos aquellos hechos que estén categóricamente afirmados en el escrito en 
que se pidió la declaración. Por lo tanto, en este caso se produce la confesión 
tácita. 

 
Si esos hechos no están categóricamente afirmados, pueden los tribunales 

imponerle al litigante rebelde una multa que no baje de medio sueldo vital ni 
exceda de un sueldo vital; o bien, arresto hasta por 30 días, sin perjuicio de 
exigírsele la declaración. 

 
Este absolvente puede solicitar un plazo razonable para consultar sus 

documentos antes de responder y puede otorgársele siempre que haya un 
fundamento plausible y el tribunal lo estime indispensable, o bien el contendor 
consienta en ello. En todo caso, la resolución del tribunal que concede este plazo 
es inapelable. 

 
¿Qué sucede cuando en el juicio hay un procurador constituido? 

 
Hay una situación especial para diligenciar la confesión cuando se litiga mediante 

procurador; pudiendo presentarse dos situaciones:  
 

- De acuerdo al artículo 396 del Código de Procedimiento Civil, se exige la confesión al 
procurador de la parte, puede pedirse sobre hechos personales de él mismo, aún cuando 
no tenga poder para absolver posiciones. 

 
- Se exige al procurador presentar a su representado a absolver posiciones. Según el 

artículo 397 inciso 1º del Código de Procedimiento Civil, el procurador es obligado a hacer 
comparecer a su mandante a absolver posiciones dentro del término razonable que el 
tribunal señala y bajo el apercibimiento de tenerlo por confeso tácitamente en todos los 
hechos categóricamente afirmados si no comparece al segundo llamado. 
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La confesión judicial, a su vez, puede ser:  
 
 

a) Expresa: cuando se da en términos formales y explícitos.  
 
b) Tácita: se dará en aquellos casos en que la ley autoriza al juez para tener por 

confesado un hecho, no obstante no existir un reconocimiento expreso en la medida 
que concurran las circunstancias que la misma ley señala. 

 
 
 

b) Extrajudicial: Es aquella confesión que se rinde en otro proceso diverso o fuera de 
proceso. En consecuencia, tiene este carácter la confesión que se presta fuera de todo 
juicio, ya sea en presencia de la parte que la invoca o un tercero; la que se presta ante 
tribunal incompetente pero que ejerce jurisdicción; y la que se presta en otro juicio 
diverso.  

 
Según el art. 398 del Código de Procedimiento Civil, por regla general es sólo base de 
una presunción judicial y no se va a tomar en cuenta si es puramente verbal, sino en los 
casos que sea admisible la prueba de testigos. 

 
Con todo, hay algunos casos particulares en que esta confesión extrajudicial tiene valor 
probatorio; por ejemplo la confesión puede constituir plena prueba cuando es prestada en 
un juicio diverso seguido entre las mismas partes y existiendo motivos poderosos para 
estimarlo así. 

 
A su vez, la confesión extrajudicial se puede clasificar en: 

 
- Verbal: se va a transformar en una prueba testifical.  
- Escrita: se va a convertir en una prueba instrumental.  

 
 

CLASE 09 
 

2. Atendiendo a su naturaleza, la confesión de las partes se puede clasificar en: 
 
- Pura y simple: es aquella en que se reconoce un hecho sin agregar ninguna circunstancia 

que restrinja o modifique sus efectos. Por ejemplo, efectivamente Pedro me prestó $100. 
 
- Calificada: cuando el confesante reconoce el hecho controvertido, pero le atribuye una 

distinta significación jurídica, que restringe o modifica sus efectos. Por ejemplo, 
efectivamente recibí $100 de Pedro, pero éste no me los entregó en mutuo, sino que en 
donación. 

 
- Compleja: cuando el confesante reconoce el hecho controvertido, pero en la cual agrega 

otros hechos enteramente desligados a éste o ligados entre sí. En el primer caso, es 
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decir, cuando los hechos se encuentran ligados entre sí, se habla de confesión compleja 
de primer grado y en el otro caso, de segundo grado. Por ejemplo de la de primer grado: 
Juan confiesa que Pedro le prestó $100, pero agrega que Pedro recibió de su parte un 
automóvil por el mismo valor. De segundo grado: Pedro le prestó $1200, pero agrega que 
él nada le debe por cuanto se los restituyó.  

 
3. Según los efectos que produce, la confesión de las partes se clasifica en divisibles o 
indivisibles. 

 
El problema de la divisibilidad o indivisibilidad de la confesión significa o consiste en 

saber si la contraparte de la absolvente puede valerse de partes de la confesión que le 
favorezcan y rechazar los que les perjudican. La regla general, conforme al artículo 401 del 
Código de Procedimiento Civil, es que la confesión no puede dividirse en perjuicio del 
confesante salvo las dos siguientes excepciones: 

 
- Que la confesión comprenda hechos diversos totalmente desligados entre sí; en este 

caso, en realidad se trata de dos confesiones que se han prestado en un mismo acto. 
 
 

Por Ejemplo 
Juan confiesa que le debe a Pedro $100 y que el día que recibió ese préstamo no 

celebró ningún otro acto o contrato con Pedro que el mutuo. En la primera parte; Juan 
está confesando y en la segunda está negando un hecho diferente, que no ha efectuado 
ningún otro tipo de contrato con Pedro, más que el mutuo. 

 
 
 
- Cuando comprendiendo varios hechos ligados entre sí o que se modifiquen los unos a los 

otros, la contraparte justifique con algún medio de prueba legal la falsedad de las 
circunstancias modificatorias. 

 
 Recordando las tres clases de confesiones anteriores, se debe concluir que la pura y 
simple es indivisible, ya que se refiere a un solo hecho; la confesión calificada, igualmente, 
por su propia naturaleza, es indivisible; así, si una persona confiesa haber recibido 
efectivamente dinero en mutuo, pero solo $100 y no $200, en realidad está negando haber 
recibido los $100 de exceso. Tratándose de la declaración compleja, en cambio, la situación 
es diferente y a ella se refieren las excepciones que consagra el artículo 401 del Código de 
Procedimiento Civil; en efecto, la confesión compleja de primera clase, como se ha señalado 
es aquella que comprende dos hechos totalmente desligados entre sí y que, en 
consecuencia se dividen por sí solos. La de segundo grado, comprende un hecho confesado 
y la agregación de circunstancias o hechos ligados al reconocido o modificatorios de éste. 
 
 

Por Ejemplo 
 Pedro reconoce que recibió de Juan la suma de $100, pero agrega que los pagó no 

adeudando nada por concepto de ese mutuo. En este caso, la contraparte podrá probar 
que no ha existido el pago y la confesión se divide en su beneficio 
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5.2.4 Inspección Personal del Tribunal 
 

Inspección personal del tribunal o reconocimiento judicial es el examen que de la cosa 
litigiosa o del lugar del suceso realiza el tribunal, con el objeto de declarar la verdad de los 
hechos controvertidos; o bien, de dejar constancia de un hecho. Este medio probatorio se 
encuentra regulado en los artículos 1.698 y 1.714 del Código Civil que sólo lo mencionan 
como medio de prueba y por los artículos 403 a 408 del Código de Procedimiento Civil. 
 

En materia civil, la inspección personal tiene lugar siempre que alguna de las partes lo 
pida y el tribunal lo estime necesario. Asimismo también procede cuando el tribunal lo 
decreta como medida para mejor resolver.  

 
Pese a lo anterior, en ciertos tipos de procedimientos o situaciones la ley ordena 

expresamente la inspección personal del tribunal, así sucede, por ejemplo: tratándose del 
interdicto posesorio de denuncia de obra ruinosa.  

 
Esta inspección puede verificarse incluso fuera del territorio jurisdiccional del tribunal 

que conoce de la causa. 
 
Cuando la inspección ha sido solicitada por una de las partes litigantes, antes de 

procederse a ella, esa parte deberá depositar en manos del secretario la suma que considere 
necesario para solventar los gastos que puedan presentarse. Si la inspección es decretada 
de oficio por el tribunal u ordenada por la ley, el depósito se hace por mitad entre las partes 
(demandante y demandado).  

 
Acerca de la oportunidad en que es posible decretar este medio de prueba, la verdad 

es que el código dentro de este párrafo que la reglamenta no la indica, de ahí que es 
necesario recurrir a aquella norma general contenida en el art. 327 inc.1º del Código de 
Procedimiento Civil: las partes deben solicitar toda diligencia de prueba dentro del término 
probatorio, si es que no lo han solicitado con anterioridad al inicio de ese término. Sin 
embargo, la inspección también podrá decretarse con posterioridad, como medida para mejor 
resolver. 

 
 

• Características 
  
 La inspección personal del tribunal presenta diversas características que la definen, 
ellas son: 
 
- Es un medio de prueba directo, toda vez que el tribunal toma conocimiento de los hechos 

de ese modo. 
 
- Es una prueba circunstancial, ya que siempre se genera durante el proceso; si el juez ha 

presenciado los hechos con anterioridad al proceso mismo será testigo de ellos, pero no 
juez. 
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- Produce plena prueba para acreditar el hecho constatado en la diligencia. 
 
- Por regla general, el tribunal dará lugar a ella cuando lo estime necesario, salvo que la ley 

en forma expresa la señale en el carácter de obligatoria, como sucede en algunos juicios 
especiales. 

 
Respecto a la tramitación de esta solicitud que formula una de las partes; se debe 

señalar que presentada que sea la solicitud por una de las partes, el tribunal la proveerá 
diciéndose: "como se pide" y señalará día y hora para practicarla. Ella se notifica por el 
estado diario. Llegado este día y hora, y precisados los hechos de la inspección se lleva a 
cabo con la concurrencia de las partes que asistan o sólo por el tribunal si éstas no 
concurren. 

 
También pueden concurrir si se pide con la debida anticipación, los peritos12 por si 

hubiere alguna necesidad de conocimiento especial. 
 
Si la inspección debe verificarse en virtud de decreto del tribunal colegiado, este 

puede comisionar para que la practique uno o más de sus miembros. 
 
En el acto de reconocimiento, las partes pueden solicitar que se oiga el informe de 

peritos, el tribunal accederá si a su juicio esta medida es necesaria para el éxito de la 
inspección, y si ha sido solicitada con la anticipación correspondiente. 

 
De esta diligencia de inspección debe levantarse un acta en donde se deja constancia 

de las circunstancias o hechos materiales que el tribunal observe y estas observaciones no 
pueden estimarse como una opinión anticipada del tribunal sobre los puntos que se debaten. 
Asimismo, las partes también pueden pedir durante la diligencia que se consignen en el acta 
las circunstancias o hechos materiales que consideren ellas pertinentes.  
 

La inspección personal constituye plena prueba en cuanto a los hechos o 
circunstancias materiales que el tribunal establezca en el acta como resultado de su propia 
observación. Luego, para que este medio probatorio produzca plena prueba es menester: 

 
 

-  Que se trate de hechos materiales. 
-  Que éstos sean establecidos como resultado de la propia observación del tribunal. 
-  Que ellos sean consignados en el acta. 

 
 

 
No sirve para probar las deducciones o los hechos de carácter científico que pueda 

deducir el tribunal. 
 

                                                 
12 Perito es aquella persona que, poseyendo determinados conocimientos específicos, ya sea científicos, técnicos o 

prácticos; informa bajo juramento, al juzgador sobre puntos litigiosos en cuanto se relacionan con su real saber o 
experiencia. 
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Esta acta que se levanta de este medio probatorio debe ponerse en conocimiento de 
las partes, mediante la notificación por el estado diario de la respectiva resolución que 
recaiga en ella. 
 
 
 

 
 

5.2.5 Informe de Peritos 
 

Informe de peritos es el medio de prueba que consiste en oír el dictamen de personas 
que tienen conocimientos especiales en determinadas materias y que dicen relación con el 
asunto controvertido que se litiga. 

 
Estas normas que se refieren a la designación de peritos, también se aplican 

tratándose del nombramiento de árbitros13, y para el nombramiento de juez partidor14. 
 
El informe de perito se clasifica en: 
 

a) Obligatorio: cuando la ley dispone que se oiga el informe de peritos, sea que se valga de 
estas expresiones u otras similares, pero que indiquen la necesidad de consultar a éstos.  

 
 

Por Ejemplo 
 Interdicción de denuncia de obra ruinosa. En esta situación, el perito debe ir al lugar a 
constatar los daños de la propiedad, para así informar al tribunal en forma cierta. 
 

 
También tienen el carácter de obligatorio cuando la ley ordena que se resuelva un asunto 
en juicio práctico o previo informe de peritos, se entenderán cumplidas estas 
disposiciones agregando el reconocimiento y dictamen pericial al procedimiento que 
corresponda usar, según la naturaleza de la acción deducida.  

 
b)  Facultativo: cuando deba recaer sobre puntos de hechos para cuya apreciación se 

necesiten conocimientos especiales de alguna ciencia o arte. También cuando el informe 
deba recaer sobre puntos de derecho referentes a alguna legislación extranjera.  

 
En cuanto al momento en que debe decretarse el informe pericial; este se puede 

decretar de oficio, en cualquier estado del juicio, pero las partes sólo pueden solicitarlo 
dentro del término probatorio.   

 
Una vez decretado el informe de peritos, se debe considerar que por ello no se va a 

suspender el procedimiento. 
 

                                                 
13 Es un tercero designado por las partes a la que entregan la tutela de la resolución del conflicto que enfrentan.  
14 Consiste en la división de una o más cosas entre los comuneros, realizada por un juez partidor. 

Realice ejercicio nº 25 
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La regla general en cuanto a quienes pueden ser peritos está contenida en el art. 413 
del Código de Procedimiento Civil, el cual señala que pueden desempeñarse como peritos 
aquéllos que nominen las partes de mutuo acuerdo.  

 
También, el art. 413 del Código de Procedimiento Civil señala quienes no pueden ser 

peritos, ellos son: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Respecto del procedimiento de designación de los peritos, se debe considerar que si 

una de las partes desea valerse de este medio de prueba debe presentar un escrito en tal 
sentido y el tribunal en presencia de él determinará si se dan las circunstancias como para 
decretarla. Si estima que concurre alguno de estos motivos va a citar a las partes a una 
audiencia, fijando el día y hora de ella; ésta se realizará sólo con la parte que asista. Se 
notificará por cédula. 

 
Esta audiencia tiene por objeto que las partes se pongan de acuerdo en los siguientes 

puntos: 
 

• Número de peritos que deban nombrarse.  
• La calidad, aptitudes y títulos que deban tener. 
• El punto o puntos materia del informe. 

 
 
En caso de que las partes no se pongan de acuerdo sobre la designación de las 

personas de los peritos, hará el nombramiento el tribunal, debiendo considerarse que cuando 
el nombramiento debe realizarlo el tribunal, éste no puede recaer en ninguna de las dos 
primeras personas que hayan sido propuestas por cada parte. 

 
Para lo anterior, se presume que no están de acuerdo las partes cuando no concurran 

todas a la audiencia a la cual fueron citadas, entonces el tribunal suple a éstas en la 
nominación. Cuando no concurre una de las partes a la audiencia o concurriendo ambas no 
se ponen de acuerdo en la persona designada como perito, lo nombra el tribunal con 
conocimiento de las partes, las cuales tendrán tres días para formularle las objeciones u 
oposiciones por afectarle alguna inhabilidad. Vencido este plazo se entiende aprobado este 
nombramiento.  

 
No por el hecho de que se haya formulado objeción o que haya sido desestimada por 

el tribunal, debe entenderse que el perito está habilitado para ejercer su función. El art. 417 
del Código de Procedimiento Civil señala que el perito debe aceptar el cargo y en 

- Los que sean inhábiles para declarar como testigos en juicio. 
- Los que no tengan título profesional expedido por autoridad competente, si la 

ciencia u arte cuyo conocimiento se requiera está reglamentada por la ley y hay en 
el territorio jurisdiccional dos o más personas tituladas que pueden desempeñar el 
cargo. 
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consecuencia, declarar que lo acepta; además, debe jurar que va desempeñar su función 
con fidelidad. Esa declaración de aceptación y juramento que son coetáneas debe hacerla en 
el acto de la notificación de su designación; o bien, dentro de los 3 días inmediatos. Esta 
notificación por la naturaleza de las declaraciones deberá ser personal, y se va a dejar 
testimonio en los autos de ello.  
 

El perito que va a practicar la pericia debe, en forma previa, hacer saber a las partes el 
día y la hora en que va a llevar a cabo su cometido, por lo que dejará constancia de ello en la 
causa. Esta resolución se notifica a las partes interesadas por el estado diario.  

 
La audiencia a la cual son citadas las partes para la designación de peritos tiene como 

objetivo señalar el número de peritos que deberán verificar la diligencia. Si se da la situación 
de existir varios peritos, todos ellos deben proceder a practicar el reconocimiento en forma 
conjunta, a menos que el tribunal los autorice para obrar de otra manera.  
 

Para llevar a cabo ese reconocimiento y dado que las partes deben concurrir a él,  
éstas pueden hacer en el acto de reconocimiento las observaciones que estimen oportunas, 
así como pedir que se haga constar los hechos y circunstancias que estimen pertinentes, 
empero esas partes no pueden tomar parte en las deliberaciones de los peritos ni pueden 
estar presentes en ellas. 

 
El tribunal le señala un plazo a este perito para emitir su informe, y si no lo cumple el 

tribunal puede apremiarlo con multa, prescindir del informe o decretar el nombramiento de 
nuevos peritos según lo estime el caso.  

 
Si los peritos están discordes en sus dictámenes el tribunal puede disponer que se 

nombre un nuevo perito si lo considera necesario para la mejor ilustración de los asuntos que 
deben resolver. Si no existe acuerdo entre el nuevo perito con los anteriores, el tribunal va a 
apreciar libremente la opinión de cada uno de ellos tomando en cuenta para este fin los 
demás elementos del juicio. Los peritos podrán emitir sus informes conjunta o 
separadamente.  

 
Se debe considerar que todos aquellos incidentes a que dé lugar el nombramiento de 

peritos como el desempeño de sus funciones se va llevar en cuadernos separados.  
 
En cuanto al valor probatorio, el art. 425 del Código de Procedimiento Civil señala que 

los tribunales van a apreciar la fuerza probatoria del dictamen de peritos de acuerdo a las 
reglas de la sana crítica. La jurisprudencia ha señalado que las reglas de la sana crítica no 
están escritas en la ley. 

 
 
 

            
              
 
  

Realice ejercicio nº 26 
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CLASE 10 
 

5.2.6 Presunciones 
 

La Presunción es aquel medio de prueba que consiste en el resultado de una 
operación lógica mediante la cual la ley o el juez, partiendo de un hecho conocido, deduce o 
infiere de él otro hecho desconocido y controvertido en el proceso. Este medio probatorio se 
encuentra reglamentado en los artículos 47 y 1.712 del Código Civil y 426 a 427 del Código 
de Procedimiento Civil. 

 
De acuerdo al art. 1712 del Código Civil, las presunciones se clasifican en legales y 

judiciales. 
 

 Las Presunciones Legales, son aquéllas que son establecidas por la ley en ciertos 
casos y respecto de ciertos hechos. A su vez, se clasifican en: 
 
 
 
 

 
 
 

Esta clasificación tiene trascendencia para efectos probatorios: las de derecho no 
admiten prueba en contrario, las legales propiamente tales sí. En todo caso, es menester 
acreditar la existencia de los hechos de los cuales la ley deduce la presunción. 
 
 Las Presunciones Judiciales, son aquellos hechos desconocidos que el juez deduce 
de ciertos antecedentes que constan en el proceso y que constituyen las bases o indicios. 
 
• Valor probatorio de las presunciones judiciales 
 
 El artículo 426 del Código de Procedimiento Civil en su inciso primero dispone que las 
presunciones como medio de prueba se regirán por las disposiciones del artículo 1.712 del 
Código Civil. Dicho artículo exige que las presunciones sean graves, precisas y 
concordantes, en circunstancias que debió haber señalado que los que debían reunir tales 
requisitos eran las bases o indicios para que de ellas pueda derivar una presunción judicial. 
 
 De lo anterior, se puede señalar que: 
 
 

- Graves: que tengan una fuerte probabilidad de ser verdad. 
- Precisas: que ellas no deben ser vagas, difusas o susceptibles de aplicarse a 

diversas circunstancias o situaciones. 
- Concordantes: que deben ser compatibles entre sí, lo que supone a su vez que 

ellas deben ser más de una.  
 

 

 

- Presunciones legales propiamente tales. 
- Presunciones legales de derecho.  
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No obstante estas condiciones, el Código de Procedimiento Civil en el art. 426 inciso 
2º, prescribe que una presunción puede constituir plena prueba cuando a juicio del tribunal 
tenga caracteres de gravedad y precisión suficientes para formar su convencimiento. Para el 
Código de Procedimiento Civil no se exige que las presunciones sean concordantes, como 
quiera que una sola pueda ser prueba completa de un hecho. Señala asimismo que hay 
ciertos hechos que corresponden a casos de presunciones legales, como son: los hechos 
que certifican en el proceso un ministro de fe, a virtud de orden de tribunal competente, salvo 
prueba en contrario. También tendrán este carácter los hechos declarados verdaderos en 
otro juicio seguido entre las mismas partes. 

 
 
En conclusión, las presunciones no son medios de pruebas que aporten las partes, 

sino que son deducciones que efectúa el juez, de los hechos que proporcionan las 
partes. 

 
 

 
Es importante referirse a la apreciación comparativa de los medios de prueba. Es 

decir, considerar qué sucede cuando hay pruebas contradictorias. Esta materia regulada por 
el art. 428 del Código de Procedimiento Civil, parte del supuesto que ningún problema se va 
a presentar cuando, para dar por establecido un hecho hay un solo medio de prueba y éste 
es admisible de acuerdo a la ley. El problema surge cuando el juez se encuentra frente a un 
hecho respecto del cual existen pruebas contradictorias. Para solucionar este problema 
existen las siguientes reglas. 

 
 

 
- Si la ley dispone que para el caso de que se trata se exige un determinado medio 

probatorio debe estarse a la disposición legal especial. 
 
- Entre dos o más pruebas contradictorias o no existiendo ley que resuelva el 

conflicto, los tribunales deben preferir la que crean más conforme con la verdad, así 
soluciona el código chileno, la existencia de este prueba contradictoria.  

 
 

 
 
 
 
 

6. TRÁMITES POSTERIORES A LA PRUEBA 
 

Una vez vencido el término probatorio y dentro de los 10 días siguientes, las partes 
pueden hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera.  

 
Estas observaciones constan en el escrito de observaciones a la prueba. Reemplaza a 

lo que antiguamente se llamaba alegatos de bien probado. 

Realice ejercicio nº 27 



 

 74
 

Instituto Profesional Iplacex 

Durante este período de observaciones a la prueba, la causa permanece en la 
secretaría del tribunal y no puede retirarse de allí “so pretexto” de tenerse que realizar este 
análisis de la prueba (expresión latina que se refiere en este caso a “bajo pretexto”). 

 
En caso de que se haya rendido prueba fuera del territorio jurisdiccional del tribunal 

que conoce de la causa, no se suspende el curso del juicio ni es obstáculo o inconveniente 
para que el juez dicte sentencia en la causa, el hecho de no haberse devuelto la prueba 
rendida del tribunal, el hecho de no haberse practicado alguna diligencia de prueba 
pendiente, tampoco lo es, a menos que el tribunal en una resolución fundada la estime 
estrictamente necesaria para la acertada resolución del asunto, y si así lo considera, debe 
disponer esa diligencia probatoria como una medida para mejor resolver. 

 
El art. 431 inciso 2º del Código de Procedimiento Civil, señala que: “si la prueba ha 

sido recibida por el tribunal una vez dictada la sentencia, ella se agrega al expediente con el 
fin de que sea considerada en segunda instancia si es que hay lugar a ella”. 

 
 

7. CITACIÓN A OIR SENTENCIA 
 

Una vez vencido este plazo de observación a la prueba, y se haya presentado o no 
escrito (no es obligatorio para los litigantes), existan o no diligencias pendientes; el tribunal 
deberá citar a las partes para oír sentencia. Esta citación es una sentencia interlocutoria, 
porque sirve de base para el pronunciamiento de una sentencia definitiva.  

 
Se debe tener presente que esta resolución es inapelable. Sólo es susceptible del 

recurso de reposición, el cual debe fundarse en un error de hecho e interponerse dentro del 
tercer día, como por ejemplo mal cómputo del plazo. La resolución que falla esa reposición 
es inapelable, y se notifica esta resolución por el estado diario. 
 

En cuanto a los efectos de la resolución, se debe señalar que citadas las partes para 
oír la sentencia, no se admiten escritos ni pruebas de ningún género. Sin embargo, la ley 
contempla algunas situaciones excepcionales, en las que sí es viable la presentación de 
escritos y pruebas, las cuales son: 

 
 

- Las que se refieren al incidente de nulidad procesal.  
- Medidas para mejor resolver, las debe emitir de oficio el tribunal dentro del plazo 

para dictar sentencia. 
- Medidas precautorias. Pueden solicitarse en cualquier estado del juicio para 

asegurar el resultado de la acción deducida. 
- Acumulación de autos.  
- Privilegio de pobreza.  
- Desistimiento de la demanda. Antes de notificada una demanda al procesado, podrá 

el 
- demandante retirarla sin trámite alguno, entonces se considerará como no 

presentada. 
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Respecto de los plazos para oír sentencia, se consideran: 
 
 

- El referido a copias dadas sin los requisitos legales y que no son objetadas dentro 
del tercer día. 

- El reconocimiento tácito de instrumento privado que no es objetado por falsedad o 
falta de integridad dentro del sexto día. 

- Los documentos extendidos en lengua extranjera y que se acompañan traducidos, 
en que la parte contraria tiene 6 días para solicitar la revisión de esa traducción. 
 
 
 
Si ellos ya han comenzado a andar, al tiempo de oír sentencia, van a continuar 

andando sin interrupción y las partes dentro del debido plazo van a ejercer el derecho para 
impugnarlas, y ésta se tramitará en cuaderno separado y se fallará en la sentencia definitiva.  

 
 
 
 

Se debe destacar que esta citación para oír sentencia constituye un trámite esencial 
tanto en primera como en segunda instancia, tanto se trate de un juicio de mayor o 
menor cuantía, salvo que la ley señale otro trámite.  

 
 

 
Si se llega a  dictar sentencia, omitiendo este trámite para oír sentencia, se incurre en 

un vicio de casación en la forma.  
 
 

8. FORMAS DE PONER TÉRMINO AL JUICIO ORDINARIO 
 

El juicio ordinario puede terminar por medios anormales y por medios normales. 
 
Entre los medios normales, en primera instancia se tiene el acto procesal, que 

constituye la resolución del juez sobre el asunto litigioso, que es una sentencia definitiva o 
interlocutoria que va a poner término al juicio o hace imposible su continuación. 

 
A esta forma normal de poner término al juicio ordinario de mayor cuantía existen otras 

formas anormales de poner término a este juicio en primera instancia, es posible que suceda 
que el juicio termine en esta primera instancia sin necesidad que el juez emita un 
pronunciamiento sobre el asunto controvertido, ello puede deberse a actitudes positivas o 
negativas de las partes.  

 
Se debe considerar que éstas no sólo son aplicables al juicio ordinario de mayor 

cuantía, sino también son susceptibles de aplicarse a la única instancia y de que se trate de 
cualquier tipo de juicio. 

  
Los medios para poner término al juicio ordinario, considerados anormales, son: 
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−    Desistimiento de la Demanda 
−       Abandono del Procedimiento 
−       Celebración de un contrato de Transacción 
−       Celebración de un contrato de compromiso 
−       Conciliación 
−       Avenimiento 

 
 
 
  A continuación, se analizarán cada una de estas formas anormales de poner término 
al juicio ordinario. 
 

8.1 Desistimiento de la Demanda. 
 
  Es el acto en virtud del cual el demandante pone fin al juicio ordinario en cualquier 
estado de éste, una vez que la demanda ha sido notificada, es decir, después de que se ha 
formado la relación procesal. 
 
 Se debe hacer distinción a la situación que ocurre si el demandante retira la demanda 
antes de notificarse la demanda, ya que entonces ésta se tiene por no presentada, lo cual se 
considera como “retiro de la demanda”. 
 
 El efecto del desistimiento es producir los efectos de cosa juzgada respecto de las 
acciones hechas valer en la demanda. Para que este efecto se produzca, es necesario un 
pronunciamiento del tribunal, el que se hace a través de una sentencia interlocutoria, no 
basta por ende la sola petición de desistimiento.  
 
 En cuanto a su tramitación, ésta debe realizarse de acuerdo a las reglas de los 
incidentes. Dentro del plazo de tres días la parte demandada debe responder oponiéndose al 
desistimiento; o bien, aceptándolo condicionalmente o en todas sus partes. En todo caso, si 
ha habido oposición, el tribunal resolverá si continúa o no el juicio, o en qué forma debe 
tenerse por desistido al demandante.  
 
• Desistimiento de la Acción Reconvencional 

. 
 El art.151 del Código de Procedimiento Civil se refiere a este punto, señalando que se 
entenderá aceptado, sin declaración expresa, por el hecho de proponerse, salvo que la parte 
contraria se oponga dentro del tercer día de notificada. En este caso se tramitará como 
incidente y se reservará el fallo para la sentencia definitiva. 
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CLASE 11 
 

8.2  Abandono del Procedimiento 
 

Es el efecto que se produce en el procedimiento, cuando todas las partes que figuran 
en el juicio han cesado en su prosecución durante seis meses, contados desde la fecha de la 
última resolución recaída en alguna gestión útil para dar curso progresivo a los autos.  

 
De acuerdo a lo anterior, el procedimiento se extingue por el sólo transcurso del 

tiempo cuando los litigantes no instan a su prosecución dentro de los plazos señalados por la 
ley. 

 
 
Para su procedencia, se requiere la concurrencia de tres condiciones, a saber: 
 

 
 
 
 
 
 

Este abandono, podrá hacerse valer por el demandado durante todo el juicio, y hasta 
que se haya dictado sentencia definitiva.  
 

El abandono puede alegarse por el demandado por vía de acción o de excepción, pero 
en ambos casos se someterá a tramitación incidental. 

 
a) Cuando es por vía de acción, el demandado pide al tribunal que se tenga por 

abandonado el procedimiento en razón de haber transcurrido seis meses sin que las 
partes hayan hecho gestión alguna para proseguir su acción. 

 
b) Será por vía de excepción cuando, habiendo presentado el actor algún escrito tendiente 

a obtener la prosecución del procedimiento luego de transcurrido el plazo de seis 
meses, el demandado le opone el abandono de procedimiento, alegando que concurren 
todas las condiciones para declararlo. 

 
En cuanto a la renuncia de este derecho, si renovado el procedimiento, el demandado 

hace cualquiera gestión que no tenga por objeto alegar su abandono, la ley presume la 
renuncia de este derecho; por lo tanto se constituye en un caso de renuncia tácita. 
 

El abandono del procedimiento tiene ciertos efectos a considerar: 
 

 
 
 
 

- Procedimiento pendiente. 
- Inactividad procesal.  
- Tiempo.  

- No se extinguen acciones y excepciones de las partes.  
- Se pierde el derecho a continuar el procedimiento abandonado, éste no se puede 
- hacer valer en un nuevo juicio.  
- Subsisten los actos y contratos de que resulten derechos definitivamente 

constituidos.  
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A pesar de la facultad que otorga la ley para hacer abandono del procedimiento, 
existen juicios donde este derecho no procede, como son en: juicios de quiebra, juicios de 
división o liquidación de herencias, sociedades o comunidades. 
 

Existen ciertas normas especiales, respecto de los procedimientos ejecutivos. En 
estos procedimientos el ejecutado podrá, además, solicitar el abandono del procedimiento 
después de ejecutoriada la sentencia definitiva, o en el caso del art.472 del Código de 
Procedimiento Civil15.  

 
En este caso el plazo para declarar el abandono del procedimiento será de tres años, 

contados desde la fecha de la última gestión útil hecha en el procedimiento de apremio, 
destinado a obtener el cumplimiento forzado de la obligación luego de ejecutoriada la 
sentencia definitiva, o vencido el plazo para oponer excepciones en su caso. 

 
En el evento de que la última diligencia útil sea de fecha anterior, el plazo se contará 

desde la fecha en que quedó ejecutoriada la sentencia definitiva y venció el plazo para 
oponer excepciones. En estos casos, si se declara el abandono del procedimiento sin que 
medie oposición del ejecutante, éste no será condenado al pago de costas.  

 
 

8.3 Celebración de un Contrato de Transacción 
 
Es un contrato en que las partes ponen término extrajudicialmente al litigio pendiente, 

o precaven un litigio eventual, haciéndose concesiones recíprocas. De acuerdo a ello, no es 
transacción el acto que sólo consiste en la renuncia de un derecho que no se disputa. 
 

Siendo un contrato, debe reunir todos los requisitos de los contratos. Además debe 
reunir los siguientes requisitos propios: 

 
 

- Existencia o perspectiva de un litigio.  
- Que las partes se hagan concesiones recíprocas.  

 
 
De acuerdo con el art. 2460 del Código Civil, la transacción produce los mismos 

efectos de una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada. 
 
La transacción no produce efecto sino entre los contratantes. Es un contrato que 

puede anularse no sólo por las disposiciones contenidas en el título de la transacción, sino 
en conformidad a las reglas generales, especialmente si adolece de objeto ilícito en cuanto al 
contenido de una de sus cláusulas. 
 

Las formas que puede revestir la transacción, son dos; a saber: 

                                                 
15 Si no se oponen excepciones, se omitirá la sentencia y bastará el mandamiento de ejecución para que el acreedor pueda 
perseguir la realización de los bienes embargados y el pago, de conformidad con las disposiciones del procedimiento de 
apremio. 
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a) Escrito. El juicio puede transigirse mediante la presentación de un escrito firmado por las 
partes y/o sus apoderados, debidamente facultados, en el cual los litigantes manifiestan 
su voluntad de efectuar la transacción haciéndose concesiones recíprocas. 

b) Contrato. Se celebra un contrato de transacción ante notario, acompañándose al juicio la 
escritura correspondiente que da cuenta del contrato de transacción. 

 
 

8.4 Celebración de un Contrato de Compromiso 
 

Tiene lugar cuando las partes, de común acuerdo, sustraen del conocimiento de los 
tribunales ordinarios determinados asuntos litigiosos, presentes o futuros, y los entregan a un 
árbitro, con las facultades que de común acuerdo convienen. 
 

Su objeto es derogar el orden normal de las jurisdicciones, substrayendo la decisión 
de ciertos asuntos a los tribunales que corresponden según la ley y defiriéndola a un tribunal 
arbitral que los propios interesados establecen. 

 
Celebrado este contrato entre litigantes, ello implica una renuncia al conocimiento de 

las controversias por la autoridad judicial, y el proceso no puede seguir tramitándose ante el 
tribunal que lo conocía. 

 
Las características de este contrato son: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Según lo mencionado anteriormente, el contrato de compromiso o arbitraje, significa 
trasladar el procedimiento a un juez especial, y a un procedimiento también especial. Si el 
juicio ya se ha incoado ante la judicatura ordinaria, ésta debe paralizarse en el estado en que 
se encuentre al tiempo del compromiso. 

 

a)  Es solemne, y debe constar por escrito.  
 
b)  Debe contener las menciones que la ley indica: 

- Individualización de las partes. 
- Sometimiento a la jurisdicción arbitral 
- Determinación del asunto que se compromete. 
- Designación del tribunal de árbitros. 
 
Si no se hacen estas menciones, el contrato no produce sus efectos o 

degenera en otro acto diverso.  
 

c) El contenido del arbitraje es sustraer el asunto a la judicatura ordinaria, y dar 
competencia a estos jueces especiales llamados árbitros. 
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Todo acto de prosecución del juicio ante el tribunal en que estaba radicado y la 
sentencia definitiva que éste pueda dictar, adolecen de nulidad procesal. Por lo tanto, con 
este contrato termina el juicio. 

 
 

8.5 La Conciliación 
 

La conciliación es el llamado que, en cualquier estado de la causa una vez evacuado 
el trámite de contestación de la demanda, efectúa el juez con el objeto de proponerles bases 
de arreglo. 

 
En cuanto a su procedencia, el art.262 del Código de Procedimiento Civil señala que 

en todo juicio civil, una vez evacuado el trámite de contestación de la demanda, el juez podrá 
en cualquier estado de la causa llamar a las partes a conciliación y proponerles bases de 
arreglo. 

 
Como se mencionó, esta procede en cualquier estado de la causa, aún cuando 

algunos autores han pretendido restringir su alcance sólo a la primera instancia, de hecho la 
jurisprudencia es clara en aceptar su procedencia tanto en primera como en segunda 
instancia, incluso en recursos pendientes ante la Corte Suprema. 

 
Respecto de su tramitación, el juez llama a las partes a un comparendo, al cual 

pueden asistir por sí o por apoderado16 con facultades para transigir, es decir, con facultades 
para consentir en parte para llegar a un acuerdo.  

 
El juez puede exigir la comparecencia personal de las partes, sin perjuicio de la 

asistencia de sus abogados. En todo lo demás se sigue la misma tramitación que en el 
llamado obligatorio anteriormente estudiado. 
 
 

8.6 El Avenimiento 
 

Es el acuerdo de las partes para poner término a un juicio pendiente, en el cual no 
tiene una intervención activa el tribunal, limitándose éstas a presentarlo para el conocimiento 
del órgano jurisdiccional. 
 

Es importante distinguir el avenimiento de la conciliación, por la distinta forma de 
configuración de un título ejecutivo respecto de ellos. El avenimiento es título ejecutivo 
cuando consta en un acta pasada ante tribunal competente y autorizado por un ministro de fe 
o por dos testigos de actuación.  En cambio, el acta de conciliación, que debe ser suscrita no 
sólo por las partes, sino por el juez y el secretario, se estima como sentencia ejecutoriada 
para todos los efectos legales, y como tal, configura un título ejecutivo17. 

 

                                                 
16 Persona que acepta la representación de otra para una o varias gestiones, vinculando con su actuación al poderdante. 
17 Suficiencia necesaria que atribuye la ley, para exigir el cumplimiento forzado de una obligación. 
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El contrato con que las partes ponen término a un juicio tiene doble carácter; tanto de 
contrato como de actuación judicial. 

 
Como actuación judicial, y una vez aprobado por el tribunal, no puede reclamarse de 

él, por haber puesto término a la litis por vía incidental, ya que todo incidente, como cuestión 
accesoria al juicio mismo, debe resolverse in limine litis, es decir al comienzo del proceso. 
Como contrato, los efectos de que adolece deben ser reclamados en juicio de lato 
conocimiento.  

 
Al aceptar el juez a tramitación, por la vía incidental, la nulidad, y subsidiariamente la 

resolución del convenio por el que las partes habían puesto término al juicio, ha incurrido en 
un vicio del procedimiento que corresponde al tribunal de alzada corregir de oficio, es decir, 
el superior jerárquico. 
 
 

9. MEDIDAS PARA MEJOR RESOLVER 
 

Según Jaime Guaps18, son actos de instrucción realizadas por iniciativa del órgano 
jurisdiccional para que éste pueda formar su propia convicción sobre el material del proceso. 
Se les llama también diligencias o autos para mejor proveer. 

 
Cassarino19 dice que puede sostenerse que son medidas probatorias decretadas de 

oficio por el tribunal una vez puesto al proceso en estado de dictar sentencia, a fin de quedar 
en condiciones adecuadas para pronunciar un mejor fallo. 
  

De acuerdo a las definiciones mencionadas, las medidas para mejor resolver son 
aquellas diligencias probatorias que el tribunal puede disponer de oficio, una vez citadas las 
partes para oir sentencia, con el objeto de esclarecer hechos que el juez estime 
indispensables para una acertada resolución de la controversia. 

 
Es importante destacar que las medidas para mejor resolver corresponden 

exclusivamente a la iniciativa del tribunal, por lo que las partes si bien pueden sugerirlas a 
éste, no tienen iniciativa para solicitar. 

 
Por otra parte, es igualmente importante tener presente que estas medidas sólo puede 

disponerlas el juez dentro del plazo de sesenta días antes de dictar sentencia; si este plazo 
vence, aún cuando no se haya dictado sentencia, no podrá ordenar el juez la práctica de 
alguna medida de este carácter; es decir, habrá precluido el derecho del juez a hacerlo y, 
conforme al artículo 159 del Código de procedimiento Civil si alguna se dispone “ella se 
tendrá por no decretada”. 

 
En relación con estas ideas, el juez ha adquirido mayor preponderancia y un papel 

activo en este proceso civil, aún cuando se respeten los intereses privados de los litigantes. 

                                                 
18 Jaime Guasp, Derecho Procesal Civil, Civitas Ediciones, 2003. 
19 Mario Cassarino Viterbo, Manual de Derecho Procesal Civil, Editorial Jurídica. 
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Sin embargo, les restringe ese interés en la medida que el ejercicio de esos derechos 
puedan constituir un abuso. 

 
 

CLASE 12 
 

9.1  Características de las Medidas para Mejor Resolver 
 

 Las medidas para mejor resolver se caracterizan de acuerdo a lo siguiente: 
 

• El sujeto de las medidas para mejor resolver es el órgano jurisdiccional, es decir, el 
tribunal; sea este unipersonal20 o colegiado21.  

 
• Son susceptibles de dictarse en toda clase de procedimientos, incluso pueden dictarse en 

los asuntos no contenciosos, porque la jurisdicción voluntaria forma parte del 
procedimiento civil. Por lo tanto, las medidas para mejor resolver constituyen una 
institución común a todo procedimiento. 

 
• Son esencialmente diligencias probatorias, por lo tanto recaen sobre hechos, éstos son 

aquéllos que las partes han alegado en apoyo de su pretensión. 
 

Respecto de aquellos hechos que no han sido alegados por las partes, pero que se 
desprenden de una constancia objetiva en el proceso, hay discusión; sin embargo, se 
puede concluir que lo que se le está impidiendo al juez por la vía de estas medidas es 
recoger hechos diferentes de los constitutivos de la acción deducida o hechos que lo 
modifican, pues si así lo hiciera, esos elementos servirán para fallar una cuestión 
diferente, lo que no debe ocurrir dado que debe haber siempre una correlación entre la 
pretensión y el fallo que resuelve el litigio. 

 
• Los medios probatorios que pueden emplearse en estas medidas, están enumerados 

taxativamente en la ley. Sin embargo, las presunciones jurídicas están excluidas, puesto 
que ellas constituyen una operación mental del juez en virtud de la cual él deduce de un 
hecho conocido o probado ciertas consecuencias o ciertos hechos nuevos. 

 
Tal vez el medio probatorio más utilizado en estas medidas sea la instrumental y esta 
prueba puede referirse tanto a los documentos propiamente tales, como también a otros 
expedientes en que consten hechos de importancia para el pleito. 

 
• Procedimiento que debe seguirse para practicarlas; en la realización de estas medidas se 

aplican las reglas generales en cuanto no aparezcan modificadas por el art. 159 del 
Código de Procedimiento Civil.  

 

                                                 
20 Es aquél donde las resoluciones son dictadas por un solo juez. Se les llama comúnmente juzgados. 
21 Es aquél que resuelve con pluralidad de jueces. Se les denomina tribunales y, en ocasiones, cortes. 
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• Fuerza probatoria de estas diligencias; cumplida la medida para mejor resolver, ella entra 
a formar parte del proceso, e integra lo que se conoce con el nombre de mérito del 
proceso y su fuerza probatoria se va a valorar en conjunto con las demás pruebas 
deducidas en el juicio, ciñéndose el juez en este aspecto a las reglas generales. 

 
• Son facultativas y privadas del tribunal. Los tribunales podrán dictar de oficio estas 

medidas; sin embargo, no están obligados a dictarlas aún cuando apareciere evidente su 
utilidad. 

 
El carácter privativo de estas diligencias significa que ellas son dictadas de oficio por el 
tribunal en uso de su potestad sin sujeción a lo que las partes le indiquen, le pidan o 
sugieran. De acuerdo a ello, los litigantes no tienen derecho a pedirlas, pues ellas son de 
exclusiva iniciativa jurisdiccional. Lo más que podrían hacer las partes sería sugerírselas 
al juez y el tribunal si lo desea podrá decretarla en su momento. De allí que el rechazo de 
las solicitudes que pueden formular las partes litigantes no puede producirles agravio ni 
atribuir a ella una indefensión o al ser omitidas pretender que se ha incurrido en un vicio 
de casación en la forma. 

 
Estas medidas no son en sí un acto de formación del proceso, sino que son un acto de 
ordenación del proceso; de allí que la disposición que permite su dictación revista el 
carácter de una ley ordenatoria litis, no decisoria litis.  

 
• El momento procesal en que ella se decreta sólo puede ser dentro del plazo para dictar 

sentencia y las que se dictan fuera de él se tendrán por no decretadas. 
 

Para que estas diligencias las pueda decretar el tribunal, deben cumplirse ciertos 
requisitos; distinguiéndose según el carácter que invisten; pudiendo ser de orden general o 
particular. 
 

Respecto a los requisitos generales; consiste en que el esclarecimiento de los hechos 
sobre los cuales recae la diligencia debe ser necesario, conveniente, indispensable o de 
influencia para mejor resolver la contienda, estos hechos deben ser pertinentes al proceso 
mismo. Pero ésta la califica discrecionalmente el juez, es decir, debe satisfacer la curiosidad 
del juez, no de las partes. 
 

Respecto a los requisitos particulares; éstos son los siguientes: 
  

- Que el proceso se encuentre en estado de dictarse sentencia, esto no significa que la 
citación para oír sentencia quede derogada o sin efecto, si se pensara así significaría 
reabrir el proceso para que las partes prosiguieran el debate nuevamente. Esta citación 
se mantiene, lo único que acontece es que va a quedar en suspenso el pronunciamiento 
de la sentencia, mientras no se cumpla la diligencia ordenada por el tribunal. 

  
En cuanto al plazo para dictar sentencia es variable, y dependerá de la naturaleza del 

procedimiento, en el caso del juicio ordinario de mayor cuantía es de sesenta (60) días. 
 



 

 84
 

Instituto Profesional Iplacex 

- Que esa medida decretada debe ponerse en conocimiento de las partes litigantes. Es un 
trámite indispensable y necesario para que la medida pueda considerarse en la sentencia, 
al ponderarla el juez. 

 
El art. 159 del Código de Procedimiento Civil señala que esta resolución, que la 

ordenó el juez debe notificarse por el estado diario. Esta notificación de la resolución que 
ordena la medida para mejor resolver, deben activarla las partes litigantes si no ha sido 
notificada por el estado diario en el momento oportuno. 

 
De acuerdo a lo señalado, el juez cumple su misión dictando la resolución que ordena 

la medida para mejor resolver respectiva. Si por alguna circunstancia queda sin notificar, 
serán los litigantes los encargados de pedir la notificación o darse por notificados 
personalmente en secretaría. El juez no puede disponer de oficio esa notificación. A partir de 
esa notificación corren los plazos para cumplir esa medida para mejor resolver. 
 

Respecto de cuántas medidas puede decretar el juez y cuántas veces puede hacerlo, 
nada dice la ley. Lo normal será que decrete una sola medida y que luego de su 
cumplimiento falle el asunto. A pesar de ello, el art. 159 inciso 1º del Código de 
Procedimiento Civil, faculta al juez para dictar varias medidas, pero tampoco el juez está 
obligado a dictarlas todas de una vez y en una misma resolución.  
 

Las medidas deben cumplirse dentro del plazo de 20 días, contados desde la 
notificación que las decreta. Las que no se cumplen en este plazo, se tienen por no 
decretadas y el juez debe dictar sentencia sin más trámite. 

 
Si en la práctica de esta medida aparece la necesidad de esclarecer nuevos hechos 

indispensable para dictar sentencia, el tribunal puede abrir un término especial de prueba 
hasta por 8 días improrrogable y limitado en los puntos que el tribunal designe y en este caso 
se aplicará al art. 90 inciso 2º del Código de Procedimiento Civil, existencia del término 
probatorio incidental. Vencido este probatorio, el tribunal dicta sentencia sin más trámite. 

 
Es importante destacar que el plazo para dictar sentencia empieza a contarse desde la 

fecha que se cumpla la medida para mejor resolver.        
 
 

9.2   Tipos de Medidas para Mejor Resolver  
 

 Existen diversas medidas para mejor resolver un asunto litigioso, que puede decretar 
el juez. Siendo éstas las siguientes: 

 
a) La agregación de pruebas producidas oportunamente fuera del tribunal y que lleguen a 

éste una vez citadas las partes a oir sentencia; así como la práctica de alguna diligencia 
pendiente cuando lo estime por resolución fundada, estrictamente necesario para la 
acertada resolución de la causa (artículo 431 del Código de Procedimiento Civil). 
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b) La agregación de cualquier documento que estime necesario para esclarecer el derecho 
de los litigantes (artículo 159 número 1 del Código de Procedimiento Civil). Como en este 
caso la ley no distingue, puede ordenarse la agregación de instrumentos públicos o 
privados, se encuentren éstos en poder de las partes o de terceros. 

 
c) La confesión judicial (artículo 159 del Código de Procedimiento Civil número 2). Como se 

estudió en su oportunidad al tratar la confesión, para que ésta pueda disponerse como 
medida para mejor resolver es necesario que recaiga sobre hechos que el juez considere 
en influencia en el asunto y que no se encuentren probados por otros medios. 

 
d) La inspección ocular del tribunal (artículo 159 número 3 del Código de Procedimiento 

Civil). 
 
e) El informe de peritos (artículo 159 número 4 del Código de Procedimiento Civil). 
 
f) La comparecencia de testigos que hayan declarado en el proceso, para que aclaren o 

expliquen sus dichos oscuros o contradictorios (artículo 159 número 5 del Código de 
Procedimiento Civil). 

 
g) La presentación de cualquier otro proceso que tenga relación con la causa, medida que 

debe cumplirse conforme a lo dispuesto en el artículo 37 inciso tercero del Código de 
Procedimiento Civil, el que señala que la forma normal de remitir estos expedientes de un 
tribunal a otro será mediante fotocopia de los mismos, salvo casos de excepción; tales 
como: casos urgentes, cuando no se puede obtener fotocopias y cuando el expediente 
tenga más de 250 fojas. En caso de remitirse los autos originales, éstos deberán ser 
devueltos a lo más, dentro de 8 días (artículo 159 inciso segundo del Código de 
Procedimiento Civil).  

 
 En general, las resoluciones que disponen medidas para mejor resolver son 
inapelables, con excepción de la que dicta el juez de primera instancia ordenando informe 
pericial. 
  
 La resolución que dispone la práctica de alguna medida para mejor resolver, por 
norma general se notifica por el estado diario; salvo que se trate de alguna que disponga la 
comparecencia personal de un tercero, toda vez que en este caso sería necesario la 
aplicación de la regla contemplada en el artículo 56 del Código de Procedimiento Civil, es 
decir, personalmente o por cédula. 
 
 

9.3  Naturaleza Jurídica de la Resolución que Dispone esta Medida 
 
 Hay quienes piensan que tendría el carácter de una sentencia interlocutora aún 
cuando no guarde armonía con este carácter.  Si se considera así, una vez dictada por el 
tribunal y notificada las partes se produce el desasimiento del tribunal y ante él, el juez no 
podría modificarla o dejarla sin efecto. Por lo tanto, en este caso sirve de base para el 
pronunciamiento de una sentencia definitiva. 
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Otros opinan que esa resolución es un simple decreto que va a servir, por ende, para 
darle curso progresivo a los autos. Abonaría esta situación el artículo 326 del Código de 
Procedimiento Civil que hace inapelable la resolución que dispone la práctica de alguna 
diligencia probatoria, con la cual el artículo 159 del Código de Procedimiento Civil siguiendo 
esta regla general les da el mismo carácter de inapelable a medidas que puede decretar el 
tribunal. 

 
El artículo 187 del Código de Procedimiento Civil hace apelable las sentencias 

interlocutorias de primera instancia y si estas resoluciones tuvieren ese carácter no 
necesitaría concederlo expresamente en los 2 casos que le permite, pues bastaría seguir la 
regla general. 

 
 Asimismo, nada impide que el tribunal le deje sin efecto posteriormente, lo que no 
acontecería de ser una sentencia interlocutoria. 

 
 

9.4   Recursos a Interponer sobre las Medidas para Mejor Resolver 
 

 Las partes litigantes de un juicio, pueden interponer diversos recursos en contra de la 
resolución que dispone la medida para mejor resolver, siendo los siguientes: 
 
a) El recurso contemplado entre los artículos 182 a 185 del Código de Procedimiento Civil, 

conocido con el nombre de recurso de aclaración, agregación, de rectificación o 
enmienda, a fin de que si la medida tiene algún punto oscuro, errores de copia, de 
referencia, de cálculos numéricos, puede el tribunal hacer a solicitud de parte las 
aclaraciones, rectificaciones o enmiendas que corresponda. 

 
b) En cuanto al recurso de reposición; si se considera que la medida es una sentencia 

interlocutoria es improcedente, porque sólo puede deducirse en contra de los autos y 
decretos.  

 
c) En lo que respecta al recurso de apelación; el art. 159 inciso final del Código de 

Procedimiento Civil establece que son inapelables las medidas que se decreten, salvo 
aquellas que dicta el tribunal de primera instancia disponiendo un informe de peritos o 
que abra un término especial de prueba, en todo caso se concede en el sólo efecto 
devolutivo. 

 
d) Recurso de queja; para determinar la procedencia de este recurso hay que tener en 

cuenta que estas medidas son el ejercicio de una potestad facultativa y privativa del 
tribunal, y que el recurso de queja se da en contra de una resolución judicial dictada con 
falta o abuso por parte del juez. De allí que si estas medidas son una facultad discrecional 
del tribunal están al margen de toda falta y de todo abuso, y como consecuencia de un 
recurso de queja. 

 
Pese a lo dicho, es posible que exista una falta o abuso por parte del juez que dispone la 
práctica de una medida cuando ella no está comprendida en el artículo 159 del Código de 



 

 87
 

Instituto Profesional Iplacex 

Procedimiento Civil, en ese caso sí será procedente el recurso de queja, también es 
procedente si a través de la dictación de ella se llega a una denegación de justicia, al 
impedir que la causa se falle en un plazo razonable y que las medidas que se disponen 
por el tribunal no sean tan necesarias para la emisión del fallo. 

 
e) Recurso de casación; el problema se centra respecto de este recurso en determinar si es 

procedente el recurso de casación en la forma en contra de la resolución que dicta el 
tribunal ordenando un tipo de prueba.  

 
Si ella se considera sentencia interlocutoria este recurso es improcedente, porque esa 
medida para mejor resolver no estaría comprendida en el artículo 766 del Código de 
Procedimiento Civil, que señala cuáles son las sentencias interlocutorias que admiten 
recurso de casación en la forma. Tampoco procede si se les considera como mero 
decreto. 
 
Estas medidas no son susceptibles de ser impugnadas por un recurso de casación en el 
fondo, medio de impugnación extraordinaria que sólo procede en contra de las sentencias 
definitivas inapelables, dictadas por una Corte de Apelaciones o tribunal arbitral de 
derecho conociendo de materias propias de una Corte de Apelaciones, y en la medida en 
que haya infracción a la ley y que esta infracción influya sustancialmente en lo dispositivo 
del fallo. 

 
 

10. LA SENTENCIA 
 

 La sentencia es aquella resolución que pone término a la instancia, resolviendo la 
cuestión o asunto que ha sido objeto del proceso. Conforme a la definición indicada, la 
sentencia para ser definitiva debe poner término  a la instancia, pero además, ella debe 
resolver el asunto controvertido. 
 

Por Ejemplo 
          Suponga que el juez acoge el desistimiento de la demanda, ella no será sentencia 

definitiva, aún cuando ponga término a la instancia, sino que se constituirá en una 
sentencia interlocutoria. 

    
 
 
 

10.1  Formalidades de la Sentencia Definitiva 
 

 Siendo la sentencia definitiva una de las clases de resoluciones, ella deberá reunir en 
primer término los requisitos generales a toda resolución judicial, vale decir, deberá ser 
encabezada por la fecha escrita en letras y deberá concluir con la firma del juez que la dicta y 
la del secretario que autoriza. 
 



 

 88
 

Instituto Profesional Iplacex 

 Aparte de estos requisitos generales, la sentencia deberá cumplir otros especiales que 
se encuentran señalados en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil en relación con 
el auto acordado de la excelentísima Corte Suprema sobre formas de las sentencias. 
 
 Estas sentencias constan de tres partes, una expositiva, una considerativa y una 
resolutiva, cada una de las cuales debe cumplir con determinados requisitos. 
 
• Parte Expositiva 
 
 En general, en esta parte se efectúa un resumen del proceso; específicamente ella 
deberá contener: 
 
- La individualización de las partes con expresión de sus nombres, domicilio, profesión u 

oficio. Este requisito es de gran importancia para los efectos de la cosa juzgada (artículo 
170 número 1 del Código de Procedimiento Civil). 

 
- La enunciación breve de las acciones o peticiones del demandante y de sus fundamentos 

(artículo 170 número 2 del Código de Procedimiento Civil). 
 
- Enunciación breve de las excepciones o defensas del demandado y sus fundamentos 

(artículo 170 número 3 del Código de Procedimiento Civil). 
 
- Si ha sido o no recibida la causa a prueba (artículo 3 del auto acordado). 
 
- Si las partes fueron citadas para sentencia o no lo fueron en los casos previstos por la ley 

(artículo 4 del auto acordado). 
 
 
• Parte Considerativa 
 
 En esta etapa o parte de la sentencia se contienen los razonamientos que efectúa el 
juez para llegar a la conclusión. 
 
- Las consideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento a la sentencia 

(artículo 170 número 4 del Código de Procedimiento Civil). 
 

El auto acordado agrega que se establecerán con precisión los hechos sobre los 
cuales versa la cuestión que ha de fallarse, con distinción de aquellos que hayan sido 
aceptados o reconocidos por las partes y aquellos que hayan sido controvertidos. 

 
Luego deberán indicarse los hechos que se encuentran justificados con los medios de 

prueba producidos, debiendo efectuarse la apreciación correspondiente de los medios 
probatorios. 

 
En caso de que se haya suscitado alguna cuestión respecto de la procedencia de 

algún medio de prueba, deberán consignarse los fundamentos que sirven para los efectos 
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de aceptar o rechazar dichas impugnaciones en forma previa al establecimiento de los 
hechos. 

 
Establecidos los hechos, deberán efectuarse las consideraciones de derecho 

aplicables al caso. 
 

- La enunciación de las leyes y, en su defecto, de los principios de equidad conforme a los 
cuales se pronuncia el fallo (artículo 170 número 5 del Código de Procedimiento Civil, y 
artículo 9 del auto acordado). 

 
• Parte Resolutiva 
  
 En ella debe expresarse la decisión del asunto controvertido (artículo 170 número 6 
del Código de Procedimiento Civil). Esta decisión deberá comprender todas las acciones y 
excepciones que se hubieren hecho valer en el proceso, pudiendo omitirse la resolución de 
aquellas que sean incompatibles con lo resuelto. El auto acordado agrega en esta última 
parte que el tribunal deberá indicar los motivos por los cuales estimó la existencia de la 
incompatibilidad. 
 
 

10.2 Sanción por la Omisión de Formalidades 
 
 Si se omite cualquiera de los requisitos señalados en el artículo 170 del Código de 
Procedimiento Civil la sentencia será anulable por la vía del recurso de casación en la forma, 
toda vez que el artículo 768 del Código de Procedimiento Civil, señala específicamente como 
causal de dicho recurso este evento. 
 Por otro lado, si en la sentencia se otorga más de lo pedido por las partes o ella se 
extiende a puntos no sometidos a la decisión del tribunal y respecto de los cuales éste no 
está autorizado para actuar de oficio, se incurrirá igualmente en vicios de casación, 
contemplado en el artículo 768 número 4 del Código de Procedimiento Civil, denominado 
ultrapetita. 
 
 
 Realice ejercicios nº 28 al 30 
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CLASE 01 
 

1. EL PROCEDIMIENTO SUMARIO 
 

 En relación al procedimiento civil ordinario, este resulta especialmente concentrado, lo 
que se traduce en la simplificación de los trámites respectivos y una substancial reducción de 
los plazos. Este procedimiento se encuentra regulado en el Libro Tercero, Título XI del 
Código de Procedimiento Civil, especialmente en sus artículos 680 a 692. 
 
 

1.1. Concepto 
 
 Es aquel procedimiento declarativo de carácter ordinario, que debe ser aplicado a 
todos aquellos casos en que la acción deducida requiera, por su naturaleza, tramitación 
rápida para que sea eficaz, siempre que no exista un procedimiento especial para ella o la ley 
así lo establezca. 
 
 El procedimiento sumario presenta diversas características que lo identifican, a saber: 
 
a) Es un procedimiento declarativo, es decir, tiene por finalidad la declaración de un derecho 

que se encuentra en litigio. 
 
b) Es un procedimiento ordinario, toda vez que se aplica a todos aquellos casos en que la 

acción requiera de un procedimiento rápido para ser eficaz, y no exista otro procedimiento 
especial para ella. 

 
c) Es un procedimiento verbal, ello sin perjuicio de aplicarse el principio de protocolización y 

de que las partes puedan efectuar presentaciones escritas. 
 
d) Es un procedimiento breve y concentrado. Con respecto a esto, la Corporación 

Administrativa del Poder Judicial señala que la duración promedio de un juicio tramitado 
de acuerdo a las normas del procedimiento sumario es de 245 días. 

  
e) Se dice también que es un procedimiento extraordinario en atención a que difiere del 

ordinario en su estructura y además, porque está reglamentado entre los juicios 
especiales. 

 
 

1.2. Aplicación del Procedimiento Sumario 
 
 Estos casos se señalan en el artículo 680 del Código de Procedimiento Civil, y son los 
siguientes: 
 
a)  Tratándose de cualquier asunto que requiera de una tramitación rápida para ser eficaz. En 

este caso, el juez podrá disponer que se sustancie conforme a este procedimiento, salvo 
que exista otro procedimiento especial aplicable. 
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 En este caso, obviamente debe atenderse a la naturaleza de la pretensión deducida y no 
al interés de la parte, que lo único que persigue es que se tramite en forma rápida. 
 
b) En todos aquellos casos en que la ley ordena proceder sumariamente, breve o 

sumariamente, o en forma similar; como por ejemplo los casos señalados en el artículo 271 
del Código de Procedimiento Civil, el cual señala que la demanda de jactancia1 se someterá 
a los trámites del procedimiento sumario. 

 
c)  En los casos expresamente consignados en los números 2 a 9 del artículo 680 del Código 

de Procedimiento Civil, los cuales establecen: 
 
− Cuestiones que se susciten sobre la constitución, ejercicio, modificación o extinción de 

servidumbres2 naturales o legales y sobre las prestaciones a que ellas den lugar. 
 

− Juicios sobre cobro de honorarios, excepto el caso del artículo 697del mismo cuerpo legal. 
Dicho artículo señala que “cuando el honorario proceda de servicios profesionales 
prestados en juicio, el acreedor podrá, a su arbitrio, perseguir su estimación y pago con 
arreglo al procedimiento sumario; o bien, interponiendo su reclamación ante el tribunal que 
haya conocido en la primera instancia del juicio”. 
 

− Procesos sobre remoción de guardadores3 y los que se susciten entre representante legal y 
representado. 
 

− Procesos sobre separación de bienes. 
 

− Causas sobre depósito necesario4 y comodato precario5. 
 
− Procesos en los cuales se deduzcan acciones ordinarias a las cuales se han convertido las 

ejecutivas conforme al artículo 2.515 del Código Civil. Señala este artículo que “la acción 
ejecutiva se convierte en ordinaria por el lapso de tres años, y convertida en ordinaria 
durará solamente otros dos”. Es decir, cuando las acciones ejecutivas han prescrito, se 
mantienen como ordinarias hasta que estas últimas también prescriban. 

                                                 
1  Se entenderá por jactancia el hecho de que alguna persona manifieste corresponderle un derecho de que no 

este gozando, y en este caso, todo aquel a quien su jactancia afecte, podrá pedir que se le obligue a deducir 
demanda en el plazo de 10 días bajo apercibimiento de no ser oída después sobre aquel derecho. 

2 La servidumbre es un gravamen impuesto sobre un predio a favor de otro predio. 
3 El articulo 338 inciso 1º del Código Civil define las guardas como los cargos impuestos a ciertas personas a 

favor de aquellos que no pueden dirigirse a si mismos o administrar competentemente sus negocios, y que no 
se hallan bajo potestad de padre o madre, que pueda darles la protección debida, y señala como tales las 
tutelas y las curadurias. 

4 El depósito es un contrato en que se confía una cosa a una persona que se encarga de guardarla y restituirla; y 
es depósito necesario cuando la elección de la persona encargada de guardar la cosa no es de libre elección 
del depositante, como en el caso de un incendio, ruina, saqueo, u otra calamidad semejante. Artículos 2211 y 
2236 del Código Civil. 

5 El comodato es un préstamo de uso de una cosa que se realiza en forma gratuita, y se denomina comodato 
precario cuando  la persona que realiza el préstamo de la cosa mueble o raíz se reserva la facultad de pedir la 
restitución de ella en cualquier momento. 
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− Procesos en los cuales se persigue exclusivamente el cumplimiento de la obligación legal o 
contractual de rendir cuenta, salvo que exista acción ejecutiva. 
 

− Procesos en los cuales se deduzca la acción a que se refiere el artículo 65 del Código de 
Aguas, para hacer cegar un pozo6. 

 
 

1.3. Tramitación del Procedimiento Sumario 
 
A continuación, se realizará un esquema y un análisis de cada una de las etapas que 

pueden desarrollarse en la tramitación del procedimiento sumario. 
 
 

Figura Nº 1: Juicio Sumario 
 
 
        Procedimiento Sumario 
  
     se inicia mediante 
 
 
 
     Demanda             Medida Prejudiciales 
 
   
     en la misma audiencia del 
              quinto día hábil 
 
 Contestación de la Demanda 
  o  Conciliación      Prueba 
 
            recibida la prueba 
 
    
      Se cita a las partes de inmediato 
        a oir sentencia 
 
 
              

       Sentencia 
 

 
 
 
 
 

                                                 
6 Cerrar o tapar un pozo. 
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• Demanda 
 
 La demanda podrá presentarse verbalmente o por escrito; pero lo normal será esta 
última forma, debiendo cumplir con los requisitos generales que establece el artículo 254 del 
Código de Procedimiento Civil, por no existir regla especial para este procedimiento. 
 
 Presentada la demanda, el tribunal dictará una resolución proveyéndola, en la cual 
tendrá por presentada la demanda y en la misma citará a las partes a comparendo para la 
audiencia del quinto día hábil después de la última notificación para el caso que sean varios los 
demandados; y si la acción se dirige en contra de varios y uno o mas de ellos tiene su domicilio 
fuera del territorio jurisdiccional del tribunal, la fecha del comparendo no será para el quinto día 
después de la última notificación, toda vez que a este plazo habrá que aumentarle los días que 
contemple la respectiva tabla de emplazamiento.  
 
 

Por Ejemplo 
 

  Si el término que se señala en la tabla de emplazamiento para Valparaíso es de un 
día, la audiencia deberá ser fijada para el sexto día después de la notificación a él o los 
demandados. 

 
 
 Esta resolución, conforme a las normas generales, deberá notificarse personalmente al 
demandado o a los demandados, según sea el caso. 
 
 

CLASE 02 
 
• El Comparendo de Contestación y Conciliación 
 
 Una vez notificados personalmente, tanto el demandado, como el demandante para la 
audiencia del quinto día hábil, lo normal será que asistan a ella las partes con sus respectivos 
abogados y apoderados, o sólo estos últimos. Sin embargo, en este procedimiento, cuando se 
ventila algún asunto en el cual conforme a la ley debe intervenir el defensor público, éste 
también deberá comparecer, así lo dispone el artículo 683 inciso 2º del Código de 
Procedimiento Civil.  
 
 Con el mérito de lo que se exponga en la audiencia y con la asistencia de todos los 
intervinientes, se recibirá la causa a prueba o se citará a las partes para oír sentencia, así lo 
señala el artículo 683 inciso 2º parte final del Código de Procedimiento Civil. 
 
 Conforme a lo señalado, el o los demandados deberán contestar la demanda oponiendo 
las excepciones que procedan, o en su defecto llegar a una conciliación con el demandante. 
 
 Tratándose de aquellos casos en que debe comparecer el defensor público, se dejará 
constancia de lo que éste exprese; si se trata de un asunto en que deben concurrir los 
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parientes, el tribunal les pedirá informe verbal sobre los hechos que estime pertinentes, como lo 
señala el art. 689 inciso 2º del Código de Procedimiento Civil. Si el tribunal nota que no han 
concurrido algunos parientes cuyo informe estime importante y siempre que éstos residan en el 
lugar del juicio, podrá suspender el comparendo y ordenar que se les cite nuevamente para la 
fecha que se establezca. De todo lo obrado en el comparendo deberá levantarse acta que será 
suscrita por todos los asistentes; es decir, se aplica el principio de la protocolización. 
 
 En caso de existir hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, el juez podrá, en la 
misma audiencia, o en una ocasión posterior, recibir la causa a prueba, conforme a las normas 
de los incidentes; es decir, el probatorio será de ocho días y las listas de testigos deberán ser 
presentadas los dos primeros días de éste. 
 
 Si la recepción de la causa a prueba es dispuesta por el juez en la misma audiencia de 
contestación y conciliación, en ella las partes se entenderán notificadas de esta resolución; en 
cambio, si se recibe la causa a prueba mediante resolución dictada con posterioridad al 
comparendo, dicha resolución deberá notificarse por cédula, conforme a las normas generales, 
toda vez que, si bien la prueba se rinde en el plazo y forma establecida para los incidentes, 
como lo señala el 686 del Código de Procedimiento Civil, en ninguna parte la ley señala que 
esta resolución se notificará del mismo modo de aquella que recibe el incidente a prueba, la 
que se señaló oportunamente se notifican por el estado diario. 
 
 En caso de que el juez estime que no existen hechos controvertidos, citará a las partes 
para oír sentencia. 
 
 Si al comparendo decretado, sólo asiste el demandante, el tribunal podrá adoptar dos 
actitudes de acuerdo a lo señalado en el artículo 684 del Código de Procedimiento Civil: recibir 
la causa a prueba; o acceder a petición del demandante provisionalmente a lo solicitado por 
éste en su demanda. En este caso el demandado podrá formular oposición dentro de cinco 
días y, si la formula, se citará a una nueva audiencia de contestación, pero ello no obsta a que 
quede vigente lo accedido provisoriamente. 
  
 Si sólo comparece el demandado, el Código de Procedimiento Civil nada señala al 
respecto, por lo cual procede aplicar la regla general, es decir, si existen hechos controvertidos 
que surjan de la contestación de la demanda que en ese momento se efectúa, podrá recibirse 
la causa a prueba y, en caso contrario, deberá citarse a las partes para oír sentencia. 
 
 Si no comparece, ni el demandante ni el demandado, cabe aplicar las reglas generales y 
sólo traerá como consecuencia que en ese momento no se celebrará el comparando de rigor y, 
para que el proceso pueda seguir adelante, el actor o el demandado deberá solicitar la fijación 
de nuevo día al efecto. 
 
 Si no comparece el defensor público, y si la materia objeto del proceso hace obligatoria 
la intervención de éste, su ausencia a la audiencia no impide que ella se lleve a cabo, pero 
concluida ella, el juez deberá dictar una resolución ordenando que el defensor público evacue 
informe sobre el asunto debatido, toda vez que en estos procedimientos en que se exige la 
comparecencia de este auxiliar, su informe es obligatorio. 
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• Prueba 
 
 Si el tribunal recibe la causa a prueba, ésta se rendirá en el plazo y forma establecidas 
para los incidentes; es decir, se abrirá un término probatorio de ocho días para que dentro de él 
se rinda y se justifiquen también las tachas de los testigos, si hay lugar a ella. Dentro de los dos 
primeros días deberá acompañar una nómina de los testigos de que piensa valerse, con 
expresión del nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. Sólo se examinarán testigos que 
figuren en dicha nómina. 
  
 Cuando hayan de practicarse diligencias probatorias fuera del lugar en que se sigue el 
juicio, podrá el tribunal, por motivos fundados, ampliar una sola vez el término por el número de 
días que estime necesarios, no excediendo en ningún caso del plazo total de treinta días, 
contados desde que se recibió el incidente a prueba. 
  
 Vencido el probatorio o, si el tribunal no estima necesario recibir la causa a prueba, 
citará a las partes de inmediato para oír sentencia, la que deberá ser dictada dentro del plazo 
de diez días, así lo señala el artículo 688 del Código de Procedimiento Civil. 

 
 

1.4. Sustitución del Procedimiento 
 
 Esta es una institución novedosa en nuestro derecho procesal. Así el artículo 681 del 
Código de Procedimiento Civil, contempla "en los casos del inciso 1º del artículo anterior, 
iniciado un procedimiento sumario, podrá decretarse su continuación conforme a las reglas del 
juicio ordinario, si existen motivos fundados para ello. Por la inversa, iniciado como ordinario, 
podrá continuar con arreglo al procedimiento sumario, si aparece la necesidad de aplicarlo. La 
solicitud en que se pida la substitución de un procedimiento a otro, se tramitará como 
incidente”.  
  
 Conforme a lo señalado anteriormente, cualquier juicio ordinario puede transformarse en 
sumario; en cambio, no todo juicio sumario puede transformarse en ordinario, sino que sólo los 
casos del inciso 1º del artículo 680 del Código de Procedimiento Civil.  
 
 De acuerdo con el art 681 inc. 3º del Código de Procedimiento Civil, la petición de 
sustitución del procedimiento se tramita conforme a las reglas generales de los incidentes y 
deberá ser solicitada tan pronto existan los motivos que los justifiquen. Dada su naturaleza, 
este incidente es de previo y especial pronunciamiento, precisamente porque de ser acogida se 
sustituirá el procedimiento. 
 
 Una vez dispuesta la sustitución, el proceso continuará conforme al nuevo 
procedimiento, siendo válidas las actuaciones llevadas a cabo en el proceso anterior; es decir, 
éste no comienza de nuevo. 
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1.5. Los Incidentes 
 
 En el juicio sumario, los incidentes deberán promoverse y tramitarse en la misma 
audiencia de contestación y conciliación, conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar 
el curso de ésta. La sentencia definitiva se pronunciará sobre la acción deducida y sobre los 
incidentes, o sólo sobre éstos cuando sean previos o incompatibles con aquélla. 
 
 

Por Ejemplo 
 

 Si se acoge un incidente de nulidad de todo lo obrado, en este caso se retrotrae el 
proceso al estado en el cual se produjo el vicio y, consiguientemente, en ese momento no 
se podrá dictar sentencia sobre el fondo de la cuestión principal hasta que sea subsanado 
el incidente. 
 

 
 

1.6. Apelación 
 
 La sentencia definitiva y la resolución que da lugar a la sustitución del procedimiento 
ordinario a sumario serán apelables en ambos efectos, es decir, suspensivo y devolutivo7; a 
menos que se pueda eludir los resultados de la resolución, lo que el juez deberá resolver en 
cada caso. 
 
 Las demás resoluciones dictadas en este proceso sumario, incluso la que accede 
provisoriamente a lo pedido, serán apelables en el sólo efecto devolutivo8. 
 
 Al conocer la Corte de Apelaciones de algún recurso de apelación, a solicitud de parte 
interesada, podrá pronunciarse sobre todas las cuestiones que se hayan debatido en primera 
instancia para ser resueltas en la sentencia definitiva, aun cuando el fallo apelado no las haya 
resuelto. 
 
 
 
 
 
 
 

                                                 
7 El artículo 191 del Código de Procedimiento Civil señala “cuando la apelación comprenda los efectos 

suspensivo y devolutivo a la vez, se suspenderá la jurisdicción del tribunal inferior para seguir conociendo de 
la causa. Podrá, sin embargo, entender en todos los asuntos en que por disposición expresa de la ley 
conserve jurisdicción, especialmente en las gestiones a que dé origen la interposición del recurso hasta que se 
eleven los autos al superior, y en las que se hagan para declarar desierta o prescrita la apelación antes de la 
remisión del expediente. 

 
8 Cuando la apelación proceda sólo en el efecto devolutivo, seguirá el tribunal inferior conociendo de la causa 

hasta su terminación, incluso la ejecución de la sentencia definitiva. 
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Por Ejemplo 

 
  Se acogió un incidente de nulidad de lo obrado y consiguientemente la sentencia no 

se pronunció sobre el fondo; si la Corte estima que no procede la incidencia de nulidad de 
lo obrado, podrá rechazarlo y, al mismo tiempo pronunciarse sobre el fondo o sobre 
cualquier otro incidente. 

 
 

 
2. PROCEDIMIENTO INCIDENTAL 

 
 De acuerdo con la posición mayoritaria de la doctrina, incidente es toda cuestión 
accesoria de un proceso que requiere de un pronunciamiento especial del tribunal. 
 
 El profesor Hugo Pereira Anabalón9, sostiene que: 
 

Figura Nº 2: Concepto de Incidente 
 
 

  
Es toda cuestión accesoria de un proceso que 

Incidente     requiere de un pronunciamiento especial del  
      tribunal, con audiencia de partes.  

 
 
  
 Este autor señala que las cuestiones accesorias de un proceso, es decir, todas aquellas 
que dicen relación con pretensiones de las partes distintas de las principales, contenidas en los 
escritos contradictorios de la fase de discusión, pueden conocerse y fallarse previa audiencia 
de las partes o de plano. En el primer caso se estaría presente ante un incidente, y en el 
segundo ante un simple trámite procesal. 
 
 Para llegar a la conclusión señalada el profesor Pereira, se funda principalmente en el 
artículo 82 del Código de Procedimiento Civil, el cual señala que "toda cuestión accesoria de un 
juicio que requiera pronunciamiento especial con audiencia de las partes, se tramitará como 
incidente y se sujetará a las reglas del título IX, si no tiene señalada por la ley una tramitación 
especial". Este argumento es refutado por otros autores expresando que esa disposición no 
establece que todo incidente se tramita con audiencia de partes, sino que señala la situación 
inversa, es decir, que toda cuestión accesoria que requiera audiencia de las partes se tramitará 
conforme a las reglas de los incidentes. 
 
 Este problema es bastante discutible, ya que existen otras disposiciones, como por 
ejemplo el artículo 142 del mismo cuerpo legal, que refiriéndose al incidente de regulación de 

                                                 
9 Curso de Derecho Procesal. Santiago, Editorial Jurídica Conosur, 1993. 
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costas, señala que si alguna de las partes formula objeciones, el tribunal podrá resolverlas de 
plano o darles tramitación de incidente. 
 
 En todo caso, se estima que la opinión mayoritaria es la correcta y que el Código de 
Procedimiento Civil no ha sido preciso al emplear las expresiones "incidente" y "fallar de plano", 
ya que el artículo 84 del Código de Procedimiento Civil, señala que todo incidente que no tenga 
conexión alguna con el asunto que es materia del juicio, podrá ser rechazado de plano y; por 
otra parte el artículo 89 del mismo texto legal, después de señalar que los incidentes se 
tramitan previa audiencia, agrega al final "no obstante el tribunal podrá fallar de plano aquellas 
peticiones cuya resolución se pueda fundar en hechos que consten del proceso o sean de 
pública notoriedad". 
 
 

 En conclusión, se estima que la regla general es que todo incidente requiere de 
audiencia de partes, salvo que la ley en forma expresa autorice al tribunal a resolverlo sin 
esa audiencia o traslado.  

 
  
 Por lo tanto, cuando la ley dice que algún asunto debe tramitarse como incidente o 
fallarse de plano, debe entenderse que la regla general es que el incidente debe tramitarse 
previa audiencia y que el juez puede fallarlo de plano cuando la ley expresamente lo autoriza 
para ello. 

 
• Requisitos 
 
 Para estar presente ante un incidente o artículo, como también se les denomina, es 
necesario que concurran una serie de requisitos que a continuación se pasan a señalar: 
 
− Debe existir un proceso principal, toda vez que como se señaló, el incidente es una cuestión 

accesoria a éste. 
 
− Dentro de éste proceso principal debe suscitarse alguna cuestión accesoria, es decir, 

alguna petición que contenga una pretensión diferente a la del proceso principal, pero 
vinculada a ella y que no sea un mero trámite procesal. 

 
− Esta cuestión accesoria vinculada al asunto principal debe ser objeto de un pronunciamiento 

especial del tribunal, el que puede llevarse a efecto de plano o previo traslado o audiencia 
de la contraparte. Es decir, la audiencia, en el fondo, viene a ser una especie de requisito de 
la naturaleza del incidente y no de la esencia del mismo. 

 
• Características 
 
 Los incidentes se distinguen por una serie de características que se dan a conocer a 
continuación: 
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− Se promueven, tramitan y fallan por el mismo tribunal que conoce del proceso principal, 
conforme a la regla de la extensión que contempla el artículo 111 inciso 1° del Código 
Orgánico de Tribunales. 

 
− La ley establece para su tramitación un procedimiento propio, que puede ser general o 

especial; es general el aplicable a todos los incidentes, exceptuados los especiales. 
 
− Pueden suscitarse en cualquier tipo de procesos; es decir, las reglas que se verán de los 

incidentes son de aplicación general. 
 
−  La resolución que falla un incidente puede ser una sentencia interlocutoria10 o un auto11, 

según si establece o no derechos permanentes en favor de las partes. 
 
 

Realice ejercicios nº 1 y 2 
 
 

CLASE 03 
 

• Clasificaciones 
 
 Los incidentes pueden ser clasificados según su forma de tramitación; según su 
vinculación; y según el efecto que la interposición produce en la tramitación del asunto 
principal. Estas tres formas de clasificarlas son descritas en las figuras siguientes: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                 
10 De acuerdo al artículo 158 del Código de Procedimiento Civil es la resolución que falla un incidente del juicio,  

estableciendo derechos permanentes en favor de las partes, o resuelve sobre algún trámite que debe servir de 
base en el pronunciamiento de una sentencia definitiva o interlocutoria. 

 
11 Es la resolución que recae en un incidente no comprendido en la situación descrita en relación a la sentencia 

interlocutoria, es decir no establece derechos permanentes para las parte ni sirve de base para una sentencia 
definitiva o interlocutoria. 
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Figura Nº 3: Clasificación de los Incidentes según su Forma de Tramitación 
 

 
 

           Incidentes 
 

                       
                            Ordinarios          Especiales 

 
 

Sujetos a tramitación  La ley les indica específicamente 
  especial    otra forma de tramitación. 

 
 
 
 

Figura Nº 4: Clasificación de los Incidentes según su Vinculación 
 

 
              Incidentes 
 
 
  Conexos                Inconexos 
 
 

 Es aquel incidente que tiene relación          Aquel incidente que no tiene conexión alguna  
 directa con el asunto del juicio en cuestión.        con el asunto que es materia del juicio. 

 
 
 
 
Figura Nº 5: Clasificación de los Incidentes según el Efecto que la Interposición Produce en la 

Tramitación del Asunto Principal 
 

 
Incidentes 

 
 
     De previo       De especial   Otros 
 pronunciamiento   pronunciamiento 
 
 
 
 En el caso de esta última clasificación, los de previo y especial pronunciamiento 
suspenden la tramitación del asunto principal hasta que sean resueltos; los que no revisten 
ese carácter no suspenden la tramitación principal y deberán ser sustanciados por cuaderno 
separado, conforme lo dispone el artículo 87 del Código de Procedimiento Civil.  
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Por Ejemplo 

 
 El caso típico de incidentes de previo y especial pronunciamiento son las excepciones 
dilatorias, las que se encuentran establecidas en el artículo 303 del Código de 
procedimiento Civil. 

 
 
 A este respecto es necesario señalar que no existe una norma general que determine 
cuando los incidentes son o no de previo y especial pronunciamiento, debiendo en cada caso 
determinar esa circunstancia el tribunal, según las características del mismo. Por ello el 
artículo 87 del Código de Procedimiento Civil, alude a aquellos incidentes que sin cuya previa 
resolución no puede seguir sustanciándose la causa principal. 
 
 Sin embargo, en algunos casos la ley, a fin de evitar dificultades, ha señalado 
expresamente respecto de determinados incidentes que son o no de previo y especial 
pronunciamiento. 
 
 El artículo 308 del Código de Procedimiento Civil, que trata de las excepciones 
dilatorias señala implícitamente, que por su interposición se suspende la tramitación del 
asunto principal, toda vez que dispone; que desechadas las excepciones dilatorias o 
corregido el vicio de que adolezca la demanda, cuando ellas hayan sido acogidas por el 
tribunal, comenzará a correr el plazo de diez días para contestar la demanda. 
 
 Otro caso en el mismo sentido se encuentra en el artículo 112 del Código de 
Procedimiento Civil, que al referirse a los incidentes de incompetencia prescribe que mientras 
éstos se resuelven, se suspende el curso de la causa principal. 
 
 Por otra parte, como ejemplos de incidentes respecto de los cuales la ley en forma 
expresa dispone que no suspenden el curso de la causa principal se puede señalar el artículo 
339 inciso 1° del Código de Procedimiento Civil que establece, que los incidentes promovidos 
durante el término probatorio o que se relacionen con la prueba, se tramitarán por cuerda 
separada; también el artículo 302 del mismo cuerpo legal, refiriéndose a las medidas 
precautorias señala que el incidente a que ellas den lugar se tramitará por cuerda separada. 

 
 

• Oportunidad para Promover Incidentes 
 
 La norma general es que todos los incidentes deben ser promovidos tan pronto la parte 
tenga conocimiento del hecho que les sirve de fundamento, y que pueden interponerse en 
cualquier estado del proceso hasta antes de la citación para oír sentencia. Además la ley 
señala las siguientes normas: 
 
− Si un incidente nace de un hecho anterior al juicio o coexistente con su principio, como 

defecto legal del modo de proponer la demanda, la parte deberá plantearlo antes de hacer 
cualquier gestión principal en el proceso. Es por este motivo, es decir, por aplicación de este 
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principio, que posteriormente don Hugo Pereira Anabalón12 señala que las excepciones 
dilatorias deben oponerse antes de la contestación de la demanda.  

 
 Si la parte promueve el incidente después, éste será rechazo de oficio por el tribunal, 
salvo que se trate de alguno de los casos de excepción que contempla el artículo 84 del 
Código de Procedimiento Civil en su inciso 3, o que se trate de alguna circunstancia 
esencial para la ritualidad del proceso o marcha del mismo. 

 
− Todo incidente originado en un hecho que acontezca durante el proceso, deberá 

promoverse tan pronto la parte tome conocimiento del mismo. Por ello, si en el proceso 
consta que el hecho ha llegado a conocimiento de la parte y ésta ha practicado alguna 
gestión posterior, sin formular el incidente, el promovido después será rechazado de plano, 
salvo los casos de excepción a que alude el artículo 84 inciso 3° del Código de 
procedimiento Civil. 

 
− Todos los incidentes cuyas causas existan simultáneamente, deberán promoverse a la vez; 

en caso contrario, serán desestimados de plano; es decir, rechazados de oficio, salvo los 
casos de excepción del artículo 84 inciso 3° parte final del Código de Procedimiento Civil. 

 
− Citadas las partes para oír sentencia, no se admitirán escritos ni pruebas de ninguna 

especie (433 del Código de Procedimiento Civil), salvo lo dispuesto en los arts. 83 y 84. 
 
 Excepción general: incidente de nulidad procesal, reglamentado en el art. 83 del Código 
de Procedimiento Civil, que se verá más adelante. 

 
 

• Multiplicidad de Incidentes 
 
 El Código de Procedimiento Civil, a fin de evitar que litigantes maliciosos formulen 
reiteradamente incidencias, con el sólo fin de demorar o entrabar el proceso, en su artículo 88 
dispone algunas medidas correctivas para el caso de que una parte haya perdido dos o más 
incidentes, a saber: 
 
− Para deducir un nuevo incidente, la parte deberá previamente consignar en la cuenta 

corriente del tribunal la suma que ésta ha debido determinar de oficio en la resolución que 
rechazó el segundo incidente, suma que podrá fluctuar entre una y diez unidades tributaria 
mensuales. Esta resolución es inapelable en cuanto se refiere al monto de la consignación. 

 
  Si no se efectúa la consignación previa, no se admitirá el incidente a tramitación. Si el 

incidente es posteriormente acogido, la consignación será restituida y si es rechazado, se 
aplicará a beneficio fiscal a título de multa. 

 
 En el caso de que la parte goce de privilegio de pobreza y, por lo tanto, esté exenta de 
esta consignación previa, deberá admitirse el nuevo incidente a tramitación; pero si el 

                                                 
12 Curso de Derecho Procesal. Santiago, Editorial Jurídica Conosur, 1993 
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incidente es rechazado, el tribunal podrá imponer al abogado o mandatario judicial que ha 
planteado la incidencia una multa por una cantidad fluctuante entre el equivalente a una y 
diez unidades tributarias mensuales, si se estima que en su interposición ha existido mala fe 
o el claro propósito de dilatar el proceso mediante la incidencia. La resolución es inapelable 
en cuanto al monto de la multa.  

 
− Todos estos incidentes deberán ser sustanciados en cuaderno separado, a fin de evitar la 

dilatación del asunto principal. 
 
 

2.1. El Incidente Ordinario 
 
 El Incidente Ordinario es toda cuestión accesoria que requiere de un pronunciamiento 
especial del tribunal y que debe tramitarse conforme a las reglas generales que señala para 
ellos el Código de Procedimiento Civil. 

 
 Los casos en que se genera un Incidente Ordinario, son los siguientes: 
 
a) En forma directa, cuando una parte presenta un escrito formulando una cuestión accesoria 

que no tiene señalada por la ley tramitación especial; por ejemplo, se solicita la nulidad de lo 
obrado. 

 
b) En forma indirecta, en todos aquellos casos en los cuales existe oposición a alguna 

diligencia ordenada con citación. 
 
c) En todos aquellos casos en los cuales la ley expresamente señala que el tribunal deberá 

resolver previa audiencia de parte. 
 
 Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, las normas de tramitación del incidente 
ordinario se aplican por disposición expresa de la ley a la tramitación de otros asuntos que no 
son incidentes. 
 
 

Por Ejemplo 
 

 Son los casos de las tercerías de posesión, prelación y pago en el juicio ejecutivo. 
 

 
 

2.1.1. Tramitación del Incidente Ordinario 
 

 Planteado algún incidente por una de las partes, el tribunal podrá adoptar distintas 
facultades, las cuales se las otorga la ley. A continuación, se vera un esquema de la tramitación 
del incidente ordinario y sus etapas. 
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Figura Nº 6: Tramitación del Incidente Ordinario 
 
 

Incidente Ordinario 
 

el juez puede 
 
 

     Darle tramitación incidental       Resolverlo de Plano  Rechazarlo de Plano 
            propiamente tal 
 
          dentro de tres días se podrá   Contestar, allanándose o contraviniendo 
 
               juez tiene dos facultades 
       Si existen hechos pertinentes,    
      Controvertidos y sustanciales    Resolver de inmediato 
 
                 o 
       Se recibe la causa a prueba 
                 Recibir la causa a prueba 
 
              luego se dicta 
 
      Resolución que resuelve la incidencia 
        de inmediato o dentro de tres días       
 
 
 
 
 
• Rechazarlo de plano: esto es una inadmisibilidad de orden procesal, la cual podrá fundarse 

en que: 
 
− El incidente es inconexo, es decir, no guarda relación con la cuestión principal debatida en 

el proceso. 
 
− El incidente es extemporáneo; es decir, no fue promovido en la oportunidad procesal 

correspondiente. 
 
− La parte que formula la incidencia no efectúa el depósito previo que se le ha ordenado por 

haber perdido anteriormente dos o más incidentes. 
 

  En estos casos el juez dictará una resolución que dirá: "Vistos: no habiéndose 
promovido en la oportunidad legal pertinente, de conformidad con lo prevenido en el artículo 
85 del Código de Procedimiento Civil, se rechaza de plano el incidente planteado." 

 



 

 17
 

Instituto Profesional Iplacex 

• Resolverlo de plano: si el incidente se refiere a hechos que constan en el proceso o son de 
público conocimiento, podrá resolverlo sin necesidad de conferir traslado.  

 
 

Por Ejemplo 
 

  Si se solicita la nulidad de lo obrado por no haberse notificado legalmente el traslado 
de la demanda al demandado, y en el expediente consta que esa notificación sólo se 
practicó por el estado diario, será de pública notoriedad alegar entorpecimiento para pedir 
término probatorio especial por no haber funcionado el tribunal porque el local de éste se 
incendió. 

 
   
  También podrá resolver el incidente de plano, en aquellos casos en los cuales la ley 

autoriza expresamente al tribunal para ello. 
 
• Darle propiamente la tramitación incidental: esta etapa se subclasifica en dos, las cuales se 

descubren a continuación: 
 
− Si el tribunal estima que no se da ninguno de los casos señalados precedentemente, 

proveerá el escrito con la siguiente resolución: "por deducida la incidencia, traslado" o 
simplemente "traslado". Es decir, dará un plazo de tres días a la contraparte para que ésta 
conteste y señale lo conveniente a sus intereses; dentro de este plazo la contraparte puede 
contestar sea allanándose o aceptando la incidencia o controvirtiendo las alegaciones de la 
contraria. 

 
 Si contesta y no controvierte las alegaciones de la parte contraria o se allana a ellas, el 
tribunal resolverá la incidencia de inmediato. 
 Si no contesta o contestando controvierte los hechos, el tribunal podrá resolver la 
incidencia de inmediato si estima que no es necesario recibir la causa a prueba. Esto 
ocurrirá cuando los hechos sean públicos y notorios, cuando ellos consten en el expediente 
o cuando la discusión sólo recaiga respecto del derecho. 

 
− Si el tribunal estima que existen hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos de la 

incidencia, se seguirán los siguientes pasos: 
 

a)   Dictará una resolución recibiendo la incidencia a prueba en la cual, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 323 inciso 1°del Código de Procedimiento Civil, deberá señalar 
los puntos de prueba; además, en esta resolución se señalará normalmente las 
audiencias del probatorio que se fijan para la testimonial. 

 
 Esta resolución podrá decir más o menos así: "Vistos: se recibe la incidencia a prueba 

por el término legal, fijándose como hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos los 
siguientes:...para la recepción de la testimonial a que halla lugar se señalan las 
audiencias de los cinco últimos días del probatorio a las 14:00 horas". 
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b) La resolución antes indicada se notifica por el estado diario y es inapelable por señalarlo 
expresamente el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil; no es procedente la 
reposición13, toda vez que la resolución en referencia es una interlocutoria, ya que falla 
sobre un trámite que sirve de base para el pronunciamiento de una sentencia 
interlocutoria. 

 
En cambio, es apelable la resolución que no da lugar a recibir la incidencia a prueba, por 
aplicación de las reglas generales. 

 
c)  El término probatorio en el incidente es de ocho días, debiendo presentarse las listas de 

testigos dentro de los dos primeros días de ese probatorio. 
 

d) Cuando deba practicarse alguna diligencia probatoria fuera del lugar en que se sigue el 
juicio, el tribunal podrá, por motivos fundados, ampliar por una sola vez este probatorio 
por el número de días que estime necesario, pero en todo caso el probatorio más este 
aumento no podrá en caso alguno exceder de 30 días. 

 
 Las resoluciones que se dicten en este caso igualmente son inapelables, conforme al 

artículo 90 inciso final del Código de Procedimiento Civil. 
 

e)  La recepción de la prueba misma, conforme al artículo 323 del Código de Procedimiento 
Civil, se hará en conformidad con las normas señaladas para la prueba principal. 

 
f)  Vencido el probatorio, el tribunal deberá resolver la incidencia de inmediato o a más 

tardar dentro de tercero día, salvo en aquellos casos en los cuales la ley expresamente 
autoriza al juez para dejar la resolución de la incidencia para definitiva, como en el caso 
de las tachas de testigos. 

 
g) Si la resolución que resuelve el incidente establece derechos permanentes en favor de 

las partes, será sentencia interlocutoria, y consiguientemente apelable. 
 
 

Realice ejercicios nº 3 al 5 
 
 
 

CLASE 04 
 

2.2.  Los Incidentes Especiales 
 
 Son aquellas cuestiones accesorias de un proceso que requieren de un pronunciamiento 
especial del tribunal, y cuya tramitación se encuentra sometida a normas especiales que la ley 
en cada caso señala. 
 
                                                 
13 El recurso de reposición “es un recurso ordinario que tiene por objeto obtener del tribunal que dicto un auto o 

decreto, que lo modifique o lo deje sin efecto”. Rene Jorquera Lorca, Síntesis de Derecho Procesal Civil. 
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 Los incidentes especiales que contempla el Código de Procedimiento Civil son: la 
acumulación de autos o procesos, las cuestiones de competencia, las implicancias y 
recusaciones, el privilegio de pobreza, las costas, el desistimiento de la demanda y el 
abandono del procedimiento. 
 
 A continuación, se estudiarán cada uno de ellos en forma pormenorizada. 
 
 

2.2.1. Incidente de Acumulación de Autos 
 
 El incidente de acumulación de autos se encuentra regulado en el Libro I, Título X, 
artículos 92 a 100 del Código de Procedimiento Civil. 
 
 Dicho incidente se define como aquel incidente especial que persigue reunir en una sola 
causa dos o más procesos diferentes que se sustancian separadamente cuando entre éstos se 
presenta alguno de los casos de vinculación jurídica que consagra la ley, a fin de que 
concluyan a través de una sola sentencia. 
 
 En su oportunidad se señaló que cada demandante podía deducir una o más 
pretensiones en contra del demandado; que los demandantes podían ser varios; que los 
demandados en el juicio ordinario de mayor cuantía podían deducir reconvención, todos casos 
que se fundan en el principio de economía procesal. 
 
 Sin perjuicio de que puedan deducirse varias pretensiones en la forma antes indicada, la 
ley ha establecido la acumulación de autos, con la finalidad de evitar la multiplicidad de 
procesos, es decir, por razones de economía procesal y, también con la intención de evitar la 
dictación de resoluciones contradictorias. 
 
 
• Requisitos de Procedencia 
 
 Para que pueda disponerse de la acumulación de autos, la ley ha establecido los 
siguientes requisitos: 
 
a) Debe tratarse de alguno de los casos expresamente señalados en el artículo 92 del Código 

de Procedimiento Civil. Como se estudio anteriormente al tratar de la acción (pretensión), 
ésta tiene tres elementos que son: las partes; el objeto pedido o pretensión propiamente tal; 
y la causa de pedir o fundamento de la pretensión. Para señalar los casos en los cuales 
procede la acumulación de autos o procesos, la ley ha atendido a la vinculación que existe 
en relación con los elementos antes señalados.  

 
 En términos generales, para que pueda disponerse la acumulación de procesos, basta 
que exista la vinculación de dos de los elementos referidos, aunque normalmente concurran 
más. Los casos específicos son los siguientes: 
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1.  Cuando la acción o acciones entabladas en un juicio sean iguales a las que se hayan 
deducido en otro o, cuando unas y otras emanen directa e inmediatamente de los 
mismos hechos.  

 
La ley está aludiendo a la pretensión y a los fundamentos de la misma; es decir, al 

objeto pedido y a la causa de pedir, distinguiendo dos situaciones: 
 

− Las pretensiones y sus fundamentos son iguales.  
 
 

Por Ejemplo 
 

 Dos o más socios demandan en forma separada la nulidad de la sociedad de que 
forman parte, invocando al efecto la misma causal como fundamento. 
 
 
− Las pretensiones y sus fundamentos derivan en un mismo hecho; es decir, el objeto 

pedido y la causa de pedir emanan de un mismo hecho, pero no es necesario que sean 
idénticas.  

 
Por Ejemplo 

 
 Ocurre un accidente automovilístico a consecuencia del cual perece una persona, y 
además se causan daños al vehículo de un tercero. El hecho del cual emanarán las 
pretensiones de los familiares del difunto de que se le indemnicen los perjuicios morales 
sufridos será el mismo que aquél del cual nacerá el derecho del tercero a que se le 
indemnicen los daños materiales de su vehículo; en este caso las pretensiones serán 
diferentes y los fundamentos directos de las mismas también. Por lo tanto, en un caso 
será el fallecimiento de una persona y en el otro los daños de un vehículo. 

 
 
2.  Cuando las personas y el objeto o materia de los juicios sean idénticos, aun cuando las 

acciones sean distintas. 
 

En este caso la ley ha utilizado en forma poco clara la expresión "acciones", debiendo 
entenderse que se está refiriendo al fundamento de la pretensión o causa de pedir. Es decir, 
debe existir identidad legal de personas y de objeto pedido, aun cuando la causa de pedir 
sea diferente.  

 
 

     Por Ejemplo 
 
Una persona deduce acción reivindicatoria en contra de otra, fundando su pretensión 

en que adquirió el dominio en virtud de compraventa seguida de tradición, y en un 
proceso separado interpone otra demanda de reivindicación en la cual la causa de pedir 
la funda en ser titular del dominio por haberlo adquirido por sucesión por causa de 
muerte. 
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3. En general, siempre que la sentencia que haya de pronunciarse en un juicio deba 
producir la excepción de cosa juzgada en otro. 

 
Aun cuando la redacción de este tercer caso pareciera señalar que es necesaria la triple 

identidad, ello no es así, toda vez que en ese evento lo procedente sería deducir excepción 
de litis pendencia14 por encontrarse ambos procesos en tramitación. En este caso se alude 
a aquellas situaciones en que lo que se resuelva en un proceso podrá dar por establecido 
alguno de los hechos discutidos en el otro, o llegar a una conclusión incompatible.  

 
 

Por Ejemplo 
 

 Paula demanda a Beatriz el pago de una indemnización de perjuicios fundado en que 
el inmueble de propiedad de éste se derrumbó y dañó su casa que es vecina y al mismo 
tiempo existe otro proceso en el que Beatriz es demandada de reivindicación de dominio 
del inmueble. Si se dicta sentencia en este último proceso estableciendo que Beatriz no 
es la dueña del inmueble, no podrá exigírsele el pago de la indemnización.  
 
 
 Otro ejemplo, para esclarecer la situación anterior sería el siguiente: 
 
 
 
      Por Ejemplo 
 
 Lo mismo sucede si una persona demanda a otra por el cumplimiento de un contrato 
de compraventa, y en otro proceso paralelo demanda la resolución del mismo. Si se dicta 
sentencia declarando la resolución del contrato, ella hará cosa juzgada en lo referente al 
cumplimiento del contrato de compraventa. 
 
 

a) Los procesos deben estar sujetos a un mismo procedimiento: esto se establece porque 
una vez acumuladas las causas, deberán seguir sustanciándose conjuntamente y si están 
sometidos a procedimientos diferentes ello no será posible. Así lo establece el artículo 95 
del Código de Procedimiento Civil. 

 
b) Los procesos deben encontrarse en instancias análogas: es decir, ambos deben 

encontrarse en primera o segunda instancia; es decir, ante tribunales de igual jerarquía. 
 
 
 
 
 
 

                                                 
14 Existe litis pendencia cuando existe otro proceso pendiente seguido entre las mismas partes, con el mismo     

objeto pedido y la misma causa de pedir. 
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• Tramitación 
  

Podrá ser solicitada por todo aquél que haya sido admitido como parte legítima de 
cualquier proceso de los que estén en juego; sin perjuicio de ello, si los diferentes procesos se 
encuentran sustanciados en el mismo tribunal, éste podrá de oficio15 disponer la acumulación.  

 
A continuación, se verán las etapas en las cuales se puede solicitar la acumulación de 

los autos: 
 

− Proceso en el cual debe solicitarse la acumulación: dicha acumulación debe solicitarse ante 
el tribunal al cual le corresponda continuar conociendo de los procesos una vez que éstos 
se acumulen. Conforme a lo señalado en el artículo 96 del Código de Procedimiento Civil, la 
determinación de este tribunal dependerá si los procesos se siguen ante juzgados de igual o 
distinta jerarquía; si son de igual jerarquía, el más nuevo, acumulará al más antiguo; en 
caso contrario, se acumulará al de mayor jerarquía. 

  
− Oportunidad que puede solicitarse la acumulación: debe solicitarse en cualquier estado del 

proceso, antes de la dictación de la sentencia de término, es decir, de la que ponen fin a la 
última instancia, como lo señala el artículo 98 del Código de Procedimiento Civil. 
Tratándose de juicios ejecutivos, ella debe solicitarse antes del pago de la obligación.  

 
− Tramitación propiamente tal: ésta es la misma que la del incidente ordinario, toda vez que el 

juez debe conferir traslado por tres días a la contraparte, para que ésta haga valer sus 
derechos; sin embargo, en este caso la ley dispone que deberá resolver vencido el plazo de 
tres días, haya o no respuesta, trayendo todos los expedientes a la vista, cuando ellos se 
encuentren en el mismo tribunal; en caso contrario, dicho trámite es facultativo, ya que la ley 
señala que el juez "podrá" disponerlo; es decir, en esta incidencia no se contempla la 
posibilidad de recibir la causa a prueba, lo anterior por la naturaleza misma de la cuestión 
debatida. 

 
  La resolución que falla este incidente de acumulación de autos es apelable, toda vez que 

es una interlocutoria, puesto que falla una incidencia estableciendo derechos permanentes 
en favor de las partes. La apelación en todo caso se concederá en el sólo efecto devolutivo.  

 
 
• Efectos de la Acumulación de Autos 
 
 Los efectos que produce el incidente de acumulación de autos son los siguientes: 
 
− Deberán acumularse ante el tribunal que lleva el proceso más antiguo, si son tribunales de 

igual jerarquía o, en caso contrario, ante aquél que sea de mayor jerarquía. 
 

                                                 
15 Trámite o diligencia judicial que se inicia sin necesidad de actividad de parte interesada, es decir, no es a  

instancia de parte, sino de oficio por el tribunal. 
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− La competencia se radica ante el tribunal al cual se acumulan los procesos, alterándose de 
este modo, de acuerdo a la regla general del artículo 109 del Código Orgánico de 
Tribunales relativa a la radicación. 

 
− Cuando se de lugar al incidente de acumulación de autos, los procesos que estén más 

avanzados se paralizarán en el estado en que se encuentren, hasta que los más atrasados 
lleguen a dicha etapa.  

 
 

Por Ejemplo 
 

 Si una de las causas se encontraba en estado de evacuar la réplica, y el que se 
acumula se encuentra en el estado de evacuar la dúplica, el segundo se paraliza hasta que 
en el primero de traslado para la dúplica, de forma tal que ambas causas pueden seguir 
adelante en forma conjunta. 

 
 
 

Realice ejercicios nº 6 al 8 
 
 

CLASE 05 
 

2.2.2. Incidente de las Cuestiones de Competencia 
 
 El incidente de las cuestiones de competencia se encuentra regulado en el Libro I, Título 
XI, artículos 101 a 112 del Código de Procedimiento Civil. 
 
 Son incidentes especiales promovidos normalmente por la parte demandada en un 
proceso, a través de los cuales se hace valer la incompetencia de un tribunal, solicitando que el 
asunto se radique ante otro que él estima legalmente competente. 
 
 Las cuestiones de competencia se diferencian de las contiendas de competencia, en que 
estas últimas son promovidas directamente y de oficio por los tribunales, mientras que las 
cuestiones de competencia son incidentes que promueve normalmente la parte demandada. 
Ahora si la demandada reconviene, el demandante podrá formular cuestiones de competencia 
respecto de la reconvención, pero en este caso como demandado reconvencional. 
 
 Sin perjuicio de lo anterior, las cuestiones de competencia podrán ser promovidas por 
cualquier persona que tenga derecho a ser parte en el proceso, incluso por un tercero. 
 
 Las cuestiones de competencia podrán referirse tanto a la competencia absoluta como a 
la relativa; tratándose de la relativa, debe recordarse que ella debe ser alegada por el 
demandado antes de efectuar cualquier gestión útil, por cuanto en caso contrario operaría la 
prórroga tácita. 
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  Las cuestiones de competencia pueden promoverse por dos vías: la inhibitoria y la 
declinatoria, las cuales serán estudiadas a continuación en forma detallada. 

 
 

A.  Inhibitoria 
 

 Es aquel incidente de competencia, en el cual la parte recurre ante el tribunal que estima 
competente para conocer del asunto, solicitándole que éste dirija un oficio a aquél que se 
encuentra conociendo de la causa, pidiéndole que se inhiba de seguir conociendo de ella y le 
remita los antecedentes. 
 
 De la definición señalada se advierte que para encontrarse ante este tipo de incidentes 
es necesario que se cumplan los siguientes requisitos: 
 
− Que un tribunal esté conociendo de un proceso determinado. 
 
− Que el demandado u otra parte que no sea quien interpuso la demanda, estime que ese 

tribunal es incompetente y por ello comparezca ante aquél que él estima competente. 
 
− Que el tribunal competente solicite un oficio al que está conociendo del proceso 

(incompetente), pidiéndole que se abstenga de seguir conociendo del mismo y que le remita 
los antecedentes del proceso. 

 
 
• Tramitación  
 
 La inhibitoria que es una vía para promover el incidente de las cuestiones de 
competencia se tramita de la siguiente manera: 
 

a) El interesado deberá concurrir al tribunal que estima competente y presentar una 
solicitud en la que pida la inhibitoria, solicitud a la cual deberá acompañar los 
documentos en los cuales funda su petición o pedir en ese escrito que se reciban los 
testimonios correspondientes. 

 
b) Recibida la petición, el tribunal, con el mérito de lo expuesto en ella y de los antecedentes 

acompañados o que se le suministren; así como aquellos que ordenen agregar de oficio, 
resolverá la petición dando lugar a ella o denegándola. 

 
c)  Si la solicitud es denegada, esa resolución podrá ser apelada por el solicitante, recurso 

que será conocido por el mismo tribunal al cual habría correspondido el conocimiento de 
una contienda de competencia; es decir, si los superiores jerárquicos de los tribunales 
en juego siendo de una misma jerarquía son diferentes, conocerá el superior jerárquico 
del de mayor jerarquía. 

 
d)  En cambio, si el tribunal accede a la petición, remitirá el oficio solicitado, pidiendo al 

tribunal que está conociendo del asunto que se inhiba y le remita los antecedentes. A 
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este oficio se acompañará la transcripción de los antecedentes que se consideró para 
resolver. 

 
 

e)  Recibido el oficio, el tribunal que está conociendo del proceso oirá a la parte que litiga 
ante él, es decir, le conferirá traslado de la petición y, con el mérito de lo que esa parte 
exponga, así como de los antecedentes que acompañe y de los que el tribunal ordene 
agregar de oficio, éste se pronunciará accediendo o no a la inhibitoria. 

 
f)   En caso de acceder a la inhibitoria, se remitirán los antecedentes al otro tribunal, a fin de 

que éste continúe conociendo del proceso. Si ésta resolución que accede a la inhibitoria 
es apelada, la apelación la conocerá el tribunal al cual le corresponda conocer. Si los 
tribunales en juego dependen de distinto superior jerárquico conocerá el superior 
jerárquico del que dictó la resolución recurrida. 

 
g)  Si el requerido no da lugar a la inhibitoria, comunicará su resolución al requirente y 

ambos elevarán los antecedentes pertinentes, con citación de la parte que litiga ante 
cada uno de ellos, al tribunal llamado a conocer de la contienda que en ese momento se 
suscita. Mientras se resuelve la contienda, continuará conociendo del asunto el tribunal 
ante el cual se ha encontrado el proceso, sin perjuicio de que si en definitiva se resuelve 
que no es competente, todo lo obrado ante él quede nulo. 

 
h) El tribunal que conozca de las apelaciones antes señaladas o de la contienda, declarará 

cuál es el tribunal competente, o si ninguno de ellos lo es; y remitirá los antecedentes al 
que estime competente. Para resolver el superior jerárquico citará a ambos litigantes, 
pudiendo pedir los informes que estime pertinentes y eventualmente recibir la causa a 
prueba. Además si los tribunales en juego tienen diferente competencia, se escuchará al 
Fiscal. 

 
  De acuerdo a lo anterior, no es apelable la resolución del requirente que accede a la 

petición de inhibitoria, ya que en este caso el afectado tendrá la posibilidad de apelar 
posteriormente de la resolución de su tribunal que accede a la petición del requirente. Por 
otro lado, la resolución que rechaza la inhibitoria trae como consecuencia la contienda de 
competencia, la que deberá ser conocida por el superior jerárquico. 

 
 

B. Declinatoria 
 
 Es aquel incidente de competencia que se formula ante el tribunal que está conociendo 
del asunto y que se estima incompetente, solicitándole que deje de conocer del proceso y 
remita los antecedentes al otro tribunal que se estima competente. 
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• Tramitación 
 

a)  El interesado deberá presentar una solicitud ante el tribunal que está conociendo del 
asunto, haciéndole presente que él es incompetente y que debe remitir los antecedentes 
a otro tribunal competente. 

 
b)  De esta petición se dará traslado por tres días a la contraria y, con el mérito de lo que 

ella exponga resolverá el tribunal, salvo que estime necesario recibir la incidencia a 
prueba, caso en el cual abrirá un término probatorio de ocho días. 

 
c)  Esta incidencia puede plantearse como excepción dilatoria o en forma posterior; sin 

embargo, si la incompetencia alegada es relativa y no ha sido reclamada antes de 
contestar la demanda, se producirá la prórroga tácita de ésta. 

 
d)  La resolución que resuelve la declinatoria de competencia es apelable en ambos efectos 

si se acoge, y en el solo efecto devolutivo si es rechazada. 
 

e)  Mientras se encuentre pendiente el incidente de declinatoria, se suspenderá el curso de 
la causa principal, pero el tribunal podrá dictar aquellas resoluciones que sean de 
carácter urgente. 

 
 
C. Paralelo entre la Declinatoria y la Inhibitoria 
 
 Una vez analizadas las dos vías de promover las cuestiones de competencia, se puede 
realizar un paralelo entre ambas, obteniéndose lo siguiente: 
 
− Ambos son incidentes especiales relativos a la competencia. 
 
− La inhibitoria se plantea ante el tribunal que se estima competente; y la declinatoria ante el 

que se cree incompetente. 
 
− La declinatoria da origen a un incidente de previo y especial pronunciamiento, ya que el 

artículo 112 inciso 1° del Código de Procedimiento Civil señala que se suspenderá el curso 
de la causa principal mientras se sustancie este incidente; en cambio, la inhibitoria no 
suspende la sustanciación, sin perjuicio de que posteriormente, si se acoge la inhibitoria, se 
declare nulo todo lo obrado ante el tribunal incompetente. 

 
− La inhibitoria se sustancia ante dos tribunales, mientras que la declinatoria ante uno solo. 
 
− La declinatoria y la inhibitoria son antagónicas, de forma tal que no pueden ser empleadas 

simultánea ni sucesivamente y, además, las partes que hubieren optado por una de estas 
vías no podrán renunciar a una de ella, y luego iniciar la otra. 
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− En materia civil, una vez declarada la incompetencia de un tribunal, sea por declinatoria o 
inhibitoria, todo lo obrado ante el incompetente será nulo, por haber faltado un presupuesto 
procesal de validez. 

 
− En la inhibitoria, cuando el tribunal requerido no da lugar a la incompetencia, siempre se 

generará contienda de competencia y será necesario la remisión de todos los antecedentes 
ante el superior jerárquico, para que éste resuelva; en cambio, tratándose de la declinatoria, 
si el tribunal requerido no da lugar a ella no se generará contienda alguna, toda vez que las 
gestiones se realizan sólo ante él. 

 
 

Realice ejercicios Nº 9 al 12 
 
 

CLASE 06 
 

2.2.3.  Incidente de las Implicancias y Recusaciones 
 

 El incidente de las implicancias y las recusaciones se encuentra regulado en el Libro I, 
Título XII, artículos 113 a 128 del Código de Procedimiento Civil. 
 
 Las implicancias y las recusaciones son ciertos hechos o circunstancias que pueden 
concurrir respecto de los jueces en general, así como de los auxiliares de la Administración de 
Justicia y de los peritos judiciales, de los cuales la ley presume una falta de imparcialidad de la 
persona a quien le afecta para juzgar o intervenir en el mismo (implicancia), o faculta a la parte 
a quien podría perjudicar esta presunta falta de imparcialidad para solicitar, en el procedimiento 
correspondiente, se disponga esta prohibición respecto de ese negocio específico (recusación). 
 
 Las causales de implicancia y recusación se encuentran señaladas en forma detallada 
en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales. Cuando se da alguna de ellas, la 
vía que corresponde a la parte que le afecta, a fin de que la inhabilidad sea declarada y 
consecuencialmente produzca sus efectos, es la de deducir la incidencia correspondiente, cuya 
tramitación la señala el Código de Procedimiento Civil. 
 
 
A. Los Incidentes de Implicancias 
 
 El juez, ministro o abogado integrante, al tomar conocimiento de que le afecta algún 
hecho constitutivo de causal de implicancia en relación con un proceso del que le 
corresponderá conocer, deberán de inmediato dejar constancia de ello en el expediente. Si se 
trata de tribunal unipersonal, el mismo juez se declarará a continuación inhabilitado para 
conocer del asunto; en cambio, tratándose de miembros de tribunales colegiados, esta 
declaración, conforme lo dispone el artículo 116 del Código de Procedimiento Civil será 
efectuada por el tribunal del cual forman parte. 
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 Son causales de implicancias las que señala el artículo 195 del Código Orgánico de 
Tribunales, a saber: 
 
1.  Ser el juez parte en el pleito o tener en él interés personal, salvo lo dispuesto en el número 

18 del artículo siguiente. 
  
2.  Ser el juez consorte o pariente consanguíneo legítimo en cualquiera de los grados de la 

línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, o ser padre o hijo natural o 
adoptivo de alguna de las partes o de sus representantes legales. 

 
3.  Ser el juez tutor o curador de alguna de las partes, o ser albacea de alguna sucesión, o 

síndico de alguna quiebra, o administrador de algún establecimiento, o representante de 
alguna persona jurídica que figure como parte en el juicio. 

 
4. Ser el juez ascendiente o descendiente legítimo, padre o hijo natural o adoptivo del 

abogado de alguna de las partes. 
 
5.  Haber sido el juez abogado o apoderado de alguna de las partes en la causa actualmente 

sometida a su conocimiento. 
 
6. Tener el juez, su consorte, ascendientes o descendientes legítimos padres o hijos 

naturales o adoptivos, causa pendiente en que deba fallar como juez alguna de las partes. 
 
7. Tener el juez, su consorte, ascendientes o descendientes legítimos, padres o hijos 

naturales o adoptivos, causa pendiente en que se ventile la misma cuestión que el juez 
debe fallar. 

 
8.  Haber el juez manifestado su dictamen sobre la cuestión pendiente con conocimiento de 

los antecedentes necesarios para pronunciar sentencia. 
 
9.  Ser el juez, su consorte, o alguno de sus ascendientes o descendientes legítimos, padres 

o hijos naturales o adoptivos, herederos instituidos en testamento por alguna de las 
partes. 

 
 
 Si un juez, un ministro, u otros, que se encuentran afectados por hechos que configuran 
alguna causal de implicancia no lo estiman así, la parte afectada deberá deducir la 
correspondiente incidencia, conforme a las siguientes normas: 

 
 

• Tribunal Competente 
 

 Aún cuando se trata de una cuestión accesoria del proceso, de las cuales normalmente 
conoce el mismo tribunal en virtud de la regla de la extensión, la ley ha señalado algunas 
variantes, de acuerdo a la naturaleza de esta incidencia. 
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− Si la implicancia se deduce en contra del juez de un tribunal unipersonal, conocerá el 
mismo, así lo señala el artículo 202 Código Orgánico de Tribunales. 

 
− Si se interpone en contra de algún miembro del tribunal colegiado, conocerá el mismo 

tribunal del cual forma parte, con exclusión del afectado, así lo establece el artículo 203 
Código Orgánico de Tribunales. 

 
− Si la implicancia se deduce respecto de algún otro funcionario, conocerá de ella el tribunal 

ante el cual el funcionario debe intervenir, así lo disponen los artículos 491 Código Orgánico 
de Tribunales y 117 Código de Procedimiento Civil. 

 
 
• Oportunidad en que debe Solicitarse 

 
 La incidencia de implicancia deberá plantearla la parte interesada antes de realizar 
cualquier gestión relativa al fondo del asunto, o antes de que comience a actuar la persona en 
contra de la cual se dirige, con el objeto de evitar la nulidad de los actos procesales en que 
éstas intervengan. Sin embargo, dada la naturaleza de las implicancias, ellas pueden ser 
planteadas posteriormente, es decir, en este caso no hay preclusión pero si se incurre en 
multa, salvo que la causal sea sobreviniente o se compruebe que la parte no tenía 
conocimiento de la existencia de los hechos que la constituyen.  
 
 Por otra parte, es necesario recordar que tratándose de jueces árbitros, éstos sólo 
pueden ser inhabilitados por implicancia constituida por hechos sobrevinientes, cuando el 
nombramiento lo han efectuado las partes de común acuerdo.  
 
 
• Tramitación Propiamente Tal 
 
 La parte que deduzca la incidencia deberá formular la petición por escrito, al cual deberá 
adjuntar una boleta de consignación previa por las sumas que señala el artículo 118 del Código 
de Procedimiento Civil, cuando se refiera a alguna de las personas que desempeñan los cargos 
que esa disposición señala, salvo que la parte goce de privilegio de pobreza. La omisión de 
esta consignación importa la inadmisibilidad de la incidencia. 
 
 En este escrito deberá indicarse en forma precisa los hechos que constituyen la causal 
que se invoca, los que deberán ser especificados claramente; además se adjuntarán las 
pruebas pertinentes o se ofrecerán. 
 
 Recibido el escrito, el tribunal examinará previamente si se ha adjuntado la boleta de 
consignación, cuando ello proceda, si los hechos se encuentran claramente descritos y si los 
mismos constituyen o no la causal legal que se invoca; si no se reúne alguno de estos 
requisitos, se desechará la solicitud de plano. 
 
 Si el escrito cumple con los requisitos, el tribunal declarará bastante la causal y admitirá 
el incidente a tramitación. Este estudio que efectúa el tribunal para admitir o no la incidencia a 
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tramitación se denomina comúnmente "bastanteo"16. En ese momento, y si además constan al 
tribunal los hechos en que se funda la implicancia o ellos aparecen de los antecedentes 
acompañados o de aquellos que el tribunal manda agregar de oficio, procederá a declarar la 
implicancia sin más trámite. 
 
 Si el tribunal estima que se reúnen los requisitos, pero los hechos no aparecen probados 
en la forma que en derecho produce; conferirá traslado de la incidencia a la contraparte, 
prosiguiéndose con los trámites del incidente ordinario, formándose cuaderno separado, es 
decir, sin suspender la tramitación de la cuestión principal. 
 
 Si la implicancia es acogida de plano, el funcionario afectado por ella quedará de 
inmediato inhabilitado para actuar en el asunto; en todo caso, si la causal es declarada 
bastante, desde ese momento y hasta que la incidencia sea resuelta, el funcionario deberá 
abstenerse de actuar y el proceso será sustanciado por el subrogante legal, en caso de que se 
trate de tribunal unipersonal o por el tribunal colegiado con exclusión del ministro inhabilitado. 
Si se trata de otros funcionarios, ellos serán subrogados y reemplazados por quien 
corresponda en cada caso. 
 
 Si la incidencia es rechazada, se condenará en costas al solicitante y además se 
aplicará una multa no inferior a la mitad ni superior al doble de la consignación. 
 
 Si la tramitación del incidente se paraliza por más de diez días sin que la parte que lo 
promovió efectúe las gestiones pertinentes para ponerlo en estado de ser fallado, el tribunal de 
oficio declarará el abandono, con citación del solicitante. 
 
 Sólo procede la apelación en contra de la sentencia interlocutoria que resuelve la 
incidencia de implicancia cuando ella es pronunciada por un tribunal unipersonal desechando la 
implicancia, apelación que será conocida por el superior jerárquico; tratándose de jueces 
árbitros de 2ª instancia conocerá la Corte de Apelaciones respectiva. 
 
 

Realice ejercicios nº 13 al16 
 
 
 

CLASE 07 
 

B. El Incidente de Recusación 
 
 A diferencia de lo que sucede con las implicancias, los jueces y ministros se encuentran 
obligados a dejar constancia en el proceso, tan pronto tengan conocimiento de la existencia de 
algún hecho que constituya a su respecto causal de recusación. El artículo 125 del Código de 
Procedimiento Civil dispone que estos hechos deberán ser puestos en conocimiento de la parte 
a la cual podría afectar la presunta falta de imparcialidad, a fin de que ésta deduzca dentro del 

                                                 
16 Declaración de considerar suficiente un documento o poder para el que fue otorgado. 



 

 31
 

Instituto Profesional Iplacex 

término de cinco días el correspondiente incidente, bajo apercibimiento de tenérsele por 
renunciado a la recusación si no lo hace en dicho plazo. En todo caso, durante esos cinco días 
el magistrado respectivo queda provisoriamente inhabilitado para intervenir en el asunto.  
 
  Son causales de recusación las que señala el artículo 196 del Código Orgánico de 
Tribunales, las cuales se mencionan a continuación: 
 
1. Ser el juez pariente consanguíneo simplemente ilegítimo en toda la línea recta y en la 

colateral hasta el cuarto grado inclusive, o consanguíneo legítimo en la línea colateral 
desde el tercero hasta el cuarto grado inclusive, o afín hasta el segundo grado también 
inclusive, de alguna de las partes o de sus representantes legales. 

 
2.   Ser el juez ascendiente o descendiente ilegítimo, hermano o cuñado legítimo o natural del 

abogado de alguna de las partes. 
 
3.    Tener el juez superior alguno de los parentescos designados en el inciso precedente o en 

el número 4 del artículo 195 del Código Orgánico de Tribunales, con el juez inferior que 
hubiere pronunciado la sentencia que se trata de confirmar o revocar. 

 
4.   Ser alguna de las partes sirviente, paniaguado o dependiente asalariado del juez, o 

viceversa. 
 
5.   Ser el juez deudor o acreedor de alguna de las partes o de su abogado; o serlo su 

consorte o alguno de sus ascendientes, descendientes o parientes colaterales dentro del 
segundo grado. Sin embargo, no tendrá aplicación la causal del presente número si una 
de las partes fuere alguna de las instituciones de previsión fiscalizadas por la 
Superintendencia de Seguridad Social, la Asociación Nacional de Ahorro y Préstamo, o 
uno de los Servicios de Vivienda y Urbanización, a menos que estas instituciones u 
organismos ejerciten actualmente cualquier acción judicial contra el juez o contra alguna 
otra de las personas señaladas o viceversa. 

 
6.  Tener alguno de los ascendientes o descendientes simplemente ilegítimos del juez o los 

parientes colaterales del mismo dentro del segundo grado, causa pendiente que deba 
fallar como juez alguna de las partes. 

 
7.  Tener alguno de los ascendientes o descendientes simplemente ilegítimos del juez o los 

parientes colaterales del mismo dentro del segundo grado, causa pendiente en que se 
ventile la misma cuestión que el juez deba fallar. 

 
8.   Tener pendiente alguna de las partes pleito civil o criminal con el juez, con su consorte, o 

con alguno de sus ascendientes, descendientes o parientes colaterales dentro del 
segundo grado. Cuando el pleito haya sido promovido por alguna de las partes, deberá 
haberlo sido antes de la instancia en que se intenta la recusación. 

 
9.  Haber el juez declarado como testigo en la cuestión actualmente sometida a su 

conocimiento. 
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10   Haber el juez manifestado de cualquier modo su dictamen sobre la cuestión pendiente,  
siempre que lo hubiere hecho con conocimiento de ella. 

 
11.  Ser alguno de los ascendientes o descendientes ilegítimos del juez o alguno de sus 

parientes colaterales dentro del segundo grado, instituido heredero en testamento por 
alguna de las partes. 

 
12.   Ser alguna de las partes heredero instituido en testamento por el juez. 
 
13.  Ser el juez socio colectivo, comanditario o de hecho de alguna de las partes, serlo su 

consorte o alguno de los ascendientes o descendientes del mismo juez, o alguno de sus 
parientes colaterales dentro del segundo grado. 

 
14.  Haber el juez recibido de alguna de las partes un beneficio de importancia, que haga 

presumir empeñada su gratitud. 
 
15.  Tener el juez con alguna de las partes amistad que se manifieste por actos de estrecha 

familiaridad. 
 
16.  Tener el juez con alguna de las partes enemistad, odio o resentimiento que haga 

presumir que no se halla revestido de la debida imparcialidad. 
 
17.   Haber el juez recibido, después de comenzado el pleito, dádivas o servicios de alguna de 

las partes, cualquiera que sea su valor o importancia. 
18.   Ser parte o tener interés en el pleito una sociedad anónima de que el juez sea accionista. 
 
 
 El artículo 124 del Código de Procedimiento Civil señala que antes de plantear la parte la 
incidencia de recusación, ella puede concurrir ante el magistrado o tribunal colegiado del que 
éste forma parte, solicitándole que declare la recusación sin más trámite, para lo cual le 
expondrá los fundamentos pertinentes. Si el juez o el tribunal colegiado del cual éste forma 
parte no estiman pertinente la recusación amistosa, el interesado deberá deducir la incidencia 
pertinente. 
 
 Cabe señalar, que la recusación dependiendo sobre quien se deduzca o interponga, 
será competente de un determinado tribunal, lo cual es señalado a través de la figura siguiente: 
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Figura Nº 7: Tribunal Competente de acuerdo al tipo de Recusación 
 

 
 
  Si se deduce contra un juez        Es competente la Corte de Apelaciones 
         Respectiva 
 
  
 Si se interpone en contra de un       Será competente la Corte Suprema 
         Ministro de Corte de Apelaciones 
 
  
     Si se deduce en contra de          El tribunal competente será la    
    Ministros de Corte Suprema        Corte de Apelaciones de Santiago 
 
  
   Si se deduce en contra de un        Será competente el Juez de letras 
              Juez Árbitro      respectivo 
 
  
      Si se trata de algún otro         Será competente el tribunal que conoce 
          funcionario            el proceso en el cual interviene el 
        funcionario recusado 
 
 
 
• Oportunidad en que debe Alegarse 
 
 Al igual que la implicancia, la recusación debe ser alegada antes de realizar cualquier 
actuación relativa al fondo del asunto, salvo que sea causal sobreviniente o se acredite que la 
parte no estaba en conocimiento de los hechos que constituyen la causal. Si no se alega 
oportunamente, precluirá el derecho, es decir, aquí no se aplica multa como en las implicancias 
en atención a que la recusación no es de orden público y consecuencialmente puede 
renunciarse a ella tácitamente. 
 
• Tramitación Propiamente Tal 
 
 El resto de la tramitación es igual a la de las implicancias, con la salvedad de que son 
apelables sólo las resoluciones interlocutorias que dicta un tribunal unipersonal aceptando una 
recusación amistosa o declarándose de oficio inhabilitado por alguna causal de recusación. 

 
 

C. Paralelo entre las Implicancias y las Recusaciones 
 
 Realizando un análisis paralelo entre las implicancias y las recusaciones, se obtienen las 
siguientes conclusiones: 
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− La implicancia importa una prohibición absoluta para la persona afectada por los hechos 
que constituyen la causal. Se sanciona por el artículo 224 del Código Penal, en relación con 
el artículo 227 del mismo cuerpo legal, a quienes "con manifiesta implicancia que les sea 
conocida y sin haberla hecho saber previamente a las partes" fallaren en algún proceso o 
intervinieren en alguna actuación inherente al cargo. En las recusaciones en cambio, como 
los hechos que la constituyen son de menor gravedad, la ley señala que ellas deben ser 
alegadas por las partes a las que pueda afectar la presunta falta de imparcialidad, quienes 
pueden renunciar en forma expresa o tácita a ellas. Es decir, las recusaciones, a diferencia 
de las implicancias no son de orden público. 

 
− De las implicancias, tratándose de tribunales unipersonales, conoce el mismo juez a quien 

le afecta la causal que se invoca; en los tribunales colegiados conocerá de este incidente el 
tribunal del cual forma parte el recusado, sin la participación de éste. De los incidentes de 
recusación conoce el tribunal superior. 

 
− Las implicancias pueden y deben ser declaradas de oficio por el juez; de los hechos 

constitutivos de causales de recusación sólo es necesario que el afectado las haga 
presente, a fin de que la parte a quienes puedan afectar formule la incidencia respectiva 
siempre que lo estime pertinente. 

 
− En contra de las sentencias de los jueces afectados por causales de implicancia puede 

deducirse recurso de casación en la forma, sin necesidad que la implicancia haya sido 
declarada; en cambio, si el juez se encuentra afectado por hechos constitutivos de causal 
de recusación, para que pueda admitirse la casación es necesario que esa recusación haya 
sido declarada. 

 
 
D. Otros Aspectos Comunes a Implicancias y Recusaciones 
 
 Si existen varios demandantes o varios demandados, las implicancias y recusaciones 
deducidas por uno de ellos no puede ser renovada por los otros, a menos que se trate de 
alguna causal personal del recusante, como por ejemplo enemistad con la parte. 
 
 En el caso de la recusación de abogados integrantes, los abogados integrantes de las 
Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema pueden ser inhabilitados por vía de recusación 
sin necesidad de expresar causa, por el solo hecho de presentarse el escrito correspondiente o 
hacerlo presente al relator en forma verbal. Este derecho no podrá ejercerse sino hasta 
respecto de dos abogados integrantes en cada proceso, no obstante cualquiera que sea el 
número de partes de él. La ley no señala en forma expresa que cada parte pueda recusar una 
sola vez, de tal forma que puede ocurrir que una misma parte agote este derecho ejerciéndolo 
dos veces sucesivas, así lo dispone el artículo 198 inciso 2° Código Orgánico de Tribunales. 
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2.2.4. El Privilegio de Pobreza 
 
 El incidente de Privilegio de Pobreza se encuentra regulado en el Libro I, Título XIII, 
artículos 129 a 137 del Código de Procedimiento Civil. 
 
 En términos generales, el privilegio de pobreza es aquella institución en virtud de la cual 
la ley concede a las personas de escasos recursos el beneficio de quedar exentos de pagos 
que normalmente se deben efectuar ya sea a abogados, procuradores, y a algunos auxiliares 
de la Administración de Justicia; así como otros desembolsos por concepto de consignaciones 
en los procedimientos. 
 
 Este beneficio en algunos casos lo otorga la ley en forma directa a personas respecto de 
las cuales, por el hecho de encontrarse en determinadas situaciones se presume que son 
pobres. 
 

Por Ejemplo 
 

 Los defendidos por alguna Corporación de Asistencia Judicial, los demandantes en 
juicios de alimentos, los imputados o acusados, entre otros. 
 

  
 Además, el privilegio de pobreza puede ser otorgado por el tribunal respectivo, por lo 
tanto, lo que éste debe hacer es, por medio de una resolución, resolver precisamente el 
incidente de privilegio de pobreza. 
 
 En consecuencia, el incidente de privilegio de pobreza es aquel incidente especial por el 
cual una persona de escasos recursos solicita al tribunal que lo declare pobre y que, como 
consecuencia de ello, quede exento del pago de honorarios, derechos, consignaciones, entre 
otros. 
 
 Tratándose de abogados, procuradores o funcionarios, se establecen turnos mensuales 
para atender a las personas que gozan de privilegio de pobreza. Los desembolsos por 
concepto de consignaciones que se deban efectuar en algunos procesos no proceden respecto 
de las personas que han sido declaradas pobres. 
 
• Características 
 
 Las características que presenta el Incidente de Privilegio de Pobreza son: 
 
− Es un incidente especial. 
 
− Debe ser promovido en el mismo proceso y ante el mismo tribunal que conoce del asunto, 

conforme a las normas generales; sin embargo, siempre deberá ser ante el tribunal que 
conozca del asunto en primera o en única instancia, así lo señala el artículo 130 del Código 
de Procedimiento Civil. Sin embargo, cuando existen varios procesos seguidos entre las 
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mismas partes, cuyo conocimiento corresponde al mismo tribunal, podrá solicitarse el 
privilegio para todos esos procesos al mismo tiempo, por razones de economía procesal. 

 
  Por otra parte, cabe destacar que, si bien el privilegio debe solicitarse ante el juez que 

conoce del asunto en única o primera instancia, ello sólo se refiere al tribunal competente y 
no a la oportunidad procesal para pedirlo. Así, el proceso puede estar en apelación en la 
Corte de Apelaciones y la parte solicitar al juez de 1ª  instancia el privilegio de pobreza. 

 
− Puede solicitarse también antes de la iniciación del proceso, lo que vendrá a constituir una 

forma especial de medida prejudicial preparatoria.  
 
− Este incidente se tramita en cuaderno separado, según lo dispone el artículo 131 del Código 

de Procedimiento Civil, lo que significa que no es de previo y especial pronunciamiento y 
que, consiguientemente, no suspende la tramitación del asunto principal. 

 
− La resolución que falla la incidencia puede ser dejada sin efecto cuando se justifiquen 

circunstancias que habrían bastado para denegarlo; por otro lado, puede otorgarse privilegio 
de pobreza después de haberse rechazado, si se prueba un cambio de fortuna o 
circunstancias que autoricen esta concesión.  

 
− Conforme a lo señalado, la resolución que resuelve esta incidencia no establece derechos 

permanentes en favor de las partes. Sin embargo algunos sostienen que es interlocutoria. 
 
 
• Tramitación 
 
 La parte interesada deberá presentar al tribunal una solicitud en la cual indicará los 
fundamentos de su petición, ofreciendo además rendir información para acreditar esos 
fundamentos. 
 
 El tribunal resolverá la solicitud ordenando se rinda la información solicitada, con 
citación; es decir, dará lugar a recibir la citación pasado tres días, siempre que la parte contraria 
no se oponga en ese plazo. 
 
 Si la parte demandada en la incidencia nada dice en el plazo señalado, se rendirá la 
información correspondiente y se agregarán al proceso las restantes pruebas que aporte el 
peticionario o que el tribunal mande agregar, conforme lo señala el artículo 132 inc.1° del 
Código de Procedimiento Civil y, posterior a ello, el juez resolverá la incidencia. 
 
 Si la contraparte se opone, el juez dará traslado y luego se procederá de acuerdo con 
las reglas de los incidentes ordinarios. 

 
La resolución que se dicte es apelable y, conforme a las normas generales, la apelación 

se concederá en el solo efecto devolutivo. 
 

Realice ejercicios nº 17 al 20 
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CLASE 08 
 

2.2.5. Incidente de las Costas 
 
 El incidente de las Costas se encuentra regulado en el Libro I, Título XIV, artículos 138 a 
147 del Código de Procedimiento Civil. 
 
 Normalmente en todo proceso se originan gastos que debe solventar la parte, a fin de 
poder hacer valer convenientemente sus derechos; todos estos gastos, salvo los que dicen 
relación con las consignaciones exigidas por la ley en determinados casos, reciben en forma 
genérica el nombre de costas. No se incluyen las consignaciones, en atención a que ellas son 
exigidas por la ley para prevenir gestiones maliciosas, en forma tal que si la gestión es 
rechazada, esa consignación pasa a ser estimada como importe de una multa; por el contrario, 
si la gestión es acogida, el monto de ella es restituido. 
 
 Las costas se clasifican de la forma como se muestra en la tabla siguiente: 
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Tabla Nº 1: Las Costas y su Clasificación 
 
 
 

 
Tipo Descripción 

Costas Personales y Procesales 

Son personales las correspondientes a los 
honorarios de abogado y procurador; 
procesales las restantes, como por 
ejemplo los honorarios de los peritos, 
receptores, entre otros. 

Costas Comunes y Costas 
Individuales 

 
Son comunes las que las partes deben 
pagar por partes iguales, como por ejemplo 
las que se causan a raíz de un informe 
pericial solicitado de común acuerdo; 
individuales son las que corresponde 
solventar a cada parte. 
 
 

 
Costas Útiles y Costas Inútiles 

 
Útiles son aquellas necesarias para el 
proceso e inútiles las que no son 
indispensables, como por ejemplo el que 
una de las partes haga notificar 
personalmente a la otra una notificación 
que según la ley se notifica por el estado 
diario. En este caso los honorarios del 
receptor serán costas inútiles. 
 
 

 
 
  
 
 Cabe señalar que los artículos 25 a 28 del Código de Procedimiento Civil señalan que 
las cargas pecuniarias a que están sujetos los litigantes deben ir siendo solventadas por cada 
uno de ellos, a medida que se van causando, sin perjuicio de que el no pago de las mismas no 
suspende la sustanciación de la causa; que cuando haya varios demandantes o varios 
demandados, los que litigan conjuntamente son solidariamente responsables de esos pagos; 
que el procurador judicial responde personalmente de las costas procesales generadas durante 
el desempeño de sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidad de las partes mismas. En 
algunos casos la ley también hace solidariamente responsable al abogado patrocinante de 
ciertos recursos. 
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A. La Condena en Costas 
 
 Sin perjuicio de que cada parte haya pagado las costas durante el proceso, la sentencia 
definitiva deberá contener un pronunciamiento respecto de cuál de esas partes deberá en 
definitiva soportar el pago, siempre que ello sea solicitado en la demanda o en la contestación. 
 
 A este respecto la ley señala las siguientes normas: 
 
− La norma general es que la parte que haya sido vencida totalmente en algún proceso o 

incidencia deberá soportar el pago de las costas del mismo, salvo que goce de privilegio de 
pobreza, o cuando aparezca que ha tenido motivos plausibles para litigar, o que la ley 
establezca específicamente una norma diferente. Se estima que la parte ha tenido motivos 
plausibles para litigar, cuando no lo ha hecho maliciosamente, lo que el tribunal deberá 
señalar en forma expresa; en todo caso, no podrá eximirse de este pago tratándose de un 
incidente dilatorio que ha sido rechazado, ya que la ley así lo dispone en el artículo 147 del 
Código de Procedimiento Civil. 

 
− En segunda instancia, el tribunal podrá eximir del pago de las costas causadas en esa 

etapa procesal a la parte contra quien se dicta la sentencia, exención que puede extenderse 
incluso a las impuestas en primera instancia, pero en este caso deberá señalarse en forma 
expresa los motivos especiales que autorizan la exención. 

 
 

Por Ejemplo 
 

 En lo pertinente la sentencia de segunda instancia podrá decir: "vistos:... se revoca la 
sentencia de primera instancia en cuanto por ella se condena al demandante al pago de 
las costas y en su lugar se declara que se le absuelve de ese pago; se confirma en lo 
demás apelado la referida sentencia, sin costas del recurso”. 

 
 
− En general, tratándose de tribunales colegiados, conforme al artículo 146 del Código de 

Procedimiento Civil, si el fallo no es unánime, no podrá condenarse en costas a la parte 
vencida. 

 
− Tratándose de recursos que se deduzcan ante la Corte Suprema, como por ejemplo queja o 

casación, si ellos son rechazados se condena siempre en costas al recurrente. Si el recurso 
es acogido, se aplican las normas generales. 

 
− Si la sentencia respectiva condena en costas o rechaza la condena, la parte que se sienta 

afectada por ello podrá apelar de la sentencia sólo en ese aspecto. Puede incluso que esa 
parte haya resultado gananciosa del proceso y que sólo apele por no haberse condenado 
en costas a la contraria. 
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B. Incidente de Tasación de Costas 
 
 Es aquel incidente especial, promovido por la parte de un proceso o de una incidencia 
que no se encuentra conforme con el monto en que esas costas han sido reguladas, solicitando 
se rectifique o complemente la tasación. Para su procedencia, primero es necesario que exista 
una resolución que impone a una de las partes el pago de las costas, y luego debe procederse 
a los trámites que se indicarán a continuación:  
 
 
• Gestiones Previas 
 
 Antes de efectuarse la tramitación propiamente tal, es necesario que se realicen ciertas 
gestiones previas, las cuales se indicarán a continuación: 
 
− La parte en cuyo favor se ha dispuesto el pago de las costas, para obtener efectivamente 

ese pago deberá solicitar al tribunal correspondiente, en primer término, la tasación de ellas 
presentando al efecto el escrito pertinente el que será resuelto en la siguiente forma: 

 
"Tásense las costas procesales por el secretario y realizado aquello autos para regular las 
personales". 

 
− Tratándose de costas de segunda instancia se dispondrá la regulación de las personales 

por el ministro de turno. 
 
− Conforme lo señala el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, el secretario no es la 

persona directamente obligada a efectuar la tasación de las costas procesales, pero como 
la ley autoriza al juez para encomendarle a ese funcionario esa tarea, lo normal es que se 
designe a éste. 

 
− Para efectuar esta tasación de costas procesales el secretario sólo considerará las útiles, 

conforme a los valores que se haya estampado en el proceso por concepto de derechos de 
receptor, peritajes, entre otros. 

 
− Tasadas las costas procesales, procederá el juez o el ministro de turno a tasar las 

personales correspondientes a abogado y procurador, también se incluyen dentro de estas 
costas las de los defensores públicos cuando hayan actuado en representación de ausentes 
o incapaces. El artículo 139 del Código de Procedimiento Civil señala que la tasación se 
efectuará conforme al arancel del Colegio de Abogados respectivo.  

  En esta misma resolución el juez dispondrá que la tasación efectuada por el secretario y 
que la regulación que él hace en ese momento de las personales, sean puestas en 
conocimiento de las partes y se tenga por aprobadas si no fueren objetadas dentro de 
tercero día, lo que se cumplirá notificando dicha resolución por el estado diario. 
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• Tramitación Propiamente Tal 
 
 Dentro de tres días las partes podrán objetar la liquidación, ya sea porque ella es 
estimada muy baja o muy alta; si se formula alguna objeción, se generará un incidente de 
regulación de costas, el que el tribunal podrá resolver de plano o previo traslado de cada una 
de las presentaciones que se efectúen, así lo dispone el artículo 142 del Código de 
Procedimiento Civil. 
 
 Si las partes nada dicen dentro del término de tres días, las costas reguladas en la forma 
antes indicada se tendrán por aprobadas. 
 
 Una vez ejecutoriada la resolución que falla el incidente de costas o, no habiendo  
oposición dentro del plazo de citación, la parte en cuyo favor se dispuso el pago de ellas podrá 
exigir éste por vía compulsiva o ejecutiva si la contraparte no efectúa la consignación de las 
mismas ante el tribunal. 
 
 Es preciso señalar que la tasación de costas no impide que los abogados o 
procuradores exijan a su cliente el pago de los honorarios convenidos entre ellos. Además, las 
costas son de la parte misma, sin perjuicio del acuerdo que pueda existir al respecto entre 
éstas y su abogado o procurador. 
 

 
2.2.6. El Desistimiento de la Demanda 

 
 El incidente de desistimiento de la demanda se encuentra regulado en el Libro I, Título 
XV, artículos 148 a 151 del Código de Procedimiento Civil. 
 
 Es aquel incidente especial por el cual la parte demandante de un proceso, antes de 
notificar la demanda al demandado, podrá el actor retirarla sin trámite alguno, y se considerará 
como no presentada; en cambio, después de notificada, podrá en cualquier estado del juicio 
desistirse de ella ante el tribunal que conozca del asunto, y esta petición se someterá a los 
trámites establecidos para los incidentes. 
 
 Esta renuncia puede referirse exclusivamente a la acción precisa deducida en el juicio, 
es decir, a un desistimiento relacionado a la causa de pedir y al objeto pedido. Es diferente 
desistirse, de una demanda de reivindicación fundada en que el actor sería dueño por haber 
adquirido el bien por tradición, a señalar que se desiste de la pretensión de ser dueño, ya que 
esta calidad podría tenerla en virtud de otro título, como por ejemplo la sucesión por causa de 
muerte. 
 
 El Código de Procedimiento Civil sólo se refiere a la primera forma de desistimiento 
señalada; en todo caso, en cada situación deberá verse el tenor del escrito de desistimiento, a 
fin de constatar los efectos que éste producirá de ser acogido. 
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A. Tramitación 
 
 El desistimiento podrá presentarlo la parte demandante en cualquier estado del proceso 
antes de que el mismo haya concluido y el tribunal proveerá el escrito confiriendo traslado a la 
parte contraria. 
 
 Si la contraria nada dice dentro de tres días o, haciéndolo no se opone al desistimiento, 
el tribunal dictará una interlocutoria acogiendo el desistimiento. 
 
 En cambio, si el demandado se opone a ese desistimiento, lo que puede deberse, a que 
éste sólo sea parcial, o a que le interese que sus derechos queden claramente establecidos a 
través de una sentencia definitiva, conforme al artículo 149 del Código de Procedimiento Civil; 
el tribunal resolverá si continúa o no el proceso, o la forma como debe tenerse por desistido al 
actor. 
 
 
B. Efectos del Desistimiento 
 
 La sentencia interlocutoria que acepta el desistimiento, haya o no habido oposición, 
extinguirá las acciones a que él se refiere, con relación a las partes litigantes y a todas las 
personas a quienes habría afectado la sentencia del juicio al cual se pone término. Es decir, 
deberá verse en cada caso el tenor de la demanda y las pretensiones que ella contiene para 
determinar ese punto. En el fondo, el desistimiento produce cosa juzgada respecto de la 
materia del proceso, pero como se señaló anteriormente, si la causa de pedir es una 
determinada, ello no puede implicar que se vaya a extinguir la pretensión misma si ella puede 
fundarse en una causa de pedir diferente, toda vez que los efectos deben ser los mismos que 
produciría una sentencia definitiva, así lo dispone el artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil. 
 
 
C. Desistimiento de la Reconvención 
 
 El artículo 151 del Código de Procedimiento Civil, señala que “el desistimiento de las 
peticiones que se formulen por vía de reconvención se entenderá aceptado, sin declaración 
expresa, por el hecho de proponerse; salvo que la parte contraria deduzca oposición dentro de 
tercero día después de notificada”. En este caso se tramitará la oposición como incidente y 
podrá su resolución reservarse para la sentencia definitiva. 

 
 

Realice ejercicios nº 21 al 23 
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CLASE 09 
 

2.2.7. El Abandono del Procedimiento 
 
 El incidente de abandono del procedimiento se encuentra regulado en el Libro I, Título 
XVI, artículos 152 a 157 del Código de Procedimiento Civil. 
 
 Esta incidencia puede formularla el demandado en cualquier estado del proceso, hasta 
antes de que se haya dictado sentencia ejecutoriada. Por excepción, en los juicios ejecutivos 
se puede solicitar después que se ha dictado sentencia ejecutoriada.  
 
 El procedimiento se entiende abandonado cuando todas las partes que figuran en el 
juicio han cesado en su prosecución durante seis meses, contados desde la fecha de la última 
resolución recaída en alguna gestión útil para dar curso progresivo a los autos17. 
 
 
A. Tramitación 
 
 El artículo 154 del Código de Procedimiento Civil señala que podrá alegarse el 
abandono por vía de acción o de excepción y en ambos casos la tramitación se sujetará a las 
normas del incidente ordinario. 
 
 
B. Preclusión 

 
 Transcurridos los plazos antes mencionados, si el demandante o ejecutante realizan 
gestiones, ello por si solo no significa que se haya saneado el abandono; sin embargo, si 
cualquiera de ellos efectúa en este momento cualquier diligencia útil que no vaya encaminada a 
solicitar el abandono, precluirá su derecho o, más bien se entenderá renunciado, como lo 
señala el artículo 155 del Código de Procedimiento Civil. 
 
 
C. Efectos 
 
 A diferencia de lo que sucede con el desistimiento de la demanda, por el abandono sólo 
concluye este procedimiento en particular, pero no las pretensiones de las partes, en tal forma 
que el demandante podrá entablar una demanda nueva igual a la anterior y el demandado 
oponer las mismas excepciones. Lo que se pierde, conforme al artículo 156 del Código de 
Procedimiento Civil, es el derecho a continuar este proceso en particular y también el derecho 
de hacer valer las actuaciones realizadas en él en otro proceso, con la sola excepción de los 
actos y contratos de los cuales resulten derechos definitivamente establecidos.  
 

 
 
 

                                                 
17 Es la resolución que recae en un incidente, sin establecer derechos permanentes entre partes. 
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D. Juicios en que no Procede 
 
 El incidente de abandono del procedimiento no procede en los juicios de quiebras, 
división y liquidación de herencias, sociedades o comunidades; así lo establece el artículo 157 
del Código de Procedimiento Civil. 

 
 

2.3. Nulidad  Procesal 
 
 La nulidad procesal se encuentra regulada en el Libro I, Título IX, artículos 83 y 84 del 
Código de Procedimiento Civil. 
 
 Se define como aquella cuestión accesoria de un proceso que requiere de un 
pronunciamiento especial del tribunal, la que versa sobre la nulidad de la relación procesal 
misma o de uno o más actos de procedimiento. 
 
 La nulidad procesal se clasifica atendiendo a la extensión de la nulidad solicitada, de la 
cual se desprende: 
 
− Aquél que tiene por objeto la nulidad de la relación procesal misma. 
 
 

Por Ejemplo 
 

  El incidente de nulidad de lo obrado por falta de emplazamiento, fundado en que no 
se haya notificado legalmente la demanda. Si éste es acogido, todo el proceso será nulo. 

 
 
− Aquellos que persiguen la ineficacia de actos procesales determinados. 
 
 

Por Ejemplo 
 

  Incidente por el cual se solicita la nulidad de actuaciones probatorias fundado en que 
no se notificó legalmente la recepción de la causa a prueba. 

 
  
 
A. Oportunidad Procesal en que puede Plantearse un Incidente 
 
 La norma general es que deben promoverse en primera instancia, hasta antes de que se 
notifique la sentencia definitiva a alguna de las partes. 
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B.  Plazo para Deducir la Nulidad 
 
 El incidente de nulidad sólo puede deducirse dentro de cinco días contados desde que 
aparezca o se acredite que quien debe reclamar la nulidad tuvo conocimiento del vicio, salvo 
que se trate de la incompetencia absoluta del tribunal, en que la incidencia puede plantearse en 
cualquier momento, sin perjuicio de que el juez deba declararla de oficio. 
 
 Lo anterior producirá; a menos, que el vicio se refiera a alguna circunstancia anterior a la 
contestación de la demanda, toda vez que en ese caso lo que corresponde es deducir la 
excepción dilatoria pertinente en el plazo legal, antes de contestar la demanda. De esta forma, 
si la nulidad se funda en que la demanda no ha sido notificada legalmente, podrá oponerse la 
dilatoria genérica contemplada en el artículo 303 N° 6 del Código de Procedimiento Civil, por 
cuanto se refiere a la corrección del procedimiento. 
 
 
C. Persona que no puede Solicitar la Nulidad 
 
 El artículo 83 del Código de Procedimiento Civil señala expresamente que la nulidad no 
podrá ser solicitada por la parte que ha originado el vicio, o concurrido a su materialización o 
que ha convalidado expresa o tácitamente el acto nulo. Habrá convalidación tácita si contesta 
la demanda sin reclamar de la nulidad de la notificación. 

 
 

D. Vicios que dan Origen a la Nulidad 
 
 La nulidad existirá en todos aquellos casos para los cuales la ley establezca 
expresamente esa sanción, y en todos los eventos en que exista algún vicio que irrogue a 
alguna de las partes un perjuicio sólo reparable con la declaración de nulidad. Por tanto, si 
existe alguno de estos vicios, pero él no causa perjuicio reparable sólo con la nulidad, no se 
dará lugar a ella. 
 
 

Por Ejemplo 
 

Si se solicita la nulidad del probatorio por no haberse notificado legalmente la 
recepción de la causa a prueba, pero se encuentra acreditado que no obstante ello la parte 
tomó debido conocimiento de esa resolución y presentó lista de testigos dentro de plazo. 
Por lo tanto, no debe existir nulidad por nulidad, sino que nulidad por perjuicio. 

 
 
 

2.3.1. Los Incidentes Especiales de Nulidad 
 
 En esta materia existen ciertos incidentes especiales de nulidad, los cuales se 
encuentran contemplados en el Código de Procedimiento Civil. 
 
 A continuación, se describe cada uno de ellos: 
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• Caso del artículo 79 del Código de Procedimiento Civil.  
 
  Un litigante podrá solicitar la nulidad de lo obrado en rebeldía suya, ofreciendo probar 

que ha estado impedido por fuerza mayor. Este derecho sólo podrá impetrarse dentro de 
tres días contados desde aquél en que cesó el impedimento y pudo hacerse valer ante el 
tribunal que conoce del negocio. 

 
  En este caso existe una aplicación del aforismo "al impedido no le corre plazo". El caso 

más claro que se señala como ejemplo es aquél en que se notifica una demanda a una 
persona gravemente enferma que por ese motivo no podrá contestarla dentro de plazo 
legal. 

 
• Caso del artículo 80 del Código de Procedimiento Civil.  
 

 Si al litigante rebelde no se le ha hecho saber en persona ninguna de las resoluciones 
dictadas en el proceso, éste podrá pedir la nulidad de lo obrado, ofreciendo acreditar que, 
por un hecho que no le es imputable han dejado de llegar a sus manos las copias a que se 
refieren los arts. 40 y 4418 del Código de Procedimiento Civil, o que ellas no son exactas en 
su parte sustancial. 

 
  Este derecho no podrá reclamarse sino dentro de los cinco días siguientes desde que 

aparezca o se acredite que el litigante tuvo conocimiento del juicio. 
 
  Este incidente tiene la especialísima particularidad que se puede intentar no obstante se 

haya dictado sentencia definitiva firme o ejecutoriada, toda vez que esa ejecutoriedad será 
sólo aparente en atención a no haber existido una relación procesal válida. Esto último, se 
desprende de los artículos 182 inciso 2° y 234 inciso final del Código de Procedimiento Civil.  

 
  En los dos casos de incidentes especiales de nulidad ya estudiados, el artículo 81 del 

Código de Procedimiento Civil dispone que deberán sustanciarse por cuerda separada, lo 
que significa que no se suspenderá la causa principal. 

 
• Incidente de nulidad de la notificación.  
 

 Si el incidente se funda en la nulidad de alguna notificación y él es acogido, la 
notificación declarada nula se entenderá practicada desde el momento en que se notifique a 
la parte esa resolución que la declara nula. Si la nulidad ha sido dispuesta por un tribunal 
superior, la notificación de la demanda se entenderá practicada cuando el tribunal de 
primera instancia notifique por el estado diario la resolución que ordena cumplir lo resuelto 
por ese tribunal superior, es decir el "cúmplase". 

 
  Esta norma está contenida en el artículo 55 inciso 2° del Código de Procedimiento Civil y 

fue introducida con la modificaciones del año 1989, toda vez que antes, cuando se 
declaraba la nulidad, el demandante debía proceder a practicar ésta de nuevo, tal como si 

                                                 
18 Artículos relativos a la notificación. 
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fuera la primera vez; con la reforma ello ya no es necesario, bastando que se notifique la 
resolución que declara la nulidad en primera instancia o el cúmplase de la del tribunal 
superior. 

 
 

2.3.2. La Nulidad de Oficio 
 
 El Código de Procedimiento Civil ha introducido la facultad de que el juez declare de 
oficio la nulidad. Así, el artículo 83 de mismo cuerpo legal, dice que el juez podrá declarar la 
nulidad de oficio, o a petición de parte y el artículo 84 inciso final del Código de Procedimiento 
Civil añade que el juez podrá corregir de oficio los errores que observe en la tramitación del 
proceso, pudiendo asimismo tomar las medidas necesarias encaminadas a evitar la nulidad de 
los actos del procedimiento. 
 
 

Por Ejemplo 
 

 Si ha transcurrido el plazo para contestar la demanda que aparece notificada sólo por 
cédula y la demandante solicita al tribunal que éste de traslado para la réplica, el juez de 
oficio podrá ordenar al demandante que haga notificar legalmente la demanda al 
demandado. 

 
  
 Esta declaración de oficio podrá efectuarla el juez siempre que no exista sentencia 
definitiva notificada legalmente a una de las partes, y siempre que no haya precluído la 
oportunidad de las partes para solicitar la nulidad. La primera limitante indicada es la 
consecuencia del desasimiento del tribunal y la segunda se funda en que si las partes no han 
reclamado oportunamente del vicio, con ello han convalidado el acto nulo. 
 
 Como resulta obvio, el vicio debe constar en el proceso, toda vez que el juez no podrá 
de oficio estar recibiendo a prueba la eventual existencia de un vicio que nadie ha alegado. 
 

 
2.3.3. La Extensión de la Nulidad Procesal 

 
 Como lo dispone el artículo 83 en su inciso final del Código de Procedimiento Civil, las 
declaraciones de nulidad de un acto no necesariamente implica la nulidad de todo lo obrado 
con posterioridad, toda vez que el juez deberá señalar en forma precisa cuáles son los actos 
nulos en razón de su conexión con el acto anulado. Esto, sin perjuicio de que pueda invalidarse 
todo el proceso, cuando el vicio afecte a la relación procesal misma. 
 
 Por último, es conveniente señalar que "en caso de que se rechace la incidencia de 
nulidad por resolución ejecutoriada, no obstante haber existido el vicio, la parte podrá deducir 
posteriormente contra la sentencia definitiva recurso de casación en la forma, el cual viene a 
ser otro medio para reclamar de nulidad procesal". 
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Realice ejercicios nº 24 al 26 

 
 
 

CLASE 10 
 

3.  RESOLUCIONES JUDICIALES 
 
 Las Resoluciones Judiciales son aquellos actos jurídicos procesales emanados del 
tribunal que esta conociendo de una causa, por medio de los cuales éste da curso progresivo 
a los autos y resuelve tanto el asunto controvertido del proceso, como las cuestiones 
accesorias que se promuevan durante su tramitación. 
 
 

3.1. Requisitos Generales 
 
 Toda resolución judicial debe cumplir con una serie de requisitos generales, los cuales 
están establecidos en la ley, a saber: 
 
a)  Toda resolución judicial deberá expresar en letras el lugar de su expedición y su fecha.  
b)  Deberá llevar la firma del juez y del secretario u otro ministro de fe en casos especiales 

que autorice la firma del juez o jueces. 
 
c)  La primera resolución siempre deberá indicar además el número de rol que se asigna al 

proceso. 
 

 
3.2. Clases de Resoluciones Judiciales 

 
 Aun cuando hay algunas que no encuadran en la clasificación que se verá, la mayoría 
de ellas si lo hace, lo que es de gran importancia para los distintos efectos que producen. Las 
resoluciones judiciales son: 
  
− Decretos, providencias o proveídos. 
− Autos. 
− Sentencias interlocutorias. 
− Sentencias definitivas. 

 
 

3.2.1. Decretos, Providencias o Proveídos 
 
 Son aquellas resoluciones que tienen por objeto dar curso progresivo a los autos, sin 
decidir ni prejuzgar ninguna cuestión debatida entre partes.  
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Por Ejemplo 

 
 La resolución que da traslado al demandado para que conteste la demanda. 
 
  
 Por otra parte, el artículo 158 del Código de procedimiento Civil las define como 
aquellas resoluciones que, sin fallar sobre incidentes o trámites que sirvan de base para el 
pronunciamiento de una sentencia, tienen por objeto solo determinar o arreglar la 
sustanciación del proceso. 
 
 Para que los decretos procedan deben reunir los requisitos generales de las 
resoluciones judiciales, con la particularidad de que en los tribunales colegiados pueden ser 
dictadas por uno sólo de los ministros de la sala. 
 
 
A. Notificación 

 
 La regla general es que ellas son notificadas por el estado diario, salvo casos de 
excepción que la ley señala en forma expresa, como es el caso de la que tiene por 
interpuesta la demanda y confiere traslado de ella. 

 
 

B. Cumplimiento 
 

 Estas resoluciones se cumplen simplemente a través de la realización del trámite que 
ellas mismas indican, sin necesidad de un procedimiento compulsivo. Así la que ordena 
evacuar un traslado se cumple evacuando dicho traslado o dejando transcurrir el plazo 
correspondiente sin hacerlo, es decir, en rebeldía. 

 
 

C. Recursos Procesales que Proceden en su Contra 
 
 Los recursos que proceden en contra de la resolución “decreto”, son los siguientes: 

 
− Reposición. Es la petición que se efectúa directamente al tribunal que dictó la resolución 

para que la modifique, haciéndole presente la existencia de algún error en la misma que 
justifica esa modificación. 

 
− Apelación. Es aquel medio que la ley otorga a las partes para recurrir ante el tribunal 

superior jerárquico para que éste modifique o enmiende conforme a derecho, una 
resolución con la cual la parte no esté de acuerdo. 

 
  La regla general es que los decretos no son apelables salvo que ellos recaigan en 

trámites no establecidos expresamente por la ley o que alteren la normal sustanciación del 
juicio. En estos casos de excepción, la apelación debe ser deducida en forma subsidiaria 
de la reposición, conjuntamente con éste y para el caso de que ella no sea acogida. 
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D. Efectos de los Decretos 
 
 Los decretos no producen ningún efecto especial, salvo el de dar curso progresivo al 
proceso. 
 
 Conforme al artículo 84 del Código de Procedimiento Civil, los jueces pueden de oficio 
dejar sin efectos los decretos cuando adviertan que en su dictación incurrieron en algún error, 
no obstante que las partes nada digan. 
 
 

3.2.2. Los Autos 
 
 Son aquellas resoluciones que resuelven un incidente, sin establecer derechos 
permanentes en favor de las partes.  
 
 Como se ha señalado, incidente es toda cuestión accesoria de un juicio que requiere 
de un pronunciamiento especial del tribunal con audiencia de las partes. 
 
 Por otro lado, derechos permanentes se entiende como aquellas facultades procesales 
que habilitan a las partes para continuar su tramitación hasta el final en forma válida;  los 
derechos no son permanentes cuando pueden ser modificados durante el proceso en virtud 
de nuevos antecedentes. 
 
 

Por Ejemplo 
 

  Los alimentos provisorios, medidas precautorias, entre otros. 
 

 
A. Requisitos 
 
 El artículo 171 del Código de Procedimiento Civil, señala que los autos se expresarán 
en cuanto a la naturaleza del negocio lo permita, a más de la decisión controvertida, las 
circunstancias mencionadas en los números 4 y 5 del artículo 170 del mismo cuerpo legal. 
Por tanto, los requisitos son: 
 
− Los comunes a toda resolución judicial. 
 
− Los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoyan, siempre y cuando la 

naturaleza del asunto lo permita. 
 
− La decisión misma del incidente. Esta decisión deberá comprender todas las acciones y 

excepciones que se hayan hecho valer en el juicio; pero podrá omitirse la resolución de 
aquellas que sean incompatibles con las aceptadas. 
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B. Notificación, Cumplimiento, Efectos y Recursos 
 
 Rigen las mismas normas que para los decretos, y que ya se estudiaron en el punto 
3.2.1 de está unidad.  

 
 

3.2.3. Las Sentencias Interlocutorias 
 
 Son aquellas resoluciones que resuelven un incidente estableciendo derechos 
permanentes en favor de las partes, o que fallan sobre un trámite que sirve de base para el 
pronunciamiento de una sentencia definitiva o interlocutoria. 
 
 
A. Requisitos 
 
 Deben cumplir con los mismos requisitos que los autos, los cuales son: 
 
− Los comunes a toda resolución judicial. 
 
− Los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoyan, siempre y cuando la 

naturaleza del asunto lo permita. 
 
− La decisión misma del incidente. Esta decisión deberá comprender todas las acciones y 

excepciones que se hayan hecho valer en el juicio; pero podrá omitirse la resolución de 
aquellas que sean incompatibles con las aceptadas. 

 
 

B. Clases de Sentencias Interlocutorias 
 
• En primer término se distingue entre aquellas que fallan un incidente estableciendo 

derechos permanentes en favor de las partes, y aquellas que fallan sobre un trámite que 
sirve de base para el pronunciamiento de una sentencia definitiva o interlocutoria.  

 
 

Por Ejemplo 
 

  De las primeras podemos señalar: la que resuelve una incidencia de nulidad de lo  
obrado, y de las segundas: la que recibe la causa a prueba. 

 
 
• Una segunda clasificación distingue entre las interlocutorias que ponen término al juicio o 

hacen imposible su continuación, y las que no tienen ese carácter.  
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Por Ejemplo 

 
 Se puede señalar la que acoge el incidente de abandono del procedimiento. 
 

 
 

C. Notificación 
 

 La norma general es que las interlocutorias se notifican por el estado diario, salvo 
aquellos casos en los cuales la ley expresamente dispone que se notifiquen de otro modo. 
 
 

Por Ejemplo 
 

 La interlocutoria que recibe la causa a prueba (comúnmente conocida como auto de 
prueba), la cual debe notificarse por cédula. 

 
 
 
D. Efectos de las Sentencias Interlocutorias 
 
 Las Sentencias Interlocutorias producen los siguientes efectos: el desasimiento del 
Tribunal y la Cosa Juzgada; las cuales se estudiarán a continuación: 
 
• El Desasimiento. Es aquel efecto conforme al cual, notificada una sentencia interlocutoria 

a alguna de las partes, el tribunal que la dictó no podrá modificarla o alterarla en forma 
alguna, conforme lo dispone el artículo 182 del Código de procedimiento Civil; excepto 
cuando: 

 
a)  Existan las rectificaciones de errores de copia, de referencia o de cálculos numéricos que 

aparezcan de manifiesto en la sentencia, así como la aclaración de puntos oscuros o 
dudosos, o la complementación de omisiones. Esto puede realizarlo el tribunal de oficio 
dentro de los cinco días de la primera notificación de esa sentencia. 

 
b)  Exista recurso de complementación, rectificación, aclaración o enmienda: se refiere a los 

mismos puntos antes mencionados, pero en este caso se solicitan por las partes, las que 
no tienen plazo alguno para ello.  

 
c)  Procede excepcionalmente el recurso de reposición, como en contra de la interlocutoria de 

prueba y de las que declaran desierto o prescrito un recurso de apelación, siempre que se 
funden en error de hecho, reposición que debe interponerse dentro de tercero día. 

 
• La Cosa Juzgada. Es una institución que comprende dos aspectos: la acción de cosa 

juzgada, conforme a la cual puede cumplirse forzadamente las obligaciones a través de 
los procedimientos ejecutivos, y la excepción de cosa juzgada, la que impide que pueda 
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discutirse un asunto ya resuelto, cuando entre el anterior y el nuevo exista la llamada triple 
identidad: de partes, de cosa pedida (objeto jurídico pedido) y de causa jurídica de pedir. 

 
 
E. Recursos Procesales contra las Sentencias Interlocutorias 
 
 Los recursos que proceden son: la aclaración, rectificación, complementación o 
enmienda; la reposición en los casos excepcionales ya señalados; la apelación; y el recurso 
de casación en la forma, el cual excepcionalmente procede en contra de las interlocutorias 
que ponen término al juicio o hacen imposible su continuación, y contra las interlocutorias de 
segunda instancia dictadas sin previo emplazamiento o fijación de día para la vista de la 
causa. 
 
 
F. Cumplimiento 
 
 Como las sentencias interlocutorias, producen acción de cosa juzgada, son 
susceptibles de ser cumplidas forzadamente, salvo que tengan carácter meramente procesal, 
como la resolución que acoge la nulidad de lo obrado, toda vez que esta resolución produce 
sus efectos por si sola en la causa. 

 
 

Realice ejercicios nº 27 y 28 
 
 

CLASE 11 
 

3.2.4. Las Sentencias Definitivas 
 
 El artículo 158 inciso 2º del Código de Procedimiento Civil señala que es sentencia 
definitiva aquella que pone fin a la instancia, resolviendo la cuestión o asunto controvertido 
que ha sido objeto del juicio. 

 
A. Clasificaciones 
 
 A continuación se estudiarán cada una de las clasificaciones a las cuales se somete la 
sentencia definitiva, siendo estas: 
 
• Sentencias de única, primera, segunda instancias y de término 
 
− Sentencia de única instancia: son las sentencias definitivas que se dictan en 

procedimientos en los cuales no procede recurso de apelación en su contra. 
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− Sentencia de primera instancia: son las que se dictan en procedimientos en los cuales se 
contempla la posibilidad de que ellas sean reclamadas ante el tribunal superior jerárquico, 
por intermedio del recurso de apelación. 

 
−  Sentencia de segunda instancia: es la que resuelve el recurso de apelación deducido en 

contra de una definitiva de primera instancia. 
 
− Sentencia de término: es la que pone fin a la última instancia; conforme a lo dicho, 

cualquiera de las tres anteriores puede ser sentencia de término, según si no procede 
apelación, si procediendo recurso éste no se interpone dentro de plazo legal o porque la 
sentencia es de segunda instancia. 

 
 En todo caso es importante recordar que sentencia de término no es sinónimo de 
sentencia ejecutoriada, es decir, de sentencia en contra de la que no procedan recursos 
legales, toda vez que las sentencias son susceptibles de otros recursos, como por ejemplo la 
casación. 
 
• Sentencias firmes o ejecutoriadas, sentencias que causan ejecutoria y sentencias que no 

tienen ninguno de los dos caracteres mencionados 
 
− Una sentencia se encuentra firme o ejecutoriada cuando en contra de ella no proceden     

recursos procesales o, cuando habiendo sido interpuestos, han sido desestimados, así se 
tiene: 
 
a)  Cuando la ley no contempla recursos: la sentencia estará ejecutoriada desde que se 

notifique a las partes. 
 
b) Cuando la ley contempla recursos y ellos son interpuestos: la sentencia estará 

ejecutoriada, desde el momento en que se notifique a las partes la resolución del 
tribunal inferior que manda cumplir la del superior;  el llamado "cúmplase". 

 
c) Si la ley contempla recursos y ellos no han sido interpuestos: la sentencia estará 

ejecutoriada una vez que el secretario certifique el hecho de haber transcurridos los 
plazos legales para interponer dichos recursos, sin que los mismos hayan sido 
deducidos. 

 
− Sentencias que causan ejecutoria: son aquellas que pueden cumplirse no obstante existir 

recursos pendientes en su contra. 
 
 

Por Ejemplo 
 

  Las apelaciones concedidas en el solo efecto devolutivo o el recurso de casación, 
siempre que el cumplimiento de la sentencia recurrida no haga imposible posteriormente 
cumplir lo que falle la casación, como es el caso de la nulidad de matrimonio. 
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• Sentencias declarativas, constitutivas y de condena 
 
− Declarativas: son aquellas que satisfacen al actor por el solo hecho de su 

pronunciamiento, sin necesidad de ir aparejadas de un cumplimiento. 
 
 

Por Ejemplo 
 

  La que se limita a declarar que el demandante es dueño de la especie reclamada, 
sin condenar al demandado a devolverla. 

 
 
− Constitutivas: son las que crean estados jurídicos nuevos, como la que declara el divorcio 

entre cónyuges; la que reconoce el derecho de una persona a ser indemnizada, entre 
otras. 

 
− De condena: imponen a la parte vencida el cumplimiento de una prestación determinada. 

Normalmente las sentencias de condena al mismo tiempo serán declarativas, ya que 
reconocerán al demandante un derecho y condenarán al demandado a cumplir la 
obligación correlativa. 

 
B. Requisitos 

 
  El artículo 170 Código de Procedimiento Civil y el Auto Acordado19 dictado por la Corte 
Suprema, señalan que los requisitos que debe contener una sentencia son los que se 
señalan a continuación: 
 
• Sentencias definitivas de primera instancia 
 
 La sentencia definitiva de primera instancia debe cumplir con los siguientes requisitos: 

 
− Los comunes a toda resolución. 
 
− Parte expositiva, la que comprende: 
 

a)  Individualización de las partes, con expresión de sus nombres, apellidos, domicilios y 
profesiones u oficios. 

 
b) La enunciación breve de las peticiones deducidas por el demandante y sus 

fundamentos, así como de las excepciones del demandado y de sus fundamentos 
respectivos. 

c) Si se recibió la causa a prueba y si las partes fueron o no citadas para oír sentencia. 
 

                                                 
19 Auto Acordado de la Corte Suprema sobre la forma de las sentencias. Los auto acordados son orientaciones 

dictadas por los tribunales superiores de justicia para los de inferior jerarquía. 
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− Parte resolutiva, la que comprende: 
 

a) Decisión del asunto controvertido, la que deberá comprender todas las acciones y 
excepciones hechas valer en el proceso. 

 
b) Decisión sobre las costas. 
 
c) Decisión sobre las tachas opuestas a los testigos. 

 
 Como puede advertirse, la sentencia definitiva contiene una secuencia lógica, 
indicándose primero el asunto controvertido, luego la apreciación de los hechos, dando por 
establecidos aquellos que a juicio del tribunal están probados, aplicándose luego a éstos el 
derecho correspondiente, el que se declara en la parte resolutiva, después de indicarse las 
normas legales. 
 
 
• Sentencias definitivas de segunda instancia 

 
 Este tipo de sentencias debe cumplir con los siguientes requisitos: 
 
− Los requisitos generales de toda resolución. 
 
− Si simplemente se confirma la de primera instancia, bastará que se señale: "Vistos: se 

confirma la sentencia apelada de...". 
 
− Si se modifica o revoca la de primera instancia, podrá reproducir todas aquellas partes 

que no merezcan objeción y enmendar, eliminar o sustituir las restantes. 
 
− Si la sentencia de primera instancia ha omitido pronunciarse respecto de algún punto, 

podrá ser devuelta para que se complete, siempre que sea de importancia. 
 

 Cuando se modifica o revoca una sentencia de primera instancia normalmente la de 
segunda dirá "Vistos: se reproduce la sentencia en alzada, con excepción de sus 
fundamentos x y xy, así como las citas legales x y xy, que se eliminan y, teniendo en su 
lugar presente" agregando a continuación los nuevos fundamentos y citas legales, 
concluyendo en lo decisorio revocando o modificando la de primera instancia.  

 
 
C. Recursos Procesales que Proceden contra Sentencias Definitivas 

 
 Los recursos que proceden son: aclaración, complementación, rectificación o 
enmienda; apelación contra las sentencias de primera instancia; casación en la forma en 
contra de las sentencias de única, primera o segunda instancia y casación en el fondo en 
contra de las sentencias de segunda instancia; recurso de revisión; y recurso de queja. 
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D. La Consulta 
 

 Existen ciertos procesos en los cuales, debido a que la materia de los mismos afecta el 
interés público deben ser elevadas a la Corte de Apelaciones respectiva para su consulta y 
aprobación, aun cuando la sentencia definitiva no fuera apelada.  

 
 

Por Ejemplo 
 

La sentencia definitiva que declara el divorcio entre cónyuges, sube en consulta a la 
Corte de Apelaciones, aunque no sea apelada; así ocurre también en materia penal con 
respecto al antiguo procedimiento penal. 

 
 
 
E. Notificación 
 

 Las sentencias civiles de primera instancia se notifican por cédula a los apoderados de 
las partes o en forma personal al demandado; las de segunda instancia, en cambio, se 
notifican sólo por el estado diario. En materia civil el cúmplase se notifica por el estado diario. 
 
 
F. Efectos 
 
 Las sentencias definitivas producen el desasimiento del tribunal y la cosa juzgada, al 
igual que las sentencias interlocutorias. 
 

 
Realice ejercicios nº 29 y 30 

 
 

 
CLASE 12 

 
4. INEFICACIA DE LOS ACTOS JURÍDICOS PROCESALES 

 
 Dada la naturaleza de los actos jurídicos procesales, las normas relativas a la 
ineficacia de los mismos guardan diferencias de importancia con las de los actos jurídicos 
sustanciales (materia civil). 
 A continuación, se estudiarán cada una de las formas de ineficacias que trae aparejado 
los actos jurídicos procesales. 
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4.1. Inexistencia 
 
 Al tratar los presupuestos procesales de existencia, se señala que ellos son: el tribunal, 
la presencia física de las partes y la existencia del conflicto de relevancia jurídica. 
 
 Tratándose de los actos jurídicos procesales individualmente considerados, si no se 
reúnen los presupuestos generales, no cabe sino concluir que no existirá proceso y, por ende 
actos procesales. En lo que se refiere a la ausencia de requisitos de existencia de actos 
jurídicos procesales individuales, no rigen las mismas reglas que en materia de actos 
jurídicos sustanciales, debiendo destacar las siguientes diferencias: 
 
− Si no existe exteriorización de la voluntad, no habrá acto jurídico procesal. 
 
− Si no existe objeto, aquí es necesario subdistinguir: si se trata del acto jurídico procesal 

con el que se pretende iniciar el proceso (demanda) o si se trata de otro. En el primer 
caso, el acto carecerá de la aptitud legal de dar inicio a un proceso; en los demás casos, 
ellos no producirán efectos en el proceso, como es el caso de la notificación de una 
resolución inexistente. 

 
− Si no existe causa, no hay vicio procesal. 
 
− Si no se cumplen las formalidades o solemnidades, la sanción que establece la ley es la 

nulidad del acto jurídico procesal correspondiente. 
 
 

4.2. Nulidad Procesal 
 
 En esta materia las normas procesales guardan diferencias con los actos jurídicos 
sustanciales, no siendo aplicables las normas relativas a estos últimos. 
 
 Como características de la nulidad procesal se señalan las siguientes: 
 
− La nulidad procesal es autónoma de la nulidad sustancial en su naturaleza, consecuencias 

y configuración jurídica.  
 
− Es una sola, ya que no existe nulidad absoluta y relativa, sino que simplemente nulidad de 

actos jurídicos procesales. 
 
− Para que pueda existir, es necesario que haya algún vicio que esté expresamente 

sancionado por ley con la nulidad, existiendo para ello causales genéricas y específicas. 
Ambas son descritas en la tabla siguiente: 
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Tabla Nº 2: Causales Genéricas y Específicas en la Nulidad Procesal 
 
 
 

Causal Descripción 
 
 
 
 

Genéricas 

Se encuentran señaladas el artículo 
83 del Código de Procedimiento 
Civil, el que dispone que la nulidad 
procesal podrá ser declarada en 
todos aquellos casos en que exista 
un vicio que irrogue a alguna de las 
partes un perjuicio sólo reparable 
con la declaración de nulidad; es 
decir, si el vicio puede repararse de 
otra forma, no habrá nulidad. 

 
 
 
 

Específicas 

 Están indicadas en diferentes 
disposiciones del Código de 
Procedimiento Civil, especialmente 
en los artículos 768 al tratar el 
recurso de casación en la forma, y 
en los artículos 79 y 80 del mismo 
cuerpo legal, que señalan la nulidad 
por fuerza mayor o por falta de 
emplazamiento. 
 

 
 

 
 
 Conforme a lo dicho, se puede señalar que al llevar a cabo algún acto jurídico procesal 
puede que la voluntad de la parte se encuentre viciada. 
 
 

Por Ejemplo 
 

 El haber incurrido en error, lo que trae como consecuencia que no podrá solicitar 
posteriormente la nulidad fundada en ese error si la ley no lo establece como causal. 
 
 

− Debe ser declarada. Para que opere la nulidad procesal, es necesario que exista una 
resolución que así lo disponga, y mientras ella no sea dictada estos actos jurídicos 
procesales producirán todos sus efectos. 

 
 La resolución que declare esta nulidad deberá dictarse en el procedimiento que 
corresponda, según la oportunidad  y forma en que ella ha sido solicitada. Así, puede 
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pedirse por vía incidental dentro del proceso, o por vía de los recursos de casación y de 
revisión. 
 

− Se aplica a los actos realizados en el proceso; es decir, no rige para los actos 
extraprocesales que producen efectos en el proceso. 

 
− No hay nulidad sin perjuicio (Principio de Protección). La ley consagra las formalidades a 

fin de asegurar a las partes del conflicto que éste será resuelto, de la mejor forma posible; 
es decir, será resuelto de la forma más ajustada a derecho. Por ello, si la omisión de 
formalidades, no ha causado perjuicio a las partes, no procede que sea declarada la 
nulidad.  

 
Por Ejemplo 

 
  Si una demanda no ha sido notificada conforme a la ley, y no obstante ello el 

demandado la contesta oportunamente, resulta improcedente solicitar la nulidad de dicha 
notificación, en atención a que la parte tomó conocimiento de la demanda entablada en 
su contra y pudo contestarla. 

 
   
  Este principio lo consagra la ley procesal al tratar del incidente de nulidad, y al 

referirse al recurso de casación. 
 
− La nulidad procesal puede sanearse o convalidarse. Esta característica es exclusiva de la 

nulidad y no se extiende a la inexistencia, ni a la oponibilidad de ciertos actos. 
 
 Esta convalidación puede llevarse a cabo de las siguientes maneras: 
 

a) Por adquirir la resolución que deniega la nulidad el carácter de ejecutoriada; es decir, 
por no proceder recursos procesales en su contra. 

 
b) Por la preclusión; es decir, por haber transcurrido el plazo o la oportunidad para 

solicitarla. Así los incidentes de nulidad deben ser promovidos tan pronto como la 
parte tome conocimiento del vicio, salvo que la causal invocada sea incompetencia 
absoluta. 

 
c)  Por la convalidación del acto nulo, la que puede ser expresa o tacita; es decir, la parte 

puede señalarlo expresamente, o realizar algún otro acto jurídico procesal que 
suponga el conocimiento de la parte de la nulidad del acto anterior. 

 
− No puede ser solicitada por quién realizó el acto nulo, así lo señala expresamente la ley. 
 
− Puede hacerse valer a través de diferentes medios. Puede ser en forma directa, por 

medio del incidente de nulidad procesal o del recurso de casación, o indirectamente al 
interponer otro tipo de recursos; así la parte podrá pedir reconsideración al mismo juez 
respecto de alguna resolución que se estima nula y también podrá apelar y recurrir de 
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queja ante el tribunal superior jerárquico en lo que haga valer la existencia del vicio de 
nulidad para que éste así lo declare. 

 
− Puede ser declarada de oficio por el tribunal o a petición de parte. Existen ciertas 

causales de nulidad que, atendida la circunstancia que afectan el interés público, como la 
incompetencia absoluta o la implicancia, pueden ser declaradas de oficio por el juez, sin 
perjuicio de que también éste pueda disponerlo a petición de parte. 

 
 Existen casos en los que la nulidad sólo puede ser declarada a petición de parte, por 
tratarse de un vicio que sólo afecta intereses particulares. 

 
Por Ejemplo 

 
 Los vicios que dan lugar a las excepciones dilatorias. En este caso se habla de 
formas de anulabilidad. 

 
 
− Puede referirse a un solo acto jurídico procesal o extenderse a varios. En este caso debe 

distinguirse entre nulidad propia y nulidad extensiva o derivada, las que se describen en 
la siguiente figura: 

  
 

Figura Nº 8: Nulidad Propia versus Nulidad Extensiva o Derivada 
 
 

 
             Es aquella que recae sobre el acto viciado en forma  
 Nulidad Propia   directa. Un ejemplo de ella es la notificación    
      de una resolución determinada. 
 
 Nulidad Derivada o  Es aquella que afecta a otros actos jurídicos  
 Extensiva    procesales que no son nulos en si mismos, pero  
      que han sucedido en el tiempo al acto viciado. 
 

 
 

4.3. Preclusión 
 

 La preclusión consiste en la extinción del derecho al llevar a cabo un acto jurídico 
procesal fuera de la oportunidad procesal señalada en la ley; es decir, por haberse efectuado 
alguna actuación incompatible con ese acto jurídico procesal. 
 
 Se contempla la preclusión como causa de ineficacia del acto jurídico procesal, 
cuando dichos actos se llevan a cabo una vez que ha operado la preclusión. Así, será 
ineficaz una contestación de la demanda efectuada después de vencido el término de 
emplazamiento. 
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4.4. Inoponibilidad 
 
 Un acto jurídico procesal es inoponible; es decir, carece de eficacia, respecto de las 
personas a las cuales él no estaba destinado. 
 
 La regla general, es que los actos jurídicos procesales sólo son oponibles a las partes 
del proceso, e inoponibles a quienes no lo son, de forma tal que si se pretende hacer cumplir 
una sentencia determinada en contra de una persona que no ha sido parte en el juicio ni 
sucesor de alguna de ellas en sus derechos, éste podrá simplemente invocar como 
excepción de fondo la inoponibilidad.  
 
  



 
 

RAMO: DERECHO PROCESAL CIVIL II 
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CLASE 01 
 

1. EL JUICIO EJECUTIVO 
 

Es menester comenzar el estudio del juicio ejecutivo por su origen, es decir, la causa o 
fuente que provoca su impulso en los tribunales de justicia. Es así que se comenzará este 
recorrido con un análisis de la forma y manera en que deben cumplirse las resoluciones 
judiciales dictaminadas por los diferentes órganos jurisdiccionales, haciendo una primera 
distinción entre las resoluciones pronunciadas por tribunales nacionales y las resoluciones 
dictadas por tribunales extranjeros. 

 
 
1.1  Cumplimiento de Resoluciones Judiciales Pronunciadas por Tribunales Chilenos 

 
En el ordenamiento jurídico chileno, la facultad de los tribunales de hacer cumplir o 

ejecutar las resoluciones dictadas por ellos recibe el nombre de imperio (artículo 73 de la 
Constitución Política de la República) el que en su inciso 1º dispone que la facultad de 
conocer las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, 
pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley, agregando los incisos 
siguientes que, para ejecutar las resoluciones los tribunales podrán impartir órdenes en 
forma directa a la fuerza pública y, además, que la autoridad requerida deberá cumplir sin 
más trámite el mandato judicial. 

 
 Lo anterior significa que el pronunciamiento sobre asuntos de carácter civil y criminal 

sólo será ámbito de competencia de los tribunales de justicia, por lo tanto, ninguna otra 
autoridad podrá hacerse cargo de la resolución y ejecución de la misma. Sin embargo, la 
fuerza pública podrá hacer cumplir el mandato judicial, a petición expresa de los tribunales, 
debiendo dicha autoridad darle cumplimiento lo más pronto posible.  

 
Sumado a lo anterior, el Código de Procedimiento Civil reconoce la existencia de 

cuatro tipos de resoluciones: los decretos, los autos, las sentencias interlocutorias y las 
sentencias definitivas. Para que estas resoluciones puedan ser susceptibles de cumplirse o 
ejecutarse, requieren encontrarse ejecutoriadas o al menos causar ejecutoria. 

 
 Conforme al artículo 174 del Código de Procedimiento Civil, una resolución se 

encuentra firme o ejecutoriada en los siguientes casos: 
 

 
 
 
 
 
 
 



 

 3
 

Instituto Profesional Iplacex 

Figura Nº 1: Casos en que una Resolución Se Encuentra Firme o Ejecutoriada 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Cuando una 
resolución se 

encuentra 
firme o 

ejecutoriada 

Desde el momento en que ha sido notificada 
a las partes, cuando no procede en su contra 
recurso alguno. 

Cuando procediendo en contra de esa 
resolución algún recurso, transcurren los 
plazos establecidos por la ley para su 
interposición, sin que ellos sean deducidos. 

Cuando habiéndose interpuesto algún recurso 
en contra de esa resolución, él ha sido 
resuelto y se notifica a las partes la resolución 
del tribunal inferior que la ordena cumplir; es 
decir, el llamado "cúmplase". 

Por otra parte, las resoluciones causan 
ejecutoria en aquellos casos en que, no 
obstante encontrarse pendientes los plazos 
para interponer recursos o en que, 
habiéndose deducido éstos aún no han sido 
resueltos por el tribunal superior, la ley en 
forma expresa señala que pueden cumplirse 
de inmediato. Es decir, una resolución 
causa ejecutoria cuando a pesar de existir 
recursos pendientes, la ley dispone que 
puede cumplirse de inmediato. 
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Desde otro punto de vista, se debe tener presente que la sola circunstancia de que se 
dicte una resolución, no necesariamente requiere de un cumplimiento forzado de la misma, la 
siguiente figura muestra cuales son los casos en los que no se requiere un cumplimiento 
forzado u obligatorio de una resolución: 

 
 

Figura Nº 2: Resoluciones en que no se Requiere Un Cumplimiento Forzado 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

Resoluciones 
que no 

requieren un 
cumplimiento 

forzado 

Casos en que se cumplen simplemente a través 
del trámite procesal que ellas disponen. Por 
ejemplo, un decreto que ordena evacuar un 
traslado, se cumplirá ya sea evacuando la parte 
ese traslado o dejando transcurrir el plazo 
correspondiente sin hacer nada, es decir, en 
rebeldía. 

Resoluciones como las meramente declarativas 
de un derecho, que no requieren de un trámite 
posterior para su cumplimiento. Por ejemplo, 
cuando se declara la paternidad de un hijo. 

Cuando la resolución sea cumplida 
voluntariamente por la persona obligada a ello, 
caso en el cual tampoco será necesario el 
cumplimiento compulsivo. 
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1.1.1 Tribunal Competente 
 

Las reglas para determinar el tribunal competente para conocer de las causas a las 
que les corresponde iniciar su cumplimiento, están señaladas en nuestra legislación. El 
Código de Procedimiento Civil, en sus artículos 231 al 233, establece el tribunal competente 
en materia de resolución de la causa y cumplimiento de ésta.  

 
La norma general, conforme a lo dispuesto en el artículo 231 inciso 1º del Código de 

Procedimiento Civil, consiste en que el tribunal competente para conocer del cumplimiento de 
una resolución judicial es aquél que conoció del asunto en primera o única instancia, sea que 
el tribunal superior haya mantenido su resolución, o la haya cambiado o revocado. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Pese a lo anterior, existen algunas excepciones a la regla general, a saber: 

 
a) Los tribunales que conocen de los recursos de apelación, casación y revisión, ejecutarán 

los fallos que ellos mismos dicten para la tramitación o sustanciación de esos recursos, y 
también podrán ordenar el pago de las costas adeudadas a los funcionarios que hayan 
intervenido en ellos. 

 
b) Cuando la ejecución de una sentencia definitiva haga necesario la iniciación de un juicio 

ejecutivo, éste podrá deducirse ante el mismo tribunal que dictó la sentencia que se trata 
de cumplir en primera o única instancia, o ante el tribunal competente, conforme a las 
reglas generales, a elección del ejecutante. 
 
 

1.1.2  Formas de Cumplir las Resoluciones Judiciales 
 

El Código de Procedimiento Civil señala diferentes formas de cumplir 
compulsivamente las resoluciones judiciales, efectuando para ello la siguiente distinción; 
ejecución de sentencias definitivas, ejecución de otras resoluciones, y ejecuciones 
especiales. 

Por ejemplo 
 

Suponga que el Cuarto Juzgado de Letras de Talca está encargado de resolver 
un asunto relativo al pago de una indemnización de perjuicios. En este caso, aún 
cuando el demandado, no conforme con el resultado de primera instancia, haya 
apelado ante la Corte de Apelaciones correspondiente, contra la resolución 
pronunciada en primera instancia y ésta hubiese modificado la resolución inicial, el 
tribunal encargado de conocer de su cumplimiento será el tribunal de primera 
instancia, es decir, el Cuarto Juzgado de Letras de Talca.  
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• Ejecución de Sentencias Definitivas 
 

En este aspecto, se debe diferenciar si la sentencia definitiva será ejecutada por el 
mismo tribunal que la pronunció o si ha sido dictaminada por otro distinto. 
 
a) Ante el mismo tribunal que la dictó: si el cumplimiento de la resolución judicial se solicita 

dentro del plazo de un año desde que ésta se hizo exigible, deberá aplicarse el 
procedimiento ejecutivo especial que contemplan los artículos 233 y siguientes del Código 
de Procedimiento Civil, procedimiento que se conoce con el nombre de ejecución 
incidental, cuyos detalles se analizarán más adelante (ver apartado 2.1., de la presente 
unidad).  

 
       En cambio, si el cumplimiento se solicita después de vencido el término de un año y 
la sentencia es de aquellas que ordenan el pago de prestaciones de dar, hacer o no 
hacer, corresponderá aplicar las normas del procedimiento ejecutivo ordinario que se 
abordarán en los puntos 2.2., 2.3. y 2.4, de la presente unidad, con la particularidad de 
que en él no se podrán hacer valer excepciones que hayan podido alegarse en el juicio 
declarativo1 anterior. 
 

b) Ante tribunal diverso: si el que obtuvo una sentencia favorable en juicio declarativo opta 
por perseguir el cumplimiento de ella ante un tribunal diferente a aquél que la dictó en 
primera o única instancia y que sea competente conforme a las normas generales, deberá 
deducir su demanda conforme a las reglas del juicio ejecutivo ordinario, no pudiendo 
tampoco en este caso alegar excepciones que debió hacer valer en el juicio declarativo. 
Este procedimiento se aplicará tanto si se solicita el cumplimiento de la sentencia antes o 
después del año en que la ejecución se hizo exigible, toda vez que la ejecución incidental 
sólo procede ante el tribunal en el que se dictó la sentencia que se desea cumplir. 

 
      En la siguiente figura se esquematiza lo explicado respecto de la ejecución de las 
sentencias. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
1 El juicio declarativo es el que versa sobre los hechos dudosos y controvertidos que deben ser determinados 

por el juez, mediante declaración inequívoca al respecto. Mediante este juicio lo que se persigue es una 
declaración del órgano jurisdiccional, para que determine un derecho mediante sentencia judicial que sirva 
como titulo ejecutivo para iniciar el juicio correspondiente. 
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Figura Nº 3: Ejecución de las Sentencias Ejecutivas 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
• Ejecución de Otras Resoluciones 

 
Las otras resoluciones corresponden a todas aquellas que no están incorporadas en 

los artículos 233 a 237 del Código de Procedimiento Civil; respecto a éstas, la forma de 
cumplir compulsivamente dichas resoluciones se encuentra regulado en el artículo 238 del 
mismo Código, en donde se establece que: “Cuando se trate del cumplimiento de 
resoluciones no comprendidas en los artículos anteriores, corresponderá al juez de la causa 
dictar las medidas conducentes a dicho cumplimiento, pudiendo al efecto imponer multas que 
no excedan de una unidad tributaria mensual o arresto hasta de dos meses, determinados 
prudencialmente por el tribunal, sin perjuicio de repetir el apremio”. 

 
Lo anterior significa que cuando se trate del cumplimiento de otras resoluciones, no 

comprendidas o estipuladas en los artículos citados del Código de Procedimiento Civil, le 
corresponderá al juez de la causa dictar todas las medidas conducentes a ello, pudiendo al 
efecto imponer multas o arresto de hasta dos meses, determinados solamente por la 
prudencia del tribunal, sin perjuicio de la posibilidad de repetir ese apremio.  
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• Ejecuciones Especiales 
 
 Según lo señalado en los artículos 233 inc. 1º y 235 inc. 1º, en todo caso, si la ley ha 

señalado alguna forma especial de cumplir una sentencia, habrá de estarse a los que las 
normas especiales establezcan.  

 
 

Figura Nº 4: Ejecuciones Especiales 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Se describirá a continuación cada una de las ejecuciones especiales.  
 

a) En juicios de hacienda: es decir, en los juicios en que el Fisco tiene interés; en ese 
proceso si el Fisco es condenado al pago de una prestación, el artículo 752 del Código de 
Procedimiento Civil señala que la sentencia deberá ser cumplida por la autoridad 
correspondiente dentro del plazo de 60 días de que reciba el oficio del tribunal 
adjuntándole copia de la sentencia en referencia con certificado de encontrarse 
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prestaciones periódicas 

Reclamaciones de obligados a restituir un 
bien raíz o mueble 

Quebrantamiento de resoluciones 

Otras formas de cumplir las resoluciones 
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ejecutoriada.  
 
b) Sentencias que ordenan pago de prestaciones periódicas: se encuentra regulado en el 

artículo 236 Código de Procedimiento Civil; en donde se señala que si el deudor retarda 
el pago de dos o más pensiones (como resulta del caso de la condena al pago de 
alimentos), el juez podrá compelerlo (obligarlo) a prestar seguridades para el pago, como 
por ejemplo convertir las prestaciones en intereses de un capital que se depositará para 
esos efectos en un banco, capital que será restituido al deudor cuando cese la obligación. 
 
La petición que se formule en el sentido indicado se somete a los trámites de incidente. 
 

c) Reclamaciones de obligados a restituir un bien raíz o mueble: en este caso, la forma de 
cumplir la resolución se encuentra establecida en el artículo 239 del Código de 
Procedimiento Civil, en donde se señala: “Las reclamaciones que el obligado a restituir 
una cosa raíz o mueble tenga derecho a deducir en razón de prestaciones a que esté 
obligado el vencedor y que no haya hecho valer en el juicio en que se dictó la sentencia 
que se trata de cumplir, se tramitarán en forma incidental con audiencia de las partes, sin 
entorpecer el cumplimiento de la sentencia, salvo las excepciones legales”. 

 
Lo anterior significa que, las reclamaciones que el obligado a restituir alguno de estos 
bienes señalados, tenga derecho a deducir en razón de prestaciones a que esté obligado 
el vencedor y que no ha hecho valer en el proceso en el que se dictó la sentencia que se 
trata de cumplir, se tramitarán en forma incidental, con audiencia de las partes, sin 
interrumpir el cumplimiento de la sentencia, salvo que la ley disponga lo contrario, como 
por ejemplo cuando existe derecho legal de retención.  

 
d)  Quebrantamiento de resoluciones: el artículo 240 Código de Procedimiento Civil establece 

el mecanismo que puede llevar a cabo el tribunal para darle cumplimiento a la resolución 
pronunciada del asunto controvertido, cuando el vencido ha actuado en rebeldía contra lo 
ejecutado; en donde se señala que “Cumplida una resolución, el tribunal tendrá facultad 
para decretar las medidas tendientes a dejar sin efecto todo lo que se haga en 
contravención a lo ejecutado. El que quebrante lo ordenado cumplir será sancionado con 
reclusión menor en su grado medio a máximo”.  
 

e) Otras formas de cumplir las resoluciones2: cuando se trate del cumplimiento de otras 
resoluciones, corresponderá al juez de la causa determinar las medidas conducentes a 
dicho cumplimiento, pudiendo al efecto imponer multas que no excedan de una UTM o 
arresto de hasta dos meses, determinados prudencialmente por el tribunal, sin perjuicio 
de repetir el apremio. 
 
 
 

                                                 
2 Se encuentra regulado en el artículo 238 del Código de Procedimiento Civil. 
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1.2 Cumplimiento de Resoluciones Judiciales Pronunciadas por Tribunales Extranjeros 
(artículos 242 a 251 Código de Procedimiento Civil) 

 
Si bien el principio general es que la jurisdicción de los tribunales sólo abarca el 

territorio nacional respectivo, la progresiva interrelación tanto entre los estados como de los 
habitantes de los mismos ha hecho necesario que se reconozca valor a las resoluciones 
pronunciadas por los tribunales extranjeros, siempre y cuando las autoridades chilenas le 
hayan dado el correspondiente pase o "exequator", conforme a las disposiciones legales 
vigentes, las que establecen que el conocimiento y resolución de esta materia corresponde a 
la Corte Suprema. 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
• Resoluciones Extranjeras Susceptibles de Cumplirse en Chile 

 
Como se deduce de los artículos 242, 246, 248 y 249, todo tipo de sentencia 

extranjera puede ejecutarse en Chile, cualquiera que sea la materia sobre la que ella versa o 
el tribunal que la haya dictado. 

 
En efecto, el artículo 242 parte señalando que "las resoluciones pronunciadas en país 

extranjero", sin efectuar distingo alguno; por su parte, el artículo 243 dispone que las normas 
de los artículos 242 a 245 se aplican a las resoluciones pronunciadas por jueces árbitros y 
los artículos 248 y 249 se refieren respectivamente a las normas de procedimiento aplicables 
para el exequátur de resoluciones dictadas en asuntos contenciosos y no contenciosos. 

 
• Reglas para Acoger un Exequátur 
 

Las reglas para acoger un Exequátur que es el procedimiento que hace posible la 
ejecución de resoluciones dictadas por tribunales extranjeros, se encuentran establecidas en 
los artículos 242 al 245 del Código de Procedimiento Civil, orientándose cada uno de ellos a 
una materia en particular.  

 
En la siguiente figura se esquematiza las reglas que se aplican para la procedencia de 

un exequátur. 
 
 
 
 

Definición Exequator o Exequátur 
 
Corresponden al conjunto de reglas conforme al cual el ordenamiento jurídico de 

un Estado verifica si una sentencia judicial emanada de un país extranjero reúne o no 
los requisitos que permiten su homologación en tal Estado. 
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Figura Nº 5: Reglas Para Acoger un Exequátur 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
a) Normas que establezcan los tratados internacionales: el artículo 242 parte señalando que 

las resoluciones pronunciadas en país extranjero tendrán en Chile la fuerza que les 
concedan los tratados respectivos. 
 
Sobre la materia existe un tratado multilateral, conocido como Código de Bustamante3, el 
que en los artículos 423 y siguientes se refiere a la materia. Además, existen otros 
tratados bilaterales o multilaterales que la Corte Suprema deberá examinar en cada caso. 
 
 
 

                                                 
3 El Código de Bustamante es un tratado que pretendió establecer una normativa común para América sobre el 

Derecho internacional privado. 
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b) Normas de la reciprocidad4: a falta de tratado que regule la materia, para que las 
resoluciones de un país extranjero puedan cumplirse en Chile, deberán examinarse los 
precedentes que existan en orden a establecer el trato que se ha dado en ese país a las 
resoluciones emanadas de tribunales chilenos. Si se les ha dado valor, procede que la 
Corte Suprema acoja el exequator; a la inversa, si en el otro país no se ha dado 
aplicación a fallos chilenos, la Corte Suprema deberá rechazar el exequátur. 

 
c) Normas de regularidad internacional: de acuerdo al artículo 245 del Código de 

Procedimiento Civil, en caso de no existir tratados ni precedentes, las resoluciones 
extranjeras tendrán en Chile la misma fuerza que si hubieran sido dictadas por tribunales 
chilenos, siempre y cuando reúnan los siguientes requisitos: 

 
En la figura siguiente se señalan los requisitos para que las resoluciones dictadas en el 
extranjero tengan plena validez en Chile. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                 
4 Regulada en el artículo 243 del Código de Procedimiento Civil. 
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Figura Nº 6: Requisitos para que las Resoluciones Extranjeras tengan la Misma Fuerza 
Obligatoria Respecto de Tribunales Chilenos 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Requisitos 

Que no contengan nada contrario a las leyes de la 
República, excluidas las de procedimiento; esta 
excepción se funda en que conforme a los principios 
generales los procesos deben sustanciarse conforme a 
las normas de procedimiento que rigen en el país en 
que el mismo es instruido.

Que no se opongan a la jurisdicción nacional; es decir, 
no procederá el exequator si el asunto materia de la 
resolución, conforme a las leyes chilenas es de 
jurisdicción chilena. 

Que la parte en contra de quien se pretende ejecutar la 
sentencia haya sido debidamente emplazada. Lo 
anterior, sin perjuicio de que ella pueda probar que, no 
obstante haber sido debidamente emplazada, por otros 
motivos estuvo impedida de hacer valer sus medios de 
defensa.

Que estén ejecutoriadas conforme a las leyes del país 
en que hayan sido pronunciadas. Es decir, no basta que 
causen ejecutoria; esta limitación se establece en 
atención al carácter eventual de las resoluciones que 
causan ejecutoria 

Realice ejercicios nº 1 al 5 
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CLASE 02 
 

1.2.1 Normas de Procedimiento 
 

Como se señaló anteriormente, el tribunal competente para conocer del exequátur es 
la Corte Suprema; como el conocimiento no se encuentra entregado en forma expresa al 
pleno de ese tribunal, cabe concluir que es de competencia de las salas de la Corte 
Suprema.  

 
Este procedimiento varía según si la sentencia que se pretende ejecutar ha sido 

dictada en asunto contencioso (cuando existe un conflicto de intereses entre dos o más 
partes) o no contencioso (cuando no existe contraparte en un juicio), o bien, si ha sido 
pronunciada por un tribunal arbitral extranjero.  

 
 

• Contencioso  
 

En materias contenciosas, el procedimiento a seguir cuando la sentencia ha sido 
dictaminada por un tribunal extranjero se encuentra regulada en el artículo 248 del Código de 
Procedimiento Civil, siendo el siguiente:  

 
La sentencia que se pretende ejecutar deberá ser presentada ante la Corte Suprema 

en copia legalizada, la que se adjuntará (acompañará) a la solicitud de Exequator. 
 

Posteriormente, la Corte Suprema dará traslado de la petición a la persona en contra 
de quien se solicita el cumplimiento, la que tendrá el término de emplazamiento para exponer 
lo que estime conveniente a sus derechos. 
 

Evacuado el traslado (respondido por la otra parte) o en rebeldía, se conferirá a su vez 
traslado al Ministerio Público, a fin de que el Fiscal de la Corte Suprema evacue el dictamen 
correspondiente expresando si a su parecer procede o no conceder el Exequator. 

 
Si el tribunal lo estima necesario, una vez evacuado el informe del Fiscal, podrá abrir 

un término probatorio en la forma y por el tiempo establecido para los incidentes. 
 
Una vez evacuado el informe fiscal o vencido el término probatorio, la Corte Suprema 

deberá resolver si debe o no darse cumplimiento a la resolución del tribunal extranjero. 
 
 

• No Contencioso  
 

Cuando se trata de asuntos de carácter no contencioso resueltos por tribunales 
extranjeros, el procedimiento a seguir en Chile respecto al mismo está regulado en el artículo 
249 del Código de Procedimiento Civil, el cual señala: “En los asuntos de jurisdicción no 
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contenciosa, el tribunal resolverá con sólo la audiencia del ministerio público”. 
 

Según lo anterior, por la propia naturaleza de estos asuntos, en ellos no procederá dar 
traslado, por cuanto no existirá contraparte; en consecuencia, sólo se solicitará informe al 
Fiscal y con el mérito de éste la Corte Suprema resolverá, salvo que estime necesario abrir 
un término probatorio. 

 
 

• Resoluciones Arbitrales 
 

El Procedimiento a seguir en Chile, respecto de aquellas resoluciones pronunciadas 
por tribunales arbitrales extranjeros se encuentra establecido en el artículo 246 del Código de 
Procedimiento Civil; en donde se señala: “Las reglas de los artículos precedentes son 
aplicables a las resoluciones expedidas por jueces árbitros. En este caso se hará constar su 
autenticidad y eficacia por el visto bueno u otro signo de aprobación emanado de un tribunal 
superior ordinario del país donde se haya dictado el fallo”. 

 
De acuerdo a lo anterior, en este caso, se exige además que la autenticidad y eficacia 

de la sentencia extranjera se haga constar por el visto bueno u otro signo de aprobación 
emanado de un tribunal superior ordinario del país donde se dictó el fallo, exigencia 
establecida atendida la naturaleza de los tribunales arbitrales. 

 
Anteriormente se ha señalado el procedimiento que se debe seguir en Chile respecto 

de aquellas resoluciones emitidas por tribunales extranjeros; sin embargo, se desconoce el 
tribunal competente que deberá encargarse de ejecutar el fallo extranjero. Respecto a ello, 
una vez que la Corte Suprema ha dictado sentencia en el procedimiento de exequator 
acogiendo la petición, surge el problema de determinar el tribunal competente para conocer 
de la ejecución del fallo extranjero. A esta materia se refiere el artículo 251 del Código de 
Procedimiento Civil, el que dispone que será competente aquel tribunal al cual le 
correspondería hacerlo en primera o única instancia en caso de haberse dictado la sentencia 
en Chile. 

 
Respecto al procedimiento aplicable en la ejecución; si bien el Código de 

Procedimiento Civil nada dice, se debe concluir que habrá de estarse a lo dispuesto en el 
tratado respectivo, si él existe y, en su defecto, deberá aplicarse el procedimiento 
correspondiente establecido por las leyes chilenas. 

 
 

2. LOS PROCEDIMIENTOS EJECUTIVOS EN PARTICULAR 
 
En este punto se llevará a cabo un análisis en particular de los juicios ejecutivos que la 

normativa nacional establece. 
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2.1 El Procedimiento Ejecutivo Incidental 
 

Como se señaló anteriormente, cuando se solicita el cumplimiento de una sentencia 
ante el mismo tribunal que la dictó, dentro del plazo de un año, desde que la obligación se 
hizo exigible, corresponde aplicar el procedimiento ejecutivo especial, conocido como 
ejecución incidental del fallo, reglamentado en los artículos 233 a 235 del Código de 
Procedimiento Civil. 

 
Los trámites de este procedimiento son los siguientes: 

 
a) Solicitud del vencedor: la parte que obtuvo sentencia condenatoria en contra de la parte 

contraria en juicio declarativo, deberá presentar ante el mismo tribunal una demanda 
ejecutiva incidental solicitando el cumplimiento forzado de dicho fallo. 

 
b) Resolución del tribunal: el juez examinará el escrito y si en la especie aparece que la 

sentencia se encuentra ejecutoriada o causa ejecutoria y el cumplimiento se ha solicitado 
dentro del plazo de un año desde que la obligación se hizo exigible, dará curso a la 
demanda dictando una resolución que dirá más o menos "Como se pide, con citación"; es 
decir, será necesario esperar tres días que la ley concede al ejecutado para que éste 
pueda oponerse a la ejecución mediante alguna de las excepciones que la ley señala en 
forma taxativa (limitada). 

 
c) Notificación: la resolución antes señalada deberá ser notificada por cédula al apoderado 

que la parte ejecutada tuvo en el juicio declarativo, sin perjuicio de que el receptor deba 
remitir además carta certificada al domicilio de la parte misma en el que se notificó la 
demanda declarativa. 
 
      Si el cumplimiento se pide respecto de algún tercero que no fue parte en el juicio, la 
notificación deberá ser personal.  
 

d) Actitudes del ejecutado: éste tiene tres caminos a seguir: 
 
− Dar cumplimiento a lo ordenado en la sentencia, con lo que concluye el juicio 

ejecutivo; por ejemplo, consigna en el tribunal la suma a la cual fue condenado a 
pagar. 

 
− Podrá dejar transcurrir los tres días de la citación y no hacer nada; en este caso 

procederá seguir adelante la ejecución en la forma que se verá. 
 

− Por último, dentro del plazo señalado podrá oponer (responder) excepciones, las que 
se encuentran señaladas taxativamente en el artículo 234 del Código de 
Procedimiento Civil y son las siguientes: pago de la deuda, remisión de la deuda, 
concesión de plazo para pagar, novación, compensación, transacción, la de haber 
perdido la sentencia el carácter de ejecutoria, la pérdida de la cosa debida, 
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imposibilidad absoluta de cumplir y falta de oportunidad en la ejecución, todas ellas, 
deben cumplir los siguientes requisitos para que puedan ser admitidas a tramitación: 

 
 Deben fundarse en hechos acaecidos con posterioridad a la sentencia de cuyo 

cumplimiento se trata, por cuanto si han ocurrido antes debieron haber sido 
alegados en el proceso declarativo. 

 
 Deben fundarse en antecedentes escritos, salvo el de imposibilidad absoluta en la 

ejecución, la de pérdida de la cosa debida y la de falta de oportunidad en la 
ejecución, pero estas a su vez, para ser admitidas requieren aparecer revestidas 
de fundamento plausible. 

 
e) Admisibilidad de las excepciones: en caso de que se opongan excepciones, el juez 

deberá examinar el escrito respectivo y sólo le dará curso cuando las excepciones 
opuestas sean algunas de las antes nombradas y cumplan los requisitos señalados. Si no 
cumple con las indicaciones señaladas, el juez rechazará de plano la oposición; en 
cambio, si reúnen los requisitos, conferirá traslado al ejecutante para que éste dentro de 
tercero día conteste, generándose un incidente ordinario, pudiendo eventualmente 
recibirlo a prueba (se abre el término probatorio), si existen hechos sustanciales, 
pertinentes y controvertidos. 

 
f) Sentencia: terminada la tramitación de la incidencia, el juez deberá dictar sentencia 

acogiendo o rechazando las excepciones opuestas. Si las acoge, una vez ejecutoriada 
esa sentencia terminará el procedimiento ejecutivo incidental; en cambio, si son 
rechazadas, se seguirá adelante la ejecución conforme a las normas siguientes. 

 
g) Procedimiento de apremio: éste procederá de acuerdo a lo siguiente, según la situación 

que se presente. 
 
− En caso de que debe seguirse adelante la ejecución y la sentencia ordena la entrega 

de una especie o cuerpo cierto, mueble o inmueble, se llevará a efecto la entrega 
mediante el auxilio de la fuerza pública en caso necesario. 

 
− Si tratándose de especie mueble ella no es habida (no se encuentra), será necesario 

proceder a la tasación de la misma por el tribunal, oyendo a peritos nombrados en la 
forma general, de tal modo que la obligación de entregar será reemplazada por la de 
pagar el valor de la especie. 

 
− Si la sentencia ordena pagar una suma de dinero o procede el pago del valor de la 

especie no habida, será necesario distinguir si se han retenido al ejecutado con 
medida precautoria, dinero u otros bienes o no.  
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Los puntos que se señalan a continuación explican las diversas situaciones que 
pueden ocurrir para el caso de que la sentencia ordene el pago de una suma de dinero o 
proceda el pago del valor de la especie no habida. 
 
• Si se ha retenido dinero: el tribunal ordenará, una vez efectuada la liquidación del 

crédito y la tasación de costas, el giro de cheque en favor del ejecutante por la suma 
que corresponda. 
 

• Si se ha retenido otras especies: en este caso, será necesario proceder a la 
realización de las especies. 
 

• Si no han existido medidas precautorias: se procederá a embargar y enajenar bienes 
suficientes del ejecutado conforme a las normas del procedimiento de apremio del 
juicio ejecutivo ordinario, sin necesidad de requerimiento; la resolución que ordena el 
embargo y el embargo mismo serán notificados al ejecutado por cédula. 
 

• Si la sentencia ordena pagar una cantidad determinada de un género determinado: se 
procederá en la misma forma que en el caso anterior, pero si es necesario practicar 
tasación se recurrirá a peritos. 
 

• Si la sentencia ordena la ejecución o destrucción de una obra material, la suscripción 
de un documento o la constitución de un derecho real o de una obligación: se 
procederá en la forma que señalan las normas del juicio ejecutivo ordinario por 
obligación de hacer, pero cuando sea necesario embargar y realizar bienes se 
aplicarán las normas antes vistas. 
 

• Si la sentencia ha condenado a la devolución de frutos o a la indemnización de 
perjuicios y se ha reservado, conforme al artículo 173 respecto del demandante, 
discutir, esta cuestión en la ejecución de la sentencia: en este caso, el ejecutante, en 
el mismo escrito en el que deduce la demanda ejecutiva deberá formular la otra 
demanda, la que se tramitará incidentalmente y de existir oposición al cumplimiento de 
fallo, ambos incidentes se sustanciarán y fallarán conjuntamente en una sola 
sentencia5. 

 
h) Reglas especiales respecto de terceros: cuando la ejecución de una sentencia se solicita 

respecto de un tercero que no ha sido parte en el juicio declarativo en el que se dictó la 
                                                 
5 Nota: puede suceder que una persona demande a otra para que se declare que debe indemnizarle perjuicios 

por haber incurrido en cualquier conducta que le ha causado daño, pero que en la misma demanda señale 
que se reserva la discusión respecto de la especie y monto de los perjuicios para la ejecución del fallo por 
cuanto al momento de accionar aún no ha determinado el monto de esos perjuicios. Si se dicta sentencia 
definitiva declarando que el demandado debe indemnizar al actor los perjuicios causados a éste con su 
conducta dañosa, junto con la demanda de ejecución incidental deberá demandar la determinación de la 
especie y monto de los perjuicios. 
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sentencia, la ley ha señalado las siguientes normas especiales: 
 

− La primera notificación se deberá hacer en forma personal al tercero. 
 
− El tercero tendrá el plazo de diez días para oponer excepciones a la demanda 

ejecutiva incidental (artículo 234 inc. 2º Código de Procedimiento Civil) 
 
− El tercero, además de las excepciones antes indicadas, podrá defenderse mediante la 

de inoponibilidad de la sentencia, es decir, de no empecerle (perjudicarle) el fallo que 
se trata de cumplir. 

 
 

2.2 El Juicio Ejecutivo en Obligaciones de Dar 
 

Por juicio ejecutivo se debe entender aquel procedimiento que persigue, por la vía 
compulsiva, el cumplimiento de una obligación cierta e indudable, que consta de un 
antecedente auténtico al cual la ley le reconoce la aptitud para provocar el apremio y que 
genéricamente se conocen como títulos ejecutivos. 

 
 

        Juicio ejecutivo: es un procedimiento especial contencioso que tiene por objeto 
obtener el cumplimiento de una sentencia definitiva o interlocutoria firme o lo establecido 
en otro título de tanto valor como éstas y que la ley considera como capaz de llevar 
aparejada ejecución6 

 
 
Hasta ahora, aparte de la ejecución incidental, sólo se han estudiado procedimientos 

de orden declarativos, es decir, aquellos en los cuales la pretensión que se ejerce es la de 
que se reconozca al actor un derecho controvertido (juicio ordinario y sumario). En el juicio 
ejecutivo ya no existe, en términos generales esta controversia, toda vez que existe un título 
ejecutivo, como se muestra en el ejemplo a continuación: 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                 
6  Jorquera Lorca, Rene “Síntesis de Derecho Procesal” Tomo II, Editorial La Ley, año 2000, p 286. 
 

Por ejemplo 
 

Una sentencia definitiva ejecutoriada dictada en un juicio ordinario por la cual se 
condena al demandado a pagar al demandante cinco millones de pesos a título de 
indemnización de perjuicios.  
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Sin embargo, como se verá, no sólo las sentencias definitivas ejecutoriadas tienen el 
mérito o el valor de provocar un procedimiento ejecutivo, pues existen otros títulos a los 
cuales, por su naturaleza, la ley les asigna el mismo valor que a una sentencia, como por 
ejemplo la copia autorizada de una  escritura pública que da cuenta de la existencia de un 
contrato de mutuo7 en que el mutuario reconoce haber recibido diez millones de pesos. 

 
El juicio ejecutivo en obligaciones de dar presenta las siguientes características: 
 
 

Figura Nº 7: Características del Juicio Ejecutivo en Obligaciones de Dar 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

• Clasificación 
 

El juicio ejecutivo en obligaciones de dar se clasifica en base a dos aspectos; según la 
obligación cuyo cumplimiento se pretende, y de acuerdo a su campo de aplicación, de la 
forma como se señala a continuación: 

 
                                                 
7 El mutuo es un contrato real, (se perfecciona por la entrega de la cosa) por virtud del cual una persona 

denominada mutuante se obliga a transferir en forma gratuita o con intereses, la propiedad de una suma de 
dinero o de otras cosas fungibles, a otra llamada mutuario, quien se obliga a devolver otro tanto de la misma 
especie y calidad y que produce el efecto traslativo de dominio respecto de las cosas que constituyan el 
objeto del contrato. 

Características 

Es un procedimiento ejecutivo de carácter ordinario: 
es el cumplimiento de una obligación indubitada 
(sin dudas). 

Es un procedimiento compulsivo, toda vez que, 
como se ha señalado, a través de él lo que se 
persigue es el cumplimiento forzado de una 
obligación por la vía del apremio a los bienes 
materiales del deudor; si éste no paga, el 
acreedor que tiene un título ejecutivo puede exigir 
compulsivamente, por esta vía, mediante el 
embargo y remate de bienes, el pago de la 
deuda. 
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a) Según la obligación cuyo cumplimiento se pretende: ésta clasificación comprende las 
diversas obligaciones que busca engendrar el juicio ejecutivo, las cuales pueden ser de 
dar, de hacer y de no hacer. 
 
− Juicio ejecutivo de obligación de dar: constituye el juicio ejecutivo ordinario, 

aplicándose en forma supletoria, las reglas establecidas para el juicio ordinario 
declarativo. 

 
− Juicio ejecutivo de obligación de hacer: lo que se persigue es que se efectúe un 

determinado trabajo; no la entrega de una cosa o el pago material de una obligación. 
 

− Juicio ejecutivo de obligación de no hacer: se persigue compulsivamente que una 
persona se abstenga de realizar una conducta determinada. 

 
b) Según su campo de aplicación: 

  
− Juicios ejecutivos generales: comprende los juicios antes señalados. 
 
− Juicios ejecutivos especiales: los contemplados por las leyes para casos especiales, 

como por ejemplo la ejecución de prenda. 
 
− Juicios ejecutivos propiamente tales y ejecuciones incidentales, como por ejemplo una 

demanda ejecutiva basado en un título ejecutivo.  
 
      A continuación se esquematizará en la siguiente figura, la clasificación de los juicios 
ejecutivos anteriormente explicados. 
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Figura Nº 8: Clasificación del Juicio Ejecutivo en la Obligaciones de Dar 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Clasificación 

Según la 
obligación cuyo 
cumplimiento 
se pretende 

Según su 
campo de 
aplicación 

Juicio ejecutivo de obligación 
de dar 

Juicio ejecutivo de obligación 
de hacer 

Juicio ejecutivo de obligación 
de no hacer 

Juicios ejecutivos generales 

Juicios ejecutivos especiales 

Juicios ejecutivos 
propiamente tales 
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CLASE 03 
 

2.2.1 La Acción (pretensión) Ejecutiva 
 

Los requisitos para que pueda intentarse una demanda ejecutiva; es decir, para que 
ejecutivamente se exija el cumplimiento de una obligación son los que se muestran en la 
figura siguiente: 

 
 

Figura Nº 9: Requisitos que Debe Contener la Demanda Ejecutiva 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
A continuación, se analizarán cada uno de dichos requisitos en forma particular, para 

su mayor comprensión. 
 

• La Obligación debe Constar de un Título Ejecutivo 
 

Como se ha señalado, para que pueda iniciarse una demanda ejecutiva, es 
indispensable que, quien sostiene la pretensión, cuente con un título ejecutivo, 
entendiéndose por éste, aquél instrumento al cual la ley le atribuye expresamente el mérito 
de servir de antecedente indispensable para deducir una demanda en la cual se sobre 

Requisitos 

La obligación debe constar necesariamente de 
un título al cual la ley le ha asignado el valor de 
ejecutivo; es decir, de un título ejecutivo 

Que la obligación sea actualmente exigible 

Que la obligación no se encuentra prescrita 

Que la obligación sea líquida o liquidable. 



 

 24
 

Instituto Profesional Iplacex 

compulsivamente el cumplimiento de alguna obligación que consta de ese mismo título, la 
cual además debe ser líquida, actualmente exigible y no prescrita. 

 
Según ha señalado la jurisprudencia, la ley no ha dado mérito ejecutivo a los negocios 

jurídicos, sino que a los documentos en los cuales éstos constan o a los documentos que se 
refieren a dichos negocios jurídicos. En el fondo, el título ejecutivo viene a ser una prueba 
perfecta de la existencia de una obligación, motivo por el cual la ley le atribuye en forma 
expresa el carácter de tal, es decir, el de poder exigir con su mérito el cumplimiento 
compulsivo (inmediato) de la obligación. 

 
La jurisprudencia ha señalado también al respecto que el título ejecutivo presenta una 

naturaleza análoga a la de la prueba privilegiada, en términos tales que el acreedor dotado 
de él, goza de la garantía jurisdiccional de solicitar el embargo de bienes suficientes del 
deudor y todo el peso de la prueba (respecto de quien debe probar) recae sobre la parte 
demandada-ejecutada, quien debe desvanecer esa presunción de veracidad que el título 
posee; por ello, si el ejecutado no tiene prueba alguna en apoyo de sus pretensiones, sus 
excepciones deberán naturalmente ser rechazados por el tribunal. 

 
• Enumeración de los Títulos Ejecutivos 
 

En la forma previa, es indispensable precisar que los títulos ejecutivos deben 
encontrarse expresamente señalados por la ley que puedan revestir el carácter de tales y 
fundamentalmente están señalados en el artículo 434 del Código de Procedimiento Civil y en 
algunas leyes especiales. 

 
A continuación se enumeran los títulos ejecutivos los cuales se encuentran señalados 

en la Figura Nº 10. 
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Figura Nº 10: Enumeración de los Títulos Ejecutivos 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

Enumeración 

Sentencias Definitivas o Interlocutorias 
Firmes o Ejecutoriadas 

Copia Autorizada de Escritura Pública 

 Acta de Avenimiento 

Instrumentos Privados 

Confesión Judicial 

Cualesquiera títulos al portador o 
nominativos, legítimamente emitidos, 
que representan obligaciones vencidas, 
y los cupones también vencidos de 
dichos títulos, siempre que los cupones  
concuerden con los títulos y estos 
últimos con los talonarios 

Cualquier otro título al cual las leyes 
le confieren el carácter de título 

ejecutivo 

 Artículo 435 Código de Procedimiento 
Civil 
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          De esta manera, se explicarán cada uno de los títulos ejecutivos enumerados en la 
figura anterior. 
 
1º Sentencias Definitivas e Interlocutorias Firmes o Ejecutoriadas (artículo 434 Nº 1): es 

decir, sentencia en contra de las cuales no procedan o ya hayan sido rechazados los 
recursos ordinarios interpuestos en contra de ellos. 
 
     Como se vio al tratar de los juicios declarativos ordinarios, la finalidad que se persigue 
es la de que en definitiva se reconozca al actor (demandante) el derecho que pretende. 
Una vez que en ese proceso se ha dictado sentencia que se encuentra firme o 
ejecutoriada, ella deberá ser cumplida en forma compulsiva, salvo que el demandado 
voluntariamente cumpla la obligación a cuya prestación fue condenado. 

 
Los artículos 233 y siguientes del Código de Procedimiento Civil se refieren a la 

posibilidad de ejecutar estas sentencias en forma incidental dentro del mismo proceso 
que se dictaron. Para deducir esta ejecución incidental el demandante sólo tiene el plazo 
de un año, para solicitar el cumplimiento compulsivo de la sentencia ante el mismo 
tribunal que dictó dicho fallo en el juicio declarativo. Ahora se verá la sentencia sólo como 
título ejecutivo del juicio ejecutivo ordinario. 

 
Para que pueda utilizarse una sentencia definitiva ejecutoriada como título ejecutivo es 

necesario contar con una copia de la misma, debidamente autorizada por el funcionario 
competente, que es el secretario tribunal, quien además deberá certificar de que se 
encuentra ejecutoriada, lo que es requisito indispensable. 
 

2º Copia Autorizada de Escritura Pública (artículo 434 Nº 2): respecto de las escrituras 
públicas, ellas constan de una matriz que se contiene en los protocolos que son libros que 
se van empastando a medida que se juntan las escrituras. Sólo al notario autorizante o a 
la persona que lo reemplace o subrogue en el cargo puede otorgar copia autorizada que 
tenga este valor, así como el archivero judicial, una vez que los protocolos le han sido 
remitidos a él. Las fotocopias de escrituras públicas autorizadas por un notario diferente 
carecen de este mérito  ejecutivo. 
 

3º Acta de Avenimiento (artículo 434 Nº 3): no se encuentra expresamente definido por la ley 
y es algo diferente que la conciliación y la transacción. Se debe señalar aquí que es el 
acuerdo al cual llegan las partes de un proceso en forma directa y lo presentan al tribunal 
para que éste le preste su aprobación, la cual será otorgada siempre y cuando no se trate 
de derechos irrenunciables. 

 
  El título ejecutivo debe ser una copia autorizada del acta de avenimiento mismo, así 

como de la resolución del juez que le presta su aprobación y lo manda tener como 
sentencia para todos los efectos legales, copia que debe ser autorizada por el secretario 
del tribunal o por el archivero judicial, en caso de que el expediente se encuentre bajo la 
custodia de él. 
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   La conciliación también se estima sentencia ejecutoriada para todos los efectos 
legales, de esta manera vale lo dicho para el avenimiento. También respecto de la 
transacción, incluso ésta puede ser extrajudicial, debiendo en este caso constar por 
escritura pública, para que tenga valor de título ejecutivo. 
 

4º Los Instrumentos Privados (artículo 434 Nº 4): ahora bien, como regla general y dada su 
naturaleza, los instrumentos privados carecen de mérito ejecutivo; sin embargo, el artículo 
434 contempla diferentes excepciones que son de gran importancia por la aplicación 
práctica de las mismas: 
 

a) Instrumento privado reconocido o mandado tener por reconocido; se debe recordar que el 
reconocimiento debe ser ante tribunal competente, lo que se efectúa en gestión 
preparatoria de la vía ejecutiva. 

 
b) Letra de cambio o pagaré, respecto del aceptante de la primera y del suscriptor del 

segundo, cuando el documento haya sido protestado personalmente al aceptante de la 
letra o al suscriptor del pagaré y éstos no hayan opuesto tacha de falsedad a su firma al 
momento de efectuarse este protesto por falta de pago. 

 
c) Letra de cambio, pagaré o cheque, cuando notificado judicialmente el protesto de alguno 

de ellos a los obligados a pagarlos (girador, endosante, aceptante, etc.), y no hayan 
alegado tacha de falsedad al momento de esa notificación o dentro del plazo de tres días 
(Estas notificaciones son gestiones preparatorias de la vía ejecutiva). 

 
d) Letra de cambio, pagaré o cheque, respecto del obligado a su pago cuya firma aparezca 

autorizada ante notario u oficial de registro civil, en los casos en que este último se 
encuentra autorizado para actuar como notario. 
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Figura Nº 11: Conceptos de Aceptante de una Letra de Cambio, Girador de un 
Cheque, y Endosantes 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
5º Confesión Judicial (artículo 434 Nº 5): debe tratarse de una confesión prestada ante el 

juez en una gestión preparatoria de la vía ejecutiva. 
 

6º Cualesquiera Títulos al Portador o Nominativos, legítimamente emitidos, que representan 
obligaciones vencidas, y los cupones también vencidos de dichos títulos, siempre que los 
cupones  concuerden con los títulos y estos últimos con los talonarios: se refiere a los 

Aceptante de 
una Letra de 

Cambio 

Es aquella persona que se obliga directamente a 
su pago y que para ello debe firmarla en forma 
transversal en el anverso; suscriptor de un 
pagaré es la persona que recibe un préstamo y 
firma como comprobante de la obligación un 
documento que se denomina pagaré y en el cual 
se compromete a pagar en una fecha 
determinada el importe del mismo. 

Girador de un 
Cheque 

Es el titular de la cuenta corriente o el mandatario 
habilitado para ello, que firma el cheque en su parte 
inferior derecha. 

Endosantes 

Son todas aquellas personas que firman los 
documentos antes referidos transfiriendo el 
dominio de los mismos a terceros, lo que se lleva 
a cabo estampando la firma al reverso. Sólo 
pueden endosarse los documentos en los cuales 
se encuentren extendidos a la orden o al 
portador; no los nominativos; por este motivo si 
no se desea que un cheque sea endosado, 
deberá tarjarse las palabras "o al portador" y "a la 
orden" que se consignan en el formulario. 
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Por ejemplo 
 
Se demanda ejecutivamente la entrega de un inmueble acompañando como 

título ejecutivo la escritura pública de compraventa, si en ella no aparece que el 
demandante pagó el precio, no procederá la ejecución por no haberse acreditado la 
exigibilidad actual de la obligación cuyo cumplimiento forzado se pretende. 

bonos y también su estudio es materia de Derecho Comercial; los títulos representan el 
crédito mismo y los cupones vienen a ser aquellos que dan cuenta de los intereses 
respectivos. 
 

7º Cualquier otro Título al cual las leyes le confieren el carácter de Título Ejecutivo: por 
ejemplo, en materia tributaria. 
 

8º Artículo 435 Código de Procedimiento Civil: señala la forma de configurar otro título 
ejecutivo y expresa: "si en caso de no tener el acreedor título ejecutivo, quiere preparar la 
ejecución por el reconocimiento de firma o confesión de deuda, podrá pedir que se cite al 
deudor a la presencia judicial, a fin de que practique la que corresponda a esas 
diligencias"; "Y, si el citado no comparece o sólo da respuestas evasivas, se dará por 
reconocida la firma o por confesada la deuda". 
   

• La Obligación debe ser Actualmente Exigible8 
  

La obligación de que da cuenta el título debe aparecer exigible al momento de 
presentarse la demanda ejecutiva. 

 
Tratándose de contratos bilaterales es importante tener presente que el artículo 1552 

del Código Civil dispone que ninguno de los contratantes está en mora dejando de cumplir lo 
pactado mientras el otro no cumpla con su obligación. Por ello, tratándose de obligaciones 
derivadas de este tipo de contratos, en el título debe constar que quien pretende exigir el 
cumplimiento de una obligación ha cumplido con la suya.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Diferente será si en la escritura se ha señalado que el precio es 1000, "suma que en 

este acto el comprador paga al vendedor en dinero efectivo", caso en el cual si podrá 
utilizarse como título ejecutivo. 

 
• La Acción Ejecutiva No debe Encontrarse Prescrita 

 
Como se sabe, la norma general conforme al artículo 2493 del Código Civil es que la 

excepción de prescripción (defensa que consiste en alegar que la acción ejecutiva se 

                                                 
8 Regulado en el artículo 437 Código de Procedimiento Civil 
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encuentra prescrita) deberá necesariamente ser alegada por la demandada. En el juicio 
ejecutivo existe una norma de excepción, toda vez que el juez deberá examinar el título y ver 
si la acción ejecutiva para exigir el cumplimiento de la obligación que el mismo contiene se 
encuentra o no prescrita. Si a su juicio lo está, deberá de oficio (el juez por sí sólo) negar 
lugar a la ejecución. 
 

Si por alguna razón la prescripción pasa inadvertida al juez, el ejecutado deberá 
alegarla posteriormente al deducir las excepciones que estime del caso. 

 
A este respecto el artículo 442 del Código de Procedimiento Civil  prescribe: "El 

tribunal denegará la ejecución si el título presentado tiene más de tres años, contados desde 
que la obligación se hizo exigible, salvo que compruebe su subsistencia por alguno de los 
medios que establece el artículo 434". 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
Ahora, si el juez no advierte que la acción ejecutiva se encuentra prescrita y la parte 

ejecutada no la alega oportunamente, el proceso ejecutivo seguirá su curso, ya que la 
prescripción no opera de pleno derecho(por el sólo ministerio de la ley). 

 
• La Obligación debe ser Líquida o Liquidable y Determinada 

 
La obligación es líquida, cuando su objetivo se encuentra determinado en especie, así 

si se demanda el pago de una suma determinada de dinero, la obligación será líquida, pero si 
además se demanda el pago de intereses y reajustes, ella será liquidable; en todo caso, los 
antecedentes para proceder a la liquidación deberán aparecer en forma determinante del 
título mismo. 

 
La ejecución puede recaer directamente sobre la especie o cuerpo cierto debida que 

exista en poder del deudor, como lo señala el artículo 438 inc.1º, sobre el valor de la especie 
debida que no exista en poder del deudor, haciéndose su avaluación por peritos que 
nombrará el tribunal (Nº 2) y sobre cantidad líquida, no sólo la que actualmente tenga ese 
carácter, sino también la que pueda liquidarse mediante simples operaciones aritméticas con 
sólo los datos que el título suministre (por ejemplo, el pagaré señala que se devengará un 
interés mensual del 2% mensual). 

 
Por ello, la ley exige que el acreedor exprese en la demanda ejecutiva la especie o 

cantidad líquida por la cual solicita la ejecución. 

Por Ejemplo 
 

Si el título consiste en un pagaré que venció hace más de tres años pero la parte 
ejecutante citó al ejecutado a gestión preparatoria de confesión de deuda y éste 
reconoció la existencia de la misma, no cabe sino concluir que el título subsiste. 
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Tratándose de moneda extranjera, no será necesaria la avaluación, sin perjuicio de 
aplicar las normas generales, es decir, debe acompañarse el certificado de cotización en 
plaza de esa moneda extranjera al iniciarse el proceso. 

 
Si la obligación es en parte líquida y en parte liquidable, puede demandarse por el 

total; sin embargo, por la vía ejecutiva sólo respecto de la parte líquida o liquidable y respecto 
del resto en juicio declarativo, conforme lo que establece el artículo 439 del Código de 
Procedimiento Civil. 

 
Tratándose de juicios ejecutivos por obligaciones de hacer y no hacer, la obligación 

deberá ser determinada o susceptible de ser determinada, como por ejemplo la obligación de 
destruir un muro. 

 
 
 
 
 

CLASE 04 
 

2.2.2 Gestiones Preparatorias de la Vía Ejecutiva 
 

Como se ha visto anteriormente, existen algunos títulos ejecutivos que se bastan a si 
mismos, como por ejemplo una escritura pública, una sentencia firme o un acta de 
avenimiento. Existen otros títulos que para los efectos de poder ser considerados títulos 
ejecutivos requieren de una gestión previa que debe llevar a cabo la parte interesada, la que 
recibe el nombre de "gestión preparatoria de la vía ejecutiva". Se presentan a continuación 
las gestiones preparatorias existentes: 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Realice ejercicios nº 6 al 10 



 

 32
 

Instituto Profesional Iplacex 

Figura Nº 12: Gestiones Preparatorias 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 

 
 
 
A continuación, se estudiarán cada una de las gestiones preparatorias en particular. 

 
• Reconocimiento de Firma Puesta en Instrumento Privado 
 

Como los instrumentos privados por si solos carecen de mérito probatorio, si el 
ejecutante quiere utilizar uno de éstos para los efectos de deducir una demanda ejecutiva, 
necesariamente deberá acompañarlos en una gestión preparatoria, solicitando, al tribunal se 
cite a la persona que aparece suscribiéndolos a una audiencia determinada, a fin de que ésta 
reconozca o no su firma. Si el citado no comparece o da respuestas evasivas, se tendrá por 
reconocida la firma; lo mismo, obviamente si comparece y la reconoce. 

 
Puede suceder que el citado comparezca, reconozca la firma que aparece en un 

instrumento privado que da cuenta de que él debe pagar una suma determinada de dinero, 
pero que al mismo tiempo alegue que pagó esa deuda; ésta última afirmación no obsta (no 
impide) a que se tenga por preparada la vía ejecutiva, vale decir, el título, ya que el artículo 
436 señala que reconocida la firma quedará preparada la ejecución, es decir, el título 
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ejecutivo, aun cuando el demandado niegue la deuda. Lo que sucede es que en este caso 
deberá defenderse en el juicio ejecutivo mismo que se iniciará con la demanda acompañada 
del título referido. 

 
El día y hora fijado el tribunal deberá llamar a la audiencia; si el deudor comparece y 

reconoce la firma y o la deuda, se levantará acta de lo obrado, la que unida al documento 
mismo constituirá el título ejecutivo; si no comparece, el ministro de fe (receptor) deberá dejar 
en el expediente un certificado del hecho. En este caso, al igual que cuando comparece y da 
respuestas evasivas, el tribunal deberá, a petición del actor, dictar una resolución que se ha 
calificado como sentencia interlocutoria, a través de la cual da por confesada o reconocida la 
firma y por preparada la ejecución; mientras no se dicte esa resolución, no habrá título 
ejecutivo. Se estima que ella es una interlocutoria por cuanto falla (resuelve) sobre un trámite 
que sirve de base para el pronunciamiento de una sentencia definitiva; de lo anterior se 
deriva que será susceptible de los recursos que pueden interponerse en contra de 
interlocutorias y, además, una vez ejecutoriada, ella producirá los efectos de cosa juzgada y 
no podrá discutirse a ese respecto en el proceso mismo. 

 
• Notificación Judicial del Protesto de Instrumento de Crédito 
  

Esta situación es aplicable para las letras de cambio o pagarés que no han sido 
autorizadas ante notario y cuando el protesto no ha sido personal al aceptante: así como 
sucede con los cheques. 

 
Si la letra de cambio o pagaré, ha sido autorizada ante notario, vale como título 

ejecutivo sin necesidad de esta gestión; lo mismo si el protesto ha sido personal y no se ha 
opuesto tacha (si la otra parte no lo ha puesto en cuestión) de falsedad en ese acto. 

 
En estos casos deberá presentarse un escrito que indicará más o menos lo siguiente:  
 
 
"En lo principal, notificación de protesto de letra; en el otrosí, patrocinio y poder 

xxxxxx (individualización del compareciente) a V.S. digo: que por el presente acto vengo 
en solicitar se ponga en conocimiento de xxxx el protesto de la letra de cambio que 
acompaño para los efectos de configurar eventualmente el correspondiente título 
ejecutivo conforme a lo prevenido en el artículo 434 del Código de Procedimiento Civil Nº 
4º". 

El tribunal proveerá "A lo principal, notifíquese el protesto; al otrosí, guárdese el 
documento en custodia". 

 
 
Lo mismo se hará tratándose de un pagaré o de un cheque protestado y rige respecto 

de todos los obligados al pago del documento. 
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Ordenada la notificación, ella deberá practicarse conforme a las reglas generales, es 
decir, personalmente o conforme al artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, salvo el 
protesto del cheque, el que debe basta con que se notifique por cédula en el domicilio 
registrado en el banco. 

 
Notificado judicialmente el protesto, el obligado al pago tendrá el plazo de tres días 

para oponer tacha de falsedad y su oposición destruye la gestión. Sin embargo, cuando el 
documento sea un cheque, si el protesto se notifica al girador del mismo, si éste no consigna 
dentro de 3 días capital intereses y costas, quedará configurado el delito de giro doloso de 
cheque y corresponderá que en el juicio criminal mismo se investigue la falsedad alegada, 
conforme lo dispone la ley de cheques.  

 
Antiguamente era frecuente que el obligado al pago de letras o pagarés opusiera la 

tacha de falsedad sin fundamento y de este modo obtuviera el fracaso de la gestión, 
obligando al acreedor a seguir un juicio ordinario a fin de establecer la autenticidad del 
documento. Por ese motivo se modificó el Código de Procedimiento Civil estableciéndose 
que la tacha dará origen a un incidente en el cual se establecerá o no la autenticidad y si se 
establece esto último, el que hubiere formulado la tacha incurrirá en las penas de la estafa. 

 
• Citación a Confesar Deuda 
 

Puede suceder que el acreedor no tenga algún título para demandar ejecutivamente el 
pago de la deuda. Por este motivo la ley estableció la gestión preparatoria en referencia la 
que consiste sólo en citar al presunto deudor a una audiencia determinada a fin de que 
confiese adeudar o no la suma que se indique en la presentación. La situación es similar a la 
de reconocimiento de firma, con la importante diferencia que en este caso no existe 
documento.  

 
El día y hora de la audiencia la parte deberá instar para que comparezca o  se llame a 

la audiencia ante el tribunal. Si el deudor confiesa, el título quedará preparado previa 
resolución del juez que así lo declare; si no comparece o da respuestas evasivas, el juez 
deberá, a petición de parte, dictar una resolución que ha sido calificada como interlocutoria, 
en la cual se tendrá al deudor por confeso o no. A diferencia de la diligencia de absolución de 
posiciones (confesión), en este caso se trata sólo de una citación y la pregunta está 
contenida en la presentación y no en sobre cerrado, además, en este caso no es necesario el 
juramento del confesante. Si se niega la deuda en una ocasión, no podrá reiterarse la 
diligencia. 

 
Es importante destacar que esta gestión sólo puede verificarse ante el juez, quien no 

puede delegar la función en otro funcionario, como en la absolución de posiciones, lo 
anterior, dada la importancia de la gestión, a través de la cual en el fondo puede o no darse 
por establecida la existencia de alguna deuda. 
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• Confrontación de Títulos y Cupones 
 

Esta gestión preparatoria se lleva a cabo ante el juez a iniciativa del acreedor, quien 
en su solicitud pedirá la designación de un ministro de fe que efectué la confrontación. Si la 
confrontación resulta conforme, el acta del ministro de fe complementará el título y quedará 
preparada la ejecución. 

 
Tratándose del cobro de cupones, es menester que ellos estén vencidos y que 

además éste se confronte con el título mismo y este último, a su vez, con el libro talonario 
respectivo. 

 
• Avaluación de Peritos 

 
Cuando la ejecución recae sobre la especie debida que no exista en poder del deudor, 

deberá avaluarse previamente por un perito designado por el tribunal, lo mismo sucede 
cuando lo debido es una cantidad determinada de un género determinado. 

 
En este caso la designación del perito, al igual que en el anterior, la efectúa 

directamente el tribunal, sin llamar a comparendo. Por otra parte, conforme al artículo 440 del 
Código de Procedimiento Civil, la avaluación del perito si bien es importante, puede ser 
objetada por las partes en forma tal de que la suma se aumente o disminuya, casos en los 
cuales el tribunal resolverá en definitiva a través de una resolución que es susceptible de 
reposición y apelación subsidiaria. 

 
Por otra parte el ejecutado puede objetar (presentar objeciones) la tasación también al 

oponer las excepciones (artículo 464 Nº 8 del Código de Procedimiento Civil). 
 

Ejecutoriada (realizada) la avaluación, quedará preparado el título ejecutivo. 
 

• Validación de Sentencias Extranjeras 
 

Como se ha señalado anteriormente, las sentencias extranjeras para que puedan ser 
cumplidas en Chile, deben ser legalizadas, siempre y cuando los tratados y normas 
internacionales les den valor en Chile. Para ello se requiere del procedimiento de exequátor 
ante la Corte Suprema, el que se verá oportunamente. 

 
• Notificación a los Herederos 
 

Como los herederos del deudor pueden ignorar la existencia de la deuda, el artículo 
1377 del Código Civil estableció que los acreedores no podrán llevar adelante la ejecución o 
iniciarla, sino sólo después de transcurridos 8 días desde la fecha de notificación de los 
títulos a los herederos judicialmente, plazo que se les concede a fin de que puedan consultar 
los antecedentes necesarios para la defensa.  

 



 

 36
 

Instituto Profesional Iplacex 

La norma anterior se complementa con el artículo 5 del Código de Procedimiento Civil 
que, se refiere a la parte que fallece teniendo un proceso pendiente en el cual actúa por si 
misma, caso en el cual se suspende el procedimiento mientras se notifica a los herederos 
para que comparezca a él dentro de un plazo igual al de emplazamiento para contestar 
demandas en juicio ordinario. 

 
 

2.2.3 El Juicio Ejecutivo Propiamente Tal 
 

El juicio ejecutivo propiamente tal se tramita en dos cuadernos separados, uno que 
recibe el nombre de cuaderno ejecutivo o cuaderno principal y que es aquél en el cual se 
efectúan las alegaciones de fondo de las partes, como por ejemplo, la demanda ejecutiva, se 
oponen las excepciones (defensas del ejecutado), se recibe a prueba y se dicta sentencia; y 
el cuaderno de apremio, en cambio, es aquél en el que se realizan todas las gestiones 
relativas al embargo y remate de los bienes.  

 
En la siguiente figura se muestra un esquema de lo que consiste el procedimiento del 

juicio ejecutivo, el cual se compone de dos cuadernos el principal o ejecutivo, y el cuaderno 
de apremio. 

 
 

Figura Nº 13: Procedimiento del Juicio Ejecutivo: Cuaderno Ejecutivo y Cuaderno de 
Apremio 
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      Es el acto jurídico procesal del actor, por el cual éste somete a consideración del 
tribunal, la pretensión de que se cumpla forzadamente una obligación de la que dice ser 
acreedor. 

A continuación, se estudiarán en forma detallada cada uno de estos dos cuadernos. 
Además, es preciso señalar que pueden existir otros cuadernos, como por ejemplo, los de 
tercerías. 

 
• Cuaderno Ejecutivo o Principal 

 
Este contendrá la demanda, la oposición, la prueba y la sentencia definitiva, todas 

ellas que, serán desarrolladas a continuación: 
 

a) La Demanda Ejecutiva: como todo proceso, el juicio ejecutivo comienza por una demanda, 
la que por su naturaleza se conoce como demanda ejecutiva. En caso de haber existido 
preparación de la vía ejecutiva, este procedimiento va a comenzar a través de ella. 

 
Conforme a lo indicado, se puede decir que demanda ejecutiva: 
 
 
 
 
 
 
 
Demanda que deberá cumplir con los requisitos generales y a la cual deberá además 

adjuntarse el título ejecutivo en el cual ella se funda, así, podrá decir la suma de este 
escrito "En lo principal, deduce demanda ejecutiva; en el primer otrosí, acompaña título 
ejecutivo que indica solicitando su custodia, en el segundo otrosí, patrocinio y poder”. 
 

En el cuerpo del escrito, después de cumplir con los requisitos generales de 
individualizar a las partes y mencionar la obligación cuyo pago se pretende, así como el 
título ejecutivo en que funda la pretensión, es conveniente solicitar directamente al 
tribunal que en mérito de lo expuesto y del título que se acompaña, se despache 
mandamiento de ejecución y embargo en contra del ejecutado por la obligación aludida. 
Algunos autores dicen que en este momento debe igualmente pedirse el rechazo de las 
excepciones que eventualmente pueden oponerse por el ejecutado, lo que no 
corresponde, ya que ello deberá hacerse en la oportunidad procesal como se verá, es 
decir, al evacuar el traslado de las excepciones. 
 

b) La Providencia del Tribunal: el juez deberá examinar los antecedentes y, si estima que con 
ellos se encuentra establecido que existe un título ejecutivo que da cuenta de la 
existencia de una obligación actualmente exigible, líquida o liquidable y no prescrita, dará 
curso a la demanda y dirá más o menos en este cuaderno principal: "A lo principal, por 
interpuesta demanda ejecutiva, despáchese mandamiento; al primer otrosí, por 
acompañado el documento, guárdese en custodia, al segundo otrosí, téngase presente". 
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c) La Notificación de la Demanda: esta parte está conectada directamente con el cuaderno 
de embargo, por lo que se adelantará algo a ese respecto. El juez dictará el mandamiento 
de embargo, con el cual se iniciará el cuaderno de embargo y el receptor deberá notificar 
la demanda ejecutiva y la resolución recaída en la misma, conforme a las normas 
generales y en el cuaderno de apremio deberá practicar o dejar constancia del 
requerimiento de pago y del embargo que practique. 

 
En todos estos casos, si el proceso ha comenzado por una gestión preparatoria de la 

vía ejecutiva, conforme al artículo 443 del Código de Procedimiento Civil se aplicarán las 
normas de los artículos 48 a 53, es decir, se notificará las resoluciones normalmente por 
el estado diario, salvo las expresamente exceptuadas o aludidas en esos artículos 
(artículo 443 inciso 2º). 

 
Al notificar legalmente la demanda al demandado, conforme al artículo 460 del Código 

de Procedimiento Civil, si ésta se practica en el territorio de otro tribunal, la oposición 
podrá presentarse ante el tribunal que ordenó cumplir el exhorto9 o ante aquél que 
conoce del proceso. 

 
Si el deudor es notificado y requerido de pago en el territorio jurisdiccional o decide 

oponerse ante el tribunal exhortado, tendrá para ello el plazo fatal de cuatro días, el que 
se ampliará en otros cuatro, es decir a ocho, si el requerimiento se ha efectuado fuera de 
la comuna asiento del tribunal. 

 
Si se ha requerido fuera de Chile, el término será el que corresponda según la tabla de 

emplazamiento10. 
 

d) La Oposición de Excepciones: dentro del plazo correspondiente, el ejecutado podrá 
oponer excepciones a la ejecución, pero no cualquiera, sino que sólo aquellas que señala 
taxativamente el artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, las cuales son: 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
9 Escrito que envía un juez o un tribunal a otro para que mande el cumplimiento de lo que le pide. 
 
10 Nota: al momento de practicar el requerimiento el receptor deberá indicar al demandado el plazo que tiene 

para deducir excepciones, hecho del cual deberá dejar constancia en el proceso; la omisión de ello no 
acarrea la nulidad, pero lo hace responsable de los perjuicios que con su conducta pueda ocasionar. 
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Figura Nº 14: Las Excepciones del Artículo 464 del Código de Procedimiento Civil 
 
 
 
 
 

• La incompetencia del tribunal ante el cual se tramita el 
proceso. 

• La falta de capacidad del demandante o de personería o    
representación legal del que comparezca a su nombre. 

• La litis pendencia. 
• La ineptitud del libelo. 
• El beneficio de excusión, tratándose de un fiador. 
• La falsedad del título, es decir, que es falsa la escritura en 

la cual el título mismo se contiene, ya sea por no haber 
sido otorgada por quienes aparecen interviniendo en ella o 
por haber sido adulterada. 

• La falta de alguno de los requisitos que las leyes 
prescriben para que el título tenga fuerza ejecutiva  

• El exceso de avalúo, en los casos de los incisos 2º y 3º del 
art. 438 cuando la avaluación efectuada por el perito es 
objetada por el ejecutado. 

• El pago de la deuda. 
• La remisión de la deuda. 
• La concesión de plazos o prórrogas para el pago. 
• La novación. 
• La compensación. 
• La nulidad de la obligación: aquí se está refiriendo al acto 

jurídico y no al documento que lo contiene. 
• La pérdida de la cosa debida 
• La transacción 
• La prescripción de la deuda o, al menos, la prescripción de 

la acción ejecutiva; si esta excepción es acogida, deberá 
demandarse en juicio declarativo por el lapso que resta 
para la prescripción de la acción declarativa. 

• La cosa juzgada. 
 
 
 
 
 
 
 

Excepciones  
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Agrega este artículo al final que las excepciones pueden referirse al total de la deuda o 
sólo a parte de ella. 

 
Como se ha visto, el artículo 464 del Código de Procedimiento Civil contiene tanto 

excepciones de carácter dilatorio (dirigido a la parte formal) como perentorio (dirigido a la 
parte de fondo), pero todas ellas deben ser opuestas por el ejecutado dentro de plazo legal 
en un mismo escrito, expresándose en forma clara y precisa los hechos y los medios de 
prueba con los cuales se pretende valer (utilizar) en el proceso. Si así no se hace, el juez 
podrá declararlas inadmisibles (las excepciones presentadas). 

 
Si el ejecutado, al mismo tiempo de formular las excepciones expresa no tener 

pruebas para acreditar los fundamentos de ellas, el artículo 473 del Código de Procedimiento 
Civil dispone que podrá pedir se le reserve el derecho para juicio ordinario posterior y que no 
se pague al ejecutante mientras éste no garantice las resultas; en este caso, el tribunal al 
dictar sentencia accederá a la reserva por el plazo de quince días dentro del cual el 
ejecutado deberá interponer y notificar su demanda ordinaria; si no lo hace, la caución 
quedará sin efecto. 

 
e) Características de las excepciones: de lo antes expuesto se pueden deducir las siguientes 

características: 
 

Figura Nº 15: Características de las Excepciones Ejecutivas 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Características 

La enumeración del artículo 464 es taxativa; es decir, no 
puede oponerse alguna excepción que no se encuentre 
contemplada entre aquellas. 

Algunas de las excepciones del artículo 464 revisten el 
carácter de dilatorias y otras el de perentorias. 

Las excepciones pueden referirse al total de la deuda o 
sólo a parte de la misma 

Deben ser opuestas todas conjuntamente en un mismo 
escrito
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f) Tramitación de estas excepciones: el procedimiento a seguir para proceder a la tramitación 
de las excepciones contempla las siguientes etapas: 
 

1º  Opuestas las excepciones por la ejecutada dentro del plazo de cuatro días antes 
indicado, se dará traslado de ellas a la ejecutante, a fin de que formule las alegaciones 
pertinentes (artículo 466); para estos efectos deberá entregarse al ejecutante copia del 
escrito de excepciones. 
 

2º  Actitudes del ejecutante, las actitudes que puede asumir son tres, a saber: 
 

Figura Nº 16: Actitudes del Ejecutante Dentro de la Tramitación del Juicio Ejecutivo 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
           
 
         En cuanto a la última actitud, la de desistirse, el ejecutante podrá ser adoptada por 
éste, cuando advierta que las excepciones opuestas tienen fundamentos que pueden 
llevar a que sean acogidas (aceptadas); si se acoge alguna de las excepciones que 
tienen el carácter de perentorias, la sentencia produce cosa juzgada, por lo que al actor 
(ejecutante) puede convenirle perder la acción ejecutiva pero mantener la acción 
ordinaria, para explicarlo mejor lea el ejemplo siguiente: 
 

Actitudes del 
ejecutante 

Contestar, pidiendo su rechazo, 
lo que será la norma general 

Dejar transcurrir los cuatro días 
sin alegar nada 

Desistirse dentro de este plazo 
de cuatro días de la demanda, 
reservándose para juicio 
ordinario posterior su acción 
respecto de los mismos puntos 
que han sido materia de la 
demanda ejecutiva.  
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3º  Resolución del tribunal: transcurrido el plazo de cuatro días antes referido y, siempre que 
no haya existido desistimiento del ejecutante, el tribunal deberá pronunciarse sobre la 
admisibilidad de las excepciones opuestas, conforme lo previene el artículo 466 incisos 2º 
y 3º del Código de Procedimiento Civil. En este momento el juez deberá examinar si las 
excepciones opuestas se encuentran contempladas en el artículo 464 y si han sido 
deducidas en tiempo; si no se cumplen los requisitos indicados, simplemente el tribunal 
declarará inadmisibles las excepciones. En cambio, si reúnen esos requisitos, recibirá la 
causa a prueba o dictará sentencia definitiva, según si existen o no hechos sustanciales 
pertinentes y controvertidos, relativos a las excepciones. Si estima necesaria la recepción 
de la causa a prueba, abrirá al efecto un término de diez días, el que podrá prorrogarse 
por otros 10 días, a petición del ejecutante, siempre que éste lo solicite antes del 
vencimiento; lo anterior, sin perjuicio de que las partes de común acuerdo establezcan los 
términos probatorios extraordinarios que estimen pertinentes (artículo 468). 
 

4º  La prueba: si el tribunal recibe la causa a prueba en la forma antes indicada, de acuerdo 
con el artículo 469, ella deberá rendirse en la misma forma que en el juicio ordinario y la 
resolución respectiva deberá indicar los puntos de prueba pertinentes; 
 

5º  Trámites posteriores a la prueba: vencido el término probatorio, el expediente quedará en 
Secretaría por el término de seis días para que las partes, al igual que en el juicio 
ordinario, puedan efectuar las observaciones correspondientes a la prueba rendida 
mediante la presentación de escritos. Vencido el término de seis días, el juez citará a las 
partes para oír sentencia sin más trámite. 
 

6º  La sentencia: conforme al artículo 470 del Código de Procedimiento Civil, la sentencia 
deberá dictarse en el plazo de diez días contados desde la citación para ella. 
 
         Si la sentencia rechaza las excepciones opuestas, ordenará seguir adelante la 
ejecución y necesariamente deberá imponer las costas al ejecutado; al contrario, si se 
acogen las excepciones, se condenará al ejecutante al pago de dichas costas; por último, 

Por ejemplo 
 
        Se alega por el ejecutado la novación y el ejecutante no tiene en ese 
momento los medios de prueba necesarios para desvirtuar los alegatos por la 
contraria; en este caso deberá demandar en juicio ordinario posterior); en este 
caso, el ejecutante perderá ipso facto (de pleno derecho) el derecho a deducir 
nueva demanda ejecutiva y quedarán además, sin efecto, las actuaciones del juicio 
ejecutivo, debiendo responder a los perjuicios causados, salvo lo que pueda 
resolverse en juicio ordinario posterior. (artículo 467 del Código de Procedimiento 
Civil). 
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si se acogen en parte una o más excepciones, las costas serán distribuidas 
proporcionalmente, salvo que el tribunal por motivo fundado estime pertinente imponerlas 
al ejecutado (artículo 471). 
 
         En todo caso, debe siempre tenerse presente que la sentencia en referencia lo que 
está resolviendo o fallando son las excepciones opuestas y no la demanda ejecutiva; la 
demanda ejecutiva quedó resuelta al dictarse el mandamiento de ejecución y embargo. 
 
        Además, debe tenerse en consideración que la sentencia deberá resolver todas las 
excepciones opuestas, aún cuando ello pueda resultar o aparecer incompatible. Así lo ha 
resuelto la Corte Suprema, por cuanto así se deduce del artículo 471. 
 

7º  No se oponen excepciones: en este caso, no será necesaria la  dictación de sentencia, 
bastando el mandamiento que se pronunció sobre la demanda (artículo 472). 
 

8º  Apelación: si la sentencia definitiva es de pago, es decir, ordena entregar la especie 
embargada o suma consignada, esa entrega no podrá efectuarse pendiente el recurso de 
apelación que se haya deducido contra la sentencia, salvo que el ejecutante garantice. 
 
        En los juicios, ejecutivos la apelación interpuesta por el ejecutado se concede 
siempre en el solo efecto devolutivo, ello significa que cuando se deduce recurso de 
apelación el expediente principal quedará en el tribunal, y deberá sacarse compulsas 
(fotocopias) de todo lo que compone el expediente (el juicio), el cual se mandará a la 
Corte de Apelaciones. 
 
        En la siguiente figura se muestra un esbozo sobre el procedimiento del juicio 
ejecutivo, cuando se presentan u oponen excepciones ejecutivas, material explicado más 
arriba. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 44
 

Instituto Profesional Iplacex 

Figura Nº 17: Tramitación de las Excepciones Ejecutivas 
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g) Cuestiones especiales: si la sentencia acoge las excepciones de incompetencia, 
incapacidad, ineptitud del libelo o falta de oportunidad en la ejecución, es decir alguna de 
las excepciones dilatorias, el ejecutante podrá renovar su demanda una vez que corrija 
los errores o vicios a que estas excepciones se refieren. 

 
  Por otra parte, la sentencia definitiva que falla las excepciones produce cosa juzgada 

tanto en el juicio ejecutivo como en cualquier juicio declarativo, dándose la triple 
identidad: partes, objeto pedido y causa de pedir; lo anterior, salvo los casos de reserva 
de acciones que se ha aludido anteriormente y también el que señala el artículo 478 
inciso 2º: "Si antes de dictarse sentencia en el juicio ejecutivo el actor o el demandado 
piden que se les reserven para el ordinario sus acciones o excepciones, podrá el tribunal 
declararlo así, existiendo motivos calificados. Siempre se concederá la reserva respecto 
de las acciones y excepciones que no se refieren a la existencia de la obligación misma 
que ha sido objeto de la ejecución". 

"En los casos del inciso precedente, la demanda ordinaria deberá interponerse dentro 
del plazo que señala el artículo 474 (15 días), bajo pena de no ser admitida después". 
 

h) Recursos en contra de la sentencia definitiva: una vez que el tribunal ha pronunciado la 
sentencia definitiva, el ejecutado tiene la posibilidad de interponer los siguientes recursos: 
 
− Apelación (como se vio precedentemente). 

 
− Aclaración, rectificación o enmienda (para corregir errores u omisiones). 

 
− Casación en la forma y en el fondo. 
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CLASE 05 
 

• Cuaderno de Apremio 
 

 Representa el aspecto compulsivo que lleva envuelto el juicio ejecutivo, ese juicio se  
inicia con el mandamiento de ejecución y embargo. A continuación y posterior al 
mandamiento de ejecución y embargo, (donde se ordena a embargar bienes suficientes) 
continúa el embargo11 propiamente tal, las actuaciones pertinentes a la administración y la 
realización de los bienes embargados, la liquidación del crédito y de las costas, como el pago 
al acreedor, son todos elementos que componen el cuaderno de apremio (Artículo 458 inciso 
1° del Código de Procedimiento Civil). 

 
a) El mandamiento de ejecución y embargo12 
 

Como se señaló oportunamente, el juez al dar curso a la demanda ordena despachar 
mandamiento de ejecución y embargo en contra del deudor, el cual dicta (el juez) sin 
escuchar a la contraparte en forma previa. Las gestiones que en este caso pudiera efectuar 
el ejecutado que ha tomado conocimiento de la existencia de la demanda sólo podrán ser 
estimadas por el tribunal como datos ilustrativos para apreciar la procedencia o 
improcedencia de la demanda  (artículo 441 Código de Procedimiento Civil). 
 

Normalmente en el cuaderno ejecutivo se resuelve por el tribunal (juez) "despachase 
mandamiento" y el mandamiento propiamente tal se utiliza para iniciar el cuaderno de 
apremio”. 

 
Si el juez, examinados los antecedentes acompañados, constata que se dan los cuatro 

requisitos anteriormente mencionados, vale decir, título ejecutivo, acción no prescrita, 
obligación líquida y actualmente exigible, dispondrá se despache mandamiento de ejecución 
y embargo, resolución que deberá cumplir con los requisitos que para ella señala el artículo 
443 del  Código de Procedimiento Civil, los cuales se encuentran en la siguiente figura: 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                 
11 Embargo “actuación judicial practicada por un ministro de fe que consiste en tomar real o simbólicamente uno 

o más bienes del deudor, previa orden de autoridad competente, con el objeto de pagar con esos bienes al 
acreedor, o de realizarlos y, en seguida de pagar con su producido a este último. 

 
12 Se encuentra regulado en el artículo 443 del Código de Procedimiento Civil. 
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Figura Nº 18: Contenido del Mandamiento de Ejecución y Embargo 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
− Orden de requerir de pago al deudor: el receptor deberá señalar al demandado que se ha 

deducido demanda ejecutiva en su contra por tal suma o por tal especie pidiéndole o 
requiriéndole para que pague en ese acto. 

 
− Orden de embargar bienes suficientes: esta orden procede para cubrir el importe de la 

deuda, intereses y costas, si al momento de efectuarse el requerimiento el ejecutado no 
paga. 
 

Para estos efectos el ejecutante deberá señalar en su demanda los bienes que solicita 
se embarguen; normalmente señalará los que guarnecen el domicilio del deudor, salvo 
que se trate de deuda de cierta envergadura. 

 
Si el acreedor no ha señalado bienes para el embargo, éste se llevará a cabo en los 

que presente el deudor, si en concepto del ministro de fe encargado de la diligencia, son 
suficientes, o si siendo ellos insuficientes, no hay otros conocidos (artículo 448 Código de 
Procedimiento Civil). 

 
Ahora, si ni el acreedor ni el deudor señalan bienes, el ministro de fe practicará el 

embargo siguiendo el siguiente orden: 1) dinero; 2) otros bienes muebles; 3) bienes 
raíces y 4) salarios y pensiones (artículo 449 Código de Procedimiento Civil). 
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− Designación de una persona que se desempeñará como depositario provisional: a esta 

persona el receptor deberá hacer entrega de los bienes embargados, en depósito; el 
ejecutante deberá indicar el nombre de la persona que sugiere como depositario 
provisional, la que normalmente será el mismo deudor, a fin de que el tribunal lo designe 
en ese carácter.  

 
En este caso, para que el depósito tenga el valor de tal, es decir, para que valga como 

contrato y se deriven respecto del depositario las responsabilidades legales pertinentes, 
es indispensable que éste acepte el encargo. Por lo general, los receptores omiten este 
último aspecto y sólo indican que los bienes quedaron en poder del deudor en su calidad 
de depositario provisional. 
 

Si el ejecutante nada dice en cuanto a la persona del depositario, se designará como 
tal a alguna persona de reconocida solvencia y honorabilidad. 
 

− Si la ejecución recae sobre una especie o cuerpo cierto: o si el ejecutante ha señalado en 
su demanda bienes para embargar, el mandamiento indicará que la traba del embargo se 
efectúe sobre ellos; en caso contrario señalará que éste deberá trabarse (realizarse) 
sobre bienes que parezcan pertenecer al deudor. 

 
Por último, si en concepto del tribunal existe fundado temor de que el mandamiento 

será desobedecido, es decir, que no se permitirá al receptor ingresar al domicilio del 
deudor a embargar bienes, podrá otorgar además en este momento el auxilio de la fuerza 
pública; normalmente el tribunal espera que el receptor deje constancia que hubo 
oposición al embargo y en ese caso, a petición del ejecutante, concede el auxilio de la 
fuerza pública. 

 
De los requisitos antes indicados se advierte que son esenciales la orden de requerir 

de pago y la de embargar bienes suficientes, si no paga en el acto; los restantes 
requisitos son accidentales y los contendrá la resolución en los casos aludidos. 
 

b) La notificación y el requerimiento 
 

El receptor deberá proceder a notificar la demanda ejecutiva y la resolución recaída en 
ella, vale decir el mandamiento, hecho del cual dejará constancia en el cuaderno ejecutivo o 
principal. 

 
Al mismo tiempo, dando cumplimiento al mandamiento, en primer lugar deberá 

requerir de pago al deudor, de tal forma que si éste en ese acto paga la deuda, el juicio 
concluye, debiendo además pagar las costas. Si el deudor no paga, entonces el receptor 
deberá proceder a la traba del embargo, en la forma que se verá. 

 
Si el deudor no es habido, el requerimiento obviamente no podrá hacérsele en ese 
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momento, por lo que el artículo 443 en su Nº 1 del Código de Procedimiento Civil, señala que 
si no es habido, deberá procederse en la forma que contempla el artículo 44 del Código de 
Procedimiento Civil, expresando en la copia a que ese artículo se refiere, además del 
mandamiento, la designación de día lugar y hora que fije el ministro de fe para practicar el 
requerimiento. Esto último es lo que se denomina "cédula de espera"; normalmente los 
receptores indicarán un día y hora y señalarán como lugar donde deberá concurrir el deudor 
para ser requerido de pago su propia oficina. Si el deudor no concurre a la diligencia de 
requerimiento, procederá que el receptor deje constancia de ello en el expediente y que 
luego la parte ejecutante solicite se proceda sin más trámite al embargo. 

 
Si el deudor ha sido notificado ya anteriormente en forma personal o conforme al 

artículo 44 para otra gestión anterior al requerimiento, se procederá a éste en alguna de las 
formas que señalan los artículos 48 a 53 (es decir, por cédula e incluso por el estado diario) 
como lo indica el artículo 443 Nº 1º inciso 2º. 

 
c) El Embargo 
 

Se define como aquella diligencia procesal por la cual un ministro de fe procede a la 
entrega real o simbólica de bienes pertenecientes a un deudor, al depositario que se designe, 
con el objeto de que con dichos bienes se pague al acreedor, ya sea con las especies 
mismas o con el producto que  arroje el remate de ellas. 

 
          Respecto a los bienes inembargables; la regla general, conforme lo dispone el artículo 
2465 del Código Civil, es que todos los bienes presentes y futuros del deudor podrán ser 
objeto de embargo lo que se conoce como derecho de prenda general de los acreedores 
sobre todos los bienes del deudor; se exceptúan de este derecho de prenda general los 
bienes inembargables, los que fundamentalmente se encuentran señalados en el artículo 445 
del Código de Procedimiento Civil, el que contiene una larga enumeración de los mismos, la 
cual con el tiempo se ha ido ampliando a diferentes bienes, por razones especialmente de 
orden social. Es necesario tener en consideración que, como se trata de un derecho 
establecido exclusivamente en beneficio del deudor, este puede renunciar al mismo, pero no 
en forma anticipada, salvo que la ley expresamente señale lo contrario.  

 
Como es frecuente la dictación de leyes que amplían este privilegio, debe recordarse 

las normas sobre efecto retroactivo de las leyes, para el caso que nada se diga en el caso 
particular. 

 
De conformidad con lo prevenido en el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil, 

no son embargables los siguientes bienes: 
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Figura Nº 19: Bienes Inembargables 
 
 

 
 

 
− Los sueldos, gratificaciones, pensiones de gracia, jubilación, retiro 

o  montepío de los empleados públicos y municipales. 
− Respecto de los empleados públicos el actual Estatuto 

Administrativo señala en su artículo 90 que las remuneraciones 
de estos funcionarios son embargables hasta en un 50%, por 
resolución judicial ejecutoriada dictada en juicio de alimentos o a 
requerimiento del Fisco o de la institución a que pertenezca el 
empleado, para hacer efectiva la responsabilidad civil proveniente 
de los actos realizados por éste en contravención a sus 
obligaciones funcionarias. 

− Las remuneraciones de los trabajadores en la forma que 
determina el    Código del Trabajo; 

− Las pensiones alimenticias forzosas. 
− Las rentas periódicas que el deudor cobre de una fundación o que 

deba a la mera liberalidad de un tercero, en la parte que esas 
rentas sean absolutamente necesarias para sustentar la vida del 
deudor, de su cónyuge y de los hijos que viven con él o a sus 
expensas. 

− Los fondos que conforme a la ley Orgánica del Banco del Estado 
gocen del beneficio de inembargabilidad. 

− Las pólizas de seguro de vida y las sumas que, en cumplimiento 
de lo pactado en ellas, pague el asegurador; sin embargo, en este 
último caso será embargable el valor de las primas pagadas por 
el que tomó la póliza. 

− Las sumas que se paguen a los empresarios de obras públicas 
durante la ejecución de los trabajos; esta disposición no tendrá 
aplicación respecto de lo que se adeude a los trabajadores por 
concepto de  remuneración ni de los créditos de los proveedores 
de materiales u otros artículos suministrados para la construcción 
de dichas obras. 

− El bien raíz que el deudor ocupa con su familia, siempre que no 
tenga un avalúo fiscal superior a diez sueldos vitales mensuales; 
los muebles de dormitorio, de comedor y de cocina de uso familiar 
y la ropa necesaria para el abrigo del deudor, su cónyuge y los 
hijos que viven a sus expensas. 

 
 
 
 
 
 

Bienes 
Inembargables 
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Figura Nº 19: (continuación) Bienes Inembargables 
 
 
 
 

−  Los uniformes de los militares, según su arma y grado. 
− Los objetos indispensables al ejercicio personal del arte u oficio 

de los artistas, artesanos y obreros de fábrica, los aperos, 
animales de labor y material de cultivo necesarios al labrador o 
trabajador de campo para la explotación agrícola, por la suma 
antes indicada, a elección del deudor. 

− Los utensilios caseros y de cocina y los artículos de alimento de 
combustibles que existen en poder del deudor, hasta la 
concurrencia necesaria para el consumo de la familia durante 
un mes. 

− La propiedad de los objetos que el deudor posee 
fiduciariamente: es decir, se refiere a la propiedad misma, pero 
no  a los frutos que ella pueda producir; (propiedad fiduciaria art. 
733 inc. 1º Código Civil: es decir, la que está sujeta al gravamen 
de pasar a otra persona de cumplirse el evento de una 
condición. 

− Los derechos cuyo ejercicio es enteramente personal, como los 
de uso y habitación. 

− Los bienes raíces donados o legados con la expresión de no 
embargables, siempre que se haya hecho constar su valor al 
momento de la entrega por tasación aprobada judicialmente, ya 
que podrá embargarse por el valor adicional que estos bienes 
adquieran posteriormente. 

− Los bienes destinados a un servicio que no pueda paralizarse 
sin perjuicio del tránsito o de la higiene pública, como los 
ferrocarriles, empresas de agua potable o desagüe; podrá sin 
embargo embargarse la renta líquida que produzcan. 

− Los demás bienes que leyes especiales prohíban embargar. 
− Los libros relativos a la profesión del deudor hasta el valor de 

                                          $ 262.960, a elección del deudor. 
                                       _ Las máquinas o instrumentos de que se sirve el deudor para  
                                           La enseñanza de alguna ciencia o arte, hasta el mismo valor  
                                           Antes señalado, lo que también queda a elección del deudor. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

Bienes 
Inembargables 
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Cabe señalar que, respecto al embargo mismo; se debe considerar las siguientes 

condiciones y procedimientos para llevarlo a cabo: 
 

1. Personas que pueden designar bienes para la traba de embargo: esto lo puede hacer el 
acreedor al momento de la demanda ejecutiva misma y también al momento de llevarse a 
cabo el embargo; siempre y cuando en el mandamiento éstos no hayan sido señalados 
por el juez (artículo 447); si el acreedor no ha señalado bienes, la traba se efectuará 
sobre los que señale el deudor, si en concepto del receptor ellos son suficientes para 
responder al pago o cuando no aparece que el deudor tenga otros; si el deudor no señala 
bienes, el receptor deberá embargar en primer término dinero, luego otros bienes 
muebles; en tercer lugar bienes raíces y, por último, salarios y pensiones, con las 
limitaciones antes señaladas. (artículos 448 y 449). 

 
2. Forma como se efectúa el embargo (artículo 450 del Código de Procedimiento Civil): la 

regla general, conforme al artículo 450 del Código de Procedimiento Civil es que el 
embargo se efectúa por la entrega real o simbólica de los bienes al depositario 
designado, aunque la especie quede en poder del deudor, quien hará las veces de 
depositario hasta que se designe a otra persona. 
 
Sin embargo, existen además las siguientes reglas especiales: 
 

• Casos del artículo 444; se deben considerar los siguientes: 
 

− Si la ejecución recae sobre una empresa o establecimiento mercantil o industrial, o sobre 
cosa o conjunto de cosas que sean complemento indispensables para su explotación, el 
juez, atendidas las circunstancias y la cuantía del crédito, podrá ordenar que el embargo 
se haga efectivo en los bienes designados por el acreedor, en otros bienes del deudor, en 
la totalidad de la industria misma, o en la totalidad o parte de las utilidades que ésta 
produzca. 
  

En este caso si se embarga la industria o las utilidades, el depositario tendrá las 
facultades y deberes del interventor judicial y, para ejercer las funciones propias de 
depositario, deberá proceder con la autorización del juez de la causa. 

 
− Si la ejecución recae sobre el simple menaje de casa habitación del deudor, el embargo 

se tendrá por efectuado permaneciendo las especies en poder del mismo deudor, con el 
carácter de depositario, previa confección de inventario y tasación aproximada de las 
especies, la que practicará el mismo receptor. Esta diligencia deberá extenderse por 
escrito y será firmada por el ministro de fe, el acreedor si concurre y el deudor, quien en 
caso de sustracción incurrirá en la sanción prevista en el artículo 471 del Código Penal 
(presidio o relegación menores en su grado mínimo o multa de 11 a 20 vitales). 

 
• Tratándose de bienes raíces, para que el embargo quede perfecto, y en consecuencia, 
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produzca efectos respecto de terceros, es necesario que se inscriba en el Conservador 
de Bienes Raíces respectivo, lo mismo tratándose de derechos reales constituidos sobre 
inmuebles; lo anterior se encuentra reglamentado en el artículo 453 del Código de 
Procedimiento Civil. 
 

• Cuando el embargo recae sobre dinero, alhajas, especies preciosas o efectos públicos, 
deberán ser depositados en la cuenta corriente del tribunal en el Banco del Estado, en el 
primer caso o en algún banco en general, en los demás casos; normalmente también será 
el Banco del Estado (artículo 451 inciso final). 

 
• Si la cosa objeto del embargo se encuentra en poder de algún tercero que se oponga a la 

entrega, alegando el derecho a gozarla a otro título que el de dueño, como por ejemplo de 
arrendatario, la especie quedará en poder de éste como depositario con las mismas 
facultades que la ley le otorga al deudor hasta la enajenación y, sin perjuicio del derecho 
que corresponda al tenedor de la cosa para seguir gozando, aun después de la 
enajenación de ésta (artículo 454). 
 

3. Otras normas relativas a esta diligencia: a continuación se mencionarán, una serie de 
normas que regulan esta materia.  
 

− El receptor deberá dejar constancia escrita de la diligencia, señalando día, lugar y hora 
en que ésta se practicó, la expresión individual y detallada de los bienes embargadas e 
indicar si fue o no necesario el auxilio de la fuerza pública para practicarlo y, en este 
último caso, la identificación de los funcionarios que intervinieron; (artículo 450 inc. 2º 
Código de Procedimiento Civil). 

 
Tratándose de bienes muebles, el acta deberá indicar su especie, calidad y estado de 

conservación, así como cualquier otro antecedente necesario para su singularización el 
caso de los inmuebles, ellos se individualizarán por su ubicación y los datos de la 
respectiva inscripción de dominio (artículo 450 inciso 3º Código de Procedimiento Civil). 

 
− El acta deberá ser firmada por el ministro de fe, el acreedor y deudor que hayan 

concurrido a la diligencia y deseen hacerlo. 
 

− Esta acta se incorporará al cuaderno de apremio, conforme lo  dispone el artículo 458 del 
Código de Procedimiento Civil y en el ejecutivo o principal, se indicará la fecha en que se 
practicó. 

 
− El receptor deberá enviar carta certificada al ejecutado comunicándole el hecho del 

embargo dentro de los dos días siguientes. El no envío de la carta no invalida en todo 
caso la diligencia (artículo 450 inc. 5º Código de Procedimiento Civil), pero el receptor 
será responsable de los perjuicios que su omisión cause, al igual como de cualquier 
infracción en que incurra en la diligencia de embargo, sin perjuicio de que por ello pueda 
ser sancionado disciplinariamente.  
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4. Efectos del embargo: son el conjunto de consecuencias que da como resultado el 

embargo Los efectos del embargo se refieren a la administración de los bienes y a la 
disposición de los mismos (bienes). 

 
           Desde que se produce el embargo, el deudor pierde la administración de los bienes 

embargados, lo cual quedará a cargo del depositario respectivo. Ahora bien, en relación a 
la disposición de los bienes, el deudor deja de tener disposición sobre los mismos, es 
decir, no los puede enajenar (vender jurídicamente) ya que su venta constituye un objeto 
ilícito, según lo establece el artículo 1463 del Código Civil. 

 
5. Ampliación, reducción, sustitución y fin del embargo: durante la secuela del proceso, 

puede que resulte necesario modificar el embargo ya efectuado, sea porque por alguna 
razón los bienes objeto del mismo han resultado insuficientes o porque se han 
embargado demasiados bienes; también puede ocurrir que el ejecutado necesite disponer 
del bien que ha sido materia del embargo y ofrezca otro en su reemplazo que de las 
mismas garantías y, por último, puede que se ponga término al embargo en atención a 
que él ya no será necesario por haber consignado el deudor el monto de la deuda o por 
cualquier otro motivo. 
 
       Estas cuestiones accesorias, dada su naturaleza, se tramitan conforme a las reglas 
del incidente ordinario.  
 
       Ahora procederá un estudio de cada una de estas situaciones que se pueden 
producir durante el proceso, en forma particular. 
 

− Ampliación (artículo 456 Código de Procedimiento Civil): esta disposición señala que el 
acreedor puede pedir ampliación del embargo en cualquier estado del proceso, siempre 
que haya justo motivo para temer que los bienes embargados no bastan para cubrir la 
deuda y las costas. 
  
       Señala la misma disposición que el hecho de haber recaído el embargo sobre bienes 
difíciles de realizar (vender), será siempre justo motivo para la ampliación, al igual que el 
hecho de que se deduzca cualquier tercería respecto de estos bienes, es decir, que algún 
tercero alegue derechos sobre ellos, como se verá en su oportunidad al tratar de las 
tercerías en el juicio ejecutivo. 
  
       Si la ampliación se solicita después de haberse dictado sentencia definitiva, no sería 
necesario la dictación de nueva sentencia para comprender en el remate los nuevos 
bienes agregados al embargo, lo que significa que la sentencia que resuelve las 
excepciones opuestas y manda seguir adelante la ejecución está señalando que deben 
rematarse los bienes ya embargados y aquellos que posteriormente sea necesario 
embargar por alguno de los motivos indicados. 
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− Reducción (artículo 447 Código de Procedimiento Civil): puede suceder, como se indicó 
anteriormente, que se haya embargado demasiados bienes y que el deudor (ejecutado) 
solicite la reducción; si bien el artículo 447 sólo se refiere al caso de que el mandamiento 
no haya señalado los bienes a embargarse, caso en el cual la apreciación de si ellos son 
o no bastantes deberá hacerla el receptor al momento de la traba de ese embargo sin 
perjuicio de lo que posteriormente resuelva el juez a petición de parte interesada. De esta 
manera, si el ministro de fe embarga bienes suficientes, el deudor puede solicitar 
reducción del embargo, ello se tramita en forma incidental de la misma manera que la 
ampliación del embrago. 
 

− Sustitución (artículo 457 del Código de Procedimiento Civil): el deudor puede en cualquier 
estado del proceso sustituir el embargo por una suma de dinero, consignando al efecto 
una cantidad suficiente para el pago de la deuda y las costas, salvo que el embargo 
recaiga sobre la especie o cuerpo cierto materia de la deuda misma y de la ejecución. 

 
− Cesación: antes de que se efectúe el remate, el deudor podrá hacer cesar el embargo, 

pagando la deuda y las costas. Una vez que ya se ha llevado a cabo ese remate, ello no 
será posible, toda vez que el dominio de los bienes objeto del mismo habrá pasado a 
terceros. 
 

6. El reembargo: consiste en trabar dos o más embargos sucesivos sobre un mismo bien de 
propiedad del deudor, por concepto de varios procesos (juicios) seguidos en contra de 
éste. 
 
     Tanto la doctrina como la jurisprudencia discute la posibilidad del reembargo, el que 
normalmente se plantea cuando el deudor tiene varios acreedores, de esta manera los 
primeros acreedores embargan todos los bienes del deudor, sin dejar nada para el resto 
de los acreedores. 
 
      A continuación se explican las dos posturas existentes en Chile respecto de la 
procedencia del reembargo: 
 

− No se acepta el reembargo: según los sostenedores de esta teoría, el reembargo sería 
improcedente, habida consideración a que, para los efectos de que él operara sería 
necesario pedir a los diferentes tribunales de justicia que hubieren dispuesto un embargo 
la correspondiente autorización para subastar, para los efectos de que no exista en dicha 
enajenación objeto ilícito, ya que conforme al artículo 1464 Nº 3 del Código Civil, hay 
objeto ilícito en la enajenación de especies embargadas por decreto judicial, a menos que 
el juez lo autorice o el acreedor consienta en ello, o sea que el acreedor acepte la 
subasta. 

 
Señalan los que sostienen esta posición que el reembargo carecería de ventaja 

práctica, ya que los acreedores que han iniciado sus procesos con posterioridad podrán 
hacer uso de los derechos señalados en los artículos 527 y 528 del Código de 
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Procedimiento Civil, relativos a las tercerías de prelación y de pago que se verá 
posteriormente. El artículo 528 señala que si el acreedor que ha deducido su demanda 
con posterioridad no tiene derecho preferente al pago, podrá solicitar al juez ante el cual 
presentó la demanda que dirija oficio al que está conociendo de la primera ejecución a fin 
de que retenga la parte proporcional a este crédito del producto del remate; por su parte, 
el artículo 525 consagra la tercería de prelación, la que puede ser deducida por el 
acreedor que goce de alguna preferencia en el pago. 
 

− Se acepta el reembargo: según algunos autores, como la ley no prohíbe el reembargo, él 
es perfectamente posible que se lleve a cabo, señalándose que incluso no es necesario 
solicitar autorización de los otros jueces para los efectos de proceder al remate, ya que la 
autorización que exige el artículo 1464 Nº 3 del Código Civil se cumpliría al dar la orden 
de remate el juez a quien ella es solicitada. 

 
Según otros, como la ley no prohíbe el embargo, él es factible, señalando además que 

lo contrario implicaría el establecimiento de un privilegio en favor de los acreedores que 
demandan y embargan primero, privilegio que la ley no establece. 

 
Por otra parte, el artículo 528 del Código de Procedimiento Civil, en su actual 

redacción, reconoce en forma expresa la posibilidad de que existan dos embargos 
sucesivos en procesos diferentes, señalando en su inciso textualmente: "Si existe 
depositario en la primera ejecución, no valdrá el nombramiento en las otras ejecuciones. 
El ejecutante que a sabiendas de existir depositario o, no pudiendo menos de saberlo, 
hace retirar las especies embargadas en la segunda ejecución por el nuevo depositario, 
será sancionado con las penas asignadas al delito de estafa"; además, el inciso 1 de ese 
artículo señala que: "cuando la acción del segundo acreedor se deduzca ante diverso 
tribunal, podrá pedir se dirija oficio al que está conociendo de la primera ejecución para 
que retenga de los bienes realizados la cuota que proporcionalmente corresponda a dicho 
acreedor". 

 
Frente a las distintas doctrinas, se adoptará en este curso la segunda de las posturas, 

especialmente considerando las normas antes transcritas, así el reembargo es válido, 
pero para los efectos de poder rematar los bienes objeto de éste se requiere de la 
autorización de él o los otros jueces, a fin de que se de cumplimiento al artículo 1464 Nº 3 
del Código Civil; las autorizaciones se requieren además por cuanto un juez no puede 
pasar por sobre lo resuelto por otro. El juez que pretende ordenar el remate, deberá 
previamente dirigir oficio al otro u otros jueces, los que accederán a lo solicitado, con 
citación de la ejecutante respectiva y luego enviará el oficio correspondiente comunicando 
dicha autorización.  
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7. Administración de los bienes embargados13: el encargado de la administración de los 
bienes embargados será el depositario designado; si son bienes muebles, el depositario 
podrá trasladarlos al lugar que estime conveniente, salvo: 

 
− Que el ejecutado garantice la conservación de ellos en el lugar que se encuentren; 
 
− Que, conforme al artículo 450 Nº 1, se designe al propio deudor como depositario 

provisional, o; 
 
− Que se trate de dinero, especies preciosas o efectos públicos que deberán ser 

depositados en un banco a la orden del juez de la causa, agregándose en este caso el 
certificado correspondiente al proceso. 

 
        Toda cuestión relativa a la administración de los bienes embargados o a la venta que el 
artículo 483 autoriza efectuar al depositario de los bienes muebles sujetos a corrupción o 
deterioro o cuya conservación sea muy difícil o dispendiosa, serán sustanciadas (realizadas) 
en audiencias verbales que tendrán lugar sólo con la parte que asista a ellas. 
 
 

 
CLASE 06 

 
d) Cumplimiento de la Ejecución 

 
 Cuando se estudió el cuaderno principal o ejecutivo, se señaló que presentada la 

demanda y, dándose los cuatro presupuestos o requisitos que se indicó (título ejecutivo, 
obligación líquida, actualmente exigible y acción ejecutiva no prescrita), el juez dictará la 
resolución denominada "mandamiento de ejecución y embargo", que es una sentencia 
interlocutoria, la cual se dicta sin previo traslado (respuesta) de la parte ejecutada. Si el juez 
estima que no procede despachar mandamiento, esa sentencia interlocutoria podrá ser 
apelada por la ejecutante. La ejecutada no puede apelar de ella en atención a que el juicio 
ejecutivo contempla precisamente las excepciones para que el ejecutado se pueda defender, 
si es que ha existido la omisión de alguno de los requisitos necesarios para dictarla. 
 

De acuerdo a lo anterior, se debe tener presente que: 
 
− Opone excepciones: si el demandado, dentro del plazo correspondiente opone 

excepciones, se dará traslado de ellas al ejecutante, se recibirá eventualmente la causa a 
prueba y se dictará sentencia definitiva que resolverá la procedencia o improcedencia de 
las excepciones. Si esta sentencia rechaza las excepciones, ordenará precisamente 
seguir adelante la ejecución. Si el embargo ha recaído sobre la especie o cuerpo cierto 

                                                 
13 Se encuentra regulado en los artículos 479 y 480 del Código de Procedimiento Civil. 
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debida o sobre una suma de dinero, esa misma sentencia ordenará hacer entrega de 
dicha especie o del dinero embargado al ejecutante, en este caso la sentencia recibe el 
nombre “sentencia de pago”.  

 
       En cambio, si se han embargado especies que es necesario rematar para que con el 
producto de ellas se pague la acreencia, la sentencia dispondrá la licitación de ellas, 
recibiendo en este caso el nombre de “sentencia de remate”. 

 
      Como en ambos casos la tramitación es diferente, a continuación se analizará en 
forma separada el cumplimiento de la sentencia de pago y la de remate.  
  
       Si la sentencia acoge alguna de las excepciones respecto del total de la deuda, el 
juicio concluirá en primera instancia. 

 
− No opone excepciones: si el ejecutado no opone excepciones, no será necesario la 

dictación de sentencia definitiva y bastará el mandamiento de ejecución y embargo para 
proceder a los trámites antes indicados y por ello el artículo 471 del Código de 
Procedimiento Civil señala que: "Si no se oponen excepciones, se omitirá la sentencia y 
bastará el mandamiento de ejecución para que el acreedor pueda perseguir la realización 
de los bienes embargados y el pago, de conformidad con las disposiciones del 
procedimiento de apremio" (Sentencia ficta). 

 
        A continuación se presenta un esquema que muestra en que consiste el 

cumplimiento de la ejecución de la sentencia, analizado más arriba, el cual se divide 
dependiendo si se opuso o no excepciones, y respecto del tipo de sentencia (de pago o de 
remate). 
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Figura Nº 20: Cumplimiento de la Ejecución de la Sentencia 
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• Sentencia de Pago 
 

 Si el embargo se ha trabado en la especie o cuerpo cierto materia de la ejecución o en 
una suma de dinero, una vez firme la sentencia, el juez ordenará hacer entrega al actor de 
dicha especie u ordenará la liquidación del crédito y tasación de costas, para luego disponer 
el pago correspondiente con cargo a los fondos embargados y depositados en la cuenta 
corriente del tribunal. 

 
 No obstante no encontrarse ejecutoriada la sentencia que rechaza las excepciones, 

como el fallo de primera instancia causa ejecutoria, el juez podrá también ordenar la entrega 
o pago: con todo, si se ha deducido recurso de apelación, el juez exigirá al ejecutante que 
rinda caución para garantizar que restituirá la especie o el dinero en el caso de que el 
recurso de apelación sea acogido; en caso de que se haya interpuesto recurso de casación, 
éste sólo podrá suspender la entrega o pago, cuando de acogerse sea posteriormente 
imposible cumplir con lo que en él se resuelva (artículo 774 inc. 1). En los demás casos no 
existirá impedimento para el pago, ya que el artículo 774 inciso 2 parte final exceptúa 
precisamente los recursos de casación deducidos por el ejecutado en los casos en que el 
que presenta el recurso puede exigir fianza de resultas. 

 
• Sentencia de Remate 

  
Dictada sentencia de remate, aun cuando ella no se encuentre ejecutoriada, siguen 

adelante los trámites del procedimiento de apremio, toda vez que los recursos que se 
deduzcan en contra de ella no lo suspenden. 

  
En este caso la situación es más compleja, toda vez que para los efectos de poder 

licitar las especies embargadas y luego pagar con su producto al acreedor, es necesario 
practicar diferentes trámites, los que difieren según la naturaleza de esas especies. 

 
En la siguiente figura se señala los bienes que son susceptibles de subasta pública y 

cuales no, dependiendo como se señaló en el párrafo anterior, de la naturaleza de las 
especies. 
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Figura Nº 21: Bienes que se realizan en Pública Subasta y Bienes que no se realizan 
en Pública Subasta (Remate) 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
      A continuación se explicarán cada uno de los bienes susceptibles y no susceptibles de 
remate o subasta pública, separándolos según la naturaleza de los mismos, de acuerdo a lo 
dicho anteriormente.  
 
A. Respecto a los bienes que se realizan sin subasta o remate; éstos comprenden a: 
 
− Bienes muebles sujetos a corrupción o susceptibles de próximo deterioro o cuya 

conservación sea difícil o muy dispendiosa (artículo 483); como se señaló anteriormente, 
la ley autoriza al propio depositario para venderlas sin tasación, pero previa autorización 
del juez. 

 
− Efectos de comercio realizables en el acto (artículo 484); se trata de aquellos valores que 

se transan en la bolsa de comercio, los que serán vendidos por un corredor que se 
designará al efecto en la misma forma que a los peritos. Esta excepción se funda en la 
naturaleza de estos instrumentos, los que tienen un valor de transacción diario. 
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B. Respecto a los bienes que se realizan en remate o pública subasta; el remate viene a ser 
un acto jurídico procesal por el cual se venden en forma forzada las especies embargadas, 
por resolución del tribunal que así lo ordena, en forma pública y al mejor postor. 

 
1. Bienes muebles susceptibles de ser vendidos al martillo (artículo 482): el ejecutante 

deberá solicitar al tribunal la designación de martillero público, a fin de que éste proceda a 
la venta de las especies embargadas en pública subasta al mejor postor, sin previa 
tasación. Si corresponde, el tribunal designará martillero y ordenará la entrega de las 
especies embargadas a éste para su remate. 
 
      El martillero designado deberá indicar día y hora en que efectuará el remate y además 
deberá publicar los anuncios correspondientes, conforme a las normas que regulan las 
actividades de los martilleros públicos. En todo caso el martillero que se designe deberá 
encontrarse dentro de la lista correspondiente de martilleros judiciales elaborada por la 
Corte de Apelaciones respectiva y el juez deberá preocuparse que los remates se 
distribuyan equitativamente entre éstos. 
 
     Efectuado el remate, el martillero deberá rendir cuenta de su gestión al tribunal y 
depositar los dineros producto del mismo en la cuenta corriente respectiva. 
 
     Si la sentencia no se encuentra ejecutoriada, los dineros producto de la subasta 
quedarán en esa cuenta corriente y sólo podrán ser entregados pendiente la apelación 
del fallo, si el ejecutante garantiza su devolución. 
 
      De esta manera, la sentencia de remate no suspende el procedimiento si es apelada 
por el ejecutado, pero sólo hasta que se consignen los dineros en la cuenta corriente, 
para proceder a continuación en la misma forma señalada para la sentencia de pago. 

 
2. Otros bienes que se venden en remate: si el embargo ha recaído sobre otros bienes 

diferentes de los antes señalados, que son esencialmente los bienes raíces y los bienes 
incorporales, se sigue un procedimiento totalmente diferente a lo señalado antes, ya que 
el artículo 483 dispone: "los demás bienes no comprendidos en los tres artículos 
anteriores, se tasarán y venderán en remate público ante el tribunal que conoce de la 
ejecución o ante el tribunal dentro de cuya jurisdicción estén situados los inmuebles, 
cuando así se resuelve a solicitud de parte y por motivos fundados". 
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Existen diversas diligencias o trámites anteriores al remate mismo que se deben 
realizar para poderlo ejecutar, estas son:  

 
Figura Nº 22: Trámites Anteriores al Remate 
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A continuación, se analizarán cada una de las diligencias mencionadas anteriormente, 
para su mayor comprensión.  
 
a) La Tasación: cuando se trate de bienes raíces, de acuerdo al artículo 486, la tasación será 

la que figure en el rol de avalúos vigente para los efectos del impuesto territorial o 
contribuciones de bienes raíces, salvo que el ejecutado solicite que se efectúe una nueva 
tasación. 

 
 La ejecutante deberá presentar un escrito, acompañando a él un certificado de avalúo 

del bien raíz en referencia y pedirá al tribunal que se tenga el monto que en el mismo se 
señala como valor de tasación para los efectos de la subasta. El tribunal dictará una 
resolución que dirá más o menos así: "Por acompañado el certificado, téngase el avalúo 
que en él figura como valor de tasación, con citación". 

 
 Dentro del plazo de tres días la parte ejecutada podrá oponerse, solicitando que se 

efectúe una nueva tasación por peritos, petición a la que el tribunal deberá acceder y se 
procederá a la designación de perito en la forma señalada en el artículo 414 del Código de 
Procedimiento Civil, es decir, se citará a una audiencia a las partes, la que se efectuará el 
segundo día hábil. Si las partes no se ponen de acuerdo sobre la persona del perito, 
conforme a las reglas generales, éste será designado por el juez, nombramiento que no 
podrá recaer en empleados o dependientes a cualquier título del tribunal. 

 
 Él o los peritos designados deberán evacuar su informe de acuerdo con las reglas 

generales y, una vez que lo presenten al tribunal, éste ordenará ponerlo en conocimiento 
de las partes, las que tendrán el plazo de tres días para objetarlo. Si transcurren los tres 
días sin que se deduzca objeción, la tasación se tendrá por aprobada. 

 
 Si las partes, o al menos una de ellas, formula objeción, se conferirá traslado de la 

misma por tres días a la contraria, a fin de que ésta exprese lo conveniente a sus derechos 
y, transcurrido este plazo, con o sin respuesta de la contraparte, el tribunal resolverá la 
incidencia. Si la acoge, podrá mandar que la tasación sea rectificada en los puntos que 
indicará, por el mismo perito o por otro, pero también podrá el tribunal fijar por si mismo el 
valor de tasación que estime pertinente; es decir, el tribunal puede fijar por si mismo el 
justiprecio, conforme lo indica el artículo 487 del Código de Procedimiento Civil. 

 
 De acuerdo con la parte final del artículo 487 inciso 1º, las resoluciones que dicte el 

tribunal en estos puntos son inapelables. 
 
 Practicada la nueva tasación, ya sea por perito o por el propio tribunal, ella se tendrá 

por aprobada y no se admitirán nuevos reclamos al respecto. 
 
 Cuando se trata de otros bienes que no sean inmuebles, como por ejemplo los 

incorporales, la tasación necesariamente deberá efectuarse por peritos, toda vez que no 
existe avalúo. 
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Figura Nº 23: Procedimiento de la Tasación 
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que deben rendir  los postores, etc. 
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− El precio de los bienes que se van a rematar deberá necesariamente pagarse al 
contado, salvo que las partes acuerden lo contrario o que el tribunal por motivos 
fundados resuelva otra cosa. 

 
− Las demás bases del remate, como son el mínimo de las posturas, las cauciones o 

garantías que deberán rendir los que participen en el remate; el plazo en el cual se 
entregará el inmueble una vez subastado, etc., serán propuestas por la ejecutante, 
con citación contraria; si la parte ejecutada nada dice dentro de los tres días de la 
citación, las bases propuestas se tendrán por aprobadas. 

 
  Si, por el contrario, la ejecutada objeta esas bases, la objeción será resuelta de plano 
por el tribunal, consultándose para ello la mayor facilidad y mejor resultado de la 
enajenación (venta jurídica), conforme lo señala el artículo 491 inciso 2º. Es decir, en este 
caso será el juez quien en último término fijará las bases del remate, pero para ello tiene 
algunas limitaciones que señala la ley y que son las siguientes: 
 
i. Sólo por motivos fundados podrá establecerSE en las bases que el precio no se 

pagará al contado (artículo 491 Código de Procedimiento Civil). 
 

ii. No podrá fijar como mínimo de las posturas una suma inferior a los dos tercios del 
monto de la tasación (artículo 493 Código de Procedimiento Civil). 

 
iii. Deberá señalar que toda persona que desee participar en la subasta deberá rendir 

previamente una caución que no podrá ser inferior al 10 % del valor de la tasación, la 
que subsistirá hasta que se otorgue la escritura definitiva de compraventa o se 
deposite a la orden del tribunal el precio o la parte de él que debe pagarse de contado. 

 
  Esta caución (garantía) tiene por objeto asegurar la seriedad de las posturas, 

señalando el artículo 494 inciso 2º, que si el subastador posteriormente no cumple con 
sus obligaciones, como pagar el precio, la subasta quedará sin efecto y se hará efectiva 
la caución. 
 
    En todo caso, a los postores que no se adjudicaron la especie se les restituye de 
inmediato la garantía rendida. 
 

c) Fijación de día y hora para la Subasta: aprobada la tasación y las bases del remate, 
procede fijar día y hora a fin de que éste pueda llevarse a cabo. 

 
     Conforme al artículo 489 del Código de Procedimiento Civil, “el remate, con 
señalamiento de día y hora en que debe tener lugar, se anunciará por avisos publicados a 
lo menos por cuatro veces en un diario de la comuna asiento del tribunal o de la capital de 
la provincia o de la región, sin en aquélla no la hubiera”. 
 

Estos avisos deberán ser redactados por el secretario del tribunal y deberán contener 
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los datos necesarios para identificar los bienes que van a rematarse. El primero de estos 
avisos necesariamente debe ser publicado a lo menos con quince días corridos de 
anticipación a aquél fijado para el remate. 
 
 Por otro lado, si los bienes objeto del remate se encuentran ubicados en otra comuna 
que aquella en la cual tiene su asiento el tribunal, deberá anunciarse el remate de la 
misma manera en un diario de esa comuna o de la capital de provincia o de región, según 
el caso. 
 
 Estos avisos por excepción a las reglas generales, pueden ser publicados en días 
inhábiles, lo que tiene precisamente por objeto permitir la mayor difusión posible de la 
subasta, considerando que los diarios se venden y leen en mayor cantidad los domingos 
y festivos. 
 
 En el expediente el secretario deberá certificar el tenor del aviso publicado y las fechas 
en que lo fue, lo que en la práctica se concreta pegando en el expediente un recorte de 
los avisos y certificado del secretario que éste fue publicado en los días pertinentes. 
 
 Si se omite las publicaciones correspondientes, el remate será nulo. 
 
      A continuación se esquematiza las publicaciones del remate. 
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Figura Nº 24: Publicaciones en el Remate 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

d) Citación de los Acreedores Hipotecarios: tratándose de inmuebles, cuando sobre ellos se 
encuentra constituida alguna hipoteca, esta da derecho al acreedor hipotecario para 
perseguir el bien de quien quiera que lo posea y del título en virtud del cual lo haya 
adquirido (artículo 2428 Código Civil), salvo que la adquisición haya tenido lugar en 
pública subasta ordenada por el juez después de haberse citado a los acreedores 
hipotecarios, los que deberán ser pagados de sus créditos con el producto del remate, 
conforme al orden de prelación que corresponda. 
 

 Por su parte, el artículo 492 del Código de Procedimiento Civil señala que si un 
acreedor hipotecario de grado posterior (por ejemplo: 2ª hipoteca), persigue el inmueble 
hipotecado contra el deudor personal que lo posee, el o los acreedores de grado 
preferente, citados conforme al artículo 2428 del Código Civil, podrán exigir el pago de 
sus créditos sobre el precio del remate, según sus grados o conservar sus hipotecas 
sobre la finca subastada, siempre que sus créditos no estén devengados. Si los 
acreedores en referencia nada dicen durante el término de emplazamiento, se entenderá 
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remate 

Nulidad 

Publicaciones 
que se realizan en 

el remate 

Omisión de las 
Publicaciones 

 A lo menos 4 veces 

Diario de la comuna 
asiento del tribunal 

o de capital de 
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región en caso de 
que en aquél no 
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Momento en el que 
debe publicarse 
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avisos debe 

publicarse con 15 
días de anticipación 

al remate, como 
mínimo, sin 

descontar los días 
inhábiles
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que optan por ser pagados con el producto del remate en el orden correspondiente. 
 
    En caso de que se omita la citación a estos acreedores hipotecarios, ellos conservarán 
sus hipotecas no obstante la subasta, es decir, la persona que remate el inmueble lo hará 
con esas hipotecas, sin perjuicio de lo cual, podrá subrogarse en los derechos del 
acreedor hipotecario que obtuvo el pago de su acreencia. 
 

e) Autorización de otros Tribunales: en caso de que la especie se encuentre embargada 
además en otro proceso judicial, para la validez del remate es indispensable que se 
obtenga la autorización del otro juez, en la misma forma que se señaló al tratar de los 
bienes muebles; en todo caso, aquí cabe señalar que el embargo, como debe inscribirse, 
deberá figurar en el registro correspondiente del Conservador de Bienes Raíces donde 
está inscrito el inmueble. 
 

f) Calificación de las Garantías o Cauciones: en las bases del remate se señalan las 
cauciones o garantías que deben rendir los subastadores, a fin de garantizar 
precisamente la seriedad de su intervención en el remate; es decir, que no comparezcan 
personas que hagan ofertas, se adjudiquen el bien y posteriormente no paguen el precio. 
 
 El artículo 494 del Código de Procedimiento Civil prescribe que todo postor, para 
tomar parte en el remate, deberá rendir caución (garantía) suficiente, calificada por el 
tribunal, sin ulterior recurso, para responder que se llevará a efecto la compra de los 
bienes rematados.  
 

    La caución será equivalente al 10% del valor de  tasación y subsistirá hasta que se 
otorgue la escritura definitiva de compraventa, o se deposite a la orden del tribunal el 
precio o la parte de él pagadera al contado. También, las partes de común acuerdo 
pueden alterar el monto de las garantías. 
 
   Si el subastador no cumple posteriormente con las obligaciones derivadas del 
remate, la caución se hará efectiva y el remate quedará sin efecto. 
 

C. Respecto al remate mismo; cumplidos todos los trámites anteriores, el día y hora 
señalados para la subasta, éste deberá llevarse a cabo ante el tribunal que reconoce del 
proceso o ante aquél que corresponda al territorio donde se encuentran ubicados los bienes, 
cuando se haya resuelto esto último a petición de parte y por motivos fundados (artículo 485 
Código de Procedimiento Civil). 

 
  Los subastadores comenzarán efectuando ofertas por sobre el mínimo establecido en 

las bases y concluirá cuando se llegue a la postura más alta. A esta subasta puede concurrir 
también el propio acreedor, quien no requiere rendir caución, ya que ésta precisamente 
estará en el crédito que él está comprando. 
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  Conforme a lo dispuesto en el artículo 495 del Código de Procedimiento Civil, 
concluido el remate deberá levantarse “acta” del mismo (denominado acta de remate), 
cuando se trata de los bienes señalados en el artículo 1801 inciso 2º del Código Civil; es 
decir, bienes raíces, servidumbres, censos y sucesión hereditaria, acta que se extenderá en 
un libro especial que al efecto debe llevar el secretario del tribunal, acta en la que se 
señalarán los pormenores de la venta efectuada y será suscrita por el Juez, el Secretario y el 
subastador. El extracto (resumen) del acta debe dejarse en todo caso en el expediente 
mismo. 

 
    Esta acta que debe levantarse, viene a ser en realidad el contrato mismo de 

compraventa, toda vez que en él se indicarán los requisitos inherentes a dicho contrato, 
como la cosa vendida y el precio. La misma disposición señala que esta acta valdrá como 
escritura pública para los efectos señalados en el aludido artículo 1801 del Código Civil, es 
decir, para que la venta se repute perfecta.  

 
  Lo anterior, sin perjuicio que dentro de tercero día deba extenderse la escritura 

pública propiamente tal, escritura en la cual el Juez comparecerá en representación del 
vendedor, es decir, del ejecutado y el subastador comparecerá (se presentará) como 
comprador, sin perjuicio de que en el acta de remate éste haya podido indicar que 
comparecía en representación de un tercero, caso en el cual será el tercero, el adquirente, 
siempre que éste se presente posteriormente aceptando lo obrado, si no comparece, 
subsistirá la responsabilidad del subastador así como la caución rendida por éste (artículo 
496 del Código de Procedimiento Civil). 

 
  Como se ha señalado, dentro de tercero día de suscrita el acta de remate, deberá 

otorgarse la correspondiente “escritura pública” de compraventa en remate ––lo cual se 
encuentra regulado en los artículos 495 y 497 del Código de Procedimiento Civil ––, escritura 
en la cual comparecerá el juez en representación del propietario ejecutado y por el 
rematante, quien mediante esta escritura podrá requerir la correspondiente inscripción a su 
nombre en el Conservador de Bienes Raíces respectivo. Es decir el acta de remate si bien 
vale como escritura pública, para que la venta en remate quede perfecta, la inscripción debe 
realizarse a cabo con la correspondiente escritura, a continuación se muestra dicho 
procedimiento: 
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Figura Nº 25: Procedimiento de la Inscripción de Escritura Pública de la Compraventa de 
Remate 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 

En esta escritura además del acta de remate mismo deberán insertarse los 
antecedentes que sean necesarios para su debida inteligencia, como por ejemplo señalar el 
proceso en que se efectuó el remate, etc. 

 
La escritura será otorgada a petición del subastador, quien en ese mismo momento 

podrá solicitar al tribunal el alzamiento del embargo o embargos y la cancelación de 
hipotecas sobre este bien, petición a la que el tribunal dará lugar con citación de los 
interesados. 

 
En caso de que el subastador no consigne oportunamente el precio conforme a las 

bases de remate o no concurra a suscribir la escritura definitiva, el remate quedará sin efecto 
(como si no se hubiese realizado) y se hará efectiva la caución otorgada. Del monto de esta 
garantía o caución se deducirán previamente los gastos del remate, luego el 50% se abonará 
al crédito y el otro 50% quedará a beneficio de la Corporación Administrativa del Poder 
Judicial. 

  
Las apelaciones que en este caso puede deducir el subastador de los bienes 

embargados se concederán en el solo efecto devolutivo. 
 
D. Respecto a la Ausencia de Postores en el Remate, si el día del remate no se presentan 
postores, en este caso el artículo 499 otorga al acreedor ejecutivo dos posibilidades: 

 
− Puede solicitar que los bienes le sean adjudicados por los dos tercios del valor de 

tasación de los mismos. 
 
− Puede pedir que el tribunal reduzca prudencialmente el monto de la tasación, reducción 

que el tribunal en ningún caso podrá efectuar más allá de un tercio de la misma. 

Acta de Remate Dentro del tercero 
día 

Deberá 
otorgarse por 

escritura pública 

Inscripción en 
el registro del 

Conservador de 
Bienes Raíces 
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 En el caso de que el acreedor solicite la adjudicación (repartición), el tribunal accederá 

a ello, con citación del ejecutado y demás interesados, si los hubiere. En este caso existirá 
una verdadera venta en pública subasta y el acreedor será el comprador, enterando 
(pagando) el precio correspondiente por compensación de su crédito y en lo demás se 
procederá como si hubiera habido realmente remate. 

 
 Si el acreedor escoge la segunda posibilidad, deberá proceder a efectuarse nuevo 

remate, en el cual el mínimo de las posturas serán los dos tercios de la tasación y deberán 
efectuarse las publicaciones. 

 
E. Respecto al Segundo Remate Sin Resultado (artículo 500 Código de Procedimiento Civil); 
si efectuado un segundo remate en la forma antes señalada, nuevamente no se presentan 
postores, el acreedor tendrá derecho a solicitar alguna de las siguientes cosas: 

 
− Que se le adjudiquen los bienes por los dos tercios de este nuevo avalúo. 
 
− Que se pongan los bienes a remate por tercera vez, por el precio mínimo que el tribunal 

señale. 
 
− Que se le entreguen los bienes en prenda pretoria, es decir, que le sean entregados estos 

bienes con el objeto de ir percibiendo las rentas líquidas que éstos produzcan, las que irá 
abonando al crédito. 

 
 En caso de que el acreedor opte por la prenda pretoria, el ejecutado tiene derecho a 

oponerse a ello y solicitar en cambio que se saquen los bienes a remate por última vez, sin 
mínimo para las posturas.      

  
 En los casos en que se efectúe un tercer remate por haberlo  solicitado el acreedor al 

hacer la elección entre los tres derechos que se le otorgan o cuando éste se lleva a efecto a 
petición del ejecutado que se opuso a la prenda pretoria, deberá practicarse los trámites 
antes señalados en el artículo 489 del Código de Procedimiento Civil (día y hora, 
publicaciones), pero el plazo para la fijación de los avisos, conforme al artículo 502 del 
Código de Procedimiento Civil, se reducirá a la mitad, salvo que hayan transcurrido más de 
tres meses desde el día designado para el remate anterior y aquél en el cual se pide la nueva 
subasta. 

 
F. Respecto a la Prenda Pretoria o Anticresis Judicial (artículos 503 a 507); siguiendo al 
profesor Casarino14, se puede decir que la prenda pretoria es un contrato celebrado por 
intermedio de la Justicia, por el que se entrega al acreedor una cosa mueble o inmueble 
embargada en una ejecución, para que se pague con sus frutos.  

 

                                                 
14 Mario Casarino Viterbo, Manual de Derecho Procesal, Editorial Jurídica. 
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 Este contrato se perfecciona con la facción del inventario solemne de los bienes que 
se entregan al acreedor en prenda pretoria. 

  
La prenda pretoria otorga al acreedor los siguientes derechos y le impone las 

siguientes obligaciones: 
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Figura Nº 26: Derechos y Obligaciones Que Otorga La Prenda Pretoria 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

Derechos y 
obligaciones que 
otorga la Prenda 

Pretoria 

Tiene derecho a aplicar las rentas líquidas de los 
bienes al pago del crédito a medida que éstas se 
van percibiendo, para este el cálculo el artículo 
504 señala que se tomarán en cuenta, además 
de los otros gastos de legítimo abono, el interés 
corriente de los capitales propios que el acreedor 
deba invertir en esos bienes, así como la suma 
que el tribunal le fije a título de remuneración por 
concepto de administración; no tendrá sin 
embargo derecho a esta remuneración el 
acreedor que no rinda cuenta fiel de su 
administración o que se haga responsable de 
dolo o culpa grave. 

En cualquier momento puede poner término a la 
prenda pretoria y solicitar la enajenación de 
ésta o el embargo de otros bienes del deudor 
(artículo 505 inc. 2º). 

Tratándose de bienes muebles tendrá sobre 
ellos los mismos derechos del acreedor 
prendario (artículo 507 inc. 2º). 

Tiene la obligación de llevar cuenta exacta y en 
lo posible documentada de los productos de 
los bienes y rendir cuenta de su administración 
una vez al año, tratándose de inmuebles y 
cada seis meses, en el caso de bienes 
muebles, bajo sanción de perder el derecho a 
remuneración si así no lo hace (artículo 506). 
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CLASE 08 
 

G. Respecto de la Situación de Bienes Embargados a que se refiere artículo 508; si los 
bienes embargados consisten en el derecho a gozar de una cosa o percibir sus frutos, el 
acreedor podrá solicitar que se dé en arrendamiento o que el derecho le sea entregado en 
prenda pretoria. 

 
Si solicita el arrendamiento, éste se hará en remate público, el que deberá anunciarse 

con veinte días de anticipación en la forma y lugares que señala el artículo 489, fijando 
previamente el tribunal, con audiencia verbal de las partes, las condiciones que hayan de 
tenerse como mínimum (mínimo) para las posturas. 
 
H. Respecto a la Nulidad del Remate; como se ha visto y señalado anteriormente, el remate 
o venta en pública subasta es precisamente un contrato de compraventa celebrado en forma 
forzada, de tal modo que el vendedor que es el ejecutado es representado por disposición de 
la ley por el juez respectivo, quien en definitiva suscribe la escritura pública correspondiente. 
Por este motivo, se señala que el remate es un acto jurídico tanto de carácter civil como 
procesal y por esta razón, puede ser objeto de nulidad de orden civil o procesal. 

 
• Nulidad Civil. Si la compraventa en remate adolece de cualquier vicio de orden civil, ya 

sea en el consentimiento, objeto ilícito, causa ilícita o ausencia de solemnidades civiles, 
deberá impetrarse la nulidad del mismo a través de una demanda en juicio civil 
independiente de aquél en el cual se subastó la especie. 

 
• Nulidad Procesal. El remate también puede adolecer de alguna nulidad de este orden, ya 

sea porque no se efectuó ante el tribunal correspondiente, no se efectuaron las 
publicaciones legales, no se notificó la  sentencia de remate, etc. Todos estos vicios de 
orden procesal deben ser reclamados en el mismo juicio en el cual se practicó el remate a 
través del incidente de nulidad procesal, nulidad que sólo podrá impetrarse (solicitarse) 
hasta el momento en que quede firme o ejecutoriada la resolución que ordenó la escritura 
pública de adjudicación en remate, salvo los casos que, conforme a las reglas generales, 
puede solicitarse la nulidad procesal no obstante existir sentencia, es decir es el caso del 
litigante rebelde a que se refiere el artículo 80, en caso de falta de emplazamiento. 
 

Para concluir, existen diversos trámites finales de la ejecución del remate, los cuales 
se encuentran establecidos en los artículos 509 a 517 del Código de Procedimiento Civil; 
siendo éstos los que se señalan en la siguiente figura: 
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Figura Nº 27: Trámites Finales de la Ejecución del Remate 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
A continuación se desarrolla cada uno de los trámites finales que componen la ejecución 

del remate. 
 

1. Destino de los dineros producto del remate: conforme lo establece el artículo 509 del 
Código de Procedimiento Civil, los fondos o dineros que se obtengan de la realización 
(venta) de los bienes embargados deberán ser consignados o depositados en la cuenta 
corriente del tribunal respectivo, ya sea por el martillero, por el depositario o por los 
compradores cuando se trata de remates efectuados en el tribunal.  

 
        Es decir, si los bienes son muebles y se han vendido por martillero, será éste quien 
deberá rendir cuenta de su gestión y depositar el producto del remate en la cuenta 
corriente; si el depositario ha vendido los bienes sujetos a deterioro o corrupción, deberá 
igualmente depositar el producto de esa venta, si ha sido un corredor, éste también, 
aparte de rendir cuenta, deberá efectuar este depósito. Si se trata de remates efectuados 
en el tribunal mismo, es decir, fundamentalmente bienes raíces, será el adjudicatario 
quien deberá efectuar este depósito. 

Trámites 
Finales de la 
Ejecución del 

Remate 

Destino de los dineros producto del remate 

Liquidación del crédito y tasación de costas 

El pago al acreedor 

Orden en que se efectúa el pago 

Normas relativas al depositario 
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2. Liquidación del crédito y tasación de costas (artículo 510 Código de Procedimiento Civil): 
ejecutoriada la sentencia definitiva y realizados los bienes embargados, el ejecutante 
deberá solicitar la liquidación del crédito, es decir, el cálculo correspondiente de los 
reajustes e intereses que procedan y, además, la tasación de las costas personales y 
procesales.  

 
 Esta liquidación y tasación podrá incluso efectuarse antes de que la sentencia quede 

ejecutoriada, cuando el ejecutante caucione las resultas, es decir, de garantías de que 
podrá cumplir con lo que se resuelve eventualmente por un tribunal superior al conocer de 
un recurso de apelación. 

 
       Como se señaló anteriormente, la liquidación del crédito la efectúa el Secretario y la 
tasación de costas procesales también, mientras que las personales las regula el juez. 

 
3. El pago al acreedor: practicada la liquidación a que se refiere el artículo 510, el artículo 

511 señala que el juez ordenará el pago al acreedor con el dinero embargado o con el 
que resulte del remate de bienes, si lo embargado no ha sido dinero. Ahora, si lo 
embargado ha sido la especie misma adeudada, se hará entrega de ella al ejecutante. 
 

Por otra parte, si la deuda ha sido en moneda extranjera, el ejecutante deberá 
indicar en su demanda el  equivalente en moneda nacional acompañando un certificado 
bancario de la cotización de esa moneda extranjera al tipo de cambio vendedor y el 
tribunal ordenará despachar el mandamiento por esa suma en moneda nacional y el pago 
se hará al ejecutante en moneda nacional al tipo de cambio vigente vendedor al día del 
pago. 

 
Ahora, si la ejecución misma ha sido en moneda extranjera en atención a que así se 

estipuló en el título ejecutivo, el artículo 511 inciso 2 dispone que el tribunal deberá 
disponer que el depositario o el secretario, por intermedio de un banco, efectúe la 
conversión. 

 
4. Orden en que se efectúa el pago: los dineros que se encuentran depositados en la cuenta 

corriente del tribunal, conforme lo establece el artículo 513, no podrán ser utilizados para 
pagar otra deuda que la correspondiente a la ejecución, salvo que la sentencia haya 
declarado la existencia de un privilegio respecto de algún crédito, conforme a las normas 
de la prelación de créditos o que se trate de algún caso expresamente señalado por la 
ley, como las costas y la remuneración del depositario.  

 
En consecuencia, el orden en que deben efectuarse los pagos es el siguiente: 

 
− Créditos diferentes a aquél que motivo la ejecución y que la sentencia declare 

preferentes conforme a las normas de la prelación de créditos. 
 

− Costas y remuneración de depositario. 
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− La deuda misma, pagándose en primer término los intereses y luego el capital. 
 

En el caso de que el producto de la ejecución no alcance para efectuar todos los 
pagos señalados, procederá se solicite la ampliación del embargo y la realización de 
nuevos bienes. Por el contrario, si el producto de la licitación excede a lo que debe 
pagarse, el saldo deberá ser entregado al deudor ejecutado. 

 
5. Normas relativas al depositario: como se ha señalado anteriormente, al practicar el 

embargo, normalmente se hará entrega de los bienes embargados a un depositario 
provisional, correspondiendo posteriormente efectuar la designación de depositario 
definitivo, nombramiento que es efectuado por las partes de común acuerdo en una 
audiencia o por el juez a falta de acuerdo. 

 
El depositario, respecto de los bienes embargados, tiene las siguientes obligaciones: 
 
− Debe encargarse de la conservación y eventualmente de la administración de los 

bienes embargados. 
 
− Expirado (terminado) el depósito por cualquier razón, el depositario deberá rendir 

cuenta de su administración, sin perjuicio de que el tribunal le pueda exigir, a solicitud 
de parte interesada, que rinda cuentas parciales. Presentada la cuenta, ésta será 
puesta en conocimiento de las partes, quienes podrán objetarla dentro de 6 días; en 
caso de que formulen objeción, dicho reparo dará lugar a un incidente. 
 

− El depositario deberá consignar en la cuenta corriente del tribunal los fondos líquidos 
que obtenga de los bienes en depósito y, en caso de mora en efectuar este depósito, 
deberá pagar los intereses corrientes. 

 
− El depositario tendrá derecho a remuneración, la que será determinada por el juez al 

momento de pronunciarse sobre la rendición de cuentas, para lo cual éste tendrá en 
consideración la responsabilidad y el trabajo que el cargo a impuesto al depositario. 

 
        No tiene derecho a esta remuneración, conforme al artículo 517, los depositarios que 
hayan incurrido en dolo o culpa grave y además aquellos cuya labor se limita a retener de 
las remuneraciones del ejecutado la parte embargable de ellas a disposición del tribunal. 
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2.3 El Juicio Ejecutivo por Obligaciones de Hacer15 

 
El juicio ejecutivo por obligaciones de hacer es aquel procedimiento ejecutivo a través 

del cual el acreedor persigue el cumplimiento forzado de una obligación consistente en la 
ejecución de algún hecho. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 Para el caso que el deudor se constituya en mora de cumplir, se aplica el artículo 

1553 del Código Civil, el que permite que el acreedor pueda pedir, junto con la indemnización 
por la mora, cualquiera de las tres cosas que se señalan a continuación: 

 
Figura Nº 28: Cosas que Puede Pedir el Acreedor a Elección Suya Frente al 

Incumplimiento de una Obligación de Hacer 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

De esos tres derechos, solamente los dos primeros pueden ser parte de un juicio 
ejecutivo, la indemnización de perjuicios no, por la sencilla razón de que no es una deuda 
líquida y por tanto actualmente exigible. 

                                                 
15 Artículo 530 – 543 del Código de Procedimiento Civil 

Por ejemplo 
 

      Son los casos como: pintar un cuadro, construir una casa, firmar un contrato. Si la 
persona que pinta el cuadro, no construye la casa o no firma el contrato, se le constriñe 
(obligar) a pintar al cuadro, a construir las casa o firmar el contrato. 

Acreedor puede 
pedir 

Que se apremie al deudor para la ejecución 
del hecho convenido 

Que se autorice al acreedor para hacer ejecutar 
por un tercero y a expensas del deudor el hecho 
debido 

Que el deudor indemnice los perjuicios 
resultantes de la infracción del contrato 

cualquiera a 
elección suya 
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Ahora bien, en cuanto a los requisitos para que proceda el juicio ejecutivo en este tipo 

de obligaciones, son los que se señalan en la siguiente figura: 
 

Figura Nº 29: Requisitos para que Proceda el Juicio Ejecutivo en las Obligaciones de 
Hacer 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

 
 Concurriendo los requisitos antes señalados, corresponde la procedencia del juicio 

ejecutivo, pero previamente se debe distinguir como se muestra en la figura siguiente, si se 
trata de:  

 
Figura Nº 30: Tipos de Obligaciones de Hacer 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

Requisitos 

Título Ejecutivo 

Obligación determinada  

Obligación actualmente exigible 

Acción ejecutiva no prescrita 

Obligación 
de Hacer 

Ejecución para obligar a suscribir un 
documento o constituir una obligación 

Ejecución para obligar a hacer una obra 
material 
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CLASE 09 

 
2.3.1 Ejecución para Obligar a Suscribir un Documento o Constitución de Obligación 

 
 El artículo 532 del Código de Procedimiento Civil establece que “Si el hecho debido 

consiste en la suscripción de un instrumento o en la constitución de una obligación por parte 
del deudor, podrá proceder a su nombre el juez que conozca del litigio, si requerido aquél, no 
lo hace dentro del plazo que le señale el tribunal”, dicho artículo se debe relacionar con otra 
norma del artículo 531 del mismo cuerpo legal, según el cual se aplican a las obligaciones de 
hacer, de manera supletoria, las reglas establecidas para las obligaciones de dar, en lo que 
no se contradigan16 

 
    De esta manera, la tramitación consistirá primero en la presentación de una demanda 

ejecutiva, solicitando se despache mandamiento de ejecución el cual consistirá en que el 
deudor suscriba (o firme) el documento o constituya la obligación en el plazo que el juez 
señale y con el apercibimiento de que si no lo cumple, el juez actuará en su nombre. 

 
 Al igual que en el juicio de obligación de dar, el ejecutado puede adoptar una de tres 

actitudes: 
 

Figura Nº 31: Actitudes que Puede Adoptar el Ejecutado 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                 
16 Espinoza Fuentes, Raúl “El Juicio Ejecutivo” octava edición, Editorial Jurídica de Chile, año 1984, p 232.  

Actitudes que 
puede adoptar 
el ejecutado 

Cumple dentro de plazo con la suscripción del 
documento o constitución de obligación. 

Opone excepciones, caso en el cual será 
necesario esperar la dictación de la sentencia 
respectiva. Si esta rechaza las excepciones, la 
ejecución seguirá adelante. 

No hacer nada; en este caso se omitirá la 
sentencia, sirviendo el mandamiento para los 
efectos de seguir adelante la ejecución, una vez 
vencido el plazo de cuatro días para oponer 
excepciones. 
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 Si el ejecutado no ha opuesto excepciones o, habiéndolas deducido éstas han sido 
rechazadas, la ejecución seguirá adelante con el cuaderno de apremio una vez vencido el 
plazo que se le señaló para el cumplimiento en el requerimiento. En este caso el ejecutante 
deberá solicitar en el cuaderno de apremio que el juez proceda a suscribir el documento o a 
constituir la obligación en representación del deudor. 

 
 Es decir, en este procedimiento lo diferente es que no procede el embargo y remate 

de bienes, sino que se señala al ejecutado un plazo para que cumpla y si no lo hace, lo hará 
el juez en su representación. 

 
 

2.3.2. Ejecución para Obligar a Realizar una Obra Material 
 
 Presentada la demanda, si ella cumple con los requisitos legales, el juez despachará 

mandamiento para requerir del deudor el cumplimiento de la obligación, señalándole un plazo 
prudencial para que de inicio a las obras, lo anterior de acuerdo a lo establecido en el artículo 
55 del Código de Procedimiento Civil. 

 
 El ejecutado puede adoptar una de las siguientes actitudes: 
 
 

Figura Nº 32: Actitudes que Puede Adoptar el Ejecutado 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 

Actitudes que 
puede adoptar el 

ejecutado 

Iniciar los trabajos en el plazo señalado y 
concluirlos, caso en el cual el proceso termina 

Oponer las excepciones del artículo 464, o bien, 
las del artículo 534, es decir, la de la 
imposibilidad absoluta para la ejecución actual 
de la obra; en este caso, si se dicta sentencia 
acogiendo alguna excepción perentoria, 
concluirá el proceso; si las excepciones son 
rechazadas, en cambio, se mandará seguir 
adelante la ejecución. 

No hacer nada: en este caso la ejecución sigue 
adelante con el mérito del mandamiento. 
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     Continuando con el desarrollo de este punto, se debe distinguir que sucede en el caso 
de que el ejecutado oponga o no excepciones, tales posibilidades se señalan en la siguiente 
figura. 

  
 

Figura Nº 33: Situaciones que Pueden Existir Dependiendo si el Ejecutado Opone o No 
Excepciones 

  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
     En el caso de que el ejecutado no oponga excepciones, el acreedor presentará una 

solicitud para que se le autorice a llevar a cabo por medio de un tercero y a expensas del 
deudor. El ejecutante también deberá presentar un presupuesto de lo que signifique la 
ejecución del hecho debido. 

 
    De esta manera, el juez dará traslado al ejecutado para que objete el presupuesto 

dentro de un plazo de tres días. Si no se objetare tal presupuesto dentro de los tres días, se 
tendrá por aceptado el mismo. 

 
    Ahora bien, si el ejecutado hiciere objeciones a dicho instrumento (presupuesto), ello 

se realizará por medio de peritos, el cual se designará de común acuerdo por las partes o por 

Situaciones 

Ejecutado no 
opone 

excepciones 

Ejecutado  
opone 

excepciones 

Se autoriza al acreedor para 
llevar a cabo, por medio de un 
tercero y a expensas del 
deudor para que se ejecute el 
hecho convenido. 

O bien, se apremie al deudor 
para que se ejecute el hecho 
convenido (apremios: arrestos 
o multas) 

Puede oponer las excepciones 
del artículo 464 del Código de 
Procedimiento Civil, o las del 
artículo 534 del mismo cuerpo 
legal
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el juez en caso de desacuerdo. En consecuencia, los peritos presentarán su presupuesto a 
las partes, y ellas tendrán tres días para impugnarlo. En caso de impugnación de una de las 
partes, la otra tendrá tres días para evacuar (responder) el traslado. Finalmente el tribunal es 
que resuelve si procede o no el presupuesto, es decir, si lo aprueba o no. 

 
     Las resoluciones que dicte el tribunal en relación a esta materia, son inapelables, es 

decir, no se puede interponer el recurso de apelación.  
 
      Encontrándose firme el presupuesto, el deudor deberá consignar el importe en la 

cuenta del tribunal dentro de 3 días, a fin de que el juez entregue los fondos en forma 
paulatina y a medida del avance de los trabajos; si los fondos se agotan antes de concluirse 
la obra, el ejecutante podrá solicitar un aumento de los mismos, siempre que justifique que 
ha habido error en el presupuesto o que han sobrevenido circunstancias imprevistas que han 
aumentado el valor de las obras. 

 
 Si el deudor no consigna fondos dentro de tres días, se procederá al embargo y 

remate de bienes de su propiedad conforme a las normas del juicio de obligación de dar, con 
la salvedad que en este caso no procederá que oponga excepciones, ya que la oportunidad 
para ello fue anterior. 

 
 Concluida la obra, el ejecutante deberá rendir cuenta al tribunal de la inversión de los 

fondos que éste recibió. 
 
 Por otra parte, en caso de que el acreedor no pudiere o no quisiere hacerse cargo de 

la ejecución de la obra debida, la ley le señala al acreedor el derecho para solicitar apremios 
contra el deudor, consistentes en arrestos de hasta quince días y multas, que pueden ser 
reiterados si persiste en el incumplimiento. En todo caso, para la procedencia de estos 
apremios es necesario que el deudor no haya consignado fondos para la obra o que no se 
hayan obtenido éstos mediante la realización de bienes. 

 
 Asimismo, los apremios cesarán si el deudor paga la multa y cauciona suficientemente 

la indemnización completa de todo perjuicio al acreedor. 
 
     En la siguiente figura se mostrará la tramitación del presupuesto para la ejecución del 

hecho, presentado por el ejecutante y las situaciones que ello puede originar. 
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Figura Nº 34: Tramitación del Presupuesto Presentado por el Ejecutante 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Tramitación

Ejecutado no 
opone 

excepciones 

Ejecutante 
presenta un 

escrito 

Solicitando seguir por 
medio de un tercero 

Ejecutante 
presenta un  
Presupuesto 

El presupuesto puede ser 
objetado por le ejecutado 

Respuesta del 
ejecutado 

No objeta 

Sí objeta 

Se tiene por aceptada 

Por medio de peritos 

Resultado del 
Peritaje 

3 días para 
objetar 

Impugnación de 
una de las partes 

3 días para 
objetar 

Tribunal 

Aprueba 
presupuesto 

No Aprueba 
presupuesto 

Ejecutado  
consigna el 

importe

Ejecutado no 
consigna el 

importe

Embargo y 
remate de 
bienes del 
ejecutado 
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2.4 Juicio Ejecutivo por Obligación de No Hacer17 
 
 La obligación de no hacer consiste en que el deudor se abstenga de la ejecución de 

un hecho cualquiera, sea éste material o jurídico.  
 
 
 
 
 
 
 
 Conforme al artículo 1555 del Código Civil, tratándose de obligaciones de no hacer, 

ellas se traducen en la de indemnizar perjuicios si no puede deshacerse lo hecho en 
contravención, como sería el caso de que no se pudiera destruir una pared ya levantada la 
cual impide el ingreso de luz a la casa del vecino, lo cual traerá como consecuencia que se 
deba indemnizar de perjuicios.  

 
 Primero, se debe determinar si se puede destruir la obra hecha, en caso de que no se 

pueda destruir la obra, la obligación se traduce en una indemnización de perjuicios. Segundo, 
si puede deshacerse lo hecho, se debe diferenciar previamente, si la destrucción es 
necesaria en función del fin que se tuvo en mira al contratar. 

 
      En caso de ser la destrucción necesaria, será obligado el deudor a destruir lo hecho, o 

será autorizado el acreedor para que lo realice a expensas del deudor. Si la destrucción no 
es necesaria, la obligación consistirá en una indemnización de perjuicios18.  

 
     En relación a la tramitación del juicio ejecutivo por obligaciones de no hacer, se 

observarán las mismas reglas del procedimiento ejecutivo para las obligaciones de hacer, es 
decir, el ejecutante presentará la demanda ejecutiva y en ella se exigirá o solicitará que el 
deudor destruya lo hecho, señalando un plazo para tal efecto19. 

 
    En cuanto a los requisitos que se exigen para la procedencia del procedimiento 

ejecutivo en obligaciones de no hacer, estos son los que se señalan en la figura siguiente: 
 
 
 
 
 
 

                                                 
17 Artículo 554 del Código de Procedimiento Civil. 
 
18 Casarino Viterbo, Mario “Derecho Procesal Civil”, Cuarta Edición, Editorial Jurídica de Chile, año 1985, p 240. 
 
19 Espinoza Fuentes, Raúl “El Juicio Ejecutivo” octava edición, Editorial Jurídica de Chile, año 1984, p 239. 

Por ejemplo 
 

No levantar una muralla, no construir una reja, no enajenar algún bien, etc. 
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Figura Nº 35: Requisitos para la Procedencia del Juicio Ejecutivo por Obligación de No Hacer 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

CLASE 10 
 

2.5 Juicios Ejecutivos Especiales 
 
 En términos generales, se puede señalar que existen numerosos juicios ejecutivos 

especiales, todos los cuales guardan pequeñas diferencias con el juicio ejecutivo ordinario, 
las que consisten fundamentalmente en hacer más sencillas las ejecuciones. 

 
A continuación, se darán a conocer los juicios ejecutivos especiales que se encuentran 

regulados en el Código de Procedimiento Civil, y en otras leyes especiales. 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

Requisitos 

Que la obligación de no hacer conste en un título 
que consista en una ejecución. 

Que la obligación de no hacer sea actualmente 
exigible 

Que la obligación de no hacer se convierta en la 
destruir la obra hecha, que conste en el título 

mismo 

Que la sanción ejecutiva no se halle prescrita 
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Figura Nº 36: Juicios Ejecutivos Especiales 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Juicios 
Ejecutivos 
Especiales 

Procedimiento Ejecutivo de Sentencias que 
Condenan al Fisco

Juicio Ejecutivo de Desposeimiento 

Juicio Ejecutivo de Cumplimiento de Sentencias que 
Ordenan el Pago de Pensiones Alimenticias 

Juicio Ejecutivo Especial de la Ley de Bancos 

Juicio Ejecutivo de Realización de Prenda Común 

Procedimiento Ejecutivo de Realización de Prenda 
Agraria 

Procedimiento Ejecutivo de Realización de Prenda 
Bancaria 

Procedimiento Ejecutivo de Realización de Prenda 
Constituida en Compraventa de Cosas Muebles a 

Plazo 

Procedimiento Ejecutivo Especial sobre Realización 
de la Prenda Constituida sobre Mercaderías 

Depositadas en Almacenes Generales de Depósito 

Procedimiento Ejecutivo sobre Realización de Prenda 
Industrial 
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Ahora bien, cada uno de los juicios especiales y sus procedimientos, será desarrollado 
a continuación.  

 
• Procedimiento Ejecutivo de Sentencias que Condenan al Fisco (artículo 752) 

  
 Toda sentencia que condene al Fisco a cualquier prestación deberá cumplirse dentro 

de los 60 días siguientes a la fecha de recepción del oficio del tribunal con el cual se adjunte 
al Ministerio respectivo fotocopia autorizada de las sentencias de primera y segunda 
instancia con certificados de encontrarse ejecutoriadas. La fecha de recepción se 
determinará por la certificación del ministro de fe que entregue el oficio o, si hubiere sido 
despachado por carta certificada, se entenderá recepcionado tres días después de su 
despacho en la oficina de correos. 

 
 Estas copias deberán ser enviadas por el Ministerio correspondiente al Consejo de 

Defensa del Estado, y sólo con el informe favorable de esta repartición podrá ordenarse el 
pago, conforme lo señala el artículo 35 del Decreto Ley 2573. 

 
 Cumplido lo anterior, se dispondrá la dictación del decreto que ordena el pago o el 

cumplimiento de la prestación a que ha sido condenado el Fisco. 
 
 Si el pago del Fisco se retarda más de 60 días, él deberá efectuarse posteriormente 

con el reajuste pertinente, el que deberá calcularse entre el mes anterior al de la fecha de 
ejecutoria de la sentencia y el mes anterior al de aquél en que se efectúe el pago. 
 
• Juicio Ejecutivo de Desposeimiento 

 
 Cuando el acreedor tiene su crédito garantizado con una hipoteca sobre un bien raíz, 

para hacer efectiva esa hipoteca, cuando el inmueble sea poseído por un tercero, la ley exige 
en el artículo 758 del Código de Procedimiento Civil que se notifique previamente a ese 
tercero poseedor, al cual se le señalará un plazo de diez días para que pague la deuda o 
abandone la finca hipotecada ante el tribunal. 

 
 
 
 
 
 
 
 
  
    
 
 
 

Por ejemplo 
 
    Juanita hipotecó su casa porque tiene una deuda, pero a su vez la arrienda a otra 
persona (tercer poseedor), el acreedor podrá notificar previamente al actual poseedor 
para que dentro de 10 días pague la deuda o abandone la casa, en virtud de la 
hipoteca.  
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  Si no paga ni hace abandono de la finca y el acreedor no tiene título ejecutivo, será 
necesario seguir un juicio declarativo (juicio ordinario) de desposeimiento; en cambio, si el 
crédito consta de un título ejecutivo, la ley señala la siguiente tramitación: 

 
a) La demanda ejecutiva de desposeimiento deberá deducirse ante el mismo tribunal que 

conoció de la gestión previa y, para ser admitida, debe ir aparejada del título ejecutivo, 
debiendo la obligación ser además líquida y actualmente exigible y no encontrarse 
prescrita la acción ejecutiva. En este demanda se solicitará al tribunal se despache 
mandamiento de desposeimiento en contra del tercer poseedor de la finca hipotecada o 
acensuada, procediéndose en contra de este tercero en los mismos términos en que 
debería haberse actuado en contra del deudor directo. 

 
b) El tribunal proveerá (resolverá) la demanda ordenando su notificación y despachando el 

correspondiente mandamiento de desposeimiento. 
 
c) El tercer poseedor, después de ser requerido de desposeimiento, podrá oponer todas las 

excepciones del juicio ejecutivo, ya sea fundadas en hechos que digan relación con él o 
con el deudor directo. 

 
d) Una vez firme la sentencia que rechaza las excepciones o, en defecto de ellas, se 

procederá al remate del inmueble conforme a las normas del procedimiento de apremio, 
sin necesidad de citar al deudor directo, sin perjuicio de que si éste se apersona en el 
juicio deba ser oído en los trámites de tasación y subasta. Si éste no se presenta, la 
tasación del inmueble deberá efectuarse por peritos nombrados por el juez de la causa. 

 
 En todo caso, si la tasación es efectuada por peritos, el deudor directo siempre podrá 

objetar la determinación del saldo de la deuda por el cual se le demanda posteriormente, si 
se comprueba que en el juicio ejecutivo se actuó en fraude de sus derechos. Es decir, si el 
producto del remate del inmueble no alcanza para pagar la deuda y el acreedor demanda 
posteriormente al deudor directo por el saldo, este último podrá objetar la determinación de 
dicho saldo. 
 
• Juicio Ejecutivo de Cumplimiento de Sentencias que Ordenan el Pago de Pensiones 

Alimenticias 
 

La ley 14.908 sobre Abandono de Familia y Pensiones Alimenticias, contempla un 
juicio ejecutivo especial para el cumplimiento de estas sentencias, el que es aplicable a los 
juicios de alimentos de mayores y de menores. Este procedimiento se rige por las normas 
generales de los juicios ejecutivos, con las siguientes modificaciones: 

 
− La demanda deberá presentarse ante el mismo tribunal que conoció y dictó sentencia en 

el juicio de alimentos en primera instancia o el del nuevo domicilio del alimentario, en los 
casos pertinentes. 
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− El título ejecutivo será la sentencia que ha fijado la pensión alimenticia, ejecutoriada o que 
cause ejecutoria. 

 
− La demanda y el requerimiento deberán ser personales, pero si es necesario practicar la 

notificación del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil no será necesario que el 
demandado se encuentre en el lugar del juicio. 

 
− La única excepción que puede oponerse es la de pago, la que debe fundarse en un 

antecedente escrito, es decir, no proceden las otras excepciones establecidas en el 
artículo 464 del Código de Procedimiento Civil. 

 
− El mandamiento que se despache para el pago de la primera pensión bastará para las 

que se devenguen en el futuro, pero deberá notificarse por cédula para el cobro de estas 
últimas y el ejecutado podrá oponer la excepción de pago. 

 
 En lo tocante (referente) al cuaderno de apremio, no existen normas especiales. 
 

En este contexto cabe señalar que con respecto al cumplimiento por vía de apremio: el 
artículo 15 de la ley 14.908 contempla además la aplicación de multas y de arrestos de hasta 
30 días, como forma de obligar al alimentante al pago de las pensiones.  
 
          Para que el tribunal pueda imponer multas o arrestos es necesario que se cumplan los 
siguientes requisitos: 
 

Figura Nº 37: Requisitos para que el Tribunal Imponga Multas o Arrestos al Alimentante 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

Requisitos 

Que los alimentarios sean el cónyuge, los padres o hijos, 
el adoptado, la madre o los hijos en los casos del 
artículo 280 del Código Civil. 

Que el alimentante no haya cumplido con su obligación 
en la forma ordenada o haya dejado de pagar una o más 
pensiones. 
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   Reuniéndose los requisitos indicados, el tribunal de oficio o a petición de parte podrá 
imponer los apremios antes señalados, pero el alimentario podrá justificar ante el tribunal que 
carece de los medios necesarios para el pago de la pensión y si así lo hace, se suspenderán 
los apremios.  

 
Ahora bien, respecto al cumplimiento por vía de retención (artículo 9); el tribunal podrá 
disponer que el pago de las pensiones alimenticias se lleve a cabo mediante la retención del 
monto de la pensión de las remuneraciones del alimentante o de alguna otra prestación de 
dinero que beneficie a éste. Para el cumplimiento de esta forma de pago se notificará por 
cédula al empleador o a la persona que deba efectuar pagos al alimentante, a fin de que 
proceda a retener lo pertinente, lo que entregará directamente al alimentario. 

 
 Si la persona encargada de la retención no la practica, puede ser sancionado con 

multas, sin perjuicio de que pueda despacharse mandamiento en su contra, como lo dispone 
el artículo 13 de la ley. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

• Juicio Ejecutivo Especial Contemplado en los Artículos 98 a 104 de la Ley de Bancos 
 
 Este procedimiento se aplica al cobro ejecutivo de letras de crédito con garantía 

hipotecaria, que son los instrumentos más utilizados para los créditos habitacionales. 
 
 Conforme al artículo 98 de la ley de bancos, cuando los deudores no hubieren 

satisfecho los dividendos o cuotas estipuladas en el plazo correspondiente, serán requeridos 
judicialmente (demandados) a fin de que efectúen ese pago dentro del plazo de diez días. 

  
Si transcurre el plazo sin que el deudor pague, el banco solicitará el remate del 

inmueble hipotecado o su entrega en prenda pretoria20. 
  

Notificado el deudor de esta petición, tendrá el plazo de cinco días para oponerse, 
oposición que sólo será admisible cuando se funda en las excepciones de pago de la deuda, 
prescripción y no empecer el título al ejecutado. 

                                                 
20 Prenda pretoria o anticresis judicial “es un contrato en cuya virtud, por el ministerio del tribunal, se entregan al 

acreedor bienes embargados, sean bienes raíces o muebles, para que se pague con sus frutos”. Espinoza 
Fuentes Raúl, “El juicio ejecutivo”, Editorial Jurídica de Chile, año 1984, p. 207. 

Por ejemplo 
 
    Pedro es el alimentante (persona que está obligada a dar alimentos) y se encuentra 
trabajando en Viña Concha y Toro, se debe notificar a su empleador para que le 
descuente del sueldo, la cantidad que debe en razón de alimentos. (cumplimiento por 
vía de retención). 
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 En virtud de la última de las excepciones mencionadas no podrá discutirse la 
existencia de la obligación hipotecaria; es decir, deberá fundarse la excepción, en un hecho 
diferente a ese; además, para ser admitida a tramitación deberá fundarse en algún 
antecedente escrito y aparecer revestida de fundamento plausible (que sea suficiente). 

 
 Las excepciones opuestas (excepciones del artículo 464 del Código de Procedimiento 

Civil, que hayan sido presentadas por el ejecutado) que sean declaradas admisibles se 
tramitarán conforme a las normas de los incidentes. 

  
Si no se formula oposición por parte del ejecutado o si ella (el escrito de oposición) es 

rechazada, se procederá al remate del inmueble hipotecado o a su entrega en prenda 
pretoria, según corresponda. 

  
Si además del banco, existieren otros acreedores hipotecarios, respecto del mismo 

ejecutado, se les notificará la resolución que establezca el remate o su entrega en prenda 
pretoria. Esta notificación será personal para el primer remate y por cédula para los 
restantes, si los hubiere. Estos acreedores, si sus créditos son preferentes, se pagarán en 
forma previa con el producto del remate; en caso de que se disponga la prenda pretoria, los 
productos que arroje el inmueble se destinarán en primer término al pago de esos créditos 
privilegiados. 

 
 Ahora bien, si el inmueble se entrega en prenda pretoria, el banco se pagará del 

crédito con el producto del inmueble, no importando la persona que lo tenga en su poder y, 
una vez descontado el pago de contribuciones y demás gastos esos ingresos se abonarán al 
crédito, hasta que éste quede satisfecho. El deudor podrá liberar el inmueble en cualquier 
momento pagando la deuda. 

 
 Si se dispone el remate del inmueble, éste será anunciado mediante avisos publicados 

durante cuatro días distintos, debiendo mediar a lo menos 20 días entre el primero y el día 
del remate. 

 
 Para llevar a cabo este remate será necesario fijar las bases del mismo en forma 

previa, pero éstas las fijará el juez a sola petición del banco, sin ulterior recurso; sin embargo, 
la ley señala que el mínimo para la primera subasta no podrá ser de un monto inferior al de la 
deuda total, incluyendo intereses, costas y primas de seguro. 

 
 Si el primer remate es sin resultado (no se vendió), para efectuar el segundo el 

número de avisos y el plazo que debe mediar entre el primero de ellos y el día de la subasta 
se reducirán a la mitad. 

 
 Cabe señalar que los subastadores de estas propiedades no estarán obligados a 

respetar los arriendos que les afecten, salvo que ellos se hayan celebrado por escritura 
pública debidamente inscrita con anterioridad a la hipoteca del banco o con la autorización de 
éste. 
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 En estos juicios no tendrá aplicación lo dispuesto en los números 3 y 4 del artículo 
1464 del Código Civil, es decir, no habrá objeto ilícito y el juez dispondrá sin más trámite la 
cancelación de las interdicciones y prohibiciones que afecten al inmueble, aun cuando 
hubieren sido dispuestas por resolución judicial. Sin embargo, el exceso que resulte del 
producto del remate será consignado en el tribunal para el pago de esas otras deudas. 

 
 Las obligaciones hipotecarias en referencia se entenderán líquidas siempre que en la 

respectiva escritura se haga referencia a las tablas de desarrollo de la deuda aprobadas por 
la superintendencia de bancos y protocolizada en una notaría. 

 
 En caso de que la hipoteca haya sido constituida por un tercero o que este tercero 

haya adquirido el inmueble hipotecado, se aplicará el mismo procedimiento señalado; es 
decir, el desposeimiento se tramitará conforme a estas normas especiales. 

  
Por último, los recursos de apelación que se interpongan se concederán siempre en el 

solo efecto devolutivo; lo anterior, sin perjuicio de que el tribunal de alzada, a petición del 
ejecutado, pueda disponer la suspensión del cumplimiento de la sentencia mientras se 
encuentre pendiente el conocimiento del recurso, siempre que existieren razones fundadas 
para ello, lo que resolverá en cuenta. 

 
• Juicio Ejecutivo de Realización de Prenda Común – (Decreto Ley 776 de 1925) 

 
 Si el deudor de una obligación garantizada con prenda común, es decir, con aquella a 

que se refieren los artículos 2384 y siguientes del Código Civil, no paga oportunamente la 
deuda, el acreedor, para hacer efectiva esta garantía, tiene el derecho a exigir que la especie 
dada en prenda sea vendida en pública subasta, de acuerdo con este procedimiento; se 
encuentra prohibido que el acreedor disponga de la prenda, se la apropie o la realice en 
alguna otra forma. 

 
En relación a su forma de tramitación, ésta debe efectuarse de acuerdo al siguiente 

procedimiento: 
 

a) La demanda: en ella el acreedor hará presente que el deudor de la obligación de que se 
trata no ha pagado el crédito y pedirá que se ordene la realización de la especie dada en 
prenda. 

 
 Para que esta demanda prospere es esencial que tanto la deuda como la constitución 
de la prenda consten de un título ejecutivo motivo por el cual a ella deberá adjuntarse el 
título correspondiente. 
 
 Si la prenda se hubiere constituido por contrato separado de la obligación principal, 
ambos títulos deberán tener el carácter de ejecutivos. 
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b) Primera resolución: presentada la demanda, al igual que en el juicio ejecutivo ordinario, el 
juez se pronuncia de plano a su respecto, es decir sin escuchar al deudor, aún cuando 
éste se haya hecho parte en el juicio. El juez examinará el título y, si éste no tiene más de 
tres años desde que la obligación se hizo exigible, dará lugar a la ejecución y en la misma 
resolución ordenará citar al deudor, al acreedor y al dueño de la prenda, en caso de que 
ésta perteneciera a un tercero, a un comparendo para la audiencia del 5º día hábil 
después de la notificación, con el objeto de designar a la persona que deberá realizar la 
prenda y acordar la forma de la realización. 

 
c) Notificación: la resolución indicada se notificará personalmente o de conformidad con el 

artículo 44 del Código de Procedimiento Civil al deudor y al dueño de la prenda, salvo que 
se les haya notificado de esa forma para alguna gestión anterior. 

 
d) Comparendo: éste se llevara a efecto de acuerdo con las normas que prescriben los 

artículos 414 a 416 del Código de Procedimiento Civil relativos al nombramiento de 
peritos. 
 
 En caso de que las partes no se pongan de acuerdo el nombramiento lo efectuará el 

juez y éste deberá recaer en un martillero público o en un corredor de comercio, según la 
naturaleza de la prenda. 

 
 Si no hay acuerdo respecto de la forma en que se realizará la prenda debe seguirse 

las siguientes normas: 
 

− Si se trata de valores mobiliarios, efectos de comercio o títulos de crédito, la realización 
se hará en remate en rueda de bolsa de comercio si hubiere alguna en la comuna o 
provincia asiento del tribunal; en caso contrario el juez señalará el lugar en que debe 
efectuarse este remate. 

 
− Si se trata de bienes susceptibles de venderse al martillo, el remate se efectuará en el 

lugar en que las especies se encuentren o en la casa de martillo del encargado de la 
subasta. 
 
 El remate en estos dos casos deberá anunciarse en la misma forma que en el juicio 

ejecutivo ordinario, es decir, conforme al artículo 489 del Código de Procedimiento Civil. 
 
e) Rescate: mientras no se haya verificado el remate, el deudor o el dueño de la prenda 

puede rescatarla consignando una suma suficiente para cubrir la deuda y las costas. 
 
f) Pago: realizada la prenda y rendida la cuenta o rescatada ésta por el deudor, el acreedor 
pedirá el pago de su acreencia y el juez dará lugar a ella siempre que la deuda sea líquida y 
actualmente exigible. 
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     Si se accede al pago la resolución que así lo dispone deberá ser notificada al deudor 
personalmente o por cédula. 

 
g) Oposición: el deudor tiene el término de cuatro días para oponerse, oposición que deberá 

fundarse en alguna de las excepciones contempladas en el artículo 464; si opone 
excepciones la tramitación de ellas se ajusta a las normas del juicio ejecutivo ordinario. 
  

   Si en definitiva se acoge la oposición el acreedor soportará el pago de las costas y 
además quedará responsable de todo el perjuicio causado, el que podrá ser perseguido 
dentro del plazo de cuatro años conforme al procedimiento sumario ante el juez que haya 
conocido del asunto en primera instancia o al que corresponda conforme a las reglas 
generales. 
  
        Si no hay oposición o ella es rechazada, se procederá a la liquidación del crédito y 
tasación de costas en la forma ordinaria. 

 
h) Recursos: las apelaciones que se interpusieren se concederá en el solo efecto devolutivo 

y los recursos de casación que se interpusieren no suspenderán el cumplimiento de las 
sentencias. 
 

i) Prenda consistente en un crédito de suma de dinero: si la prenda consiste en un crédito de 
una suma de dinero, el acreedor prendario estará obligado a cobrarlo a su vencimiento, 
entendiéndose representante legal del dueño del crédito para estos efectos. Las cantidades 
que perciba las aplicará al pago de su crédito y luego rendirá cuenta al deudor. 

 
 

• Procedimiento Ejecutivo de Realización de Prenda Agraria –( Leyes 4.097 y 4163) 
 
 La prenda agraria es aquella que se constituye sobre una cosa mueble para garantizar 

obligaciones contraídas en el giro de negocios agrícolas, conservando el deudor el uso y 
tenencia de la prenda. 

 
 Se rige en general por las normas del juicio ejecutivo ordinario, con las siguientes 

modificaciones: 
 

a) No rige el fuero personal. 
 
b) No se suspende la tramitación por la declaración de quiebra del deudor. 
 
c) A los títulos ejecutivos se agrega el contrato de prenda agraria otorgado por escritura 

privada, en que las firmas hayan sido autorizada por notario u oficial de registro civil. 
 
d) Las únicas excepciones admisibles son las de pago, remisión, novación comprobadas por 

escrito y, además la prescripción. 
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e) No se admiten tercerías. 
 
f) Salvo acuerdo de las partes la realización de la prenda se efectúa de la siguiente forma: 
 

− Si se trata de bienes que se acostumbra vender al martillo, se procederá en la forma 
dispuesta en el artículo 482 del Código de Procedimiento Civil, es decir, sin previa 
tasación y por el martillero que designe el tribunal; el remate se anunciará mediante 
dos avisos. 

 
− Si se trata de animales, el juez dispondrá se vendan sin previa tasación en la feria que 

indique. 
 
− En los demás casos el remate se efectuará en la forma que disponen los artículos 

485, 489 y 490 y 491 del Código de Procedimiento Civil. 
 

 
• Procedimiento Ejecutivo de Realización de Prenda Bancaria – (Ley 4287) 

 
 Vencida una obligación garantizada con prenda sobre valores en favor de un banco, 

éste podrá, después de una simple notificación judicial al deudor y transcurridos siete días 
desde ella, proceder a la enajenación, sin más intervención de la justicia ordinaria. 

 
 En todo caso la venta esta sujeta a las siguientes reglas: 
 

a) Sólo se venderán valores en cantidad suficiente para el pago de obligaciones vencidas. 
 
b) La venta se efectuará en remate en una bolsa de comercio. 
 

 
• Procedimiento Ejecutivo de Realización de Prenda Constituida en Compraventa de 

Cosas Muebles a Plazo – (Ley 4.702) 
 
 Se rige por las reglas generales del juicio ejecutivo ordinario, con las siguientes 

modificaciones: 
 

a) Se acepta también como título ejecutivo el instrumento privado autorizado ante notario u 
oficial de registro civil. 

 
b) Si en el juicio ejecutivo se señalara para el embargo sólo las cosas gravadas con prenda, 

el mandamiento de ejecución contendrá su individualización y la orden de que el 
depositario se incaute de ellas con auxilio de la fuerza pública. 
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c) Desempeñará el cargo de depositario el martillero que el juez designe en el 
mandamiento, salvo que sea un elemento esencial de trabajo del deudor, caso en el cual 
quedará éste de depositario. 

 
d) La realización de la prenda: 
 

− Se efectuará por subasta ante el martillero designado por el juez, la que no podrá 
llevarse a cabo antes de quince días de la notificación del mandamiento; es decir, no 
es necesario que se haya dictado sentencia rechazando las excepciones para que 
pueda rematarse la especie, como en el juicio ejecutivo ordinario. 

 
− Siempre que se hubieren producido antecedentes que así lo justifiquen, el juez podrá 

suspender el remate; en caso de hacerlo, para proceder a un nuevo remate será 
necesario que el juez así lo ordene y el plazo de quince días se contará desde la fecha 
de notificación de esa resolución. 

 
− El mínimum para la subasta será el valor del crédito con intereses y costas; si no hay 

postores, se procederá dentro de los dos meses siguientes a la venta privada o 
remate por un mínimo de los dos tercios del crédito. Si nuevamente no hay postores 
se procederá al remate sin mínimum. 

 
e) Ampliación del embargo: si los bienes prendados no alcanzan para pagar la deuda que 

garantizaban, el acreedor podrá pedir una ampliación del embargo a nuevos bienes, caso 
en el cual respecto de estos bienes el juicio continuará conforme a las reglas del juicio 
ejecutivo ordinario. 

 
 

• Procedimiento Ejecutivo Especial sobre Realización de la Prenda Constituida sobre 
Mercaderías Depositadas en Almacenes Generales de Depósito (Warrants) – (Ley 
3.896) 

 
 Si el acreedor no paga el crédito a su vencimiento, el tenedor del vale de prenda 

pondrá el hecho en conocimiento del representante del almacén general de depósito, quien 
hará la anotación en el libro correspondiente. 

 
Transcurridos ocho días desde la anotación sin que se haya efectuado el pago, el 

acreedor pedirá al representante de la empresa que haga subastar la especie prendada por 
martillero, remate que deberá anunciarse por medio de avisos publicados a lo menos con 
tres días de anticipación. A falta de periódicos en el lugar se colocarán carteles anunciando 
el remate en la municipalidad respectiva. 

  
El remate se suspenderá por orden judicial dispuesta previa consignación del capital, 

intereses y gastos. En este caso el acreedor tendrá derecho a exigir la entrega de la suma 
consignada de inmediato, previa caución para el caso de tener que devolverla. 
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• Procedimiento Ejecutivo sobre Realización de Prenda Industrial – (Ley 5.687)  

 
 Se rige por las reglas generales del juicio ejecutivo, con las siguientes modificaciones: 
 

a) El contrato de prenda industrial celebrado por escritura privada autorizada ante notario u 
oficial de registro civil tendrá mérito ejecutivo. 

 
b) Sólo caben las excepciones de pago y remisión comprobadas por escrito y prescripción. 
 
c) Si se trata de especies susceptibles de venderse al martillo, serán subastadas por el 

martillero que se designe, quien deberá avisar el remate por dos veces en un periódico de 
la comuna en que se encuentren las especies. 
  

Tratándose de animales, el tribunal dispondrá que se vendan sin tasación en la feria 
que indique. 

 
En los demás casos la enajenación se hará en la forma señalada en los artículos 485, 

489, 490 y 491 del Código de Procedimiento Civil. 
 

 
 
 
 
 

CLASE 11 
 

2.6  Las Tercerías en el Juicio Ejecutivo21 
 
  En un sentido general, tercería es toda intervención de un tercero en un juicio, 

cualquiera sea la naturaleza del pleito22 (tercería en sentido amplio). 
  
   Tercerías en el juicio ejecutivo son aquellas intervenciones que efectúan en este 

proceso terceros extraños al mismo pretendiendo dominio sobre los bienes embargados, 
posesión de los mismos, derecho a ser pagado preferente o derecho para concurrir al pago a 
falta de otros bienes (tercería en sentido restringido)23 

 
                                                 
21    Artículos 517, 529 del Código de Procedimiento Civil. 
 
22    Espinoza Fuentes Raúl, “El juicio ejecutivo”, Editorial Jurídica de Chile, año 1984, p. 213. 
 
23   Casarino Viterbo, Mario “Derecho Procesal Civil”, Cuarta Edición, Editorial Jurídica de Chile, año 1985, p   

210. 
 

Realice ejercicios nº 21 al 26 
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En el primer caso la tercería se llama de dominio; en el segundo de posesión; en el 
tercer caso de prelación; y en el cuarto de pago. 

 
    De acuerdo con el artículo 518 inciso 1º del Código de Procedimiento Civil, en el juicio 

ejecutivo sólo son admisibles las tercerías antes señaladas. 
 
    En la siguiente figura se encuentran los distintos tipos de tercerías con sus respectivas 

tramitaciones ante tribunales de justicia, las cuales varían dependiendo del tipo de que se 
trate. 
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Figura Nº 38: Clases De Tercerías 
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• Disposiciones Legales que las Regulan 
 

 Tratándose de las tercerías en el juicio ejecutivo se debe tener presente en primer 
término que corresponde aplicar a ellas las normas especiales que señalan los artículos 518 
a 529; en su defecto, las normas comunes a todo procedimiento, en que se contienen 
normas relativas a las tercerías en general y, a falta de ellas, las normas del procedimiento 
ordinario de mayor cuantía. 

 
• Naturaleza Jurídica de las Tercerías en el Juicio Ejecutivo 

 
 Se ha discutido en la doctrina y en la jurisprudencia, si las tercerías constituyen un 

proceso separado del juicio ejecutivo mismo o si sólo son parte de éste. 
 
 Para unos autores, las tercerías son incidencias del juicio ejecutivo promovidos por 

terceros que sostienen algunas de las pretensiones mencionadas, cuestiones accesorias 
que, salvo la tercería de dominio, se tramitan conforme a las normas del incidente ordinario.  

 
     Para otros autores, las tercerías constituyen un juicio distinto de su ejecución, que ha 

sido introducido dentro del procedimiento ejecutivo, las razones que lo avalan son las 
siguientes: 

 
a) El fallo que resulte del cuaderno de tercería es tan importante como la sentencia del 

cuaderno ejecutivo.  
 
b)  Lo resuelto en la tercería en nada afecta lo vinculado al juicio ejecutivo. 
 
c)  La tercería de dominio se tramita conforme a las reglas del juicio ordinario, es decir, no se 

trata de un simple incidente en el juicio. 
 

      Las consecuencias que derivan de ello, son las se señalan  a continuación:    
 

1)  La demanda de tercería debe ser notificada personalmente al ejecutante y al ejecutado, lo 
cual no sería procedente si se tratara de un incidente. 

 
2)  La sentencia que decide el asunto controvertido originada de una tercería será una  

sentencia definitiva. Pese a todos los fundamentos señalados anteriormente, la 
jurisprudencia en no pocas ocasiones ha señalado que las tercerías son parte o 
incidentes del pleito ejecutivo. 
 
 Este problema en torno a la naturaleza jurídica de las tercerías es importante, toda vez 

que, si se estima que son incidentes, las conclusiones relativas a la validez de los mandatos 
otorgados, la forma de notificación de las tercerías, la naturaleza jurídica de las resoluciones 
pronunciadas en las tercerías, serán diferentes. 
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• Características 
 

Las tercerías presentan ciertas características que se identifican en la siguiente figura:  
 

Figura Nº 39: Características de las Tercerías 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Con respecto a la segunda característica (carácter accesorio) cabe señalar que son 
incidentes del juicio ejecutivo que se sustancian conforme a normas especiales, lo que trae 
como consecuencia: 
 
− El mandato constituido en el juicio ejecutivo por el actor o el ejecutado tiene pleno valor 

para la tercería. 
 

− La resolución recaída en la primera gestión de una tercería, si bien debieran notificarse 
por el estado a los apoderados del ejecutante y del ejecutado, por razones de orden 
práctico se ha dispuesto que sean notificadas por cédula a los apoderados, lo que el 
juez puede ordenar, conforme al artículo 48 que señala que podrá disponerse dicha 
notificación en todo caso. 

 
− Las resoluciones que los fallan (resuelven), al establecer derechos permanentes en 

favor de las partes, son sentencias interlocutorias y no definitivas. De ello derivan todas 
las consecuencias pertinentes ya sea en cuanto a los requisitos de la sentencia, los 
recursos con los que puede ser atacada, la forma de tramitación de éstos, etc. 

 

Características 

Son de carácter excepcional: el artículo 518 del Código de 
Procedimiento Civil señala expresamente que en el juicio 
ejecutivo sólo son admisibles las tercerías señaladas. 
 

Son de carácter accesorio: las tercerías no pueden existir 
sin que exista juicio ejecutivo en el cual se haya trabado 
embargo sobre alguna especie que origina la pretensión del 
tercero. 
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2.6.1 Tercería de Dominio 
 
 Es aquella tercería del juicio ejecutivo en la cual una persona extraña al proceso 

mismo, se presenta a éste formulando su pretensión de que se le reconozca la calidad de 
dueña de la especie embargada que sostiene tener, en el fondo una persona totalmente 
ajena al juicio, aparece alegando tener el dominio de los bienes embargados. 

 
 Puede ocurrir que por error o por mala fe, se proceda a embargar bienes que no sean 

de propiedad del deudor, es decir, que el ejecutado sea un mero tenedor o poseedor de los 
bienes embargados, siendo el verdadero dueño un tercero. Por ello, el fin de esta tercería, es 
precisamente evitar que esa persona ajena al proceso se vea privada del dominio sobre la 
especie que le pertenece, y en definitiva se excluyan dichos bienes del embargo. 

 
• Oportunidad para Deducir la Tercería de Dominio 

 
 El Código de Procedimiento Civil no señala en forma precisa el momento desde el cual 

puede interponerse alguna tercería de dominio, ni la oportunidad hasta la cual ella puede 
ejercitarse. Sin embargo, del contexto de las disposiciones relativas a las tercerías, así como 
de las que regulan el procedimiento de apremio se puede arribar a las siguientes 
conclusiones: 

 
a) La tercería de dominio sólo puede deducirse una vez que se ha iniciado un juicio ejecutivo 

y en él se ha trabado embargo sobre la o las especies sobre las cuales el tercero 
pretende dominio. Lo anterior, por una razón lógica, toda vez que el tercero no podrá 
sentirse afectado en su derecho de dominio, mientras no se le perturbe trabando 
(realizando) embargo sobre la especie de su propiedad. 

 
b) La tercería de dominio sólo puede deducirse hasta antes que de que se efectúe la 

tradición de los bienes que han sido objeto del remate, es decir, hasta antes de la entrega 
tratándose de bienes muebles y hasta antes de la inscripción de dominio en favor del 
adjudicatario, en el caso de los inmuebles. 

 
       Si los bienes embargados han sido licitados y se ha procedido a la tradición (entrega) 

de los mismos, el tercero que pretende dominio sobre ellos deberá deducir acción ordinaria 
en un juicio de reivindicación. 

 
       Si los bienes han sido entregados en prenda pretoria, como ellos no han salido del 

patrimonio del ejecutado, éste en cualquier momento puede libertar esos bienes pagando lo 
adeudado (artículo 505 inc.1); por otra parte, el ejecutante, según el artículo 505 inc. 2º, en 
cualquier momento puede solicitar la enajenación de esos bienes, haciendo cesar la prenda 
pretoria.  
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        En consecuencia, si los bienes han sido entregados en prenda pretoria y mientras ella 
se mantenga, el tercero puede deducir su tercería de dominio. 

 
• Tramitación de la Tercería de Dominio 
 

 Conforme lo dispone el artículo 521, la tercería de dominio se seguirá en ramo 
separado (cuaderno separado) considerándose como demandados al ejecutante y ejecutado, 
Los trámites se realizarán de acuerdo al juicio ordinario, sin escritos de réplica y dúplica. 

 
 De acuerdo con el artículo 523, la demanda de tercería de dominio debe reunir los 

requisitos que el artículo 254 señala respecto de la demanda en juicio ordinario, expresando 
además en una norma de carácter excepcional, que no se dará curso a ella si no cumple con 
alguno de esos requisitos; es decir, excepcionalmente se le otorga al juez la facultad de 
actuar de oficio en relación con todos los requisitos de esa demanda. 

  
La tercería se deduce en contra del ejecutante y del ejecutado, en forma tal que el 

tercerista será el demandante mientras que los otros dos los demandados. En consecuencia, 
deducida una tercería de dominio, si la demanda reúne los requisitos del artículo 254 
(requisitos generales de la demanda), el juez dará traslado (para que contesten los 
demandados) de la misma al ejecutante y al ejecutado para que ellos la contesten en el 
término de emplazamiento, pudiendo asimismo oponer las excepciones dilatorias que 
estimen pertinentes. 

 
• Efectos de la Tercería de Dominio en el Juicio Ejecutivo 
 
           La tercería de dominio trae aparejada principalmente una consecuencia de relevancia 
que consiste en el hecho de que no suspende, por norma general la tramitación de los 
cuadernos (principal y el de apremio) que componen el proceso, situación que se analizara a 
continuación: 
 
a) Cuaderno ejecutivo: el artículo 522 en su primera parte señala que las tercerías no 

suspenden en caso alguno la tramitación del cuaderno ejecutivo; ello, en atención a que 
no existe entre ambos alguna relación que haga necesaria esa suspensión. 

 
b) Cuaderno de apremio: el artículo 523 señala que la norma general es que la tercería de 

dominio no suspende el procedimiento de apremio, salvo que ella se apoye en 
instrumento público otorgado con anterioridad a la presentación de la demanda ejecutiva. 
 

Ahora bien, respecto al procedimiento de apremio, la norma general establece que, si la 
tercería de dominio no se funda en un instrumento público otorgado con anterioridad a la 
demanda ejecutiva, de acuerdo con el artículo 523, el procedimiento de apremio sigue 
adelante y se lleva a cabo el remate, pero se entiende que ese remate sólo recae sobre los 
derechos que el deudor tenga o pretenda tener sobre la cosa embargada; es decir, lo que se 
remata es el derecho litigioso que el deudor tiene sobre los bienes embargados objeto de la 
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tercería.  
 
         Como consecuencia de lo anterior, el subastador de los bienes adquiere éstos bajo 
condición resolutoria, en forma tal que si se acoge la tercería de dominio y se declara que el 
bien es de propiedad del tercerista, se resolverá (terminará) el contrato de compraventa 
celebrado en pública subasta. Esto tiene por objeto evitar que si el tercerista gana su 
demanda obtenga una sentencia meramente simbólica. 

 
 Dicho en otras palabras, el primer efecto que produce la interposición de la tercería de 

dominio es el de suspender el remate en cuanto éste se refiere al dominio de la cosa 
embargada, en forma tal de que la subasta sólo recaerá sobre los derechos eventuales que 
el deudor tenga sobre la especie en cuestión. 

 
Existen ciertas excepciones a la norma general, lo cual se origina cuando la tercería 

se funda en un instrumento público otorgado con anterioridad a la presentación de la 
demanda ejecutiva; caso en el cual se suspende el procedimiento de apremio hasta que ella 
sea resuelta por sentencia ejecutoriada; si la sentencia acoge la tercería, se excluirá el bien 
en referencia del embargo; en cambio, si la tercería es rechazada, continuará el 
procedimiento de apremio (en el cuaderno de apremio). 

 
En todo caso, la suspensión del procedimiento de apremio sólo dice relación con él o 

los bienes materia de la tercería, de tal modo que si además de ellos se ha embargado otros 
bienes, el apremio seguirá respecto de ellos sin suspensión alguna, toda vez que la misma 
no se justificaría. 

 
Se ha discutido si el instrumento público debe constituir prueba completa del dominio o 

si sólo debe estar relacionado con los bienes. En general la mayoría de la doctrina estima 
que debe constituir prueba completa del dominio, ya que persigue evitar que se obtenga la 
suspensión del apremio con cualquier documento. 

 
• Sentencia de la Tercería de Dominio 
 

 Precedentemente se señalaba los efectos que producía la interposición de la tercería 
de dominio. La sentencia que falla esa tercería, la que como se señalaba anteriormente es 
una sentencia interlocutoria, si acoge la demanda del tercerista, deberá disponer el 
alzamiento del embargo sobre la especie en cuestión y su restitución al tercero. En caso de 
que el apremio no se haya paralizado, se producirá la resolución (término) de la venta 
efectuada en pública subasta. 

 
 Si la sentencia rechaza la tercería, una vez ejecutoriada cesa la intervención del 

tercero, y continúa el juicio adelante.  
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CLASE 12 
 

2.6.2 Tercería de Posesión 
 
 Este tipo de tercería, es aquella por la cual un tercero extraño al juicio ejecutivo 

comparece a éste solicitando se alce (termine) el embargo y se respete su posesión respecto 
de bien que ha sido objeto de éste, porque al momento en el cual se practicó, la especie se 
encontraba en su poder y, consiguientemente, debía presumirse su dominio. 

 
 Esta tercería surgió en la práctica por creación de la jurisprudencia, sin haberse 

encontrado señalada en forma expresa en el Código de Procedimiento Civil. En las reformas 
de este código introducidas por la ley 18.705 de 1988, se modificó los artículos 518, 521 y 
522 del Código de Procedimiento Civil, consagrando legalmente la tercería de posesión. 

 
 El objeto de esta tercería es el de obtener se respete la posesión que tiene un tercero 

de bienes que han sido embargados en un juicio ejecutivo que no está dirigido en su contra. 
Es decir, mediante esta tercería se persigue el alzamiento del embargo y la restitución de los 
bienes objeto de éste a la persona en cuya posesión se encontraban, por cuanto el poseedor 
se presume dueño. 

 
 Las distintas situaciones que pueden presentarse en las tercerías de posesión son las 

siguientes: 
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Figura Nº 40: Situaciones que pueden Presentarse en la Tercería de Posesión 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
• Tramitación de la Tercería de Posesión 
 

 Conforme lo señala actualmente el artículo 521, la tercería de posesión se tramita 
conforme a las normas del incidente ordinario, en cuaderno separado, lo que significa que no 
suspende el cuaderno de apremio, es decir, que la tramitación del juicio continúa en forma 

Situaciones 

El embargo recae sobre bienes del deudor que se 
encuentran en el domicilio de éste, aquí no hay problema, 
ya que precisamente se ha embargado bienes del 
ejecutado que se encuentra en posesión del mismo. 

Se embargan bienes de propiedad del deudor que se 
encuentran en poder de un tercero; tampoco existirá 
problema, ya que se habrá embargado bienes sujetos al 
derecho de prenda general. 

Se embargan bienes de un tercero que se encuentran en el 
domicilio del deudor; en este caso el tercero deberá deducir 
tercería de dominio. 

Se embargan bienes de propiedad de un tercero que se 
encuentran en el domicilio de este tercero; aquí procede 
la tercería de posesión, la que presenta la ventaja para el 
tercero que sólo deberá probar el hecho de haberse 
encontrado éstas en su poder y, acreditada esas 
circunstancias pasa a presumirse legalmente su dominio 
sobre los mismos. Para desvirtuar esa presunción 
simplemente legal, el ejecutado deberá rendir las pruebas 
pertinentes. Es decir, se invierte el peso de la prueba en 
lo que dice relación con el dominio de la especie. 
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normal. 
 
 El tercerista deberá comparecer (presentarse) al proceso presentando demanda 

incidental en la que alegará ser poseedor de los bienes embargados en ese proceso y 
solicitará al tribunal que ordene alzar (que termine) el embargo. Esta demanda incidental se 
dirigirá en contra de ejecutante y ejecutado y será resuelta en este procedimiento incidental 
por una interlocutoria. 

 
• Efectos de la Interposición de la Tercería de Posesión 
 

Análisis de las consecuencias que trae la interposición de la tercería de posesión.  
 
a) Cuaderno ejecutivo: en este cuaderno no produce efecto alguno (no se suspende el 

procedimiento) y él se seguirá tramitando hasta la dictación de la sentencia, ya que lo que 
se debate en él en nada atañe al tercero. 

 
b) Cuaderno de apremio: la norma general es que tampoco suspende la tramitación de este 

cuaderno, salvo que, como lo dispone el artículo 522 parte final, se acompañen junto con 
la tercería antecedentes que constituyan presunción grave de la posesión que se 
reclama. 

 
Respecto al momento en el cual se puede deducir esta tercería; al igual que en la 

tercería de dominio, es necesario que se haya embargado el bien de que se trate, ya que 
antes de ello no se encuentra afectada la posesión del tercero; por otra parte, al igual que la 
de dominio, sólo puede deducirse hasta antes de que se haya enajenado la especie. 

 
 Respecto a los efectos de la sentencia de la tercería de posesión; ejecutoriada la 

interlocutoria que resuelve esta tercería acogiéndola, deberá ordenarse el alzamiento del 
embargo y la restitución de la especie al tercero. Si se rechaza (se dicta sentencia que no 
acepta la tercería) la tercería, una vez ejecutoriada la sentencia, cesa la intervención del 
tercero. 

 
• La Tercería de Dominio y la de Posesión 
 

 En caso de que se embargue alguna especie de propiedad de un tercero que se 
encuentra en poder del deudor, el tercero sólo podrá reclamar sus derechos a través de la 
tercería de dominio; en cambio, si se embarga una especie que se encuentra en poder del 
tercero, éste puede interponer la tercería de posesión. 

 
 Lo anterior se justifica en atención a que lo normal es que los bienes se encuentren en 

poder de su propietario y resultaría injusto que un tercero, a quien se le embargan bienes de 
su propiedad de los cuales está en posesión, fuera obligado a tener que deducir tercería de 
dominio, la que como se vio es más compleja en su tramitación y prueba. 
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2.6.3 Tercería de Prelación 
 
 Es aquella en la cual un tercero ajeno al juicio ejecutivo comparece a éste invocando 

calidad de acreedor del ejecutado y pretendiendo ser pagado en forma preferente al 
ejecutante con el producto del remate. 

 
 Dicho de otra forma, la finalidad de esta tercería es la de que se reconozca al tercero 

la calidad de acreedor privilegiado que alega tener y hacer efectiva la preferencia en el pago 
sobre el producto de los bienes embargados con antelación por otro u otros acreedores 
valistas que concurren a ese pago. 

 
 El artículo 2470 del Código Civil establece las causales de preferencia y las normas 

siguientes regulan éstas desde el punto de vista del derecho sustantivo (el fondo, no la 
forma). En Derecho Procesal (derecho formal) corresponde estudiar el procedimiento 
conforme al cual esos privilegios se hacen valer en la práctica. 

 
 Para que pueda deducirse esta tercería, es indispensable que exista un juicio 

ejecutivo; es decir, que al menos se haya notificado la demanda al ejecutado y que ese juicio 
no haya concluido. 

 
• Tramitación de la Tercería de Prelación 

 
 De acuerdo con el artículo 521, se tramita según las normas del incidente ordinario, 

debiendo la demanda ir acompañada del correspondiente título ejecutivo que justifique el 
derecho preferente que se alega. 

 
 Es decir, esta tercería sólo puede oponerla el tercero que sea acreedor del ejecutado y 

que tenga preferencia para el pago, debiendo su crédito constar de un título ejecutivo que da 
cuenta de la existencia de una obligación líquida, actualmente exigible y no prescrita. En ese 
momento el tercerista en la realidad deduce dos pretensiones diferentes, una en contra del 
ejecutado para el pago del crédito y otra en contra del ejecutante para que se le pague 
preferentemente. El ejecutado podrá oponer las excepciones correspondientes del juicio 
ejecutivo y el ejecutante podrá defenderse oponiendo cualquier tipo de excepciones que 
sean procedentes. 

 
           Respecto a los efectos de la interposición de esta tercería; dada la naturaleza de la 
misma, la interposición de ella no suspende ninguno de los cuadernos; el de apremio sólo se 
paralizará después de efectuado el remate, guardándose el producto de éste en la cuenta 
corriente del tribunal, a fin de que una vez fallada la tercería se proceda al pago del o los 
créditos en la forma que se haya resuelto. 

 
Respecto a las acciones que comprende esta tercería; como se ha señalado, la 

tercería comprende dos acciones. La primera de ellas va dirigida contra el ejecutado y la 
segunda, contra el ejecutante. La que se deduce contra el ejecutado es la acción ejecutiva y 



 

 111
 

Instituto Profesional Iplacex 

la que se interpone contra el ejecutante es la de preferencia en el pago. Si la sentencia 
acoge la acción ejecutiva pero rechaza la de preferencia, la tercería de prelación se 
transforma en tercería de pago, señalando al efecto el artículo 527 que si no teniendo el 
deudor otros bienes que los embargados, no alcanzan a cubrirse con ellos los créditos de 
ejecutante y tercerista, ni se justifica derecho preferente para el pago, el producto se 
distribuirá entre ambos acreedores, proporcionalmente al monto de los créditos que se hagan 
valer. 

 
 

2.6.4 Tercería de Pago 
 
 Es aquella por la cual un tercero, acreedor no privilegiado, interviene en el juicio 

ejecutivo pretendiendo derecho para concurrir al pago en el producto de los bienes 
embargados, a falta de otros bienes y a prorrata de sus respectivos créditos. 

 
 Por su naturaleza, no puede deducirse (solicitarse) antes de que exista embargo, ya 

que es necesario que el deudor carezca de otros bienes que los que ha sido objeto de esa 
medida. Por otra parte, deberá deducirse antes de que se haya efectuado el pago al 
ejecutante. 

 
 Para que pueda proceder la tercería de pago, se deben cumplir los requisitos que se 

presentan a continuación: 
 
 

Figura Nº 41: Requisitos para la Procedencia de la Tercería De Pago 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Requisitos de 
la Tercería de 

Pago 

El crédito del tercero debe constar 
de un título ejecutivo (artículo 527 
parte final). 
 

El deudor debe carecer de otros 
bienes que los embargados, como se 
infiere del art. 518 Nº 4 que al aludir 
a esta tercería la individualiza como 
derecho para concurrir en el pago a 
falta de otros bienes.
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• Tramitación de la Tercería de Pago 
 

      Existen dos procedimientos para este tipo de tercerista, ellos son los siguientes: 
 

1)  Comparece el tercero al juicio ejecutivo, presenta una tercería de pago, la cual se tramita    
como incidente, y va dirigida en contra el  ejecutante y ejecutado. Si la tercería es acogida 
y el producto de los bienes embargados no es suficiente para pagar los créditos del 
ejecutante y del tercerista, el producto del remate se distribuirá entre ellos a prorrata (en 
partes iguales) de sus créditos. 
 

    Ahora bien, en caso de que la tercería sea rechazada, el tercero carece de derecho 
para concurrir al pago. 
 

2)  Sin perjuicio de lo antes expuesto, el artículo 528 señala además otro procedimiento para 
que el tercero pueda exigir el pago de su acreencia, el que consiste en iniciar un 
procedimiento ejecutivo diverso ante el tribunal que corresponda conforme a las normas 
generales, procedimiento en el cual podrá solicitar al tribunal que dirija oficio al que 
conoce de la otra ejecución, para que retenga de los bienes realizados la cuota que 
proporcionalmente le corresponda. Para determinar estas cuotas será menester efectuar 
la liquidación de ambos créditos y las respectivas tasaciones de costas. 
 

Respecto a los efectos que produce la tercería de pago; al igual que en la tercería de 
prelación, la de pago no suspende la sustanciación de los cuadernos ejecutivo ni de apremio; 
en este caso se procederá al remate de los bienes embargados, pero los fondos quedarán 
depositados en la cuenta corriente del tribunal mientras se falla la tercería; es decir, no se 
paga al ejecutante mientras no se encuentre resuelta la tercería de pago. 

 
• Derechos del Tercerista en Relación con el Depositario y el Remate 

 
El artículo 529 en sus dos incisos se refiere a esta materia, pero limitando los 

derechos que él consigna al tercerista de pago. No obstante lo anterior, la jurisprudencia ha 
resuelto que estos derechos también pueden hacerlos valer los terceristas de dominio, 
posesión y prelación, haciendo aplicación analógica de estas disposiciones y teniendo en 
consideración que los otros terceristas tienen el mismo interés que el de pago en la correcta 
administración y remate de los bienes embargados.  

 
  Los terceristas tienen derechos que pueden hacer valer en el juicio y son los que se 

señalan en la figura siguiente: 
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Figura Nº 42: Derechos del Tercerista 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 

2.6.5 Tercerías sobre Otros Derechos  
 
 Esta materia se encuentra regulada en los artículos 519 y 520 del Código de 

Procedimiento Civil. Estos artículos se refieren a otros derechos que pueden ser reclamados 
a través del procedimiento de las tercerías y son los siguientes: 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Derechos del 
Tercerista

Solicitar la remoción del 
depositario alegando motivo 
fundado; en este caso, si el 
tribunal da lugar a la remoción, 
el nuevo depositario será 
designado de común acuerdo 
por ejecutante y tercerista o 
por el juez en subsidio 
(artículo 529 Inc. 1º). 
 

El tercerista podrá intervenir en la 
realización de los bienes con las 
facultades del tercero 
coadyuvante. Además, este 
mismo artículo señala que si el 
tercero ha demandado 
separadamente al mismo deudor 
en juicio diverso, el primer 
ejecutante podrá intervenir en 
este mismo carácter ante el otro 
tribunal (artículo 529 inc. 2º). 
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Figura Nº 43: Derechos que pueden ser Reclamados por Tercerías 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Respecto a la oposición del comunero de la cosa embargada (artículo 519 inc.1); 
puede ocurrir que alguna especie sea embargada, pero que ella no pertenezca en forma 
exclusiva al ejecutado, sino que en comunidad con otra u otras personas. En este caso, él o 
los otros comuneros que se van a ver afectados en sus derechos sobre la cosa pueden 
efectuar el reclamo pertinente, el cual conforme lo dispone el artículo 519 inc.1, se tramitará 
conforme al procedimiento establecido para la tercería de dominio, en el cual se solicitará se 
excluya del embargo la parte del bien que pertenece al o a los comuneros no ejecutados.  

 
 Si se produce una oposición de esta especie, a ella se le aplican todas las 

disposiciones relativas a la tercería de dominio. 
 
 Relacionado con este mismo tema, se encuentra el artículo 524 que señala que si el 

ejecutado tiene bienes en comunidad, el ejecutante podrá adoptar una de dos actitudes: 
 

− Dirigir su acción (demanda) sobre la parte o cuota en la comunidad que corresponda al 
deudor, a fin de que se enajene ésta sin previa liquidación de la comunidad; es decir, 
puede embargar y rematar los derechos que el ejecutado tiene en la cosa común. 

 
− Exigir que la comunidad se liquide (se divida) con intervención suya. En este último caso, 

los comuneros podrán oponerse a la liquidación, cuando exista para ello algún 
impedimento legal o de la liquidación haya de resultar grave perjuicio. 
 

Otros Derechos 
que pueden ser 
Reclamados por 

medio de 
Tercerías 

Oposición del comunero de la cosa 
embargada 

Exclusión del embargo reclamado por el 
ejecutado respecto de bienes inembargables 

Derechos que hace valer el ejecutado 
invocando una calidad distinta de aquella por la 
cual se le ejecuta. 
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 En todo caso, las actitudes antes señaladas las adoptará el ejecutante cuando exista 
duda respecto de la existencia de la comunidad, ya que, en caso de que ella exista, deberá 
sustanciarse el procedimiento antes señalado, el que se tramitará de acuerdo a las reglas de 
las tercerías de dominio, con el objeto de que se declara por sentencia la existencia de la 
comunidad. 

 
Respecto a la exclusión del embargo de bienes inembargables (artículo 519 inc. 2); si 

por error se embarga bienes que por la ley no pueden ser objeto de dicha medida, el 
ejecutado deberá efectuar la reclamación correspondiente, la que se sustanciará de acuerdo 
con las reglas generales de los incidentes; si en definitiva el ejecutado obtiene sentencia 
favorable, el bien al cual ella se refiere quedará excluido del embargo. Este incidente se 
sustancia en el mismo cuaderno de apremio y es de previo y especial pronunciamiento, 
motivo por el cual se suspende la tramitación de dicho cuaderno hasta que la incidencia sea 
resuelta. 

 
Respecto a los derechos que invoca el ejecutado alegando una calidad distinta de 

aquella en la cual se le ejecuta (artículo 520); puede que se demande ejecutivamente a una 
persona y se proceda al embargo de bienes de su propiedad, en circunstancias de que 
dichos bienes no están afectos al pago de la deuda. En este caso el ejecutado podrá 
oponerse al embargo efectuado deduciendo demanda conforme al procedimiento de la 
tercería de dominio. En efecto, si bien el artículo 520 alude "al procedimiento de las 
tercerías", sin especificar a cual de ellas se refiere, ello se debe a que antiguamente todas 
las tercerías se tramitaban conforme al juicio ordinario sin réplica ni dúplica. Este artículo no 
ha sido actualizado especificando a cual de los procedimientos actuales de las tercerías se 
refiere. 

 
 El Código de Procedimiento Civil señala como ejemplos de estos casos las siguientes 

situaciones: 
 

a) La del heredero a quien se embargan bienes propios para pagar deudas hereditarias, no 
obstante no haber aceptado aún la herencia. 

 
b) La del heredero a quien se embargan bienes propios para el pago de deudas hereditarias, 

en circunstancias de que ha repudiado la herencia. 
 
c) La del heredero a quien se le embargan bienes propios para pagar deudas hereditarias, 

no obstante haber aceptado la herencia con beneficio de inventario. 
 
d) La del heredero que alega beneficio de separación obtenido por los acreedores. Los 

acreedores hereditarios y testamentarios pueden solicitar se separe la herencia de los 
bienes del heredero, a fin de que sus acreencias se paguen preferentemente con los 
bienes heredados; si se ha dispuesto el beneficio de separación y posteriormente algún 
acreedor hereditario embarga algún bien propio del heredero, éste podrá alegar el 
beneficio de separación, ya que los acreedores aludidos no tienen acción respecto de los 
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bienes propios, mientras aquellos no se hayan agotado. Lo mismo podría alegarse por el 
heredero si algún acreedor propio de él ha embargado bienes que pertenecen a la 
herencia. 
 
 Sin perjuicio de lo señalado, el heredero podrá hacer valer estos derechos oponiendo 

las correspondientes excepciones; es decir, puede elegir la tercería o la excepción de "falta 
de alguno de los requisitos del título para que éste tenga fuerza ejecutiva respecto del 
demandado"; lo anterior, en atención a que el demandado no será el verdadero deudor del 
ejecutante, sino que éste será la herencia. 

 
 

Realice ejercicios nº 27 al 30 


